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Prólogo

La función primordial de los investigadores universitarios en cumplimiento 
de nuestra responsabilidad de contribuir al conocimiento y a la solución de los 
grandes problemas nacionales- estriba en coadyuvar a la construcción de una 
esperanza certera de triunfo1

Es para mí un honor indeclinable escribr la presentación de este esfuerzo 
académico-jurídico, denominado Temas Selectos 5, realizado por brillantes 
juristas de Nicaragua2 y México3; y bajo la atinada coordinación de los 
doctores María Asunción Moreno Castillo y Ricardo Tapia Vega, quienes han 
desarrollado, con enorme talento, experiencia y técnica jurídica, una obra que 
han denominado Hacia el Ámbito del Derecho Empresarial.  

En este nuevo libro, sus autores desarrollan diversos temas de actualidad 
que recogen de su paso por las aulas universitarias y que sin lugar a dudas 
surgen de las preguntas de los estudiantes matriculados en sus respectivas 
universidades.

/D�REUD�HV�HO�UHÁHMR�GH�OD�HQRUPH�ULTXH]D�DFDGpPLFD�H�LQWHOHFWXDO�GH�VXV�
autores, situación que se vislumbra en los análisis que cada uno expone, 
no solamente su propio criterio cultural sino también con riguroso criterio 
FLHQWtÀFR�� VXV� SURSLDV� REVHUYDFLRQHV�� YLUWXGHV� \� GHELOLGDGHV� GH� ORV� WHPDV�
abordados, dejando en claro que la ciencia jurídica, vista desde diversos 
ángulos, contiene interesantes coincidencias, pero también grandes 
antagonismos, propios de la idiosincracia de sus autores y de los sistemas 
jurídicos en donde hemos abrevado los juristas latinoamericanos.

Los temas abordados por cada uno de quienes han colaborado en la 
SURGXFFLyQ� ELEOLRJUiÀFD� IRUPDQ� SDUWH� GH� OD� DJHQGD� LQWHUQDFLRQDO�� FRQ�
singulares rasgos de defensa de los derechos humanos, producto de la 
JOREDOL]DFLyQ� TXH� QR� HV� VyOR� XQ� IHQyPHQR� VRFLDO�� HFRQyPLFR� R� ÀQDQFLHUR��

1  Calva, José Luis. Coord. ¡Si se puede! Caminos al Desarrollo con Equidad, Juan Pablos editor, 2012, 
Vol. 16, p. 18.
2  Universidad Centroamericana de Nicaragua, Nicaragua (UCA).
3  Universidad Autónoma del estado de Morelos, México (UAEM).
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sino que se ha convertido en un tema de pronta y urgente atención por las 
violaciones a los derechos humanos que se están dando en diferentes latitudes.

La obra, por sí misma, constituye una importante aportación de ambas 
universidades a una de las labores sustantivas de su creación, la difusión del 
FRQRFLPLHQWR�FLHQWtÀFR�\�OR�KDFHQ�GH�OD�PDQR�GH�GHVWDFDGRV�H[SRQHQWHV�HQ�ODV�
disciplinas jurídicas como: sociedades cooperativas, la sociedad unipersonal y 
OD�VRFLHGDG�SRU�DFFLRQHV�VLPSOLÀFDGDV��ORV�FRQWUDWRV�GH�DGKHVLyQ�ÀQDQFLHURV�\�
ODV�FOiXVXODV�DEXVLYDV�HQ�PDWHULD�ÀQDQFLHUD��ODV�]RQDV�HFRQyPLFDV�HVSHFLDOHV�
como instrumento de desarrollo, la regulación de las empresas en México, 
la empresa socialmente responsable y el estado actual del derecho de los 
consumidores, la eclipsada protección de los derechos de los consumidores, 
el préstamo del dinero y los pagos a plazos, las restricciones a la autonomía 
privada, el derecho de la información como tutela jurídica, entre otros; 
resaltando, en todo momento, el interés de los autores por aportar a la ciencia 
jurídica global una tesis más cercana y con un lenguaje sobrio, correcto, y a la 
vez, revolucionario y moderno, para una mejor comprensión de los estudiosos 
del derecho. 

Celebro, desde mi modesta opinión, estos encuentros entre universidades 
latinoamericanas que con este singular esfuerzo generan conocimiento jurídico 
de frontera y tejen redes de comunicación y de intercambio académico entre 
pares para la mejora, la difusión y el conocimiento del Derecho.

DR. RUBÉN TOLEDO ORIHUELA

Universidad Autónoma del Estado de Morelos

Cuernavaca, Morelos
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La promoción de la sociedad cooperativa como me-
canismo de garantía de derechos fundamentales y 
como directiva del proyecto nacional en México

Ricardo Tapia Vega1

Resumen: Este ensayo muestra, en relación con México, un estudio que 
presenta a la promoción de la empresa cooperativa como un mecanismo de 
garantía en relación a los derechos fundamentales de propiedad y mínimo vital, 
\�FRPR�XQR�GH�ORV�ÀQHV�GHO�SUR\HFWR�QDFLRQDO�FRQWHQLGRV�HQ�OD�&RQVWLWXFLyQ��
desarrollando el tema en un interesante contexto sobre semblanza histórica, 
GHÀQLFLyQ�\�FDUDFWHUtVWLFDV�\�QDWXUDOH]D�MXUtGLFD�GH�OD�VRFLHGDG�FRRSHUDWLYD�

Palabras clave: Derechos fundamentales, garantías, propiedad, mínimo vital, 
sociedad cooperativa, proyecto nacional, Constitución.

Abstract: This essay presents, in connection with Mexico, a study that presents to 
the promotion of the cooperative enterprise as a mechanism of guarantee in relation 
to the fundamental rights of property and vital minimum, and like one of the aims of 
the national project contained in the Constitution, developing the subject in an inter-
HVWLQJ�FRQWH[W�RQ�KLVWRULFDO�VHPEODQFH��GHÀQLWLRQ�DQG�FKDUDFWHULVWLFV�DQG�OHJDO�QDWXUH�
of the cooperative society.

Key words: Fundamental rights, guarantees, property, minimum living, cooperative 
society, national project, Constitution.

1  'RFWRU�HQ�'HUHFKR�\�*OREDOL]DFLyQ��FRQ�PHQFLyQ�KRQRUt¿FD��SRU�OD�8QLYHUVLGDG�$XWyQRPD�GHO�(VWDGR�
de Morelos, México. Catedrático en licenciatura y posgrado en la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales 
de dicha universidad, y en diversas universidades. Especialista en “Justicia constitucional, interpretación y 
aplicación de la Constitución”, en “Contratación pública, nuevas regulaciones y globalización”, y en “Nue-
vos escenarios de la responsabilidad civil” por la Universidad de Castilla-La Mancha, Toledo, España. Au-
tor en diversos artículos, revistas y libros. Abogado litigante. Correo electrónico: ricardo.tapia @uaem.mx
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I. Semblanza histórica de la Cooperativa

Se considera a los pioneros de Rochdale, Inglaterra, como los fundadores de la 
primer cooperativa. Estos eran veintiocho obreros hilanderos, desempleados 
unos y otros con salarios rebajados, que alrededor de 1844 se reunieron periódi-
camente durante un año para resolver su difícil situación económica, reuniendo 
DO�ÀQDO��SRU�PHGLR�GHO�DKRUUR�OD�FDQWLGDG�GH�XQD�OLEUD�HVWHUOLQD��TXH�HQ�DTXHO�
tiempo tenía un valor adquisitivo cien veces mayor al actual. Así, y como resulta-
do de las reuniones, los trabajadores decidieron realizar un programa de acción 
por medio de sociedades cooperativas, que se fundasen de conformidad con los 
principios por ellos acordados, principalmente el relativo a la distribución de los 
EHQHÀFLRV�TXH�VH�REWXYLHVHQ��(O�SURJUDPD�DGRSWDGR�IXH�HO�VLJXLHQWH�2

1.- La sociedad tiene por objeto realizar un provecho pecuniario y mejorar la condición domés-
tica y social de sus miembros, reuniendo un capital que sea bastante para poner en práctica el 
siguiente plan. 2.- Abrir un almacén para la venta de artículos alimenticios, vestidos, etc... para 
sus socios y familiares. 3.- Comprar o construir casas para aquellos de sus miembros que deseen 
ayudarse mutuamente y mejorar las condiciones de vida doméstica y social. 4.- Emprender 
la fabricación de los artículos que la sociedad juzgue conveniente producir para suministrar  
trabajo a aquellos de sus miembros que se encontraren faltos de él o que experimentasen una 
reducción continua de salarios. 5.- Comprar o arrendar tierras para que las cultiven los miem-
EURV�VLQ�WUDEDMR�R�DTXHOORV�FX\R�VDODULR�IXHVH�LQVXÀFLHQWH������7DQ�SURQWR�FRPR�VHD�SRVLEOH��OD�
sociedad procederá a la organización de la producción, de la distribución y de la educación en 
su seno y por sus propios medios  o, en otras palabras, se constituirá en colonia autónoma don-
de todos los interesados serán solidarios y se proporcionará ayuda a las demás sociedades que 
TXLVLHVHQ�IXQGDU�FRORQLDV�VHPHMDQWHV������$�ÀQ�GH�SURSDJDU�OD�WHPSHUDQFLD��OD�VRFLHGDG�DEULUi�
en uno de sus locales un establecimiento de esta índole (porque de esta forma se pretendía sus-
traer a los trabajadores de la costumbre de ingerir bebidas embriagantes).  

En lo que hace a los antecedentes de la doctrina del cooperativismo, desta-
can, con antelación a los pioneros de Rochdale, los socialistas asociacionistas3 
Roberto Owen, François y María Charles Fourier4, que también en la primera 
mitad del siglo XIX, trazaron ideas y diseños asociativos cooperativistas.

2  Cano Jáuregui, Joaquín, Visión del Cooperativismo en México, Ed. Unidad Coordinadora de Políticas, 
Estudios y Estadísticas del Trabajo, Subcoordinación de Programas Institucionales y Documentación de la 
Subsecretaría “B” de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, ed.1ª, México, 1986, pp. 26-28, pp. 30-33.
3  Gutiérrez Pantoja, Gabriel, Historia del pensamiento económico, visible el siguiente sitio de internet: http://www.
SDJLQDVSHUVRQDOHV�XQDP�P[�¿OHV�����3XEOLFDB���������������SGI��FRQVXOWDGR�HO����GH�QRYLHPEUH�GH�������
4  En Manchester, Inglaterra Roberto Owen, industrial de la rama de hilados y tejidos en, fundó villas de la 
cooperación con la idea de que los obreros, sin desatender las labores industriales, cultivasen las tierras para 
REWHQHU�DOLPHQWRV�EiVLFRV��YLOODV�TXH�FRQ�HO�WLHPSR�SRGUtDQ�FRQYHUWLUVH�HQ�FRPXQLGDGHV�DXWRVX¿FLHQWHV�TXH�
VROR�YHQGHUtDQ�HQ�HO�PHUFDGR�ORV�H[FHGHQWHV�GH�SURGXFWRV�QR�XWLOL]DGRV��2ZHQ�QR�OOHJR�D�GH¿QLU�OD�IRUPD�GH�
asociación y control de operaciones ni la capacitación del obrero para administrar con éxito estas empresas. 
En esa misma época, en Francia, el socialista utópico François María Charles Fourier creó otra forma coo-
perativa que llamó Falansterio o Falanges consistente en reunir trescientas familias desiguales en fortuna, 
TXH�VH�DVHQWDUtDQ�HQ�XQ�WHUUHQR�FX\D�VXSHU¿FLH�IXHUD�GH�XQD�OHJXD�FXDGUDGD��TXH�LQFOXLUtD�XQ�UtR��XQD�FROLQD�
y estaría cercana a un bosque, labrarían las tierras y se compensaría a cada persona proporcionalmente a 
su aportación de capital, trabajo y talento, habría una tienda de aprovisionamiento general que, a la vez se 
encargaría de vender los excedentes de la producción no consumible por las familias del falansterio; estas 
familias KDELWDUtDQ�HQ�ORV�HGL¿FLRV�TXH�DO�HIHFWR�VH�FRQVWUX\HUDQ�FRQ�OD�D\XGD�GHO�HVWDGR��HO�TXH�OH�UHHPERO-
VDUtD�FRQ�HO�SRUFHQWDMH�TXH�VH�VHSDUDVH�GHO�UHQGLPLHQWR�¿QDO��&DEH�WDPELpQ�SRQHU�GH�UHOLHYH�TXH�HQ�)UDQFLD�
3KLOOLSV�%RXFKH]�\�-XDQ�-RVp�/XLV�%ODQF�SURPRYLHURQ�GH�LJXDO�PRGR�¿JXUDV�DVRFLDWLYDV�FRRSHUDWLYDV� Cfr. 
Cano Jáuregui, Joaquín, ob. cit., pp. 26-29.
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Ahora, el cooperativismo llega a México a poco más de un cuarto de siglo 
desde el movimiento de los Pioneros de Rochdale. Así, en 1873 nació en Mé-
xico la primera cooperativa de producción, formada por sastres, a la que si-
JXLHURQ�RWUDV��GH�FDUSLQWHURV�\�VRPEUHUHURV��\�HQ�������HQ�HO�'LVWULWR�)HGHUDO5, 
los obreros ferroviarios de la Estación Buenavista constituyeron la primera 
sociedad cooperativa de consumo�. Posteriormente el Código de Comercio de 
1889 reconoció a las cooperativas de manera explícita, y en 1927, bajo la presi-
dencia de Plutarco Elías Calles aparece la primera Ley General de Sociedades 
Cooperativas7, a la que le siguieron las leyes de 1933, 1938 y la actual de 1994. 

Actualmente en México, observamos algunas empresas cooperativas con 
peso importante en la economía del país como: “La Cruz Azul S.C.L.” (cementera 
y club deportivo), “Caja Libertad S.C.L.” (servicios de ahorro y préstamo), “So-
ciedad Cooperativa de Trabajadores de Pascual S.C.L.” (refresquera), entre otras.

Finalmente, cabe señalar que la Alianza Cooperativa Internacional (ACI), 
es el órgano cúpula del Movimiento Cooperativo Internacional, se crea en  
Londres, en 1895, y actualmente, cuenta entre sus miembros con 292 organi-
zaciones de 102 países que representan a casi 1000 millones de personas de 
WRGR�HO�PXQGR��/D�$OLDQ]D�FXHQWD�FRQ�FXDWUR�RÀFLQDV�UHJLRQDOHV�HQ��$PpULFD��
Europa, África y Asia8. Dicha Alianza postula como valores cooperativos los 
siguientes principios:9

Primer Principio: Membresía abierta y voluntaria

Las cooperativas son organizaciones voluntarias abiertas para todas aquellas personas dis-
puestas a utilizar sus servicios y dispuestas a aceptar las responsabilidades que conlleva 
la membresía sin discriminación de género, raza, clase social, posición política o religiosa.

Segundo Principio: Control democrático de los miembros

Las cooperativas son organizaciones democráticas controladas por sus miembros quienes 
SDUWLFLSDQ�DFWLYDPHQWH�HQ�OD�GHÀQLFLyQ�GH�ODV�SROtWLFDV�\�HQ�OD�WRPD�GH�GHFLVLRQHV�

Los hombres y mujeres elegidos para representar a su cooperativa, responden ante los 
miembros.

5  Hoy Ciudad de México.
6  Sitio de internet de la Confederación Nacional Cooperativa de Actividades Diversas de la República 
Mexicana: www.confe-coope.com.mx (consultado el 3 de enero de 2009).
7  En adelante LGSC.
8  Sitio de Internet de la Alianza Cooperativa Internacional, región América: http://www.aciamericas.coop/
Que-es-la-Alianza-Cooperativa-Internacional (consultado el 2 de octubre de 2016).
9  En su reunión de 1995, en la ciudad de Manchester, Gran Bretaña, la Alianza Cooperativa Internacional, 
DFRUGy�SRU�XQDQLPLGDG�PRGL¿FDU�ORV�VHLV�SULQFLSLRV�FRRSHUDWLYRV��TXH�VHJ~Q�GLFKD�DOLDQ]D�GHEHUi�WRPDU�HQ�
cuenta todo el movimiento cooperativo internacional, estableciendo los 7 principios antes transcritos. Véa-
se Los Principios Universales del Cooperativismo, folleto editado por la Comisión de Fomento Cooperati-
vo de la LVI Legislatura de la Cámara de Diputados, México, 1995, pp. 9-14. Respecto de los 7 principios 
vigentes, véase también el sitio de Internet de la Alianza Cooperativa Internacional, región América: http://
www.aciamericas.coop/Principios-y-Valores-Cooperativos-4456 (consultado el 2 de octubre de 2016).
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En las cooperativas de base los miembros tienen igual derecho de voto (un miembro, un 
voto), mientras en las cooperativas de otros niveles también se organizan con procedimien-
tos democráticos.

Tercer Principio: Participación económica de los miembros

Los miembros contribuyen de manera equitativa y controlan de manera democrática el 
capital de la cooperativa. Por lo menos una parte de ese capital es propiedad común de la 
cooperativa.

Usualmente reciben una compensación limitada, si es que la hay, sobre el capital suscrito 
como condición de membresía.

Los miembros asignan excedentes para cualquiera de los siguientes propósitos: El desarro-
llo de la cooperativa mediante la posible creación de reservas, de la cual al menos una parte 
GHEH�VHU�LQGLYLVLEOH��ORV�EHQHÀFLRV�SDUD�ORV�PLHPEURV�HQ�SURSRUFLyQ�FRQ�VXV�WUDQVDFFLRQHV�
con la cooperativa; y el apoyo a otras actividades según lo apruebe la membresía.

Cuarto Principio: Autonomía e independencia

Las cooperativas son organizaciones autónomas de ayuda mutua, controladas por sus 
miembros.

Si entran en acuerdos con otras organizaciones (incluyendo gobiernos) o tienen capital de 
fuentes externas, lo realizan en términos que aseguren el control democrático por parte de 
sus miembros y mantengan la autonomía de la cooperativa.

Quinto Principio: Educación, formación e información

Las cooperativas brindan educación y entrenamiento a sus miembros, a sus dirigentes elec-
WRV��JHUHQWHV�\�HPSOHDGRV��GH�WDO�IRUPD�TXH�FRQWULEX\DQ�HÀFD]PHQWH�DO�GHVDUUROOR�GH�VXV�
cooperativas.

Las cooperativas informan al público en general, particularmente a jóvenes y creadores de 
RSLQLyQ��DFHUFD�GH�OD�QDWXUDOH]D�\�EHQHÀFLRV�GHO�FRRSHUDWLYLVPR�

Sexto Principio: Cooperación entre cooperativas

/DV�FRRSHUDWLYDV�VLUYHQ�D�VXV�PLHPEURV�PiV�HÀFD]PHQWH�\�IRUWDOHFHQ�HO�PRYLPLHQWR�FRR-
perativo trabajando de manera conjunta por medio de estructuras locales, nacionales, re-
gionales e internacionales.

Séptimo Principio: Compromiso con la comunidad

La cooperativa trabaja para el desarrollo sostenible de su comunidad por medio de políticas 
aceptadas por sus miembros.

II. 'HÀQLFLRQHV�\�FDUDFWHUtVWLFDV
La palabra cooperar deriva del latín cum��TXH�VLJQLÀFD�FRQ��MXQWR��\�operare, 
TXH�VLJQLÀFD�REUDU��WUDEDMDU. El término cooperativa, proviene del bajo latín 
cooperativus, que a su vez deriva de los vocablos del mismo origen cum y ope-
rativus, siendo este último una derivación de operare. 10

Según De Pina y De Pina Vara11��OD�FRRSHUDWLYD�VH�GHÀQH�FRPR�OD�´VRFLH-
dad integrada por individuos de la clase trabajadora con el propósito de (en 
FDOLGDG�GH�SURGXFWRUHV�R�FRQVXPLGRUHV��REWHQHU�HO�EHQHÀFLR�GHULYDGR�GH�OD�
eliminación del intermediario”. 

10  Salinas Puente, Antonio, Derecho Cooperativo, Ed. E.C.L.A.L., México, 1954, p. 177.
11  De Pina, Rafael y De Pina Vara, Rafael, Diccionario de Derecho, Ed. Porrúa, ed. 37ª, México, 2015, p. 195. 
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Francesco Messineo12�OD�GHÀQH�FRPR�´DTXHOOD�TXH�WLHQH�SRU�ÀQDOLGDG�SHU-
mitir a sus componentes obtener la máxima remuneración por su fuerza de 
trabajo, o el máximo de bienes o servicio por el dinero que pagan a la propia 
cooperativa, y en la cual las utilidades se reparten en proporción a los servi-
cios prestados a la sociedad o recibidos de ella”.

 Thaller13 la explica como “una sociedad que aprovisiona a sus propios 
miembros de géneros o mercancías, o que les suministra habitación o ventajas 
pecuniarias, o también, que recluta entre sus miembros su personal obrero, 
SDUD�UHSDUWLU�ORV�EHQHÀFLRV�HQWUH�ORV�DVRFLDGRV��R�VRFLRV��D�SURUUDWD�GH�OD�FLIUD�
anual de negocios, o de los trabajos que cada una de ellos ha realizado para 
la empresa”.

En el plano legal, el Artículo 2 de la Ley General de Sociedades Coopera-
WLYDV�GHÀQH�D�HVWD�DJUXSDFLyQ��FRPR�´XQD�IRUPD�GH�RUJDQL]DFLyQ�VRFLDO�LQWH-
grada por personas físicas con base en intereses comunes y en los principios 
de solidaridad, esfuerzo propio y ayuda mutua, con el propósito de satisfacer 
necesidades individuales y colectivas, a través de la realización de actividades 
económicas de producción, distribución y consumo de bienes y servicios”.

Ahora, la cooperativa presenta algunas notas características, quizá las dos 
más sobresalientes, son el deber de observar en su funcionamiento los princi-
pios esenciales universales del cooperativismo14, así como el reconocimiento 
de un voto por socio, independientemente de sus aportaciones; además, la 
ley dispone que este tipo societario será de capital variable y de responsabi-
lidad limitada o suplementada, que habrá igualdad esencial en derechos y 
obligaciones de sus socios e igualdad de condiciones para las mujeres, que la 
GXUDFLyQ�VHUi�LQGHÀQLGD��\�TXH�VH�LQWHJUDUi�FRQ�XQ�PtQLPR�GH�FLQFR�VRFLRV15 
(excepción hecha de las cooperativas de ahorro y crédito cuya integración 
mínima es con 25 socios��).

12  Citado por Mantilla Molina, Roberto, Derecho Mercantil, Ed. Porrúa, ed. 29ª, México, 1998, p. 316.
13  Ídem.
14  El artículo 6 de la LGSC dice:
“Las sociedades cooperativas deberán observar en su funcionamiento los siguientes principios: 
I.- Libertad de asociación y retiro voluntario de los socios; 
II.- Administración democrática; 
III.- Limitación de intereses a algunas aportaciones de los socios si así se pactara; 
IV.- Distribución de los rendimientos en proporción a la participación de los socios; 
V.- Fomento de la educación cooperativa y de la educación en la economía solidaria; 
VI.- Participación en la integración cooperativa; 
VII.- Respeto al derecho individual de los socios de pertenecer a cualquier partido político o asociación religiosa, y 
VIII.- Promoción de la cultura ecológica”.
Estos principios, salvo los referidos en las últimas dos fracciones, coinciden esencialmente con los princi-
pios universales del cooperativismo (véase último párrafo del apartado I, supra).
15  Ver artículos 11 y 14 de la LGSC.
16  Ver artículo 33 bis de la LGSC.
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III. Naturaleza Jurídica 

La naturaleza de las sociedades cooperativas ha sido, en ocasiones, un tema 
polémico, tanto en la doctrina como en la norma jurídica. 

Desde un punto de vista formalista, en el sistema jurídico mexicano la 
cooperativa es una especie singular de sociedad mercantil, y ese carácter le es 
UHFRQRFLGR�D�SDUWLU�GH�OD�LQFRUSRUDFLyQ�GH�OD�ÀJXUD�VRFLHWDULD�FRRSHUDWLYD�DO�
Código de Comercio de 188917, ya que el anterior, de 1884, la concebía como 
una especie de los contratos civiles. 18 

Actualmente, la Ley General de Sociedades Mercantiles, en su Artículo 
1, fracción VI, textualmente establece que la cooperativa es una de las siete 
especies19 de sociedad mercantil reconocidas, y en su artículo 4 dispone que 
se reputan mercantiles “todas las sociedades que se constituyan en alguna de 
las formas reconocidas por el artículo 1 de esta ley”. No obstante, su artículo 
212 establece que “las sociedades cooperativas se regirán por su legislación 
especial”. Mantilla Molina20�UHÀHUH�TXH�HVWR�~OWLPR�UDWLÀFD�HO�FDUiFWHU�PHUFDQ-
til de dicha especie social, pues técnicamente, deja al mismo legislador, en un 
momento ulterior, el cuidado de reglamentar la creación y funcionamiento de 
tal clase de sociedades. 

$KRUD��HO�&yGLJR�GH�&RPHUFLR��HQ�VX�DUWtFXOR����FODVLÀFD�ORV�DFWRV�UHSXWD-
GRV�SUHFLVDPHQWH�FRPR�GH�FRPHUFLR��\�VLJXLHQGR�HVD�FODVLÀFDFLyQ�QRV�GDPRV�
cuenta de que en las cooperativas de producción se aprecia la existencia de 
una empresa de las previstas en las fracciones V al XI del dicho artículo21. 
Por otra parte, en las cooperativas de consumidores, se realizan sistemáti-
camente actos de intermediación en el cambio de mercancías, ya que como 
personas jurídicas dichas sociedades compran tales mercancías para vender-
las ulteriormente a sus socios, y de esta actividad obtienen normalmente un 
remanente,  que con posteridad será distribuido  entre los propios socios; 

17  El artículo 89 de dicho código establecía: “La ley reconoce cinco formas ó especies de sociedades 
mercantiles: I. La sociedad en nombre colectivo; II. La sociedad en comandita simple; III. La sociedad 
anónima; IV. La sociedad en comandita por acciones; V. La sociedad cooperativa.”
18  Castrillón y Luna, Víctor M., Sociedades Mercantiles, Ed. Porrúa, ed. 2ª, México, 2005, p. 432.
19  Las otras son la sociedad en nombre colectivo, la sociedad en comandita simple, la sociedad de respon-
sabilidad limitada, la sociedad anónima, la sociedad en comandita por acciones y la sociedad por acciones 
VLPSOL¿FDGDV�
20 Mantilla Molina, Roberto, ob. cit., p. 313.
21  De abastecimientos y suministros; de construcciones, y trabajos públicos y privados; las empresas de 
fábricas y manufacturas; las de transportes de personas o cosas,  por tierra o por agua; y las de turismo; las 
OLEUHUtDV��\�ODV�HPSUHVDV�HGLWRULDOHV�\�WLSRJUi¿FDV��ODV��GH�FRPLVLRQHV��GH�DJHQFLDV��GH�R¿FLQDV�GH�QHJRFLRV�
comerciales, casas de empeño y establecimientos de ventas en pública almoneda; y las de espectáculos 
públicos.
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pero que, por lo pronto, constituye una utilidad  para la cooperativa, por lo 
cual los actos que ha realizado quedan comprendidos dentro de la fracción I 
del citado artículo.22

Por último, es de destacar que en las cooperativas de ahorro y présta-
mo se llevan a cabo cotidianamente algunas de las operaciones descritas por 
las fracciones IV, XIV, XIX, XX, y XVII del multicitado Artículo 7523; y amén 
de lo anterior, la última fracción del artículo en comento establece que son 
mercantiles “cualesquiera otros actos de naturaleza análoga á los expresados 
en este Código”. En esas condiciones, si habitualmente y en desahogo de su 
REMHWR�VRFLDO��ODV�FRRSHUDWLYDV�UHDOL]DQ�DFWRV�GH�ORV�IRUPDOPHQWH�FODVLÀFDGRV�
por la ley como de comercio, entonces tienen el carácter legal de comerciantes 
y por tanto son formalmente sociedades mercantiles.

 En esa línea, es interesante también observar que el artículo 13 de la 
Ley General de Sociedades Cooperativas establece que el acta constitutiva de 
este tipo de sociedades deberá inscribirse en el Registro Público de Comer-
cio inherente a su domicilio social, y el artículo 72 de ese cuerpo normativo 
prevé, en su caso, la aplicación de la Ley de quiebras y suspensión de pagos 
(actualmente Ley de Concursos Mercantiles) a dicha sociedad, destacándose 
TXH�VHJ~Q�ORV�DUWtFXORV���D����GH�GLFKD�OH\�FRQFXUVDO�� OD�PLVPD�VROR�SXHGH�
aplicarse a quien tenga el carácter de comerciante. Atento a lo anterior, si la 
cooperativa debe inscribirse en el Registro Público de Comercio y puede ser 
sujeta a concurso mercantil, luego entonces tiene el carácter formal de comer-
ciante y por tanto su naturaleza es mercantil. 

En el anterior contexto, se destaca también que el párrafo segundo del 
artículo 10 de la referida Ley Cooperativa establece que “se aplicará como 
legislación supletoria en materia de sociedades cooperativas, las disposicio-
nes de la Ley General de Sociedades Mercantiles en lo que no se oponga a la 
naturaleza, organización y funcionamiento de aquéllas”.

)LQDOPHQWH��ORV�SUHFHGHQWHV�MXGLFLDOHV�PH[LFDQRV�UHÀHUHQ��VREUH�OD�QDWXUD-
leza mercantil de la cooperativa que:

/D�OHJLVODFLyQ�PH[LFDQD�DGRSWD�OD�WHVLV�TXH�DÀUPD�HO�FDUiFWHU�FRPHUFLDO�GH�ODV�VRFLHGDGHV�
cooperativas, toda vez que la Ley General de Sociedades Mercantiles en su artículo 1o., 

22  7RGDV�ODV�DGTXLVLFLRQHV��HQDMHQDFLRQHV�\�DOTXLOHUHV�YHUL¿FDGRV�FRQ�SURSyVLWR�GH�HVSHFXODFLyQ�FRPHUFLDO��
de mantenimientos, artículos, muebles ó mercaderías, sea en estado natural, sea después de trabajados ó 
labrados.
23  Los contratos relativos a obligaciones del Estado ú otros títulos de crédito corrientes en el comercio; las 
operaciones de Bancos; los depósitos por causa de comercio; los cheques, letras de cambio ó remesas de di-
nero de una plaza á otra, entre toda clase de personas; los vales ú otros títulos á la orden ó al portador, y las 
obligaciones de los comerciantes, á no ser que se pruebe que se derivan de una causa extraña al comercio.
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fracción VI, incluye dentro de las especies de sociedades mercantiles, que reconoce como 
tales, a las sociedades cooperativas…24

Si a una sociedad cooperativa se le demanda el cumplimiento de un contrato, es inconcuso 
que su tramitación debe regirse por las disposiciones que al respecto establece el Código de 
Comercio, en virtud de que dichas sociedades tienen la calidad de comerciantes, ya que ese 
carácter les da la Ley General de Sociedades Mercantiles y mayormente si tienen constitui-
do un capital social para el ejercicio del comercio…25

…Aunque este precepto se encuentra colocado dentro del capítulo de las sociedades anó-
nimas que son de índole lucrativa, rasgo que no presentan las cooperativas conforme lo 
dispone su ley propia, sin embargo, el artículo 1o. de la Ley General de Sociedades Mer-
cantiles considera expresamente como sociedades mercantiles a las citadas cooperativas…��

En ausencia de disposición en un ordenamiento especial, como lo es la Ley General de So-
ciedades Cooperativas, es lógico acudir a la norma general que rige instituciones similares, 
como la Ley General de Sociedades Mercantiles, que reconoce a las cooperativas en sus 
artículos 1o. y 4o. como sociedades de ese tipo…27

…Con las adecuaciones que en tratándose de cada sociedad mercantil establece la ley, po-
GHPRV�GHÀQLU�D�OD�VRFLHGDG�FRRSHUDWLYD�FRPR�XQ�DFWR�MXUtGLFR�PHGLDQWH�HO�FXDO�ORV�VRFLRV�
VH�REOLJDQ�D�FRPELQDU�VXV�UHFXUVRV�R�VXV�HVIXHU]RV�SDUD�OD�UHDOL]DFLyQ�GH�XQ�ÀQ�FRP~Q��GH�
FDUiFWHU�SUHSRQGHUDQWHPHQWH�HFRQyPLFR�\�FRQ�ÀQHV�GH�HVSHFXODFLyQ�PHUFDQWLO�28

Contrario a la idea de la naturaleza mercantil de la sociedad cooperativa, 
Antonio Salinas Puente29�UHÀHUH�TXH�OD�VRFLHGDG�FRRSHUDWLYD�WLHQH�XQD�QDWX-
raleza propia (derivada del “acto cooperativo”30 distinta de la naturaleza civil 
y mercantil).
24  Tesis aislada, de efecto orientador, registro: 386631, emitida en la 5ª época por el Pleno de la SCJN, sin 
datos del ponente pues lo menciona la publicación, de rubro “SOCIEDADES COOPERATIVAS. (SON 
DE CARACTER MERCANTIL)”. En ese sentido, véase también la tesis aislada, de efecto orientador, 
registro: 334798, emitida en la 5ª época por la Segunda Sala de la SCJN, bajo la ponencia del ministro José 
M. Truchuelo, de rubro “COOPERATIVAS, EXENCION DE IMPUESTOS A LAS”.
25  Tesis aislada, de efecto orientador, registro: 278008, emitida en la 5ª época por el Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación (en adelante SCJN), bajo la ponencia del ministro Gilberto Valenzuela, de 
rubro “COOPERATIVA DEMANDADA EN JUICIO ORDINARIO MERCANTIL, COMPETENCIA”.
26  Tesis aislada, de efecto orientador, registro: 249915, emitida en la 7ª época por el Tercer Tribunal Co-
legiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, bajo la ponencia del magistrado Genaro David 
Góngora Pimentel, de rubro “SOCIEDADES COOPERATIVAS. PERSONALIDAD DE LOS INTE-
GRANTES DEL CONSEJO DE ADMINISTRACION AL MOMENTO DE LA CELEBRACION DE 
LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. EL JUICIO DE AMPARO ES PROCEDENTE AUN CUANDO 
LOS INTEGRANTES DEL CONSEJO NO HAYAN ACREDITADO ESTAR EN FUNCIONES AL CE-
LEBRARSE LA AUDIENCIA. LA SOCIEDAD COOPERATIVA QUEJOSA COMO PERSONA MO-
RAL, SIGUE SUBSISTIENDO LEGALMENTE, AUN CUANDO LOS INTEGRANTES FISICOS DE 
SU CONSEJO DE ADMINISTRACION CAMBIEN (ARTICULO 31 DE LA LEY DE SOCIEDADES 
COOPERATIVAS)”. 
27  Tesis aislada, de efecto orientador, XIX.2o.22 K, registro: 197010, emitida en la 9ª época por el Segundo 
Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito, bajo la ponencia del magistrado Roberto Terrazas Salga-
do, de rubro “SOCIEDADES COOPERATIVAS, REPRESENTACIÓN DE LAS. SUPLETORIEDAD DE 
LA LEY GENERAL DE SOCIEDADES MERCANTILES”.
28  Tesis aislada, de efecto orientador, I.3o.C.1037 C (9a.), registro: 159892, emitida en la 10ª época por el 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, bajo la ponencia del magistrado Benito 
Alva Zenteno, de rubro “SOCIEDAD COOPERATIVA. SUS NOTAS DISTINTIVAS Y DEFINICIÓN”.
29  Cfr. Salinas Puente, Antonio, ob. cit. P. 150
30  Actualmente, la LGSC señala, en su artículo 5, que “se consideran actos cooperativos los relativos a la 
organización y funcionamiento interno de las sociedades cooperativas”.
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Por su parte, Acosta Romero y Lara Luna31, también disienten del carácter 
mercantil de la cooperativa al expresar: “pensamos que las cooperativas no 
WLHQHQ�FDUiFWHU�PHUFDQWLO��\D�TXH�QR�VH�SXHGH�DÀUPDU�GLFKD�SRVWXUD�SRU�HO�
hecho de que en una ley general como lo es la de sociedades mercantiles, 
se establezca de manera general, mencionada en su artículo 1, que esto sea 
muestra de su mercantilidad”. 

Y en esa línea encontramos los siguientes precedentes judiciales, que dicen:
«/DV�FRRSHUDWLYDV�QR�SHUVLJXHQ�ÀQHV�GH�OXFUR�HQ�UD]yQ�GH�TXH�QR�HMHFXWDQ�DFWRV�GH�FR-
PHUFLR��ODV�FXDOHV�VH�LGHQWLÀFDQ�SRU�GRV�HOHPHQWRV�VXEVWDQFLDOHV�TXH�VRQ��HO�OXFUR�\�OD�LQWHU-
mediación; y aquél no existe en las cooperativas, porque lo que se obtiene con el producto 
de sus actividades como rendimiento se reparte a prorrata entre los socios en razón de lo 
que ha trabajado cada uno de ellos, es decir, el reparto que se hace, se equipara al salario...
La intermediación tampoco existe de una manera evidente porque las cooperativas se en-
tienden directamente con el consumidor y reciben de este el producto de su trabajo, y no 
siendo exacto que las cooperativas de producción se dediquen habitual u ocasionalmente a 
ejecutar actos de comercio y si los trabajos industriales que ejecutan no se caracterizan por 
XQ�ÀQ�GH�OXFUR��VLQR�SRU�HO�SURSyVLWR�GH�EHQHÀFLDU�D�VXV�VRFLRV��FRPR�VRQ�ORV�WUDEDMDGRUHV�
de las propias cooperativas…32

…El artículo 85 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, que previene que los 
administradores o gerentes de sociedades o negociaciones mercantiles, se reputan autori-
zados para suscribir letras de cambio a nombre de estas, por el hecho de su nombramiento, 
no es aplicable a las sociedades cooperativas, porque estas no tienen el carácter de mercan-
tiles, ya que la ley de cooperativas exige en su artículo 1o., fracción VI, que las mismas no 
SHUVLJDQ�ÀQHV�GH�OXFUR«33

«SDUD�OD�FRQVWLWXFLyQ�GH�VRFLHGDGHV�GH�HVD�tQGROH��HV�TXH�QR�SHUVLJDQ�ÀQHV�GH�OXFUR��UHVXOWD�
que la calidad de no mercantiles de las actividades realizadas por una cooperativa, no se 
deriva de la Ley de Impuestos Mercantiles, sino de la Ley General de Sociedades Coope-
rativas.34

31  Acosta Romero, Miguel, Lara Luna, Julieta Areli, Nuevo Derecho Mercantil, Ed. Porrúa, ed. 2ª, México, 
2003, p.407.
32  Tesis aislada, de efecto orientador, registro: 318738, emitida en la 5ª época por la Segunda Sala de la 
SCJN, sin datos del ponente pues lo menciona la publicación, de rubro “COOPERATIVAS DE PRODUC-
CION, NO ESTAN SUJETAS AL PAGO DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA EN CEDULAS I Y II”.
33  6H�UH¿HUH�D�OD�/H\�*HQHUDO�GH�6RFLHGDGHV�&RRSHUDWLYDV�GH�������FX\R�DUWtFXOR����IUDFFLyQ�9,��GHFtD��
“Son sociedades cooperativas aquellas que reúnen las siguientes condiciones:
…
9,���1R�SHUVHJXLU�¿QHV�GH�OXFUR
…”.
Es pertinente destacar que esta disposición no permaneció en la actual LGSC de 1994. 
Véase la tesis aislada, de efecto orientador, registro: 352969, emitida en la 5ª época por el la Tercera Sala 
de la SCJN, bajo la ponencia del ministro Hilario Medina, de rubro “SOCIEDADES COOPERATIVAS, 
SUSCRIPCION DE LETRAS DE CAMBIO POR LOS GERENTES DE LAS”.
/D�OH\�DFWXDOPHQWH�HQ�YLJRU�QR�UH¿HUH� WH[WXDOPHQWH� OD�SURKLELFLyQ�GHO�iQLPR�GH�OXFUR��SHUR�GH¿QH�D� OD�
cooperativa como ya se ha visto, en su artículo 2, como “una forma de organización social integrada por 
personas físicas con base en intereses comunes y en los principios de solidaridad, esfuerzo propio y ayuda 
mutua, con el propósito de satisfacer necesidades individuales y colectivas, a través de la realización de 
actividades económicas de producción, distribución y consumo de bienes y servicios”.
34  Tesis aislada, de efecto orientador, registro: 268180, emitida en la 6ª época por la Segunda Sala de la 
SCJN, bajo la ponencia del ministro Rafael Matos Escobedo, de rubro “SOCIEDADES COOPERATIVAS 
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..la sociedad cooperativa es una sociedad clasista, una asociación de individuos de clase tra-
bajadora, animados por las ideas de ayuda mutua y equidad, que mediante la eliminación 
del intermediarismo, buscan, sin afán de lucro, obtener y repartir directamente y prorrata, 
HQWUH�ORV�VRFLRV��EHQHÀFLRV�H[WUDFDSLWDOLVWDV�35

Finalmente, en el terrero de los antecedentes legislativos, es interesante 
observar la exposición de motivos del Proyecto de “Ley General de Fomento 
Cooperativo” (antecedente de la actual “Ley General de Sociedades Coope-
rativas”), ya que en él, expresamente el legislador manifestó su intención de 
LQWHJUDU�D�OD�OH\�FRRSHUDWLYD�GHQWUR�GH�OD�FODVLÀFDFLyQ�GHO�GHUHFKR�VRFLDO��DO�
expresar que: ��

… El proyecto de Ley General de Fomento Cooperativo que presentamos a su considera-
ción, contiene, entre otras, las siguientes aportaciones:

1. Rescata de la legislación mercantil a la cooperativa para enmarcarla dentro del derecho 
social, y considera de esta forma a la propiedad cooperativa, como parte de la propiedad 
social.

… 4. Se reconoce por primera vez en nuestro país al derecho cooperativo como una rama 
del derecho social…

Así las cosas, la cooperativa es considerada formalmente por la ley como 
sujeto mercantil; y aunque, como se ha visto, hay posiciones que niegan la 
mercantilidad de la cooperativa con base en la idea de que esta no persigue 
ÀQHV�GH�OXFUR��FRQVLGHUR�TXH�HQ�UHDOLGDG�HVWH�WLSR�VRFLHWDULR�Vt�UHDOL]D�DFWRV�
de lucro, pues la cooperativa de producción vende a terceros sus productos 
obteniendo una ganancia respecto del coste de manufactura, la cooperativa 
ahorro y préstamo cobra intereses (aunque módicos) obteniendo un exceden-
te al devolverse la cantidad prestada, y la cooperativa de consumo también 
vende sus productos entre sus socios, generalmente a un precio ligeramente 
mayor al de su coste, aunque menor que el precio de venta en el mercado 
intermediado, obteniendo un excedente sobre el precio de compra, y en los 

QUE NO PERSIGAN FINES DE LUCRO”.
35  Tesis aislada, de efecto orientador, registro: 221185, emitida en la 8ª época por el Tercer Tribunal Co-
legiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, bajo la ponencia del magistrado Genaro David 
Góngora Pimentel, de rubro “SEGURO SOCIAL. LAS SOCIEDADES COOPERATIVAS QUE CON-
TRATAN TRABAJADORES DEBEN COTIZAR BAJO EL REGIMEN TRIPARTITA AL CUBRIR LAS 
PRIMAS CORRESPONDIENTES Y NO BAJO EL REGIMEN DE EXCEPCION”. Esta tesis, al igual que 
la de registro 249915, referida en la notal al pie 26, supra��FRQVLGHUDQ�TXH�OD�FRRSHUDWLYD�QR�WLHQH�¿QHV�GH�
lucro, no obstante, el ponente de ambas, Genaro David Góngora Pimentel, termina considerando, desde 
una óptica formalista que la cooperativa es de naturaleza mercantil al estar prevista por la Ley General de 
Sociedades Mercantiles; sin embargo, el aserto en relación a la ausencia de lucro termina también sirviendo 
como argumento de la corriente que niega la naturaleza mercantil de la cooperativa.
36  DVD, “Compila XVI”, programa de compilación de leyes federales, Editado por la Dirección General 
de Documentación y Análisis de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, México, 2008, Sección: Legis-
lación, Ley General de Sociedades Cooperativas, Reformas, Proceso Legislativo, Exposición de Motivos.
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casos de venta al mismo valor de adquisición, como dice Lluis y Navas37, el 
VRFLR�FRRSHUDWLYLVWD�REWLHQH�XQ�EHQHÀFLR�FRQVLVWHQWH�´HQ�OD�EDUDWXUD�FRQ�TXH�
adquiere el producto, en haberse lucrado con la diferencia entre el precio del 
mercado y de su suministro por la sociedad. Efectivamente es una venta a 
SUHFLR�GH�FRVWH��SHUR�YHQGHU�D�HVWH�SUHFLR�HV�GDU�DO�FRPSUDGRU�HO�EHQHÀFLR�
del servicio de intermediación del comerciante. Así, podemos considerar a la 
sociedad cooperativa como sociedad lucrativa en sentido lato”. 

1R�REVWDQWH��SLHQVR�TXH�OD�GLIHUHQFLD�HVSHFtÀFD�GH�OD�VRFLHGDG�FRRSHUDWLYD�
respecto a los demás tipos societarios mercantiles, estriba en esencia, en su 
ÀORVRItD�GH�HFRQRPtD�VROLGDULD38 y en su peculiaridad de ser una sociedad en 
OD�TXH�HO�SHVR�HVSHFtÀFR�GHFLVRULR�UDGLFD�HQ� ODV�SHUVRQDV�\�QR�HQ�HO�FDSLWDO�
(número o clase de acciones), como se aprecia en los dos últimos párrafos del 
apartado II (supra).

IV. &RRSHUDWLYD�� GHUHFKRV� IXQGDPHQWDOHV� \�ÀQHV�GHO� SUR\HFWR�QDFLR-
nal. Conclusiones

Se conceptúan los derechos humanos como el conjunto de prerrogativas 
sustentadas en la idea de dignidad, cuya realización efectiva resulta 
indispensable para el desarrollo integral de la persona39. Cuando estos 
derechos se positivizan en textos normativos constitucionales o convencionales 
internacionales se denominan derechos fundamentales.

(VWD� FODVH� GH� GHUHFKRV� KDQ� VLGR� FODVLÀFDGRV� DWHQGLHQGR� D� GLYHUVRV� FUL-
WHULRV��DVt��SRGHPRV�HQFRQWUDU�FODVLÀFDFLRQHV�TXH�DWLHQGHQ�D�VX�QDWXUDOH]D��
DO�RULJHQ�� FRQWHQLGR�\�SRU� OD�PDWHULD�D� OD�TXH�VH� UHÀHUHQ��&RQ�XQ�SURSyVL-
WR�SHGDJyJLFR�KDQ�VLGR�FODVLÀFDGRV�HQ�WUHV�JHQHUDFLRQHV��HVWR�HQ�IXQFLyQ�DO�
momento histórico en que surgieron o del reconocimiento que han tenido 
por parte de los Estados. Es conveniente indicar que el agrupamiento de los 
GHUHFKRV�KXPDQRV�HQ�JHQHUDFLRQHV�QR�VLJQLÀFD�TXH�DOJXQRV�WHQJDQ�PD\RU�
o menor importancia sobre otros pues todos ellos encuentran en la dignidad 
KXPDQD�HO�SULQFLSLR�\�ÀQ�D�DOFDQ]DU��$Vt�HQWRQFHV�HQ�OD�SULPHUD�JHQHUDFLyQ�
fueron agrupados los derechos civiles y políticos, en la segunda generación 

37  Lluis y Navas, Jaime, Derecho de cooperativas: Estudio de la legislación, la jurisprudencia, sus bases 
doctrinales, sus problemas y del Reglamento de 1971, vol. I, Ed. Bosch, Barcelona (España),1972, p. 62.
38  Basada en ORV�SULQFLSLRV�XQLYHUVDOHV�GHO�FRRSHUDWLYLVPR��YHU�SDUWH�¿QDO�GHO�DSDUWDGR�,��supra), en los 
principios de solidaridad, esfuerzo propio y ayuda mutua, y en la igualdad de derechos para sus socios. 
39  Cfr��6LWLR�GH�LQWHUQHW��KWWS���ZZZ�FQGK�RUJ�P[�4XHB6RQB'HUHFKRVB+XPDQRV��FRQVXOWDGR�HO����GH�IH-
brero de 2017).



TEMAS SELECTOS 5

26

los derechos económicos, sociales y culturales40 y en la tercera generación se 
agruparon los que corresponden a grupos de personas o colectividades que 
comparten intereses comunes.41

Ahora, para la realización de los derechos fundamentales, se requiere en 
la praxis de ciertas herramientas tendentes a reducir la distancia estructural 
entre normatividad y efectividad, y por tanto, encaminadas a posibilitar la 
Pi[LPD�HÀFDFLD�GH�HVDV�SUHUURJDWLYDV�HQ�FRKHUHQFLD�FRQ�VX�HVWLSXODFLyQ�IXQ-
damental. A esas herramientas tuitivas se les ha denominado “garantías”.42

Así, en garantía de los derechos fundamentales es obligación de los Esta-
dos la realización de dichos derechos adoptando medidas legislativas, admi-
nistrativas, presupuestarias, judiciales y de otra índole para hacer plenamen-
te efectivos estos derechos, pudiendo realizarse esta obligación de manera 
progresiva. 43

En el soft law44 internacional, la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos reivindica, como derechos fundamentales, entre otros, a la propie-
dad y al mínimo vital45, al disponer respectivamente:

40  Aunque los derechos fundamentales denominados económicos, sociales y culturales (DESC) se descri-
ben como de “segunda generación”, en realidad gozan de reconocimiento desde hace siglos. En ese sentido, 
SRU�HMHPSOR��ODV�GHFODUDFLRQHV�GH�GHUHFKRV�WDQWR�IUDQFHVD�FRPR�HVWDGRXQLGHQVH�GH�¿QDOHV�GHO�VLJOR�;9,,,��
incluían respectivamente conceptos tales como “la búsqueda de la felicidad” (the pursuit of happiness) e 
“igualdad y fraternidad” (égalité et fraternité). Véase Amnistía Internacional, Derechos humanos para la 
dignidad humana. Una introducción a los derechos económicos, sociales y culturales, Ed. Amnistía Inter-
nacional, ed. 2ª, España, 2014,  p.25
41  9HU�HO�VLJXLHQWH�VLWLR�GH�LQWHUQHW��KWWS���ZZZ�FQGK�RUJ�P[�4XHB6RQB'HUHFKRVB+XPDQRV��FRQVXOWDGR�
el 26 de febrero de 2016).
42  Cfr. Tapia Vega, Ricardo, El matrimonio igualitario en México. Una perspectiva de derechos humanos, 
en Oliva Gómez, Eduardo, Tapia Vega, Ricardo, et al (coordinadores), Temas Selectos. Hacia el ámbito del 
derecho familiar, Vol. 4,  Ed. Eternos Malabares-UAEM-UNED, México, 2017, p.18.
43  Cfr. Amnistía Internacional, ob. cit.,  p. 69.
44  “soft law -en inglés-, cuya traducción corresponde a ley suave, normas ligeras, dúctiles o blandas y es 
HPSOHDGR�GDGR��L��HO�VHQWLGR�GH�IDOWD�GH�H¿FDFLD�REOLJDWRULD�\��LL��HQ�RSRVLFLyQ�DO�³KDUG�ODZ´�R�GHUHFKR�GXUR�
o positivo”. Véase la tesis aislada, de efecto orientador, XXVII.3o.6 CS (10a.), registro 2008663, sostenida 
en la 10ª época por el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, bajo la ponencia de la 
magistrada Livia Lizbeth Larumbe Radilla, de rubro ““SOFT LAW”. LOS CRITERIOS Y DIRECTRICES 
DESARROLLADOS POR ÓRGANOS INTERNACIONALES ENCARGADOS DE LA PROMOCIÓN 
Y PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES SON ÚTILES PARA QUE LOS ESTA-
DOS, EN LO INDIVIDUAL, GUÍEN LA PRÁCTICA Y MEJORAMIENTO DE SUS INSTITUCIONES 
ENCARGADAS DE VIGILAR, PROMOVER Y GARANTIZAR EL APEGO IRRESTRICTO A LOS 
DERECHOS HUMANOS”.
45  En cuanto al contenido de este derecho, es interesante la tesis aislada, de efecto orientador, 1a. XC-
VII/2007, registro 172545, sostenida en la 9ª época por la Primera Sala de la SCJN, bajo la ponencia del 
ministro José Ramón Cossío Díaz, de rubro “DERECHO AL MÍNIMO VITAL EN EL ORDEN CONS-
TITUCIONAL MEXICANO”, cuyo texto indica: “El derecho constitucional al mínimo vital cobra plena 
vigencia a partir de la interpretación sistemática de los derechos fundamentales consagrados en la Cons-
titución General y particularmente de los artículos 1, 3, 4, 6, 13, 25, 27, 31 fracción IV y 123. Un presu-
puesto del Estado Democrático de Derecho es el que requiere que los individuos tengan como punto de 
SDUWLGD�FRQGLFLRQHV�WDOHV�TXH�OHV�SHUPLWDQ�GHVDUUROODU�XQ�SODQ�GH�YLGD�DXWyQRPR��D�¿Q�GH�IDFLOLWDU�TXH�ORV�
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Artículo 17

1. Toda persona tiene derecho a la propiedad, individual y colectivamente.

…

Artículo 25

1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su 
familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asis-
tencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en 
caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y otros casos de pérdida de sus 
medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad.

…

Destaca también la recomendación Nº 127 de la Organización Internacio-
QDO�GHO�7UDEDMR��2,7���HPLWLGD�HO����MXQLR�GH�������TXH�HQ�VX�PRPHQWR�H[KRUWy�
a los países en vías de desarrollo, al establecimiento y la expansión de las so-
ciedades cooperativas, considerando a estas formas de organización socioeco-
nómica como uno de los factores más importantes del desarrollo económico, 
VRFLDO�\�FXOWXUDO��DVt�FRPR�GH�OD�SURPRFLyQ�KXPDQD��OR�FXDO�SXHGH�LGHQWLÀFDU-
se como instrumento de garantía respecto al mínimo vital.

Esta recomendación sugirió que las cooperativas recibieran, sin que su in-
GHSHQGHQFLD�VH�YLHUD�DIHFWDGD��D\XGD�\�HVWtPXOR�HFRQyPLFR��ÀQDQFLHUR��WpF-
nico, legislativo o de otro carácter, y estableció también que la cooperativa 
tendría “derecho a operar en condiciones por lo menos iguales a las de otras 
formas de empresa”.

Ahora en el hard law internacional, el Pacto Internacional de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales, también enarbola, como derecho fundamen-
tal, entre otros, al mínimo vital, al prescribir:

Artículo 7

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al goce de 
condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias que le aseguren en especial:

…

gobernados participen activamente en la vida democrática. De esta forma, el goce del mínimo vital es un 
presupuesto sin el cual las coordenadas centrales de nuestro orden constitucional carecen de sentido, de tal 
suerte que la intersección entre la potestad Estatal y el entramado de derechos y libertades fundamentales 
consiste en la determinación de un mínimo de subsistencia digna y autónoma protegido constitucionalmen-
te. Este parámetro constituye el contenido del derecho al mínimo vital, el cual, a su vez, coincide con las 
competencias, condiciones básicas y prestaciones sociales necesarias para que la persona pueda llevar una 
vida libre del temor y de las cargas de la miseria, de tal manera que el objeto del derecho al mínimo vital 
abarca todas las medidas positivas o negativas imprescindibles para evitar que la persona se vea inconstitu-
cionalmente reducida en su valor intrínseco como ser humano por no contar con las condiciones materiales 
que le permitan llevar una existencia digna. Así, este derecho busca garantizar que la persona -centro del 
RUGHQDPLHQWR�MXUtGLFR��QR�VH�FRQYLHUWD�HQ�LQVWUXPHQWR�GH�RWURV�¿QHV��REMHWLYRV��SURSyVLWRV��ELHQHV�R�LQWHUH-
ses, por importantes o valiosos que ellos sean”.
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a) Una remuneración que proporcione como mínimo a todos los trabajadores:

…

ii) Condiciones de existencia dignas para ellos y para sus familias, conforme a las disposi-
ciones del presente Pacto;

…

Artículo 11

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel 
de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, 
y a una mejora continua de las condiciones de existencia. Los Estados Partes tomarán me-
didas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto 
la importancia esencial de la cooperación internacional fundada en el libre consentimiento.

2. Los Estados Partes en el presente Pacto, reconociendo el derecho fundamental de toda 
persona a estar protegida contra el hambre, adoptarán, individualmente y mediante la coo-
peración internacional, las medidas, incluidos programas concretos, que se necesiten para:

a) Mejorar los métodos de producción, conservación y distribución de alimentos mediante 
OD�SOHQD�XWLOL]DFLyQ�GH�ORV�FRQRFLPLHQWRV�WpFQLFRV�\�FLHQWtÀFRV��OD�GLYXOJDFLyQ�GH�SULQFLSLRV�
sobre nutrición y el perfeccionamiento o la reforma de los regímenes agrarios, de modo que 
VH�ORJUH�OD�H[SORWDFLyQ�\�OD�XWLOL]DFLyQ�PiV�HÀFDFHV�GH�ODV�ULTXH]DV�QDWXUDOHV�

b) Asegurar una distribución equitativa de los alimentos mundiales en relación con las 
necesidades, teniendo en cuenta los problemas que se plantean tanto a los países que im-
portan productos alimenticios como a los que los exportan.

En tanto la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en el mis-
mo sentido, de alguna manera también postula dicho derecho fundamental, 
indicando lo siguiente:

PREÁMBULO��

…

Reiterando que, con arreglo a la Declaración Universal de los Derechos Humanos, sólo 
puede realizarse el ideal del ser humano libre, exento del temor y de la miseria, si se crean con-
diciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, 
tanto como de sus derechos civiles y políticos, y…

46  El artículo 31 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratatados, establece, que el preámbulo 
es parámetro de interpretación del tratado:
“Artículo 31 Regla General de interpretación 
1. Un tratado deberá interpretarse de buena fe conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a los 
WpUPLQRV�GHO�WUDWDGR�HQ�HO�FRQWH[WR�GH�pVWRV�\�WHQLHQGR�HQ�FXHQWD�VX�REMHWR�¿Q�
2. Para los efectos de la interpretación de un tratado, el contexto comprenderá además del texto, incluidos 
su preámbulo y anexos:
…”
En ese sentido, véase también la tesis aislada, de efecto orientador, 1a. LXXXV/2007, registro: 172168, 
emitida en la 9ª época por la Primera Sala de la SCJN, bajo la ponencia del ministro Juan N. Silva Meza, 
de rubro “PROCESO LEGISLATIVO. LAS RAZONES EXPUESTAS POR LOS ÓRGANOS QUE PAR-
TICIPAN EN ÉL Y QUE NO FUERON REFLEJADAS EN LAS DISPOSICIONES LEGALES PRO-
MULGADAS EN EL DECRETO RESPECTIVO, NO FORMAN PARTE DEL CUERPO LEGAL DE UN 
ORDENAMIENTO, POR LO QUE EN SU INTERPRETACIÓN NO PUEDEN INTRODUCIRSE ELE-
MENTOS NO INCORPORADOS EN EL TEXTO DE LA DISPOSICIÓN LEGAL DE QUE SE TRATE”.



HACIA EL ÁMBITO DEL DERECHO EMPRESARIAL

29

$UWtFXOR�����'HVDUUROOR�3URJUHVLYR

Los Estados Partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno como 
mediante la cooperación internacional, especialmente económica y técnica, para lograr progresi-
vamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de las normas económicas, sociales 
y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la Organización de los Estados 
Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires, en la medida de los recursos disponi-
bles, por vía legislativa u otros medios apropiados.

Por otra parte, la citada convención, en tutela de los derechos fundamen-
tales a la dignidad y a la propiedad, establece en su artículo 21.3 que “tanto la 
usura como cualquier otra forma de explotación del hombre por el hombre, 
deben ser prohibidas por la ley”. En ese sentido, la prohibición de la usura se 
presenta como una garantía para la protección los citados derechos.47

Ahora, en el marco constitucional mexicano (hard law nacional) se aprecia que 
HO�DUiELJR�����DSDUWDGR�$��SiUUDIR�VHJXQGR�GH�OD�&RQVWLWXFLyQ�IHGHUDO�GLVSRQH�
TXH�´ORV�ÀQHV�GHO�SUR\HFWR�QDFLRQDO�FRQWHQLGRV�HQ�HVWD�&RQVWLWXFLyQ�GHWHUPLQD-
rán los objetivos de la planeación”. Así, la Carta Magna mexicana, amén de ser 
continente de un catálogo de derechos fundamentales mínimos para las personas 
y de una estructura de organización del poder (como toda Constitución), se auto-
GHÀQH��EDMR�HO�SDUDGLJPD�IUDQFpV�HVWDWDOLVWD48, como receptáculo de normas direc-
WLYDV�IXQGDPHQWDOHV�TXH�SRVWXODQ�XQ�SUR\HFWR�GH�1DFLyQ��TXH�GHÀQH�ORV�GHEHUHV�
del gobierno y los objetivos y valores a alcanzar mediante la actividad estatal.

En esa tesitura, dicha norma fundamental postula en su artículo 2549, pá-
rrafo octavo, el deber de la ley respecto a establecer:

47  En ese sentido, resulta interesante el contenido de la tesis jurisprudencial 1a./J. 46/2014 (10a.), de efecto 
vinculante, registro: 2006794, emitida en la 10ª época por la Primera Sala de la SCJN, bajo la ponencia 
del ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, de rubro “PAGARÉ. EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SE-
GUNDO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO, PERMITE A LAS 
PARTES LA LIBRE CONVENCIÓN DE INTERESES CON LA LIMITANTE DE QUE LOS MISMOS 
NO SEAN USURARIOS. INTERPRETACIÓN CONFORME CON LA CONSTITUCIÓN [ABANDO-
NO DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 132/2012 (10a.) Y DE LA TESIS AISLADA 1a. CCLXIV/2012 
(10a.)]”, que considera a la usura como un fenómeno contrario al derecho fundamental de propiedad, al ser 
una forma de explotación del hombre por el hombre, lo que se considera que ocurre cuando una persona 
obtiene en provecho propio y de modo abusivo sobre la propiedad de otra, un interés excesivo derivado 
de un préstamo.
48  Respecto del concepto de Constitución como norma directiva y proyecto de nación, véase Fioravanti, 
Mauricio, Los derechos fundamentales. Apuntes de historia de las constituciones, Ed. Trotta, ed. 6ª, Espa-
ña, 2009, pp. 95, 129 a 131..

49  Dicho artículo, en su párrafo cuarto, divide a la economía nacional en tres sectores: sector público, sector 
social y sector privado “sin menoscabo de otras formas de actividad económica que contribuyan al desa-
rrollo de la Nación”. En línea similar, en el soft law internacional la Constitución de la Organización de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo Industrial, organismo especializado, aprobado en Viena el 8 de abril de 
1979, percibe a la esfera cooperativa como un sector de la economía, al expresar:
“Articulo 2. Funciones. En cumplimiento de sus objetivos anteriormente expuestos, la organización tomará 
en general todas las medidas necesarias y adecuadas, y en particular:
…
G��3URPRYHUi�\� IRPHQWDUi� HO�GHVDUUROOR�\� OD�XWLOL]DFLyQ�GH� WpFQLFDV�GH�SODQL¿FDFLyQ��\� FRQWULEXLUi� D� OD�
IRUPXODFLyQ�GH�SURJUDPDV�GH�GHVDUUROOR��FLHQWt¿FRV�\�WHFQROyJLFRV�\�GH�SODQHV�GH�LQGXVWULDOL]DFLyQ�HQ�ORV�
sectores público, cooperativo y privado;
…”
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“los mecanismos que faciliten la organización y la expansión de la actividad económica 
del sector social: de los ejidos, organizaciones de trabajadores, cooperativas, comunidades, 
empresas que pertenezcan mayoritaria o exclusivamente a los trabajadores y, en general, 
de todas las formas de organización social para la producción, distribución y consumo de 
bienes y servicios socialmente necesarios”.

De donde se aprecia un esquema de especial protección para la sociedad 
FRRSHUDWLYD��\�ODV�GHPiV�ÀJXUDV�VRFLDOHV�DKt�GHWDOODGDV���WHQGHQWH�D�IDFLOLWDU�
su “organización y expansión” como prioridad en “la producción, distribu-
ción y consumo de bienes y servicios socialmente necesarios”, lo cual puede 
LGHQWLÀFDUVH�FRPR�LQVWUXPHQWR�GH�DFFHVR�DO�PtQLPR�YLWDO�

A su vez, el artículo 28, párrafo noveno, del texto constitucional en cita 
brinda una tutela económica especial a las cooperativas, al disponer que: 

No constituyen monopolios las asociaciones de trabajadores formadas para proteger sus 
propios intereses y las asociaciones o sociedades cooperativas de productores para que, 
en defensa de sus intereses o del interés general, vendan directamente en los mercados 
extranjeros los productos nacionales o industriales que sean la principal fuente de riqueza 
de la región en que se produzcan o que no sean artículos de primera necesidad, siempre que 
dichas asociaciones estén bajo vigilancia o amparo del Gobierno Federal o de las entidades 
federativas, y previa autorización que al efecto se obtenga de las Legislaturas respectivas 
en cada caso. Las mismas Legislaturas, por sí o a propuesta del Ejecutivo podrán derogar, 
cuando así lo exijan las necesidades públicas, las autorizaciones concedidas para la forma-
ción de las asociaciones de que se trata. 

Del cual se observa una tutela especial, con ciertos requisitos, para la so-
ciedad cooperativa de producción (y las asociaciones de trabajadores), a efec-
to de que “vendan directamente en los mercados extranjeros los productos 
nacionales o industriales que sean la principal fuente de riqueza de la región 
en que se produzcan o que no sean artículos de primera necesidad” sin ser 
consideradas monopolios, lo cual aparece como un mecanismo de garantía 
para la “defensa de sus intereses o del interés general”.

Finalmente, el artículo 123 constitucional, apartado A, fracción XXX, con-
sidera de utilidad social a cierta clase de cooperativas, al disponer que:

... serán consideradas de utilidad social, las sociedades cooperativas para la construc-
ción de casas baratas e higiénicas, destinadas a ser adquiridas en propiedad, por los trabajadores 
en plazos determinados.

 Instituyendo esa tutela como mecanismo de garantía para el acceso 
GH�´FDVDV�EDUDWDV�H�KLJLpQLFDVµ�SDUD�ORV�WUDEDMDGRUHV��OR�FXDO�SXHGH�LGHQWLÀ-
carse como instrumento de acceso a la propiedad y al mínimo vital .

Así el establecimiento y desarrollo de la empresa cooperativa en México 
VH�KD\D�H[SOLFLWDGD�GHQWUR�GH�ORV�ÀQHV�GHO�SUR\HFWR�QDFLRQDO�FRQWHQLGRV�HQ�
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la Constitución, y en ese sentido debe ser factor de determinación de los ob-
jetivos de la planeación estatal; a la par, la cooperativa aparece en diversos 
matices, tanto en la norma fundamental nacional como en las internaciona-
les50��LGHQWLÀFDGD�FRQ�PHFDQLVPRV�GH�JDUDQWtD�LQKHUHQWHV�DO�DFFHVR�D�ORV�GH-
rechos fundamentales de propiedad y mínimo vital. Respecto de esto último, 
como colofón, resulta pertinente citar nuevamente a Joaquín Cano Jáuregui51, 
FXDQGR�UHÀHUH�TXH�HO�FRRSHUDWLYLVPR�HV�XQ�VLVWHPD�HFRQyPLFR�VRFLDO�SDUD�HO�
mejoramiento integral de la persona humana de escasos recursos, mediante la 
acción conjunta y democrática en una empresa que satisfaga tales propósitos 
sin explotar a sus semejantes.  

50  Vale la pena referir, respecto de las normas internacionales de derechos humanos, que en México el 
control de regularidad constitucional parte de un parámetro que conforman precisamente los derechos 
humanos contenidos tanto en la Constitución como en los Tratados Internacionales de los que el esta-
do mexicano es parte. Al respecto véase la tesis jurisprudencial P./J. 20/2014 (10a.), registro 2006224, 
emitida en la décima época por el Pleno de la SCJN, bajo la ponencia del ministro Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, de rubro “DERECHOS HUMANOS CONTENIDOS EN LA CONSTITUCIÓN Y EN LOS 
TRATADOS INTERNACIONALES. CONSTITUYEN EL PARÁMETRO DE CONTROL DE REGULA-
RIDAD CONSTITUCIONAL, PERO CUANDO EN LA CONSTITUCIÓN HAYA UNA RESTRICCIÓN 
EXPRESA AL EJERCICIO DE AQUÉLLOS, SE DEBE ESTAR A LO QUE ESTABLECE EL TEXTO 
CONSTITUCIONAL”.
51  Cano Jáuregui, Joaquín, ob. cit., p. 41.
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La sociedad unipersonal y la sociedad por acciones 
VLPSOL¿FDGDV

Dr. Víctor Manuel Castrillón y Luna1

Resumen: Las sociedades con un solo socio existen y son cada día más; los 
VXMHWRV�FDSDFHV�GH�FRQVWLWXLU�SHUVRQDV�MXUtGLFDV�ÀJXUDQGR�FRPR�~QLFRV�VRFLRV��
al poseer el capital requerido, proliferan en este nuevo mundo global; habién-
dose demostrado que la pluralidad de individuos que exige la ley se cumplía 
por vía de presta-nombres o testaferros; observamos, entonces, que el recono-
cimiento de entes con un solo miembro es tendencia generalizada tanto en la 
doctrina como en las legislaciones de los últimos tiempos respecto de socie-
dades tales como la sociedad de responsabilidad limitada y la sociedad por 
DFFLRQHV�VLPSOLÀFDGD���SULQFLSDOPHQWH�D�SDUWLU�GH�OD�UHFRPHQGDFLyQ�HPLWLGD�
para su reconocimiento por la Directiva de la Comunidad Europea. Por ende, 
cavilar qué parte de la innovación y competitividad en las organizaciones se 
PDQLÀHVWD�HQ�HO�SDUDGLJPD�MXUtGLFR�GH�OD�VRFLHGDG�XQLSHUVRQDO��HV�DGPLVLEOH��
viene no solo a dar validez a una situación fáctica existente desde antes de su 
reconocimiento explícito, sino a responder a situaciones llenas de vivencia 
real como los cambios profundos organizacionales en el modelo productivo, 
con gran cantidad de casos macroeconómicos exitosos en el último lustro; el 
desarrollo del mercado de capitales; y la formación de mercados comunes.

1 Profesor-investigador de tiempo completo. Facultad de derecho y Ciencias Sociales, Universidad Autó-
noma del Estado de Morelos. Miembro del Sistema Nacional de Investigadores, nivel II. E-mail; victor-
castrillon721@hotmail.com
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Palabras claves��'HUHFKR�VRFLHWDULR��VRFLHGDG�XQLSHUVRQDO���DFFLRQHV�VLPSOLÀFDGD�

Abstract: Societies with a single partner exist and every single day are more and 
more. The subjects capable of constituting juridical persons appearing as sole part-
ners, possessing the required capital, proliferate in this new global world; Having 
EHHQ�VKRZQ�WKDW�WKH�SOXUDOLW\�RI�LQGLYLGXDOV�UHTXLUHG�E\�WKH�ODZ�ZDV�IXOÀOOHG�E\�WKH�
use of straw-men. We note, then, that the recognition of entities with a single member 
is a general tendency both in the doctrine and in the laws of the last times with respect 
to societies such as the limited liability company and the Joint Stock Company, main-
ly from the recommendation issued for their recognition by the European Commu-
nity Directive. Therefore, to ponder what part of the innovation and competitiveness 
in organizations is manifested in the legal paradigm of the single-person society, is 
admissible; comes not only to validate a factual situation that existed prior to its ex-
plicit recognition, but to respond to situations full of real experience such as profound 
organizational changes in the productive model, with a large number of successful 
PDFURHFRQRPLF�FDVHV�LQ�WKH�ODVW�ÀYH�\HDUV��WKH�GHYHORSPHQW�RI�WKH�FDSLWDO�PDUNHW��DQG�
the formation of common markets.

Key words: Corporate law, single-member company, Joint Stock Company.

I. Introducción

Uno de los fenómenos jurídicos más relevantes en el comercio es la unión de 
personas para el ejercicio de actividades mercantiles mediante la constitución 
de sociedades, surgiendo así el denominado Derecho de sociedades, siendo 
una de las parcelas jurídicas más pujantes dentro del Derecho mercantil y este 
último, a su vez, debe evolucionar a partir de las transformaciones del comer-
cio, de las estructuras económicas y demás exigencias que vayan surgiendo.

En ese sentido, las sociedades mercantiles han alcanzado diversas etapas 
de desarrollo, dejando atrás formas hoy gastadas y mancilladas, que en nada 
FRQYLHQHQ�DO�SUHVWR�GHVDUUROOR�GHO�WUiÀFR�MXUtGLFR�FRPHUFLDO�LPSHUDQWH��6XUJH�
así, clamada por las necesidades de las nuevas actividades económicas, la 
VRFLHGDG�XQLSHUVRQDO�FRPR�ÀJXUD�VRFLHWDULD�GH�UHFLHQWH�UHFRQRFLPLHQWR�OHJDO��
constituyendo un eslabón en la evolución de las formas societarias, en cuanto 
diseño organizativo de la empresa; tergiversando quizás la concepción tra-
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dicional que tenemos de la sociedad mercantil amparada en la idea de una 
pluralidad de sujetos, para esgrimirse no como la organización de un grupo 
de personas, sino como técnica jurídica organizacional de la empresa.

II. Concepto

Sociedad unimembre, de un solo socio, one man company en el derecho inglés, 
einmenschgesellschaft del alemán, es el ente jurídico de carácter empresarial, 
que mediante la separación de un determinado porcentaje de su patrimonio, 
TXH�VH�GHVWLQD�D�OD�UHDOL]DFLyQ�GH�DFWLYLGDGHV�PHUFDQWLOHV��WLHQH�FRPR�ÀQDOL-
dad la ejecución de actividades comerciales de manera equivalente a la orga-
nización que realizaría la corporación con pluralidad de socios, y puede tener 
carácter permanente o bien temporal, solamente limitado al tiempo necesario 
para el restablecimiento del número de socios exigido por la normatividad o 
para su necesaria liquidación en el caso de que por así establecerlo la ley, no 
se logre la pluralidad requerida.

Las notas características que deben ser consideradas para establecer la ex-
istencia de una sociedad unipersonal, son las siguientes:

a) La existencia de un solo socio;

b) Cuando es de carácter permanente, la separación de una determina-
da cantidad o porcentaje del patrimonio del socio único, que será la que 
de manera exclusiva se destine a la actividad comercial, de modo que el 
SRUFHQWDMH�TXH�QR�VH�DIHFWH�D�WDO�ÀQ��QR�SHUWHQHFH�D�OD�VRFLHGDG�FRPR�WDO��
sino al socio en lo individual;

c) Que para establecer cuál es el capital social o si se quiere la cantidad 
que se afectará por el socio único a la aventura comercial, será necesario 
que el mismo se encuentre claramente delimitado, para lo cual suele uti-
lizarse la inscripción que de él se haga en el Registro del Comercio;

d) Que el régimen legal lo autorice;

e) La precisión en relación con la responsabilidad limitada o bien ilimit-
ada del socio único por las operaciones sociales, y; 

f) Que puede tener carácter permanente o bien temporal, solamente 
limitado al tiempo necesario para el restablecimiento del número de so-
cios exigido por la normatividad, o para su necesaria liquidación en el 
caso de que por así establecerlo la ley no se logre la pluralidad requerida.        
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Para Ana Piaggi2 la característica más interesante de las sociedades uni-
personales es que constituye un eslabón en la evolución de las formas soci-
etarias, en cuanto diseño organizativo de la empresa, y citando a Paillseau 
señala que no se trata de la organización de un grupo de personas, sino una 
técnica jurídica de la organización de la empresa. Agrega que a ello se sigue 
que desde el punto de vista operativo, atiende a una ius-política con dos fases 
centrales para la actividad económica, a saber:

x� La limitación de la responsabilidad derivada de la actividad de la 
empresa, y;

x� La frontera dentro de la cual el ordenamiento pretende circunscribir 
los poderes de los operadores económicos para desenvolver su actividad 
empresarial.

Una de las notas características para la existencia de la sociedad uniper-
sonal, es la de su reconocimiento legal (supuesto que no se presenta en el 
régimen jurídico mexicano).

En tal sentido, no debemos confundir a la sociedad unipersonal, que como 
se aprecia existe con reconocimiento legal, a partir de la separación que su 
único socio realice de su propio patrimonio, afectando solamente parte del 
mismo a la actividad comercial, con las sociedades plurales en las que un 
socio aparece con la casi totalidad del capital social, y deja una sola acción o 
parte social al otro socio (que normalmente es sólo testaferros o prestanom-
bres) para el cumplimiento de la exigencia plural.

Dice así García Peña3 que múltiples ius-mercantilistas han mencionado 
que es necesario limitar la responsabilidad del comerciante (persona física) 
argumentando como razones el estímulo del comercio delimitando la respon-
VDELOLGDG�GH�HVWH�D�OR�TXH�HO�PLVPR�PDQLÀHVWH�TXH�VHUi�REMHWR�GH�DIHFWDFLyQ�
SDWULPRQLDO�SDUD�ORV�ÀQHV�GHO�QHJRFLR�D�HPSUHQGHU�\�DFDEDU�FRQ�OD�SHUQLFLRVD�
SUiFWLFD�GH�VLPXODU�VRFLHGDGHV�TXH�D�ÀQDO�GH�FXHQWDV�UHVXOWDQ�XQLSHUVRQDOHV��
pues valiéndose de testaferros o prestanombres se logran constituir en tér-
PLQRV� IRUPDOHV�FRPR�XQD�VRFLHGDG�JHQHUDOPHQWH�DQyQLPD��TXH�DO�ÀQDO�GH�
cuentas resulta unimembre pues es un solo de los aparentes accionistas quien 
FRQWUROD�OD�PLVPD��FRQ�SpUGLGD�GH�HÀFDFLD�DGPLQLVWUDWLYD�\�PHQRVFDER�GH�VX�
funcionamiento corporativo en contra de la propia persona moral y de los 
terceros que con ella se relacionan.

2  Piaggi de Vanossi, Ana Isabel, Estudios sobre la sociedad unipersonal, Ed. De Palma, Buenos Aires, 
Argentina, 1997, pp. 97 y 98
3  García Peña, José Heriberto, Derecho empresarial, Ed. Porrúa, México, 2001, p. 212
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Tulio Ascarell4 estableció de manera clara tal delimitación, al señalar; “la 
práctica ha utilizado para el ejercicio individual del comercio el instrumento 
de la persona jurídica con patrimonio separado elaborado por la ley para la 
sociedad”.

Barrera Graf5 señala; “a pesar de dicho régimen prohibitivo, las sociedades 
con un solo socio existen y son cada día más. Lo que pasa es que para tener 
la necesaria pluralidad exigida por la ley, se acude a presta-nombres o testa-
ferros, que es una forma de representación indirecta en que el representante 
obra a nombre propio pero por cuenta (oculta) del representado” y agrega 
“de lege ferencla, es recomendable el reconocimiento legal y la reglamentación 
adecuada de un solo socio”. 

La idea del ente como persona moral o colectiva expresa el sentido de plu-
ralidad, es decir, de la unión de varios sujetos que en conjunto, y con una idea 
FODUDPHQWH�GHÀQLGD��IRUPDQ�XQ�HQWH��XQD�RUJDQL]DFLyQ�VRFLDO�TXH�VH�LQWHJUD�
con el patrimonio que aportan los socios en su conjunto y que además cuenta 
con órganos sociales (asambleas, administración y vigilancia), por ello es que, 
si bien, cuando se dio inicio tanto en la legislación como en la doctrina y aún 
en la jurisprudencia al reconocimiento de las sociedades mercantiles como 
entes jurídicos susceptibles de tener personalidad jurídica, se rechazó de ma-
nera tajante la posibilidad de la existencia de sociedades con un solo socio, no 
obstante, observamos que el reconocimiento de entes con un solo miembro 
es tendencia generalizada tanto en la doctrina como en las legislaciones de 
los últimos tiempos (respecto de sociedades tales como la S. de R. L., y la 
VRFLHGDG�SRU�DFFLRQHV�VLPSOLÀFDGD��VREUH�WRGR�D�SDUWLU�GH�OD�UHFRPHQGDFLyQ�
emitida para su reconocimiento por la Directiva de la Comunidad Europea, a 
la que nos referiremos más adelante. 

Dice así Juan Carlos Malagarriga� “la reacción inmediata ante el solo 
planteamiento del problema, es la que impone, sin duda, la intuición: si la 
sociedad supone la conjunción de varias personas –dos por lo menos– que, 
DSRUWDQGR�ELHQHV�HQ�FRP~Q��SHUVLJXHQ�XQD�ÀQDOLGDG�OXFUDWLYD��FRPR�SXHGH�
siquiera imaginarse que pueda existir dicho ser jurídico sin que se encuentre 
presente la pluralidad de socios, que parece su presupuesto necesario”. El re-
conocimiento de personalidad jurídica de los entes abrió la posibilidad de que 

4  Citado por Castrillón y Luna, Víctor M., Sociedades mercantiles, 5ª, ed., Ed. Porrúa, p. 62.
5  Barrera Graf, Jorge, Las sociedades en el derecho mexicano, Instituto de Investigaciones Jurídidicas, 
UNAM, México, 1983, p. 187.
6  Malagarriga, Juan Carlos,  Sociedades de un solo socio, Ed. Abeledo Perrot, Buenos Aires, Argentina, 
1965, p. 16.
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el comerciante limitara su responsabilidad por las deudas sociales, ya que se 
parte del principio que establece que si la sociedad cuenta con un patrimonio 
propio e independiente del de los socios (recordemos que las aportaciones 
sociales son transferidas al ente corno traslativas de dominio) tales recursos 
o activos responden de las obligaciones que la sociedad asume ante terceros 
cuando se coloca en posición de deudora, y que tal patrimonio, en principio 
GHEHUi�VHU�VXÀFLHQWH�SDUD�UHVSRQGHU�GH�WDOHV�REOLJDFLRQHV��OR�TXH�QR�RFXUUH�
cuando la sociedad se encuentra integrada por un solo socio, a menos que se 
establezca con toda precisión la existencia de un patrimonio susceptible de 
afectación por parte de los acreedores del ente. 

Rojas Roldan7�VH�UHÀHUH��D�ODV�FDXVDV�SRU�ODV�TXH�KD�SUROLIHUDGR�OD�VRFLHGDG�
unipersonal, y así señala que dadas las ventajas que rodean a las sociedades 
de capital que tienen como característica la de la responsabilidad de los socios 
limitada al monto de las aportaciones, en casos diversos se han constituido 
sociedades de un solo socio real, y otros a los que comúnmente se llama de 
paja, porque simplemente prestan su nombre para alcanzar la exigencia del 
número de socios establecido en cada caso por la ley. 

Dice que se trata de verdaderas sociedades unipersonales que guardan 
una situación aparente o bien puede ocurrir que habiéndose constituido con 
el número adecuado de socios durante su vida llegue una sola persona física 
o moral a acaparar la totalidad de las acciones, quien, para guardar las formas 
legales, hace aparecer en las escrituras sociales nombres de otras personas 
con cantidades simbólicas. Internamente guardan apariencia de sociedades 
pluripersonales y se pregunta si el legislador debe permanecer ciego ante tal 
realidad. Dice que hechos de particulares condicionan la necesidad de que el 
legislador se avoque al problema de las sociedades que en rigor operan con 
un solo socio. 

7  Rojas Roldan, Abelardo, La sociedad mercantil unipersonal, Ed. Lex, México, 2000,  pp. 26 a 29. El 
DXWRU�VH�UH¿HUH�D�OD�WROHUDQFLD�IiFWLFD�GHO�VLVWHPD�QRUPDWLYR�DO�KDEHUVH�FRQVWLWXLGR�VRFLHGDGHV�FRQ�XQ�VROR�
socio y sin apariencias, lo que ha ocurrido en nuestro país cuando el dueño del ente ha sido el Estado mis-
mo, que ha constituido sociedades anónimas como instrumentos de su actividad administrativa, y acapara 
la totalidad de las acciones; y en los casos en los cuales las sociedades son nacionalizadas o incautadas por 
causa de interés general y aun cuando el ente público es el único accionista, y tales sociedades han operado 
LQFOXVR�GH�PDQHUD�H¿FLHQWH��&LWD�D�*DUULJXHV�(Nuevos hechos, nuevo derecho de sociedades anónimas, 1’ 
ed. Ed. Revista de Derecho Privado, Madrid, 1933, p.60) cuando señala: “La sociedad por acciones, que 
comenzó su vida bajo la tutela del Estado, organizándose a semejanza de éste, se acerca a la esfera del dere-
cho público, apartándose del tipo mercantilista y capitalista puro, con el que obtuvo su máximo esplendor 
durante el pasado siglo”.
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Ana Piaggi8  dice por su parte que el progresivo reconocimiento de la so-
ciedad unipersonal está destinado a sustituir cualquier esfuerzo dirigido a 
dar forma a la empresa individual de responsabilidad limitada, y su régimen 
VH�GHWHUPLQD�SRU�OD�VLJQLÀFDFLyQ�GH�OD�VRFLHGDG�FRPR�IRUPD�GH�JHVWLRQDU�R�
estructurar una empresa y administrar un patrimonio; funciones que, dice, 
existen aun sin la pluralidad de socios.

Establece como causas que han propiciado la proliferación de la sociedad 
unipersonal y que aconsejan su reforma para que tenga reconocimiento legal: 
a) los cambios profundos organizacionales en el modelo productivo con gran 
cantidad de casos macroeconómicos exitosos en el último lustro; b) la muta-
ción del marco externo de referencia; c) la mundalización; d) el desarrollo del 
mercado de capitales, y; e) la formación de mercados comunes.

III. La sociedad unipersonal en los sistemas europeos

La mayor parte de los miembros de la anterior Comunidad Económica Eu-
ropea, (que dio lugar a la posterior creación de la Unión Europea), estableció 
el reconocimiento de tales sociedades (sobre todo en el esquema de la S. de 
5��/����D�SDUWLU�GH�OD�UHFRPHQGDFLyQ�1R����������GHO����GH�GLFLHPEUH�GH�������
emitida por la XII Directiva, en cuyo artículo 2.1 se señala: “La sociedad podrá 
constar de un socio único en el momento de la constitución así como mediante la con-
centración de todas sus participaciones en un solo titular”. Cabe además señalar 
que la recomendación no establece de manera especial la existencia de un 
régimen de responsabilidad para el socio único y será equivalente al de los 
socios de la sociedad pluripersonal.

Aun cuando en el derecho comunitario europeo, la pauta se establece de ma-
nera clara en la XII Directiva antes referida, ello se alcanzó por el proceso evo-
lutivo que la comunidad fue experimentando, y por ello, es necesario precisar 
que la Comunidad europea reguló inicialmente a las sociedades unipersona-
OHV�HQ�OD�'LUHFWLYD�GHO�&RQVHMR�GHO���GH�PDU]R�GH�������DO�HVWDEOHFHUVH�HQ�HO�
artículo 11, f), que la legislación de los estados miembros no puede establecer 
la nulidad de la sociedad por el hecho de que contrariamente en las legis-
laciones nacionales, el número de socios sea inferior a dos. Posteriormente, 
OD�'LUHFWLYD�,,�GHO�&RQVHMR�HVWDEOHFLy�FRQ�IHFKD����GH�GLFLHPEUH�GH������� OD�
norma relativa a la protección de los intereses de los socios y terceros en la 
constitución de la S. A., en cuyo artículo 5.1, se señala; “cuando la legislación 

8  Piaggi de Vanossi, Ana, op.cit., nota 2, pp. 87 y 88.
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nacional exija el concurso de varios socios para la constitución de la sociedad, 
la reunión de todas las acciones en una sola mano, o la reducción del número 
de socios por debajo del mínimo legal, después de la constitución, no tendrá 
como consecuencia la disolución de pleno derecho”. En tal supuesto la direc-
tiva prevé un plazo a ser concedido por el tribunal para la reconstrucción de 
la pluralidad.

I. La sociedad unipersonal en el continente americano

En Estados Unidos existen tres tipos de sociedades reconocidas, a saber;

��/D�partnership que es una sociedad de personas con responsabilidad ilimitada;

���/D�limited partnership, en la cual concurren socios de responsabilidad limit-
ada con otros de responsabilidad ilimitada, y;

��/D�corporation, que se asemeja a la S. A. como esquema para la gran empresa.

Con relación a los sistemas jurídicos latinoamericanos, gla sociedad uni-
membre no ha encontrado reconocimiento; sin embargo, es menester señalar 
TXH�DOJXQRV�SDtVHV�WDOHV�FRPR�&RVWD�5LFD�HQ�������3DQDPi�HQ�������(O�6DOYD-
GRU�HQ�������3HU~�HQ�������%UDVLO�HQ������\�3DUDJXD\�HQ�������HVWDEOHFLHURQ�
limitantes a la responsabilidad del empresario individual.

I.1. México

En México, autores como Mantilla Molina9 consideran que sí es posible supri-
mir el requisito de la pluralidad de socios, porque una vez roto el modelo con-
tractual, nada impide buscar el carácter jurídico de la sociedad y considera que 
OD�FRQVWLWXFLyQ�GH�XQD�VRFLHGDG�SXHGH�FRQÀJXUDUVH�FRPR�XQ�DFWR�FROHFWLYR�

Barrera Graf10 por su parte, dice que hablar de una sociedad compuesta 
por un solo miembro parece plantear una contradicción, porque el vocablo 
VRFLHGDG�KDFH�QHFHVDULD� OD� UHIHUHQFLD�D�SOXUDOLGDG�GH�SHUVRQDV��\�VH� UHÀHUH�
al señalamiento de Felipe de Solá y Cañizares, cuando dice que tal sociedad 
es una monstruosidad jurídica; asimismo dice Barrera que tal ente sí existe, 
funciona y es cada día más frecuente y agrega que lo que ocurre es que la 
esencia del negocio (la pluralidad de socios) cede ante la realidad económica 
\�VREUH�WRGR�DQWH�OD�LQVXÀFLHQFLD�GH�ORV�FDWiORJRV�R�WLSRV�RIUHFLGRV�SRU�HO�RU-
GHQDPLHQWR�OHJDO�SDUD�GDU�QDFLPLHQWR�D�XQD�ÀJXUD�WDPELpQ�OODPDGD�VRFLHGDG�

9  Mantilla Molina, Roberto, Derecho mercantil, 29ª, ed., Ed, Porrúa, México, 2002, p. 222.
10  Barrera Graf, Jorge, op.cit., nota 5, p. 74.
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que funciona como esta. Observa, el mismo autor, que podría tratarse sólo de 
un problema terminológico; que se conserve el término tradicional sociedad 
aunque el derecho aplicable al evolucionar haya superado y hasta negado el 
concepto original y propio de ese negocio jurídico y mantenga el vocablo para 
regular la institución jurídica de acuerdo a las reglas y a la técnica de funcio-
namiento y a la organización que es propia de las sociedades plurimembres.

Tulio Ascarelli11 por su parte señala: “no es posible negar la realidad del 
QHJRFLR� \� DÀUPDU� TXH� H[LVWH� XQD� VLPXODFLyQ� \� HV� QHFHVDULR� UHFRQRFHU� TXH�
nos encontramos ante uno de los medios a través de los cuales el derecho se 
desenvuelve históricamente y se acomoda a las exigencias nuevas de la prác-
tica, adaptando viejas instituciones a funciones nuevas; fenómeno histórico 
DO�TXH�PH�SDUHFH�DWLQDGR�GDU�HO�QRPEUH�GH�QHJRFLR�LQGLUHFWR�R�FRQ�ÀQHV�LQ-
directos”.

En lo personal creemos que las llamadas sociedades unipersonales van en 
contra del carácter tradicional de orden contractual, como son concebidas por 
HO�OHJLVODGRU��TXH�VLJXLy�ÀHOPHQWH�OD�GRFWULQD�IUDQFHVD��\�D~Q�HQ�FRQWUD�GH�OD�
corriente más vanguardista que les considera como un contrato plurilateral 
GH�RUJDQL]DFLyQ��3RU�RWUR�ODGR��KDEODU�GH�VRFLHGDG��VLJQLÀFD�UHFRQRFHU�QHFH-
sariamente la existencia de órganos sociales, tales como asamblea, vigilancia 
y administración, por no hablar de derechos de minorías. La unipersonal-
idad rompe con tales principios que son estructurales de todo ente, sea de 
naturaleza civil o mercantil. Además de la problemática que se plantea en 
relación con los aspectos patrimoniales y su necesaria división respecto de las 
responsabilidades de los socios.

Por ende, de especial y directa aplicación en el sistema mexicano es la 
Ley General de Sociedades Mercantiles (LGSM), que, para el caso de las 
sociedades en ella reconocidas desde su publicación en el año de 1934, de 
manera implícita prohíbe la existencia de sociedades de un solo socio, porque 
de ocurrir tal evento deberá procederse a su liquidación. No obstante, como 
referiremos más adelante, el sistema de derecho empresarial mexicano se ha 
abierto ya al reconocimiento de la existencia desde su creación misma de las 
sociedades de una sola persona en el caso de la constitución de sociedades del 
WLSR�GH�OD�SRU�DFFLRQHV�VLPSOLÀFDGD��

Dentro del proceso histórico que en el derecho mexicano se ha seguido 
para el reconocimiento de tales entes, cabe referir que a iniciativa del Senado 

11  Ascarelli Tulio, Cosorci voluntari tra imprenditori, 2ª, ed., Ed. Guiffré, Milan, 1937, p. 290.
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GH� OD�5HS~EOLFD��HQ�HO�DxR�������VH�HODERUy�XQ�SUR\HFWR�GH�UHIRUPDV�\�DGL-
ciones a la LGSM con la intención de que, acorde a las tendencias mundiales 
que hemos apuntado en el presente capítulo, el derecho societario en nuestro 
país acepte la posibilidad de la existencia de las sociedades unipersonales.

En el proyecto relativo se resaltan los siguientes aspectos:

1. Se propone el establecimiento de la sociedad unipersonal para las es-
pecies de la sociedad en nombre colectivo, la de responsabilidad limitada 
y la anónima, eliminándose las disposiciones relativas a la convocatoria 
y la celebración de asambleas, al ser sustituidas por la constancia en los 
libros de actas en que se asienten las decisiones del socio único y se acota 
la responsabilidad limitada de los comerciantes. 

Sin embargo, es de hacerse notar que el proyecto solamente autorizaba 
la permanencia en cuanto a la existencia jurídica de los entes señalados, 
para el caso de que si por alguna circunstancia la totalidad de las acciones 
o partes sociales quedaran concentradas en manos de una sola persona, 
la sociedad mercantil pudiese continuar con existencia jurídica, mas no 
así la autorización de nuevos entes que se constituyeran con un solo so-
cio.

2. En la exposición de motivos del proyecto se señala que las reformas 
persiguen como objetivo de la atracción de inversiones para acelerar el 
FUHFLPLHQWR�GH�QXHVWUD�HFRQRPtD��PRGLÀFDQGR�SDUD�HOOR�ORV�DVSHFWRV�DQ-
tes señalados del marco societario, y siguiendo las prácticas mundiales, 
y en base a la experiencia de otros países, para alcanzar un cambio en 
la entidad de la actividad empresarial como detonante del crecimiento 
económico y el fomento a la competitividad;

3. Se destaca que el marco jurídico vigente desde 1934 ha propiciado 
que ante la falta de reconocimiento de la sociedad unipersonal, se recurra 
con frecuencia a testaferros por la necesidad de desglosar el patrimonio 
mercantil del personal;

4. Finalmente se señala que es de justicia autorizar que cualquier per-
sona pueda desarrollar su actividad empresarial deslindando su propio 
patrimonio y robusteciendo el de la sociedad, acotando además la re-
sponsabilidad ilimitada de los comerciantes.

Posteriormente, en el dictamen del proyecto que realizaron las comisiones 
unidas de comercio y fomento industrial y de estudios legislativos, se con-
FOX\H� HQ�TXH� OD� UHIRUPD�SURSXHVWD� DWLHQGH� D� HVWDEOHFHU�XQD�ÀJXUD� MXUtGLFD�
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coherente con la realidad económica del país que apoyará y promoverá el 
espíritu emprendedor individual con la consecuente creación de empleos, la 
competitividad y el desarrollo económico. Finalmente debemos señalar que 
aun y cuando el proyecto de reformas se concluyó el 20 de febrero de 2007, 
hasta la fecha no ha sido promulgado decreto alguno que en el sentido apun-
WDGR�PRGLÀTXH�D�OD�/*60��SRU�OR�TXH�KDVWD�OD�IHFKD�OD�VRFLHGDG�XQLSHUVRQDO�
continúa sin tener reconocimiento en nuestro país.

Asimismo, aunque el intento por otorgar reconocimiento legal a las socie-
dades de un solo miembro respecto de las tradicionalmente reconocidas en el 
sistema mexicano no ha prosperado aún, con la incorporación a la Ley Gene-
UDO�GH�6RFLHGDGHV�0HUFDQWLOHV�GH�OD�VRFLHGDG�SRU�DFFLRQHV�VLPSOLÀFDGD��TXH�
VH�UHDOL]y�PHGLDQWH�SXEOLFDFLyQ�GHO�'LDULR�2ÀFLDO�GH�OD�)HGHUDFLyQ�GHO����GH�
PDU]R�GH�������VH�GD�OXJDU�DO�UHFRQRFLPLHQWR�GH�OD�FUHDFLyQ�GH�HQWHV�MXUtGLFRV��
cuyas características principalmente son: 

x� Que se puede constituir con una o varias personas físicas, en la que 
la responsabilidad ante terceros por las operaciones sociales se limita al 
monto de lo aportado, quedando excluido el patrimonio personal del so-
cio único; 

x� Que su constitución se realiza sin la participación de fedatario pú-
blico, y se completa en un solo día a través del sistema electrónico de 
la Secretaría de Economía en un formato pre llenado, que asimismo se 
inscribe, como las restantes sociedades mercantiles reconocidas por la ley 
en el Registro Público del Comercio; 

x� Que no requiere de la constitución de fondo de reserva alguno; 

x� Que la obligación de los socios es limitada, siempre que los ingresos 
totales anuales de tal ente no rebasen los 5 millones de pesos, ya que en 
tal supuesto deberá transformarse en otro régimen societario contempla-
do en esta Ley, y si no lo realizan,  responderán frente a terceros, subsi-
diaria, solidaria e ilimitadamente. 

Dicho monto se actualizará anualmente el primero de enero de cada año, 
considerando el factor de actualización correspondiente al periodo com-
prendido desde el mes de diciembre del penúltimo año hasta el mes de 
diciembre inmediato anterior a aquel por el que se efectúa la actualiza-
ción, misma que se obtendrá de conformidad con el artículo 17-A del 
Código Fiscal de la Federación, y para el caso de que los accionistas no 
lleven a cabo la transformación de la sociedad responderán frente a ter-
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ceros, subsidiaria, solidaria e ilimitadamente, sin perjuicio de cualquier 
otra responsabilidad en que hubieren incurrido.

Destaca el hecho de que salvo pacto en contrario, para la solución de con-
troversias que surjan entre los accionistas, así como de éstos con terceros de-
berán privilegiarse los mecanismos alternativos previstos en el Código de 
Comercio para sustanciarlas. 

Por la trascendencia que tiene para el derecho corporativo mexicano el re-
conocimiento que por primera vez  ser realiza para la constitución de socieda-
GHV�GH�XQD�VROD�SHUVRQD�HQ�HO�WLSR�GH�OD�SRU�DFFLRQHV�VLPSOLÀFDGD��D�FRQWLQXD-
ción se transcriben los preceptos de la Ley general de Sociedades Mercantiles, 
TXH�FRQ�PRWLYR�TXH�FRQ�PRWLYR�GH�OD�SXEOLFDFLyQ�HQ�HO�'LDULR�2ÀFLDO�GH�OD�
)HGHUDFLyQ��OHV�GD�UHFRQRFLPLHQWR�D�SDUWLU�GHO����GH�PDU]R�GH������

Artículo 260.-� /D� VRFLHGDG� SRU� DFFLRQHV� VLPSOLÀFDGD� HV� DTXHOOD� TXH� VH�
constituye con una o más personas físicas que solamente están obligadas al 
pago de sus aportaciones representadas en acciones. En ningún caso las per-
sonas físicas podrán ser simultáneamente accionistas de otro tipo de sociedad 
PHUFDQWLO�D�TXH�VH�UHÀHUHQ�ODV�IUDFFLRQHV�,�D�9,,��GHO�DUWtFXOR��R��GH�HVWD�/H\��VL�
su participación en dichas sociedades mercantiles les permite tener el control 
de la sociedad o de su administración, en términos del artículo 2, fracción III 
de la Ley del Mercado de Valores.

/RV�LQJUHVRV�WRWDOHV�DQXDOHV�GH�XQD�VRFLHGDG�SRU�DFFLRQHV�VLPSOLÀFDGD�QR�
podrán rebasar de 5 millones de pesos. En caso de rebasar el monto respecti-
YR��OD�VRFLHGDG�SRU�DFFLRQHV�VLPSOLÀFDGD�GHEHUi�WUDQVIRUPDUVH�HQ�RWUR�UpJL-
men societario contemplado en esta Ley, en los términos en que se establezca 
HQ�ODV�UHJODV�VHxDODGDV�HQ�HO�DUWtFXOR�����GH�OD�PLVPD��(O�PRQWR�HVWDEOHFLGR�
en este párrafo se actualizará anualmente el primero de enero de cada año, 
considerando el factor de actualización correspondiente al periodo compren-
dido desde el mes de diciembre del penúltimo año hasta el mes de diciembre 
inmediato anterior a aquel por el que se efectúa la actualización, misma que 
se obtendrá de conformidad con el artículo 17-A del Código Fiscal de la Fe-
deración. La Secretaría de Economía publicará el factor de actualización en 
HO�'LDULR�2ÀFLDO�GH�OD�)HGHUDFLyQ�GXUDQWH�HO�PHV�GH�GLFLHPEUH�GH�FDGD�DxR�

En caso que los accionistas no lleven a cabo la transformación de la socie-
GDG�D�TXH�VH�UHÀHUH�HO�SiUUDIR�DQWHULRU�UHVSRQGHUiQ�IUHQWH�D�WHUFHURV��VXEVL-
diaria, solidaria e ilimitadamente, sin perjuicio de cualquier otra responsabi-
lidad en que hubieren incurrido.
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Artículo 261.- La denominación se formará libremente, pero distinta de la 
de cualquier otra sociedad y siempre seguida de las palabras “Sociedad por 
$FFLRQHV�6LPSOLÀFDGDµ�R�GH�VX�DEUHYLDWXUD�´6�$�6�µ�

Artículo 262.- Para proceder a la constitución de una sociedad por accio-
QHV�VLPSOLÀFDGD�~QLFDPHQWH�VH�UHTXHULUi�

I. Que haya uno o más accionistas;

II. Que el o los accionistas externen su consentimiento para constituir 
XQD� VRFLHGDG�SRU� DFFLRQHV� VLPSOLÀFDGD� EDMR� ORV� HVWDWXWRV� VRFLDOHV� TXH� OD�
Secretaría de Economía ponga a disposición mediante el sistema electrónico 
de constitución;

III. Que alguno de los accionistas cuente con la autorización para el uso 
de denominación emitida por la Secretaría de Economía, y

IV.  4XH�WRGRV�ORV�DFFLRQLVWDV�FXHQWHQ�FRQ�FHUWLÀFDGR�GH�ÀUPD�HOHFWUyQLFD�
avanzada vigente reconocido en las reglas generales que emita la Secretaría 
GH�(FRQRPtD�FRQIRUPH�D�OR�GLVSXHVWR�HQ�HO�DUWtFXOR�����GH�HVWD�/H\�

En ningún caso se exigirá el requisito de escritura pública, póliza o cual-
quier otra formalidad adicional, para la constitución de la sociedad por accio-
QHV�VLPSOLÀFDGD�

Artículo 263.-�3DUD�HIHFWRV�GH�OR�GLVSXHVWR�HQ�HO�DUWtFXOR�����GH�HVWD�/H\��
el sistema electrónico de constitución estará a cargo de la Secretaría de Eco-
nomía y se llevará por medios digitales mediante el programa informático 
establecido para tal efecto, cuyo funcionamiento y operación se regirá por las 
reglas generales que para tal efecto emita la propia Secretaría.

El procedimiento de constitución se llevará a cabo de acuerdo con las si-
guientes bases:

I. Se abrirá un folio por cada constitución;

II. El o los accionistas seleccionarán las cláusulas de los estatutos socia-
les que ponga a disposición la Secretaría de Economía a través del siste-
ma;

III. Se generará un contrato social de la constitución de la sociedad por 
DFFLRQHV�VLPSOLÀFDGD�ÀUPDGR�HOHFWUyQLFDPHQWH�SRU�WRGRV�ORV�DFFLRQLVWDV��
XVDQGR�HO�FHUWLÀFDGR�GH�ÀUPD�HOHFWUyQLFD�YLJHQWH�D�TXH�VH�UHÀHUH�OD�IUDF-
FLyQ�,9�GHO�DUWtFXOR�����GH�HVWD�/H\��TXH�VH�HQWUHJDUi�GH�PDQHUD�GLJLWDO�

IV. /D�6HFUHWDUtD�GH�(FRQRPtD�YHULÀFDUi�TXH�HO�FRQWUDWR�VRFLDO�GH�OD�FRQV-
WLWXFLyQ�GH�OD�VRFLHGDG�FXPSOD�FRQ�OR�GLVSXHVWR�HQ�HO�DUWtFXOR�����GH�HVWD�
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Ley, y de ser procedente lo enviará electrónicamente para su inscripción 
en el Registro Público de Comercio;

V. El sistema generará de manera digital la boleta de inscripción de la 
VRFLHGDG�SRU�DFFLRQHV�VLPSOLÀFDGD�HQ�HO�5HJLVWUR�3~EOLFR�GH�&RPHUFLR�

VI. La utilización de fedatarios públicos es optativa;

VII. /D�H[LVWHQFLD�GH�OD�VRFLHGDG�SRU�DFFLRQHV�VLPSOLÀFDGD�VH�SUREDUi�FRQ�
el contrato social de la constitución de la sociedad y la boleta de inscrip-
ción en el Registro Público de Comercio;

VIII. Los accionistas que soliciten la constitución de una sociedad por 
DFFLRQHV�VLPSOLÀFDGD�VHUiQ�UHVSRQVDEOHV�GH�OD�H[LVWHQFLD�\�YHUDFLGDG�GH�
la información proporcionada en el sistema. De lo contrario responden 
por los daños y perjuicios que se pudieran originar, sin perjuicio de las 
sanciones administrativas o penales a que hubiere lugar, y

IX. Las demás que se establezcan en las reglas del sistema electrónico de 
constitución.

Artículo 264.-�/RV� HVWDWXWRV� VRFLDOHV� D�TXH� VH� UHÀHUH� HO� DUWtFXOR�DQWHULRU�
únicamente deberán contener los siguientes requisitos:

I.  Denominación;

II. Nombre de los accionistas;

III. Domicilio de los accionistas;

IV.  Registro Federal de Contribuyentes de los accionistas;

V. Correo electrónico de cada uno de los accionistas;

VI. Domicilio de la sociedad;

VII. Duración de la sociedad;

VIII.  La forma y términos en que los accionistas se obliguen a suscribir 
y pagar sus acciones;

IX. El número, valor nominal y naturaleza de las acciones en que se divi-
de el capital social;

X. El número de votos que tendrá cada uno de los accionistas en virtud 
de sus acciones;

XI. El objeto de la sociedad, y

XII. La forma de administración de la sociedad.
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El o los accionistas serán subsidiariamente o solidariamente responsables, 
según corresponda, con la sociedad, por la comisión de conductas sanciona-
das como delitos.

Los contratos celebrados entre el accionista único y la sociedad deberán 
inscribirse por la sociedad en el sistema electrónico establecido por la Secre-
taría de Economía conforme a lo dispuesto en el artículo 50 Bis del Código de 
Comercio.

Artículo 265.- Todas las acciones señaladas en la fracción IX del artículo 
����GHEHUiQ�SDJDUVH�GHQWUR�GHO�WpUPLQR�GH�XQ�DxR�FRQWDGR�GHVGH�OD�IHFKD�HQ�
que la sociedad quede inscrita en el Registro Público de Comercio.

Cuando se haya suscrito y pagado la totalidad del capital social, la so-
ciedad deberá publicar un aviso en el sistema electrónico establecido por la 
Secretaría de Economía en términos de lo dispuesto en el artículo 50 Bis del 
Código de Comercio.

Artículo 266.- La Asamblea de Accionistas es el órgano supremo de la sociedad 
SRU�DFFLRQHV�VLPSOLÀFDGD�\�HVWi�LQWHJUDGD�SRU�WRGRV�ORV�DFFLRQLVWDV�

Las resoluciones de la Asamblea de Accionistas se tomarán por mayoría 
de votos y podrá acordarse que las reuniones se celebren de manera presen-
cial o por medios electrónicos si se establece un sistema de información en 
términos de lo dispuesto en el artículo 89 del Código de Comercio. En todo 
caso deberá llevarse un libro de registro de resoluciones.

&XDQGR�OD�VRFLHGDG�SRU�DFFLRQHV�VLPSOLÀFDGD�HVWp�LQWHJUDGD�SRU�XQ�VROR�
accionista, éste será el órgano supremo de la sociedad.

Artículo 267.-�/D�UHSUHVHQWDFLyQ�GH�OD�VRFLHGDG�SRU�DFFLRQHV�VLPSOLÀFDGD�
estará a cargo de un administrador, función que desempeñará un accionista.

&XDQGR�OD�VRFLHGDG�SRU�DFFLRQHV�VLPSOLÀFDGD�HVWp�LQWHJUDGD�SRU�XQ�VROR�
accionista, éste ejercerá las atribuciones de representación y tendrá el cargo 
de administrador.

Se entiende que el administrador, por su sola designación, podrá celebrar 
o ejecutar todos los actos y contratos comprendidos en el objeto social o que se 
relacionen directamente con la existencia y el funcionamiento de la sociedad.

Artículo 268.- La toma de decisiones de la Asamblea de Accionistas se 
regirá únicamente conforme a las siguientes reglas:

I. Todo accionista tendrá derecho a participar en las decisiones de la 
sociedad;
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II. Los accionistas tendrán voz y voto, las acciones serán de igual valor y 
conferirán los mismos derechos;

III. Cualquier accionista podrá someter asuntos a consideración de la 
Asamblea, para que sean incluidos en el orden del día, siempre y cuando 
lo solicite al administrador por escrito o por medios electrónicos, si se 
acuerda un sistema de información de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 89 del Código de Comercio;

IV. El administrador enviará a todos los accionistas el asunto sujeto a 
votación por escrito o por cualquier medio electrónico si se acuerda un 
sistema de información de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 89 del 
Código de Comercio, señalando la fecha para emitir el voto respectivo;

V. Los accionistas manifestarán su voto sobre los asuntos por escrito 
o por medios electrónicos si se acuerda un sistema de información de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 89 del Código de Comercio, ya sea 
de manera presencial o fuera de asamblea.

La Asamblea de Accionistas será convocada por el administrador de la 
sociedad, mediante la publicación de un aviso en el sistema electrónico es-
tablecido por la Secretaría de Economía con una antelación mínima de cinco 
días hábiles. En la convocatoria se insertará el orden del día con los asuntos 
que se someterán a consideración de la Asamblea, así como los documentos 
que correspondan.

Si el administrador se rehúsa a hacer la convocatoria, o no lo hiciere dentro 
del término de quince días siguientes a la recepción de la solicitud de algún 
accionista, la convocatoria podrá ser hecha por la autoridad judicial del domi-
cilio de la sociedad, a solicitud de cualquier accionista.

Agotado el procedimiento establecido en el presente artículo las resolucio-
nes de la Asamblea de Accionistas se consideran válidas y serán obligatorias 
para todos los accionistas si la votación se emitió por la mayoría de los mis-
mos, salvo que se ejercite el derecho de oposición previsto en esta Ley.

Artículo 269.- /DV�PRGLÀFDFLRQHV�D�ORV�HVWDWXWRV�VRFLDOHV�VH�GHFLGLUiQ�SRU�
mayoría de votos.

En cualquier momento los accionistas podrán acordar formas de organiza-
ción y administración distintas a la contemplada en este Capítulo; siempre y 
cuando los accionistas celebren ante fedatario público la transformación de la 
VRFLHGDG�SRU�DFFLRQHV�VLPSOLÀFDGD�D�FXDOTXLHU�RWUR�WLSR�GH�VRFLHGDG�PHUFDQ-
til, conforme a las disposiciones de esta Ley.
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Artículo 270.- Salvo pacto en contrario, deberán privilegiarse los meca-
nismos alternativos de solución de controversias previstos en el Código de 
Comercio para sustanciar controversias que surjan entre los accionistas, así 
como de éstos con terceros.

Artículo 271.- Salvo pacto en contrario, las utilidades se distribuirán en 
proporción a las acciones de cada accionista.

Artículo 272.- El administrador publicará en el sistema electrónico de la 
6HFUHWDUtD�GH�(FRQRPtD��HO�LQIRUPH�DQXDO�VREUH�OD�VLWXDFLyQ�ÀQDQFLHUD�GH�OD�
sociedad conforme a las reglas que emita la Secretaría de Economía de acuer-
GR�FRQ�OR�GLVSXHVWR�HQ�HO�DUWtFXOR�����GH�HVWD�/H\�

/D�IDOWD�GH�SUHVHQWDFLyQ�GH�OD�VLWXDFLyQ�ÀQDQFLHUD�GXUDQWH�GRV�HMHUFLFLRV�
consecutivos dará lugar a la disolución de la sociedad, sin perjuicio de las 
responsabilidades en que incurran los accionistas de manera individual. Para 
efectos de lo dispuesto en este párrafo, la Secretaría de Economía emitirá la 
declaratoria de incumplimiento correspondiente conforme al procedimiento 
establecido en las reglas mencionadas en el párrafo anterior.

Artículo 273.- En lo que no contradiga el presente Capítulo son aplicables 
D�OD�VRFLHGDG�SRU�DFFLRQHV�VLPSOLÀFDGD�ODV�GLVSRVLFLRQHV�TXH�HQ�HVWD�/H\�UHJX-
lan a la sociedad anónima así como lo relativo a la fusión, la transformación, 
escisión, disolución y liquidación de sociedades.

3DUD�ORV�FDVRV�GH�OD�VRFLHGDG�SRU�DFFLRQHV�VLPSOLÀFDGD�TXH�VH�LQWHJUH�SRU�
un solo accionista, todas las disposiciones que hacen referencia a “accionis-
tas”, se entenderán aplicables respecto del accionista único. Asimismo, aque-
llas disposiciones que hagan referencia a “contrato social”, se entenderán re-
feridas al “acto constitutivo”.

II. Conclusiones

Después de la disertación precedente, podemos aseverar que en la nueva eco-
nomía global, sin hesitación alguna, la innovación y competitividad en las 
RUJDQL]DFLRQHV�VH�PDQLÀHVWD�HQ�HO�SDUDGLJPD�MXUtGLFR�GH�OD�VRFLHGDG�XQLSHU-
sonal; hoy en día, referirnos a una sociedad compuesta de un solo miembro 
no plantea más una contradictio in terminis respecto de la concepción clásica de 
sociedad, revestida por la idea de una agrupación.

Este tipo societario es cada día más frecuente en la práctica comercial so-
cietaria de los distintos países; pues esta cede ante las demandantes realida-
des económicas. Es, en síntesis, la sociedad unipersonal el mecanismo que da 
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respuesta al proceso de institucionalización, desarrollo y modernización de 
la empresa en este marco social tan heterogéneo cobijado por el manto de la 
globalización.

Como observamos en el texto del presente ensayo en México  se autoriza 
ya la constitución de sociedades de una sola persona en el tipo de la por ac-
FLRQHV�VLPSOLÀFDGD��VLQ�HPEDUJR�FHEH�UHIHULU�TXH�VL�ELHQ�WDO�DXWRUL]DFLyQ�HVWi�
en consonancia con las tendencias mundiales, creemos que la proliferación 
que ocurrirá para la constitución de este tipo social hace necesario y diríamos 
urgente, que el legislador busque la forma de establecer equilibrios y más aun 
frenos a la posible afectación que los socios unipersonales pudiesen llegar 
a provocar en el patrimonio de terceros cuando realicen actos contrarios al 
GHUHFKR���HQ�IUDXGH�D�OD�OH\��GH�PDOD�IH��R�ELHQ�IDOWDQGR�D�OD�FRQÀDQ]D�\�D�OD�
seguridad jurídica, y tal salvaguarda solo se puede entender si se realizan 
reformas y adiciones a la norma societaria, en las que se estructure el sistema 
relativo a la desestimación de la personalidad jurídica para el efecto de que si 
tal abuso se realiza, el socio deba responder ante los terceros afectados incluso 
con su patrimonio personal, ya que en tal escenario la limitación de responsa-
bilidad no protegería al socio abusivo o fraudulento.
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/RV�FRQWUDWRV�GH�DGKHVLyQ�¿QDQFLHURV�\�ODV�FOiXVXODV�
HQ�PDWHULD�¿QDQFLHUD

Xavier Ginebra Serrabou12

Resumen: Se ha documentado la práctica abusiva de muchas instituciones 
ÀQDQFLHUDV� HQ� �SHUMXLFLR�GH� ORV�XVXDULRV��3UXHED�GH� HOOR� VRQ� ODV� FRQVWDQWHV�
demandas ante la Comisión Nacional para la Defensa de los Usuarios de 
Servicios Financieros (Condusef). El legislador parece haberse percatado de 
ello, especialmente en los contratos de adhesión que celebran los usuarios de 
VHUYLFLRV�ÀQDQFLHURV��(O�SUREOHPD�HV�TXH�ODV�PHGLGDV�TXH�HVWDEOHFH�VRQ�UHDO-
mente poco útiles, pues son exclusivamente formales, sin atender mucho al 
espíritu de una posible cláusula abusiva y al funcionamiento de las relaciones 
ÀQDQFLHUDV��/D�ÀQDOLGDG�GHO�DUWtFXOR�HV�UHYLVDU�ODV�REOLJDFLRQHV�TXH�HVWDEOHFH�
OD�/H\�D� ODV� LQVWLWXFLRQHV�ÀQDQFLHUDV� FXDQGR� FHOHEUDQ� FRQWUDWRV�ÀQDQFLHURV�
\�H[DPLQDU�VL�VRQ�UHDOPHQWH�HÀFDFHV�\�VXÀFLHQWHV��/D�FRQFOXVLyQ�SDUHFH�VHU�
negativa.

Palabras clave: ,QVWLWXFLRQHV� ÀQDQFLHUDV�� FRQWUDWRV� GH� DGKHVLyQ�� FOiXVXODV�
DEXVLYDV��XVXDULRV��VHUYLFLRV�ÀQDQFLHURV�

Abstract: 7KH�DEXVLYH�SUDFWLFH�RI�PDQ\�ÀQDQFLDO�LQVWLWXWLRQV�KDV�EHHQ�GRFXPHQWHG�
to the detriment of users, through constant actions to the National Commission for 
the Defense of Users of Financial Services. The legislator seem to realize this, especia-
OO\�LQ�WKH�FRQWUDFWV�RI�DGKHVLRQ�ZLWK�XVHUV�RI�ÀQDQFLDO�VHUYLFHV��7KH�SUREOHP�LV�WKDW�

12  Máster y Doctor en Derecho de la competencia, profesor investigador de la Universidad Autónoma de 
Estado de Morelos y socio del área de competencia, protección de datos y consumidores del despacho Jalife 
& Caballero. Miembro I del Sistema Nacional de Investigadores. Correo electrónico: xgs9@hotmail.com
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the measures settled down are really not very useful, there are exclusively formal, 
ZLWKRXW�WR�SD\�DWWHQWLRQ�WR�WKH�VSLULW�RI�D�SRVVLEOH�DEXVLYH�FODXVH�DQG�WR�WKH�ÀQDQFLDO�
VHUYLFHV�RSHUDWLRQ��7R�UHYLHZ�WKH�REOLJDWLRQV�HVWDEOLVKHG�E\�WKH�/DZ�WR�WKH�ÀQDQFLDO�
LQVWLWXWLRQV�ZKHQ� FRQFOXGLQJ�ÀQDQFLDO� FRQWUDFWV� DQG� H[DPLQLQJ�ZKHWKHU� WKH\� DUH�
UHDOO\�HIIHFWLYH�DQG�VXIÀFLHQW�LV�WKH�SXUSRVH�RI�WKLV�DUWLFOH��7KH�FRQFOXVLRQ�VHHP�WR�EH�
negative.

Key words: )LQDQFLDO�LQVWLWXWLRQV��FRQWUDFWV�RI�DGKHVLRQ��DEXVLYH�FODXVHV��XVHUV��À-
nancial services.

I. Introducción

En una revisión de 10 mil contratos emprendida por la Condusef, agregó Di 
Costanzo Armenta13, se detectó que “muchas instituciones insisten en mante-
nerlas” y derivado de esa actitud se procedió al inicio de 185 sanciones que 
van de 500 a 2 mil días de salario mínimo, es decir de entre 35 mil a 135 mil 
SHVRV�\�TXH�HQ�FRQMXQWR�SRGUiQ�OOHJDU�D�FHUFD�GH����PLOORQHV�GH�SHVRV�

De acuerdo con los resultados de la revisión, que próximamente abarcará 
también a unos 8 mil contratos del sector de seguros, se pudo observar que 
el 57 por ciento de las cláusulas abusivas operan en el sector bancario, con 
45 entidades. De ese número el 80 por ciento se concentra en cuatro bancos: 
Banorte, con 30 por ciento, Banamex, con 21 por ciento; Inbursa, con 17 por 
ciento y BBVA Bancomer, con 12 por ciento.

“El producto con mayor número de cláusulas abusivas es el crédito hipo-
WHFDULR��FRQ����HTXLYDOHQWHV�D����SRU�FLHQWR�GHO�WRWDO�LGHQWLÀFDGDV��/H�VLJXH�HO�
crédito de nómina con 24 (23 por ciento) y el depósito a la vista, con 22 (21 por 
ciento del total). Eso nos preocupa, porque en el caso del crédito hipotecario, 
es contrario a la política de vivienda del gobierno federal”, dijo Di Costanzo 
Armenta.14

Entidades bancarias, de préstamo y ahorro popular, entre otras, mantie-
nen cláusulas abusivas en sus contratos en contra de los usuarios de servicios, 
y hay incluso casos donde a pesar de que la autoridad les sugirió retirarlas o 
PRGLÀFDUODV��LQVLVWHQ�HQ�DSOLFDUODV�

13  http://www.jornada.unam.mx/2015/06/19/economia/027n1eco (consultada el 1 de marzo de 2017).
14  Ídem.
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El presidente de la Comisión Nacional para la Defensa y Protección de 
los Usuarios de Servicios Financieros (Condusef), Mario di Costanzo Armen-
ta, presentó el micrositio “Conoce y Denuncia las Cláusulas Abusivas” don-
GH�ORV�XVXDULRV�SRGUiQ�GHQXQFLDU�D�ODV�HQWLGDGHV�ÀQDQFLHUDV�TXH�SUHWHQGDQ�
aprovecharse de su clientela.

El funcionario recordó que a partir del pasado 4 de marzo los contratos de 
adhesión, por ley, “no deberán contener cláusulas abusivas”. Previo al venci-
PLHQWR�GH�HVH�SOD]R��FRPHQWy��VH�HQYLDURQ���PLO�����RÀFLRV�D�ODV�LQVWLWXFLRQHV�
ÀQDQFLHUDV��GH�ORV�FXDOHV�VyOR�����UHVSRQGLHURQ�QHJDQGR�OD�H[LVWHQFLD�GH�HVH�
WLSR�GH�FOiXVXOD��TXH�ODV�PRGLÀFDURQ�R�HOLPLQDURQ�R�TXH�QR�XWLOL]DQ�FRQWUDWRV�
de adhesión.

Entre las cuestiones más problemáticas del Derecho privado actual se ha-
lla, sin duda, la situación de desprotección del público en general frente a las 
JUDQGHV�HPSUHVDV�GHULYDGD�GH�OD�PDQLÀHVWD�GHVSURSRUFLyQ�HQWUH�HO�SRGHU�GH�
éstas y del individuo. Tal situación se plantea de manera más acuciante con 
motivo de la celebración de contratos que, en general, podemos considerar 
como de consumo en cuanto que la prestación desproporcionada por la parte 
contractual predominante (empresario o profesional) se orienta, en esencia, 
a satisfacer necesidades estrictamente personales ajenas a todo supuesto de 
WUiÀFR�HPSUHVDULDO��&RPR�UHVSXHVWD�D�GLFKD�UHDOLGDG�FRPLHQ]D�D�DUWLFXODUVH�
el movimiento de defensa de los consumidores que ha conseguido situar el 
interés del consumidor en el más amplio terreno del interés público de la co-
lectividad cuya protección y tutela competen al Estado1.

II. Marco jurídico de los contratos de Adhesión
Es lógico imaginar que la redacción clausular de un contrato de adhesión 
HODERUDGR�SRU� ORV� SURYHHGRUHV� FRPHUFLDOHV� \� SRU� ODV� HQWLGDGHV� ÀQDQFLHUDV�
y comerciales no incurre de manera directa en las previsiones prohibidas en 
OD�OH\�SDUD�FDOLÀFDU�GH�DEXVLYD�XQD�FOiXVXOD��0iV�ELHQ��ORV�SURYHHGRUHV�\�ODV�
HQWLGDGHV�ÀQDQFLHUDV�\�FRPHUFLDOHV�LQWHQWDQ�GDU�OD�DSDULHQFLD�GH�HTXLOLEULR�\�
equidad en las condiciones contractuales. Sin embargo, es frecuente que tales 
modelos de contratos de adhesión no resistan un análisis jurídico a fondo2.
El artículo 85 de la Ley Federal de Protección al Consumidor (en adelante 
/)3&��GHÀQH�D�HVWD�FODVH�GH�FRQWUDWRV�FRPR�

1  Cfr. ANDREU MARTÍ, María del Mar, La protección del cliente bancario, Tecnos, Madrid, 1998, p. 23
2  Cfr. GUADARRAMA LÓPEZ, Enrique, Contratos de adhesión y cláusulas abusivas, ámbitos de consu-
PR�FRPHUFLDO�\�¿QDQFLHUR, Porrúa y UNAM, México, 2014, p. 5.
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Para los efectos de esta ley, se entiende por contrato de adhesión el documento elaborado 
unilateralmente por el proveedor, para establecer en formatos uniformes los términos y 
condiciones aplicables a la adquisición de un producto o la prestación de un servicio, aun 
cuando dicho documento no contenga todas las cláusulas ordinarias de un contrato. Todo 
contrato de adhesión celebrado en territorio nacional, para su validez, deberá estar escrito 
en idioma español y sus caracteres tendrán que ser legibles a simple vista y en un tamaño 
y tipo de letra uniforme. Además, no podrá implicar prestaciones desproporcionadas a 
cargo de los consumidores, obligaciones inequitativas o abusivas, o cualquier otra cláusula 
o texto que viole las disposiciones de esta ley.

(O�DUWtFXOR�HVWDEOHFH�TXH�OD�6HFUHWDUtD�GH�(FRQRPtD��PHGLDQWH�QRUPDV�RÀFLDOHV�
mexicanas podrá sujetar contratos de adhesión a registro previo ante la Procu-
raduría cuando impliquen o puedan implicar prestaciones desproporcionadas 
a cargo de los consumidores, obligaciones inequitativas o abusivas, o altas pro-
babilidades de incumplimiento. Las normas podrán referirse a cualesquiera tér-
minos y condiciones, excepto precio. Los contratos de adhesión sujetos a registro 
deberán contener una cláusula en la que se determine que la Procuraduría será 
competente en la vía administrativa para resolver cualquier controversia que se 
suscite sobre la interpretación o cumplimiento de los mismos. Asimismo, debe-
rán señalar el número de registro otorgado por la Procuraduría. 

Otra protección a los “adheridos” al contrato de adhesión lo constituye el 
DUWtFXOR����%,6��

En los contratos de adhesión de prestación de servicios deben incluirse por escrito o por vía 
electrónica los servicios adicionales, especiales, o conexos, que pueda solicitar el consumi-
dor de forma opcional por conducto y medio del servicio básico. El proveedor sólo podrá 
prestar un servicio adicional o conexo no previsto en el contrato original si cuenta con el 
consentimiento expreso del consumidor, ya sea por escrito o por vía electrónica.

3RU�RWUR�ODGR��HQ�VX�DUWtFXOR����7(5�VH�HVWDEOHFH�TXH�HQ�ORV�FRQWUDWRV�GH�DG-
hesión de prestación de servicios, el consumidor gozará de las siguientes pre-
rrogativas:

I. Adquirir o no la prestación de servicios adicionales, especiales o conexos al servicio básico; 

II. Contratar la prestación de los servicios adicionales, especiales o conexos con el pro-
veedor que elija; 

III. Dar por terminada la prestación de los servicios adicionales, especiales o conexos al 
VHUYLFLR�EiVLFR�HQ�HO�PRPHQWR�TXH�OR�PDQLÀHVWH�GH�PDQHUD�H[SUHVD�DO�SURYHHGRU��VLQ�TXH�
ello implique que proceda la suspensión o la cancelación de la prestación del servicio bá-
sico. El consumidor sólo podrá hacer uso de esta prerrogativa si se encontrare al corriente 
en el cumplimiento de todas sus obligaciones contractuales y se hubiese vencido el plazo 
mínimo pactado; y 

IV. Las demás prerrogativas que señalen ésta y otras leyes o reglamentos. El consumidor 
gozará de las anteriores prerrogativas aun cuando no hubieren sido incluidas de manera 
expresa en el clausulado del contrato de adhesión de que se trate. 
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6LJXLHQGR�HO�SULQFLSLR�GH�SURWHFFLyQ�D� OD�SDUWH�PiV�GpELO�� HO� DUWtFXOR����
QUATER señala que cualquier diferencia entre el texto del contrato de adhe-
sión registrado ante la Procuraduría Federal del Consumidor y el utilizado en 
perjuicio de los consumidores, se tendrá por no puesta. 

En su art. 87, la LFPC dice que:
En caso de que los contratos de adhesión requieran de registro previo ante la Procuraduría, 
los proveedores deberán presentarlos ante la misma antes de su utilización y ésta se limi-
WDUi�D�YHULÀFDU�TXH�ORV�PRGHORV�VH�DMXVWHQ�D�OR�TXH�GLVSRQJD�OD�QRUPD�FRUUHVSRQGLHQWH�\�D�
las disposiciones de esta ley, y emitirá su resolución dentro de los treinta días siguientes a 
la fecha de presentación de la solicitud de registro. Transcurrido dicho plazo sin haberse 
emitido la resolución correspondiente, los modelos se entenderán aprobados y será obliga-
ción de la Procuraduría registrarlos, quedando en su caso como prueba de inscripción la 
VROLFLWXG�GH�UHJLVWUR��3DUD�OD�PRGLÀFDFLyQ�GH�ODV�REOLJDFLRQHV�R�FRQGLFLRQHV�GH�ORV�FRQWUDWRV�
TXH�UHTXLHUDQ�GH�UHJLVWUR�SUHYLR�VHUi� LQGLVSHQVDEOH�VROLFLWDU� OD�PRGLÀFDFLyQ�GHO�UHJLVWUR�
ante la Procuraduría, la cual se tramitará en los términos antes señalados. 

/RV�FRQWUDWRV�TXH�GHEDQ�UHJLVWUDUVH�FRQIRUPH�D�OD�/)3&��ODV�QRUPDV�RÀ-
ciales mexicanas y demás disposiciones aplicables, y no se registren, así como 
aquéllos cuyo registro sea negado por la Procuraduría, no producirán efectos 
contra el consumidor.

/D�3URFXUDGXUtD�SRGUi�SXEOLFDU�HQ�HO�'LDULR�2ÀFLDO�GH� OD�)HGHUDFLyQ��HO�
modelo de aquellos contratos que deban ser registrados de conformidad con 
HO�DUWtFXOR����GH�HVWD�OH\��D�ÀQ�GH�TXH�ORV�SURYHHGRUHV�SXHGDQ�XWLOL]DUORV��(Q�
tales casos, el proveedor únicamente dará aviso a la Procuraduría sobre la 
adopción del modelo de contrato para efectos de registro (artículo 87). 

Cuando el proveedor haya dado aviso a la Procuraduría para adoptar un 
FRQWUDWR�FRQIRUPH�DO�PRGHOR�SXEOLFDGR��QR�SRGUi�PRGLÀFDUOR�QL�LQFOXLU�RWUDV�
cláusulas o excepciones a su aplicación, sin haber cumplido con lo dispuesto 
HQ�HO�DUWtFXOR����7(5��(Q�FDVR�GH�QR�KDFHUOR��GLFKDV�PRGLÀFDFLRQHV��DGLFLRQHV�
o excepciones se tendrán por no puestas. 

Cuando el contrato de adhesión de un proveedor contenga variaciones 
UHVSHFWR�GHO�PRGHOR�GH�FRQWUDWR�SXEOLFDGR�SRU�OD�3URFXUDGXUtD�D�TXH�VH�UHÀH-
re el artículo anterior, el proveedor deberá solicitar su registro en los términos 
del procedimiento previsto en el artículo 87, de acuerdo al art. 87 TER, como 
una forma de evitar los abusos contra los consumidores. 

Una función que permite la LFPC es que los interesados podrán inscribir 
voluntariamente sus modelos de contrato de adhesión aunque no requieran 
registro previo, siempre y cuando la Procuraduría estime que sus efectos no 
lesionan el interés de los consumidores y que su texto se apega a lo dispuesto 
por esta ley. 



TEMAS SELECTOS 5

58

En la tramitación del registro de modelos de contratos de adhesión, la Pro-
feco podrá requerir al proveedor la aportación de información de carácter 
comercial necesaria para conocer la naturaleza del acto objeto del contrato, 
VLHPSUH�\�FXDQGR�QR�VH�WUDWH�GH�LQIRUPDFLyQ�FRQÀGHQFLDO�R�VHD�SDUWH�GH�VH-
cretos industriales o comerciales (artículo 89). 

&RQJUXHQWH�FRQ�VX�ÀORVRItD�WXLWLYD�GH�ORV�FRQVXPLGRUHV��HO�DUW�����VHxDOD�
que no serán válidas y se tendrán por no puestas las siguientes cláusulas de 
los contratos de adhesión ni se inscribirán en el registro cuando: 

I. 3HUPLWDQ�DO�SURYHHGRU�PRGLÀFDU�XQLODWHUDOPHQWH�HO�FRQWHQLGR�GHO�FRQWUDWR��R�VXVWUDHU-
se unilateralmente de sus obligaciones; 

II. Liberen al proveedor de su responsabilidad civil, excepto cuando el consumidor in-
cumpla el contrato; 

III. Trasladen al consumidor o a un tercero que no sea parte del contrato la responsabili-
dad civil del proveedor; 

IV. Prevengan términos de prescripción inferiores a los legales; 

V. Prescriban el cumplimiento de ciertas formalidades para la procedencia de las acciones 
que se promuevan contra el proveedor; y 

VI. Obliguen al consumidor a renunciar a la protección de esta ley o lo sometan a la com-
petencia de tribunales extranjeros. 

La “lista negra” de cláusulas abusivas es muy pequeña y poco útil si la com-
paramos con los códigos de defensa de los consumidores de otros países lati-
noamericanos, como Brasil, Perú, Argentina y del viejo continente, España.

Por último, en su art. 90 BIS se establece que:

 Cuando con posterioridad a su registro se aprecie que un contrato contie-
QH�FOiXVXODV�TXH�VHDQ�FRQWUDULDV�D�HVWD�OH\�R�D�ODV�QRUPDV�RÀFLDOHV�PH[LFDQDV��
OD�3URFXUDGXUtD��GH�RÀFLR�R�D�SHWLFLyQ�GH�FXDOTXLHU�SHUVRQD�LQWHUHVDGD��SUR-
cederá a la cancelación del registro correspondiente. En tales casos, la Procu-
raduría procederá conforme al procedimiento establecido en el artículo 123 
de esta ley.

Para la jurisprudencia3 es contrato de adhesión el siguiente, además de 
establecer cuando puede considerarse abusiva una cláusula: 

CONTRATO DE ADHESIÓN. ANÁLISIS DE SUS CLÁUSULAS CONFORME A SU 
NATURALEZA PARA PREVENIR ABUSOS.

El contrato de adhesión contiene cláusulas esenciales establecidas previa y unilateralmente 
por un proveedor de bienes o servicios sin que la contraparte consumidora tenga oportu-
nidad de discutir su contenido. Indiscutiblemente es un contrato aun cuando no conten-

3  Tesis: I.7o C.154 C, registro 163383, emitida por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Pri-
mer Circuito, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XXXII, 
Diciembre de 2010, p. 1748.  
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ga todas las cláusulas ordinarias de uno tradicional. Consta en formatos uniformes en los 
términos y condiciones para la adquisición de productos o servicios. Entre sus elementos 
destacan que: la oferta se hace a una colectividad; el convenio es obra exclusiva de una de 
las partes; la reglamentación del contrato es compleja; la situación del oferente es prepon-
derante; la oferta no puede ser discutida; y, el contrato oculto es regularmente un servicio 
privado de utilidad pública. Por sus características las cláusulas que puede contener están 
sujetas a los requisitos que la ley impone para la protección del consumidor; por ejemplo, 
contra prestaciones desproporcionadas, abusivas o violatorias de la ley que lo regula. Así, 
constituye un microsistema en el que no priva de la misma manera la autonomía de la 
voluntad que rige en los contratos en que las partes pueden pactar bilateralmente las cláu-
sulas. En ese contexto, para analizar su validez o nulidad debe atenderse, en primer lugar, 
a su naturaleza. Por lo tanto, es un error la declaración respectiva con base en las normas 
que regulan los contratos en general, cuando éstas son incompatibles con las características 
propias del contrato de adhesión. Además, en segundo lugar, su interpretación debe ser 
conforme a los principios protectores como el favor libertatis (en caso de duda, una cláusula 
debe interpretarse contra quien han estipulado algo y en liberación de quien ese ha obli-
gado), el favor debilis (protector de la parte débil, deudor o acreedor) y aquellos que sean 
favorables al consumidor. 

Como pudimos observar, la mayor parte de las cláusulas que pudieran 
considerarse abusivas en un contrato de adhesión en la LFPC establece pro-
tecciones formales, no derechos realmente ejercitables, como sucede en la ma-
WHULD�ÀQDQFLHUD�

,,,��/RV�FRQWUDWRV�GH�DGKHVLyQ�HQ�ODV�OH\HV�ÀQDQFLHUDV�

(O�Q~PHUR�GH�XVXDULRV�GH�VHUYLFLRV�ÀQDQFLHURV�HV�PX\�LPSRUWDQWH��SXHV�DEDU-
ca a más de la mitad del país, que ya de acuerdo con el censo de 2000 llegaba 
a poco más de 97 millones de habitantes (ahora cerca de 115 millones), de ahí 
la conclusión de que es muy importante el haber establecido un sistema de 
protección y defensa de consumidores y usuarios4.

Es curioso que en otros países más avanzados en su legislación, como Es-
paña, no posean un sistema completo de protección de los consumidores y 
usuarios por parte del Banco de España, aunque sí hay un ombudsman de di-
chas personas5.

/D�GHÀQLFLyQ�GH�FRQWUDWR�GH�DGKHVLyQ�GH�OD�/H\�GH�2UGHQDPLHQWR�\�7UDQV-
SDUHQFLD�GH�6HUYLFLRV�)LQDQFLHURV��/276)��GHÀQH�DO�FRQWUDWR�GH�DGKHVLyQ�FRPR�

Contrato de Adhesión: al documento elaborado unilateralmente por las 
Entidades para establecer en formatos uniformes los términos y condiciones 
aplicables a la celebración de las operaciones que lleven a cabo con sus Clien-

4  Cfr. ACOSTA ROMERO, Miguel, ALMAZÁN ANALIZ, José Antonio, PÉREZ MARTÍNEZ, Adriana, 
'HUHFKR�GH�OD�GHIHQVD�GH�ORV�XVXDULRV�GH�VHUYLFLRV�¿QDQFLHURV, Porrúa, México, 2002, p. 4.
5  Cfr. ZUNZUNEGUI, Fernando, Lecciones de derecho bancario y bursátil, Colex, Madrid, 2001, p. 72
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tes. Tratándose de Entidades Financieras, se considerarán las operaciones pa-
sivas, activas o de servicio, y tratándose de Entidades Comerciales, se consi-
derarán las operaciones de crédito.

Hay que tomar en cuenta diferentes premisas. La primera hace referencia 
D�OD�KHWHURJHQHLGDG�GH�ORV�GHQRPLQDGRV�FRQWUDWRV�EDQFDULRV��R�ÀQDQFLHURV���
TXH�KDFH�VLHPSUH�GLItFLO�XQD�FODVLÀFDFLyQ�\�FDUDFWHUL]DFLyQ�GH�ORV�PLVPRV��/D�
segunda es relativa a la necesidad de considerar que los contratos bancarios 
son una categoría en vías de continua expansión, que se ve favorecida por la 
falta de concreción legal. En consecuencia, al lado de los contratos típicamen-
te bancarios encontramos otras operaciones o contratos, también estipulados 
por las entidades de crédito con particulares, que nos plantean en un primer 
momento dudas sobre su bancariedad (pensemos en los contratos de crédito 
FRQ�JDUDQWtD�SUHQGDULD�GH�ODV�FDVDV�GH�HPSHxR���3DUD�GDU�XQD�FDOLÀFDFLyQ�D�
GLFKDV�DFWLYLGDGHV��VH�DFXxy�HO�FRQFHSWR�GH�SDUDEDQFDULHGDG��FRQ�OD�ÀQDOLGDG�
de denominar las actividades no típicamente bancarias desarrolladas por las 
entidades de crédito�.

El artículo 11 especíÀFD�TXH�
Los Contratos de Adhesión que utilicen las Entidades Financieras para documentar opera-
ciones masivas deberán cumplir con los requisitos que mediante disposiciones de carácter 
general establezca la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de 
Servicios Financieros. Las disposiciones señalaráQ�ORV�WLSRV�HVSHFtÀFRV�GH�&RQWUDWRV�GH�$G-
hesión a los que les serán aplicables las mismas y lo que debe entenderse por operaciones 
masivas en términos de este artículo.

Los Contratos de Adhesión que empleen las Entidades Comerciales deberán cumplir con 
los requisitos que mediante disposiciones de carácter general establezca la Procuraduría 
Federal del Consumidor. Otra vez una protección formal.

Las disposiciones mencionadas en los párrafos anteriores deberán considerar los aspectos 
siguientes: 

I. Los sanos usos y prácticas bancarias y comerciales, según corresponda, relacionadas con 
la operación o servicio; 

II. La utilización de formatos que faciliten la lectura y comprensión del contenido obliga-
cional de los contratos; 

,,,�� /D� XWLOL]DFLyQ�GH�XQD� FDUiWXOD� SDUD� ORV� FRQWUDWRV� GH� DGKHVLyQ� TXH� VH� GHÀQDQ� HQ� ODV�
disposiciones citadas para que faciliten su lectura, comprensión, y comparación, deberán 
contener entre otros aspectos, lo siguiente: 

a) Los elementos esenciales de la operación que permitan al Cliente comparar los servicios 
del mismo tipo ofrecido por diversas Entidades; 

b) Las advertencias en materia de tasas y Comisiones que representen penalidades para 

6  Cfr. ORDUÑA MORENO, Francisco Javier, director, &RQWUDWDFLyQ�\�VHUYLFLR�¿QDQFLHUR, Caja Canta-
bria y Tirant Lo Blanch, Valencia, 2000, p. 52.
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el Cliente y los supuestos en los que serían aplicables; c) Campos claros que permitan dis-
tinguir términos y condiciones tales como las Comisiones y Tasas de Interés, el CAT y el 
PRQWR�WRWDO�D�SDJDU�HQ�HO�FDVR�GH�FUpGLWRV��SUpVWDPRV�R�ÀQDQFLDPLHQWRV��

d) Las demás que contribuyan a transparentar y facilitar su lectura, la comprensión y com-
paración. 

III. Las bases para dejar claramente establecidas las características, términos y condiciones 
del servicio; 

,9��/RV�SURFHGLPLHQWRV�GH�QRWLÀFDFLyQ�\�EDVHV�SDUD�OD�DFHSWDFLyQ�SRU�SDUWH�GH�ORV�&OLHQWHV�
GH�ODV�PRGLÀFDFLRQHV�D�ORV�&RQWUDWRV�GH�$GKHVLyQ�PHGLDQWH�ODV�FXDOHV�WHQJDQ�FRQWUDWDGRV�
operaciones o servicios; 

V. El procedimiento a seguirse para la cancelación del servicio; 

VI. Los conceptos de cobro y sus montos

9,,��(O�HVSDFLR�GRQGH�GHED�ÀUPDU�HO�DYDO��ÀDGRU�X�REOLJDGR�VROLGDULR��HQ�WRGR�FRQWUDWR�GH�
DGKHVLyQ�TXH�GRFXPHQWH�XQ�FUpGLWR��SUpVWDPR�R�ÀQDQFLDPLHQWR��LQFRUSRUDQGR�XQD�DGYHU-
WHQFLD�UHVSHFWR�GH�ODV�FRQVHFXHQFLDV�GH�ÀUPDU�HO�FRQWUDWR��HQ�FDVR�GH�TXH�HO�REOLJDGR�SULQ-
cipal incumpla por cualquier causa, y 

VIII. La Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Finan-
cieros podrá requerir la inclusión de leyendas explicativas.

Asimismo, las referidas Procuraduría Federal del Consumidor y Comisión Nacional para la 
Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, en el ámbito de sus compe-
WHQFLDV��SRGUiQ�RUGHQDU�TXH�VH�PRGLÀTXHQ�ORV�PRGHORV�GH�&RQWUDWRV�GH�$GKHVLyQ�D�ÀQ�GH�
adecuarlos a las leyes y otras disposiciones aplicables y, en su caso, suspender su uso res-
SHFWR�GH�QXHYDV�RSHUDFLRQHV�KDVWD�HQ�WDQWR�VHDQ�PRGLÀFDGRV��7RGR�&RQWUDWR�GH�$GKHVLyQ�
celebrado en territorio nacional, para su validez, deberá estar escrito en idioma español y 
GHEHUi�FRQWHQHU�OD�ÀUPD�R�KXHOOD�GLJLWDO�GHO�&OLHQWH�R�VX�FRQVHQWLPLHQWR�H[SUHVR�SRU�ORV�
medios electrónicos que al efecto se hayan pactado. 

Los modelos de Contratos de Adhesión deberán contener las Comisiones que la Entidad 
cobre. Se prohíbe que dichas entidades carguen o cobren Comisiones que no estén previstas 
HQ�ORV�&RQWUDWRV�GH�$GKHVLyQ�R�VH�PRGLÀTXHQ�HQ�FRQWUDYHQFLyQ�D�HVWD�/H\��7RGD�PRGLÀFD-
ción a las Comisiones, cuando resulte aplicable, deberá registrarse en términos del artículo 
��GH�HVWD�/H\��

/D�HQXPHUDFLyQ�GH�HVWRV�UHTXLVLWRV�QR�SXHGHQ�VHU�HQ�OD�SUiFWLFD�YHULÀFD-
EOHV�SRU�HO�FRQVXPLGRU�SXHV�VROR�OH�PXHVWUDQ�OD�SDUWH�GRQGH�WLHQH�TXH�ÀUPDU��
además de que son demasiados aspectos que debe tener en cuenta, por lo que 
es muy factible que no se dé cuenta de la validez del clausulado del contrato.

En la única disposición que establece un auténtico derecho de acceso a la 
MXVWLFLD��SRU�GHPiV�LQVXÀFLHQWH��HO�DUWtFXOR����%LV�HVWDWX\H�

/RV�&OLHQWHV�FRQWDUiQ�FRQ�XQ�SHUtRGR�GH�JUDFLD�GH�GLH]�GtDV�KiELOHV�SRVWHULRUHV�D�OD�ÀUPD�
de un contrato de adhesión que documenten operaciones masivas establecidas por las LEY 
PARA LA TRANSPARENCIA Y ORDENAMIENTO DE LOS SERVICIOS FINANCIEROS 
GLVSRVLFLRQHV�GH�FDUiFWHU�JHQHUDO�D�TXH�VH�UHÀHUH�HO�DUWtFXOR����GH�OD�SUHVHQWH�/H\��FRQ�H[-
cepción de los créditos con garantía hipotecaria, para cancelarlo, en cuyo caso, las Entidades 
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no podrán cobrar Comisión alguna, regresando las cosas al estado en el que se encontraban 
DQWHV�GH�VX�ÀUPD��VLQ�UHVSRQVDELOLGDG�DOJXQD�SDUD�HO�&OLHQWH��/R�DQWHULRU��VLHPSUH�\�FXDQGR�
HO�&OLHQWH�QR�KD\D�XWLOL]DGR�X�RSHUDGR�ORV�SURGXFWRV�R�VHUYLFLRV�ÀQDQFLHURV�FRQWUDWDGRV�

En cambio, en el artículo 15 Bis de la referida Ley solo hay obligación de la ins-
titución de crédito de cumplir con lo que formalmente señala dicha disposición:

 Tratándose de operaciones pasivas que realicen las instituciones de crédito y las entidades 
de ahorro y crédito popular a las que les sea aplicable la GAT de acuerdo con las disposicio-
QHV�D�ODV�TXH�VH�UHÀHUH�HO�DUWtFXOR���GH�HVWD�/H\��OD�SXEOLFLGDG�\�ORV�&RQWUDWRV�GH�$GKHVLyQ�
deberán contener dicha GAT, cuando así lo establezcan las disposiciones de carácter gene-
UDO�D�TXH�VH�UHÀHUHQ�ORV�DUWtFXORV����\����GH�HVWD�/H\��/D�LQIRUPDFLyQ�D�TXH�VH�UHÀHUH�HVWH�
artículo deberá resaltarse en caracteres distintivos de manera clara, notoria e indubitable. 

En la parte de créditos, el artículo 18 Bis dice que:
7UDWiQGRVH�GH�FUpGLWRV��SUpVWDPRV�R�ÀQDQFLDPLHQWRV�UHYROYHQWHV�DVRFLDGRV�D�XQD� WDUMHWD�
y créditos personales de liquidez sin garantía real masivamente celebrados, las Entidades 
documentarán por escrito las referidas operaciones en los formularios que contengan las 
solicitudes que utilicen para contratar con sus Clientes, en los términos siguientes:

I. En los citados formularios conste que fue hecho del conocimiento del Cliente el contenido 
del respectivo clausulado. 

II. En los respectivos formularios se señalen los datos de inscripción del Contrato de Adhe-
VLyQ�HQ�HO�UHJLVWUR�D�TXH�VH�UHÀHUH�HO�TXLQWR�SiUUDIR�GHO�DUWtFXOR����GH�OD�/H\��7DQWR�SDUD�OD�
FRQWUDWDFLyQ�FRPR�HQ�FDVR�GH�DOJXQD�FRQWURYHUVLD�UHVSHFWR�GH�FUpGLWRV��SUpVWDPRV�R�ÀQDQ-
ciamientos revolventes asociados a una tarjeta, se entenderá que el contrato de adhesión 
válido en la operación de que se trate, es el registrado ante la Comisión Nacional para la 
Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros. 

III. Se envíe el respectivo Contrato de Adhesión y su carátula adjunto con el Medio de 
'LVSRVLFLyQ�R�GH�LGHQWLÀFDFLyQ�� WUDWiQGRVH�GH�DSHUWXUDV�GH�FUpGLWR�HQ�FXHQWD�FRUULHQWH�R�
créditos personales de liquidez sin garantía real, o se mantengan a disposición de sus Clien-
WHV�PRGHORV�GH�FRQWUDWRV�UHODWLYRV�D�ODV�RSHUDFLRQHV�HQ�VXV�RÀFLQDV��VXFXUVDOHV�H�,QWHUQHW��
cuando así se pacte con dichos Clientes

Las Entidades sólo podrán emitir y entregar tarjetas asociadas a nuevos créditos, previa 
solicitud del Cliente en términos del presente artículo. Igual restricción resultará aplicable 
a los créditos personales de liquidez sin garantía real, por lo que no podrán mantener líneas 
de crédito ejercibles salvo que medie solicitud expresa del Cliente. Lo dispuesto en este 
artículo no será aplicable a la renovación de créditos mediante la entrega de nuevos medios 
de disposición. 

Cabe de más observar que es una obligación de forma, no de fondo, la que 
GHEH�FXPSOLU�OD�LQVWLWXFLyQ�ÀQDQFLHUD�

El artículo 23 dice que:
En todas las operaciones y servicios que las Entidades Financieras celebren por medio de 
Contratos de Adhesión masivamente celebradas y hasta por los montos máximos que esta-
blezca la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Finan-
cieros en disposiciones de carácter general, aquéllas deberán proporcionarle a sus Clientes 
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la asistencia, acceso y facilidades necesarias para atender las aclaraciones relacionadas con 
dichas operaciones y servicios. 

Al efecto, sin perjuicio de los demás procedimientos y requisitos que impongan otras auto-
ULGDGHV�ÀQDQFLHUDV�IDFXOWDGDV�SDUD�HOOR�HQ�UHODFLyQ�FRQ�RSHUDFLRQHV�PDWHULD�GH�VX�iPELWR�GH�
competencia, en todo caso se estará a lo siguiente: 

I. Cuando el Cliente no esté de acuerdo con alguno de los movimientos que aparezcan en el 
estado de cuenta respectivo o en los medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnolo-
gía que se hubieren pactado, podrá presentar una solicitud de aclaración dentro del plazo de 
noventa días naturales contados a partir de la fecha de corte o, en su caso, de la realización de 
la operación o del servicio. La solicitud respectiva podrá presentarse ante la sucursal en la que 
radica la cuenta, o bien, en la unidad especializada de la institución de que se trate, mediante 
escrito, correo electrónico o cualquier otro medio por el que se pueda comprobar fehacien-
temente su recepción. En todos los casos, la institución estará obligada a acusar recibo de 
dicha solicitud. Tratándose de cantidades a cargo del Cliente dispuestas mediante cualquier 
mecanismo determinado al efecto por la Comisión Nacional para la Protección y Defensa 
de los Usuarios de los Servicios Financieros en disposiciones de carácter general, el Cliente 
tendrá el derecho de no realizar el pago cuya aclaración solicita, así como el de cualquier otra 
cantidad relacionada con dicho pago, hasta en tanto se resuelva la aclaración conforme al 
SURFHGLPLHQWR�D�TXH�VH�UHÀHUH�HVWH�DUWtFXOR��

II. Una vez recibida la solicitud de aclaración, la institución tendrá un plazo máximo de cua-
renta y cinco días para entregar al Cliente el dictamen correspondiente, anexando copia sim-
ple del documento o evidencia considerada para la emisión de dicho dictamen, con base en 
la información que, conforme a las disposiciones aplicables, deba obrar en su poder, así como 
un informe detallado en el que se respondan todos los hechos contenidos en la solicitud pre-
sentada por el Cliente. En el caso de reclamaciones relativas a operaciones realizadas en el 
extranjero, el plazo previsto en este párrafo será hasta de ciento ochenta días naturales. 

El dictamen e informe antes referidos deberán formularse por escrito y suscribirse por perso-
nal de la institución facultado para ello. En el evento de que, conforme al dictamen que emita 
la institución, resulte procedente el cobro del monto respectivo, el Cliente deberá hacer el 
pago de la cantidad a su cargo, incluyendo los intereses ordinarios conforme a lo pactado, sin 
que proceda el cobro de intereses moratorios y otros accesorios generados por la suspensión 
del pago realizada en términos de esta disposición; 

III. Dentro del plazo de cuarenta y cinco días naturales contado a partir de la entrega del 
GLFWDPHQ�D�TXH�VH�UHÀHUH�OD�IUDFFLyQ�DQWHULRU��OD�LQVWLWXFLyQ�HVWDUi�REOLJDGD�D�SRQHU�D�GLVSR-
sición del Cliente en la sucursal en la que radica la cuenta, o bien, en la unidad especializada 
de la institución de que se trate, el expediente generado con motivo de la solicitud, así como 
a integrar en éste, bajo su más estricta responsabilidad, toda la documentación e información 
que, conforme a las disposiciones aplicables, deba obrar en su poder y que se relacione direc-
tamente con la solicitud de aclaración que corresponda y sin incluir datos correspondientes a 
operaciones relacionadas con terceras personas;

IV. En caso de que la institución no diere respuesta oportuna a la solicitud del Cliente o no 
le entregare el dictamen e informe detallado, así como la documentación o evidencia antes 
referidos, la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de los Servicios 
Financieros, impondrá multa en los términos previstos en la fracción XI del artículo 43 de 
esta Ley por un monto equivalente al reclamado por el Cliente en términos de este artículo, y 
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V. Hasta en tanto la solicitud de aclaración de que se trate no quede resuelta de conformidad 
con el procedimiento señalado en este artículo, la institución no podrá reportar como venci-
das las cantidades sujetas a dicha aclaración a las sociedades de información crediticia. 

Lo antes dispuesto es sin perjuicio del derecho de los Clientes de acudir ante la Comisión 
Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros o ante la auto-
ridad jurisdiccional correspondiente conforme a las disposiciones legales aplicables, así como 
de las sanciones que deban imponerse a la institución por incumplimiento a lo establecido 
en el presente artículo. Sin embargo, el procedimiento previsto en este artículo quedará sin 
efectos a partir de que el Cliente presente su demanda ante autoridad jurisdiccional o con-
duzca su reclamación en términos y plazos de la Ley de Protección y Defensa al Usuario de 
Servicios Financieros.

(O�SURFHVR�TXH�HVWDEOHFH�IDYRUHFH�PiV�D�ODV�LQVWLWXFLRQHV�ÀQDQFLHUDV�TXH�D�
los usuarios, además de ser un proceso engorroso en el cual los usuarios no 
reciben asesoría de parte de la Condusef. 

,9��6DQFLRQHV�SRU�LQFXPSOLPLHQWR�D�OD�QRUPDWLYD�GH�FRQWUDWRV�ÀQDQFLHURV�
de adhesión

/DV�VDQFLRQHV�HQ�FRQWUD�GH�ODV�LQVWLWXFLRQHV�ÀQDQFLHUDV�TXH�YLROHQ�ODV�QRUPDV�
de protección de los usuarios en los contratos de adhesión establecen:

Artículo 42. La Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Fi-
nancieros sancionará con multa de dos mil a cinco mil días de salario, a las Entidades Financieras: 

…

III. Empleen modelos de Contratos de Adhesión que incumplan lo previsto en el artículo 11 
de esta Ley o en las disposiciones de carácter general que expida la Comisión Nacional para 
la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, que regulen Contratos 
de Adhesión, o utilicen con los Clientes cualquier Contrato de Adhesión que no haya sido 
remitido a dicha Comisión Nacional en términos de lo previsto en el mismo artículo 11 de 
la presente Ley 

VI. Se abstengan de enviar a la propia Comisión Nacional para la Protección y Defensa de 
los Usuarios de Servicios Financieros los modelos de Contratos de Adhesión, en contraven-
ción al artículo 11 del presente Ordenamiento;

…

Otras multas están estipuladas en el artículo 43:
La Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financie-
ros sancionará con multa de cuatro mil a veinte mil días de salario, a las Entidades Finan-
cieras que: 

…

,,��1R�PRGLÀTXHQ�ORV�&RQWUDWRV�GH�$GKHVLyQ�FRQIRUPH�D�OR�RUGHQDGR�SRU�OD�&RPLVLyQ�1D-
cional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, en términos 
del artículo 11 de esta Ley. 
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III. No acaten la orden de la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usua-
rios de Servicios Financieros de suspender el uso de los Contratos de Adhesión, respecto de 
nuevas operaciones, de acuerdo con el artículo 11 de la presente Ley. 

V. Cobren Comisiones distintas a las pactadas en los Contratos de Adhesión

…

Por su parte, señala el art. 44:

La Procuraduría Federal del Consumidor sancionará con multa de dos-
cientos a dos mil días de salario, a las Entidades Comerciales que infrinjan 
cualquier disposición de esta Ley cuya conducta no competa sancionar a otra 
de las Autoridades y que no correspondan a las conductas infractoras seña-
ladas en el párrafo siguiente, así como cuando infrinjan las disposiciones de 
carácter general que la propia Procuraduría expida en términos de esta Ley. 
Asimismo, la Procuraduría Federal del Consumidor sancionará, en el ámbito 
de su competencia, con multa de:

I. Dos mil a cinco mil días de salario, a las Entidades Comerciales que

b) No expresen en términos anuales las tasas de interés ordinarias y mora-
torias, conforme al artículo 9 de la presente Ley.

c) Empleen modelos de Contratos de Adhesión que incumplan lo previsto 
en el artículo 11 de esta Ley o en las disposiciones de carácter general que 
expida la Procuraduría Federal del Consumidor, que regulen Contratos de 
Adhesión.

Cuatro mil a veinte mil días de salario, a las Entidades Comerciales que: 

a) Realicen cargos adicionales a sus Clientes por la terminación de los con-
tratos que tengan celebrados, en contravención a lo señalado en el segundo 
párrafo del artículo 7 de esta Ley. 

E��1R�PRGLÀTXHQ�ORV�&RQWUDWRV�GH�$GKHVLyQ�FRQIRUPH�D�OR�RUGHQDGR�SRU�OD�
Procuraduría Federal del Consumidor, en términos del artículo 11 de esta Ley. 

c) No acaten la orden de la Procuraduría Federal del Consumidor de sus-
pender el uso de los Contratos de Adhesión, respecto de nuevas operaciones, 
de acuerdo con el artículo 11 de la presente Ley.

No hace falta señalar que para una entidad que maneja muchos activos 
ÀQDQFLHURV��HVWDV�PXOWDV�QR�VRQ�OR�VXÀFLHQWHPHQWH�GLVXDVLYDV�FRPR�SDUD�SUH-
sionar a las entidades de crédito a cumplirlas; otra debilidad de la Ley en 
perjuicio de los usuarios.
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VI. Disposiciones de carácter general en materia de transparencia aplica-
EOHV�D�ODV�LQVWLWXFLRQHV�GH�FUpGLWR�\�VRFLHGDGHV�ÀQDQFLHUDV�GH�REMHWR�P~OWL-
ple, entidades reguladas

(Q� ODV� GLVSRVLFLRQHV� TXH� KD� HPLWLGR� OD� &RQGXVHI� VH� GHÀQH� OD� &OiXVXOD�
$EXVLYD��$�ODV�TXH�VH�UHÀHUHQ�ODV�GLVSRVLFLRQHV�GH�FDUiFWHU�JHQHUDO�HPLWLGDV�
por CONDUSEF; 

Para el artículo 3 se consideran operaciones masivas y, por tanto, serán las 
únicas sujetas a lo previsto en este Capítulo, las que se realizan mediante los 
siguientes tipos de Contratos de Adhesión que documenten operaciones que 
no excedan de novecientas mil UDI, al momento de celebrar el contrato: 

I. Las aperturas de créditos en cuenta corriente, denominadas en moneda nacional, otor-
gadas a personas físicas o morales vinculadas o no a tarjetas de crédito o a cualquier otro 
Medio de Disposición que permita ejercer el crédito; 

II. Las líneas de crédito que se otorguen de manera sucesiva o en serie y utilicen alguna 
WDUMHWD�SOiVWLFD�X�RWUR�0HGLR�GH�'LVSRVLFLyQ�FRPR�PHGLR�GH�LGHQWLÀFDFLyQ�GH�ORV�8VXDULRV��
o bien, para la disposición de los recursos; 

III. Los créditos garantizados a la vivienda; 

IV. Las aperturas de Créditos al Consumo; 

9��(O�DUUHQGDPLHQWR�ÀQDQFLHUR�FRQ�RSFLyQ�WHUPLQDO�GH�FRPSUD��

VI. Los depósitos de dinero a la vista, tanto de personas físicas como morales con o sin 
chequera, con o sin tarjeta de débito; 

VII. Las operaciones pasivas distintas a las previstas en la fracción anterior, a las cuales les 
es aplicable la GAT nominal y real; 

VIII. El crédito de habilitación o avío;

IX. El crédito refaccionario; 

;��(O�FUpGLWR�VLPSOH�D�SHUVRQDV�PRUDOHV��;,��/DV�RSHUDFLRQHV�GH�IDFWRUDMH�ÀQDQFLHUR��\�

XII. Las operaciones de banca electrónica. Las operaciones documentadas en Contratos de 
$GKHVLyQ�D�TXH�VH�UHÀHUHQ�ODV�IUDFFLRQHV�,��,,��,9��9,��\�9,,�FX\R�PRQWR�UHFODPDGR�QR�H[FHGD�
de cincuenta mil UDI, se deben sujetar al procedimiento de aclaraciones, establecido en el 
artículo 23 de la Ley para la Transparencia

Los Contratos de Adhesión deben reunir los siguientes requisitos de forma (art. 4): 

I. Estar redactados en idioma español y en tipografía de al menos 8 puntos; 

II. Dividirse en capítulos, apartados o incisos que faciliten su lectura y comprensión, y 

III. Cuando se incorporen referencias a otros documentos, incluirán una explicación del tex-
to referenciado. En caso de referencias a preceptos legales, las Instituciones Financieras de-
ben incluir en el RECA un anexo con la transcripción de las disposiciones legales e indicar 
en el mismo contrato el lugar en donde se podrá consultar, lo anterior con independencia 
de que tal anexo deberá estar a disposición del Usuario en las sucursales de la Institución 
Financiera.
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Además, los Contratos de Adhesión deben contener (artículo 5): 
I. La descripción detallada de la operación o servicio, características, términos, condiciones, 
así como los derechos y obligaciones que adquieren cada una de las partes y la mención 
de los Medios de Disposición vinculados a la operación o servicio contratado. Las Institu-
ciones Financieras podrán documentar, en un Contrato Múltiple, dos o más productos o 
VHUYLFLRV�ÀQDQFLHURV�VLHPSUH�TXH�VH�VHSDUHQ�FODUDPHQWH�ORV�HOHPHQWRV�HVHQFLDOHV�GH�FDGD�
producto o servicio; 

II. La fecha de corte tratándose de créditos en cuenta corriente, y las fechas para el cálculo 
GH�LQWHUHVHV�HQ�ORV�GHPiV�SURGXFWRV�R�VHUYLFLRV�ÀQDQFLHURV��R�HO�OXJDU�HQ�HO�FXDO�SRGUiQ�VHU�
consultadas por el Usuario; 

III. La denominación social y domicilio de la Institución Financiera contratante, así como 
su dirección en Internet; 

IV. El nombre completo del Usuario; 

V. Las Comisiones y tasas de interés, de acuerdo con lo siguiente: 

a. El concepto y el monto o método usado para el cálculo de cada una de las Comisiones que 
FREUDUiQ�D�ORV�8VXDULRV��DVt�FRPR�FDGD�XQR�GH�ORV�HYHQWRV�TXH�ODV�JHQHUHQ��HVSHFLÀFDQGR�VX�
SHULRGLFLGDG��(O�PRQWR�HVSHFtÀFR�GH�ODV�&RPLVLRQHV�SRGUiQ�LQFOXLUVH�HQ�OD�FDUiWXOD�SUHYLVWD�
HQ�HO�DUWtFXOR���GH�ODV�SUHVHQWHV�'LVSRVLFLRQHV��

b. En caso de realizar operaciones a través de comisionistas bancarios, incluir la leyenda: 
Las operaciones realizadas a través de los comisionistas bancarios podrán generar una Co-
misión, consulte antes de realizar su operación; 

c. Las tasas de interés, de rendimiento o descuento expresadas en términos anuales simples, 
incluyendo las tasas de interés ordinaria y moratoria. Tratándose de tasas variables se de-
berán expresar en los términos que determine el Banco de México. En su caso, las tasas de 
LQWHUpV��GH�UHQGLPLHQWR�R�GHVFXHQWR�HVSHFtÀFDV�SRGUiQ�LQFOXLUVH�HQ�OD�FDUiWXOD�SUHYLVWD�HQ�
HO�DUWtFXOR���GH�HVWDV�'LVSRVLFLRQHV��\�G��/D�PHWRGRORJtD�XVDGD�SDUD�HO�FiOFXOR�GH�LQWHUHVHV�
ordinarios y moratorios

9,��/D�YLJHQFLD��PRGLÀFDFLRQHV�\�WHUPLQDFLyQ��D��(O�SOD]R�GH�YLJHQFLD�GHO�&RQWUDWR�GH�$G-
KHVLyQ��FXDQGR�UHVXOWH�DSOLFDEOH��HVSHFLÀFDQGR�VL�SXHGH�R�QR�VHU�SURUURJDEOH�\��HQ�VX�FDVR��
el plazo de las prórrogas, indicando los requisitos para solicitarlas; 

E��/DV�FRQGLFLRQHV�\�SURFHGLPLHQWRV�SDUD�OD�PRGLÀFDFLyQ�GHO�&RQWUDWR�GH�$GKHVLyQ��HQ�HO�
HQWHQGLGR�GH�TXH�FXDOTXLHU�PRGLÀFDFLyQ�D�ODV�&RPLVLRQHV�VH�VXMHWDUi�D�OR�GLVSXHVWR�SRU�HO�
artículo 7 de la Ley para la Transparencia; 

c. La descripción de los requisitos y procedimientos para la terminación de las operaciones, 
debiendo observarse lo dispuesto por la Sección VI del presente Capítulo; 

d. El número correspondiente de inscripción en el RECA, y 

e. La posibilidad de que el Usuario, en un periodo de diez días hábiles posteriores a la 
ÀUPD�GH�XQ�&RQWUDWR�GH�$GKHVLyQ��FRQ�H[FHSFLyQ�GH�ORV�FUpGLWRV�FRQ�JDUDQWtD�KLSRWHFDULD��
lo cancele sin responsabilidad para el mismo, en cuyo caso, las Instituciones Financieras no 
podrán cobrar Comisión alguna, siempre y cuando el Usuario no haya utilizado u operado 
ORV�SURGXFWRV�R�VHUYLFLRV�ÀQDQFLHURV�FRQWUDWDGRV�R�GLVSXHVWR�GHO�FUpGLWR�RWRUJDGR��FRQIRU-
me a lo dispuesto en el artículo 11 Bis 1 de la Ley para la Transparencia. 

VII. Los servicios de atención al Usuario: 
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a. La periodicidad y medios a través de los cuales las Instituciones Financieras proporcionarán 
o pondrán a disposición de los Usuarios el estado de cuenta respectivo, cuando sea aplicable; 

b. Los requisitos para realizar consultas de saldos, transacciones y movimientos, en los 
lugares y a través de los medios pactados; 

c. La descripción del proceso y los medios para la presentación de aclaraciones y reclamaciones, 
incluido el establecido en el artículo 23 de la Ley para la Transparencia, cuando sea aplicable; 

d. La facultad del Usuario para solicitar, en cualquier momento, la cancelación del servicio 
del pago de bienes y servicios con cargo a sus cuentas, de conformidad con las disposicio-
nes del Banco de México, sin que se requiera de la previa autorización de los respectivos 
proveedores de bienes o servicios; 

e. El momento a partir del cual cesa la responsabilidad del Usuario por el uso de Medios de 
Disposición, en caso de terminación del contrato, defunción, robo, o extravío; 

f. Los datos de localización y contacto de la UNE, incluidos número telefónico y correo 
electrónico, para efectos de consultas, reclamaciones y aclaraciones; 

g. El lugar a través del cual los Usuarios podrán consultar las cuentas que las Internet y co-
UUHR�HOHFWUyQLFR��/D�&21'86()�QRWLÀFDUi�D�ODV�,QVWLWXFLRQHV�)LQDQFLHUDV�FXDOTXLHU�FDPELR�
HQ�GLFKRV�GDWRV��/RV�&RQWUDWRV�GH�$GKHVLyQ�GH�2SHUDFLRQHV�GH�%DMR�5LHVJR�FODVLÀFDGDV�
como de nivel 1 deben contener lo establecido en el presente artículo, excepto las fracciones 
I, segundo párrafo; IV y VII, letra e. Los Contratos Múltiples deben contener al inicio, un 
índice de todos los productos o servicios que incluyen. Las Instituciones Financieras se 
abstendrán de incluir Cláusulas Abusivas en los Contratos de Adhesión, en términos de las 
disposiciones aplicables que para el efecto la CONDUSEF emita.

En donde la norma se “moja” un poco para establecer cláusulas abusivas es-
SHFtÀFDV��SHUR�FRPR�SUiFWLFDV�SRFR�VDQDV�HV�HQ�HO�DUWtFXOR����

Se consideran actividades que se apartan de las sanas prácticas y usos relativos al ofre-
FLPLHQWR�\�FRPHUFLDOL]DFLyQ�GH�ODV�RSHUDFLRQHV�\�VHUYLFLRV�ÀQDQFLHURV�SRU�SDUWH�GH�ODV�
Instituciones Financieras:

I. 6XMHWDU�ODV�SURPRFLRQHV�GH�RSHUDFLRQHV�\�VHUYLFLRV�ÀQDQFLHURV�TXH�VH�RIUH]FDQ�SRU�FXDO-
quier medio a requisitos no previstos en las ofertas, salvo que se incluya la frase “apli-
can restricciones o consultar en…(página de Internet de la Institución Financiera)”; Si la 
Institución Financiera no cumple, el Usuario podrá optar por exigir la celebración de la 
operación, la prestación del servicio en los términos ofrecidos, o por solicitar la termina-
ción del contrato de la que derive; 

II. Proporcionar al Usuario información engañosa o que induzca a error sobre las operacio-
QHV�\�VHUYLFLRV�ÀQDQFLHURV�

III. Omitir información de la oferta vinculante; 

IV. ,QWURGXFLU�HQ�ODV�RSHUDFLRQHV�\�VHUYLFLRV�ÀQDQFLHURV��FRQGLFLRQHV�TXH�QR�FRQFXHUGHQ�FRQ�
las ofertadas o contratadas; 

V. Abstenerse de entregar a los Usuarios que lo soliciten, la información o documentos necesarios 
para conocer las características de una operación o servicio, previamente a su contratación; 

VI. 1HJDU�D�ORV�8VXDULRV�OD�DWHQFLyQ�R�FRQWUDWDFLyQ�GH�RSHUDFLRQHV�R�VHUYLFLRV�ÀQDQFLHURV��
por razones de género, raza, etnia, discapacidad física, preferencias sexuales, creencias 
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religiosas, o por cualquier otro tipo de discriminación, salvo por causas que afecten la 
seguridad del personal de las Instituciones Financieras, clientes o instalaciones, o bien, 
cuando la negativa de que se trate se funde en disposiciones expresamente previstas en 
la normativa aplicable; 

VII. Apartarse en la apertura o cancelación de cuentas, o en la prestación de sus servicios, de 
lo previsto en los contratos y en los manuales de operación correspondientes; 

VIII. Negar la posibilidad de cancelar por teléfono las tarjetas de crédito o débito por robo, 
extravío o clonación, así como no canalizar, por la vía antes señalada, al Usuario ante la 
compañía de seguros que corresponda para la cancelación inmediata de los seguros, que 
la Institución Financiera le hubiere comercializado; 

IX. Eludir su responsabilidad en la contratación de los productos o servicios en los términos, 
características y condiciones publicitados, que se ofrezcan o comercialicen en sus sucur-
VDOHV��RÀFLQDV�R�D�WUDYpV�GH�VXV�FHQWURV�GH�$WHQFLyQ�7HOHIyQLFD�R�GH�WHUFHURV�FRQWUDWDGRV��

X. Incluir en el documento donde consten obligaciones de las Instituciones Financieras, la 
liberación de responsabilidades a cargo de ellas, cuando el incumplimiento de dichas 
obligaciones sea por causas imputables a las mismas;

XI. 5HWUDVDU�HO�WUiPLWH�SDUD�OD�WHUPLQDFLyQ�GHO�FRQWUDWR�VLQ�FDXVD�MXVWLÀFDGD�

XII. Omitir la entrega o poner a disposición de los Usuarios los términos y condiciones de los 
VHUYLFLRV�R�VHJXURV�DVRFLDGRV�DO�SURGXFWR�R�VHUYLFLR�ÀQDQFLHUR�FRQWUDWDGR��LQFOX\HQGR�GH�
manera enunciativa mas no limitativa condiciones generales, pólizas y procedimientos 
para presentar reclamaciones en caso de siniestro o de su cancelación; 

XIII. Realizar prácticas que inhiban los pagos anticipados o adelantados, de acuerdo a los 
términos establecidos en el contrato; 

XIV. Utilizar información que engañe o confunda al cliente en el proceso de venta de produc-
tos de seguros y/o de asistencia, así como utilizar argumentos que sin serlo, aludan ser 
EHQHÀFLRV�R�SUHPLRV�GHULYDGRV�GH�SURGXFWRV�R�VHUYLFLRV�FRQWUDWDGRV�FRQ�OD�,QVWLWXFLyQ�
Financiera; De igual manera no indicar, en su caso, el medio, monto y frecuencia con que 
se realizará el cobro del producto de seguro o asistencia, el número de póliza, vigencia 
y renovación; 

XV. No contar con avisos donde informen a los Usuarios los horarios en los que podrán rea-
lizar diversos tipos de operaciones, o 

XVI. Contactar a sus Usuarios para actualización de datos como pretexto para la comerciali-
zación de productos o servicios.

(V�OD�MXULVSUXGHQFLD�OD�TXH�KD�GHÀQLGR�D�ODV�FOiXVXODV�DEXVLYDV�

 CONTRATO DE ADHESIÓN. CLÁUSULAS ABUSIVAS.

Dada la naturaleza de los contratos de adhesión el estudio sobre la validez o nulidad de 
sus cláusulas en sede judicial debe tener presente que la falta de participación de quien 
DGTXLHUH� XQ� ELHQ� R� VHUYLFLR�� QR� GHEH� VLJQLÀFDUOH� OD� VXVFULSFLyQ� R� DFHSWDFLyQ� GH� FOiX-
sulas abusivas  que menoscaben sus derechos básicos como consumidor, consistentes 
en: el derecho a la información, a elegir, a no ser discriminado, a ser protegido, a 
la educación sobre los derechos de los consumidores y el consumo inteligente, a la 
seguridad, a la calidad y a la compensación. De modo que si por virtud de esas cláusu-
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las establecidas unilateralmente, pese a las exigencias legales y derivadas de la buena fe, 
se causa un detrimento en esos derechos que origine un desequilibrio importante entre 
las partes para hacer efectivos sus derechos, entonces, debe declararse su nulidad, con 
las consecuencias que de ello se deriven y que sean competencia de la autoridad judicial. 
Tesis I.7º.C.155 C, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época.

El art. 12 establece que las Instituciones Financieras, en los Contratos de 
$GKHVLyQ�TXH�GRFXPHQWHQ�RSHUDFLRQHV�GH�FUpGLWR��SUpVWDPR�R�ÀQDQFLDPLHQ-
to, además de lo previsto en la Sección I, del presente Capítulo, deben obser-
var lo siguiente: 

I. El nombre del avalista, obligado solidario, o coacreditado, en su caso; 

II. En operaciones en las que se contemple una tasa de referencia, deben indicarse las tasas susti-
tutivas y el orden de aplicación, según las disposiciones que al efecto emita el Banco de México; 

III. En su caso, la forma para determinar los pagos mínimos y los periodos en los que no se 
generarán intereses, de acuerdo a las disposiciones de carácter general que al efecto emita 
el Banco de México; 

IV. La periodicidad y fecha límite de pago o el lugar en el cual podrá consultarse; Cuando 
la fecha límite de pago sea en un día inhábil debe aclararse que se recorrerá al siguiente día 
hábil, sin que proceda el cobro de Comisiones o intereses moratorios; 

9��/RV�FDVRV�HQ�TXH�SXHGH�DXPHQWDUVH�HO� OtPLWH�GH�ÀQDQFLDPLHQWR�HQ�FUpGLWRV�HQ�FXHQWD�
corriente asociados a tarjetas de crédito, estableciendo la obligación de que el Usuario lo 
autorice previamente; 

VI. En caso de que se determine disminuir la línea de crédito no comprometida otorgada en 
FUpGLWRV�UHYROYHQWHV��GHEHQ�QRWLÀFDU�DO�8VXDULR�HQ�HO�VLJXLHQWH�HVWDGR�GH�FXHQWD�R�D�WUDYpV�
de cualquiera de los medios pactados en el Contrato de Adhesión; 

VII. Los términos y condiciones para pagos anticipados y adelantados, según las disposicio-
nes que al efecto emita el Banco de México; 

VIII. Los medios de pago permitidos, según las disposiciones que al efecto emita el Banco 
de México; 

IX. Tratándose de créditos a los que el Banco de México determine que les es aplicable el 
artículo 10 de la Ley para la Transparencia, la indicación de que el pago de los intereses no 
puede ser exigido por adelantado, sino únicamente por periodos vencidos, y 

;��&XDQGR� VHD�DSOLFDEOH� HO�&$7�� VH�GHEH� LQFOXLU� OD� VLJXLHQWH�GHÀQLFLyQ�� ´&$7��(O�&RVWR�
$QXDO�7RWDO�GH�ÀQDQFLDPLHQWR�H[SUHVDGR�HQ�WpUPLQRV�SRUFHQWXDOHV�DQXDOHV�TXH��SDUD�ÀQHV�
informativos y de comparación, incorpora la totalidad de los costos y gastos inherentes a 
los Créditos Las Instituciones Financieras, al momento de celebrar el Contrato de Adhesión, 
deben entregar, cuando resulte aplicable conforme a las disposiciones que emita el Banco 
de México, la tabla de amortización que incluya el saldo insoluto del principal, el número, 
periodicidad y cuantía de los pagos, así como las primas de los seguros, desglosando cada 
uno de los conceptos aplicables, salvo cuando se trate de créditos en cuenta corriente. El 
contenido de las tablas de amortización que emitan debe cumplir con lo que establezca en 
sus disposiciones el Banco de México. 
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Reiteramos lo ya señalado en el presente artículo: muchas obligaciones 
GH�FRQWHQLGR�GH�IRUPD��PDV�QR�GH�IRQGR�D�OD�LQVWLWXFLyQ�ÀQDQFLHUD��PDV�QR�DO�
usuario.

El artículo 13 dice que en los Contratos de Adhesión que establezcan líneas 
de crédito o créditos revolventes, en los que se otorgue una línea de crédito 
JHQHUDO� \�SRVWHULRUPHQWH� ODV�GLVSRVLFLRQHV�GHO� FUpGLWR� VHDQ� D�SOD]R�ÀMR�� VH�
deberá señalar el CAT de la contratación de la línea con base en la metodo-
logía revolvente y después en cada una de las disposiciones que se realicen, 
LQIRUPDQGR�GH�ORV�WpUPLQRV�\�&$7�HVSHFtÀFRV��FDOFXODGR�FRPR�XQ�FUpGLWR�D�
SOD]R�ÀMR�FHUUDGR��/R�DQWHULRU��VHJ~Q�ODV�GLVSRVLFLRQHV�TXH�DO�HIHFWR�HPLWD�HO�
Banco de México. 

Por su parte, en el artículo 14, tratándose de apertura de créditos en cuen-
ta corriente denominados en moneda nacional, otorgados a personas físicas, 
asociados a tarjetas de crédito, así como de créditos personales sin garantía 
real, las Instituciones Financieras pueden documentar la contratación de las 
operaciones en las propias solicitudes de crédito, siempre que en éstas: 

I. Conste que el Contrato de Adhesión fue hecho del conocimiento del Usuario, y 

II. Se señalen los datos de inscripción del Contrato de Adhesión en el RECA. Las Institu-
ciones Financieras deben enviar al domicilio el Contrato de Adhesión y su carátula adjun-
WR�FRQ�HO�0HGLR�GH�'LVSRVLFLyQ�R�GH�LGHQWLÀFDFLyQ��WUDWiQGRVH�GH�DSHUWXUDV�GH�FUpGLWR�HQ�
cuenta corriente o personales sin garantía real, o se mantengan a disposición de sus clientes 
PRGHORV�GH�FRQWUDWRV�UHODWLYRV�D�ODV�RSHUDFLRQHV�HQ�VXV�RÀFLQDV��VXFXUVDOHV�H�LQWHUQHW��FXDQ-
do así se pacte con dichos clientes. Las Instituciones Financieras tienen prohibido otorgar 
créditos y cobrar Comisiones que no hayan sido registradas en términos de las disposicio-
nes generales que emita el Banco de México y consentidas por el Usuario.

El art. 15 indica que las Instituciones Financieras, en los Contratos de Ad-
hesión de Créditos Garantizados a la Vivienda, además de lo dispuesto en 
las Secciones I y III, del presente Capítulo, deben incluir cláusulas relativas a: 

I. (O�PRQWR�R�FDSLWDO�GHO�SUpVWDPR��FUpGLWR�R�ÀQDQFLDPLHQWR�\��IRUPD�GH�HQWUHJD��

II. La cuantía de los seguros inherentes a la operación durante la vigencia del crédito; 

III. La forma en que se amortizará el adeudo, señalando, en su caso, el número, periodici-
dad y cuantía de los pagos, y 

IV. Hacer referencia a la subrogación de acreedor o deudor, siempre y cuando se cumpla 
con los requisitos establecidos por la Ley de Transparencia y de Fomento a la Competencia 
en el Crédito Garantizado. 

3RU�RWUR�ODGR��HO�DUWtFXOR����HVWDEOHFH�
Las Instituciones Financieras deben poner a disposición del Usuario que lo solicite, para su 
consulta, un ejemplar del Contrato de Adhesión con anterioridad a la celebración del mis-
mo. En los créditos en que el Contrato de Adhesión se eleve a escritura pública, la carátula 
debe integrarse al respectivo instrumento público como apéndice.
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(O�DUWtFXOR���� UHÀHUH�TXH�SDUD�PRGLÀFDU� ORV�&RQWUDWRV�GH�$GKHVLyQ�� ODV�
Instituciones Financieras deben dar aviso a los Usuarios, con treinta días na-
turales de anticipación, a través del estado de cuenta o de cualquier medio 
cierto pactado en dichos contratos. En el caso de que exista más de un produc-
WR�R�VHUYLFLR�RIHUWDGR�HQ�FRQMXQWR�HQ�EHQHÀFLR�GHO�8VXDULR�UHODFLRQDGR�HQWUH�
Vt��GHEHQ�QRWLÀFDU�GH�WRGRV�ORV�FDPELRV�TXH�VXIUDQ�ORV�SURGXFWRV�R�VHUYLFLRV�
SHUWHQHFLHQWHV� DO�PLVPR�� 7UDWiQGRVH� GH�PRGLÀFDFLRQHV� D� ORV�&RQWUDWRV� GH�
Adhesión relativos a Créditos Garantizados a la Vivienda y créditos con pla-
]R�ÀMR�GH�YHQFLPLHQWR��ODV�,QVWLWXFLRQHV�)LQDQFLHUDV�GHEHQ�FRQWDU�FRQ�HO�FRQ-
sentimiento expreso del Usuario y formalizarlas conforme a las disposiciones 
legales aplicables.

/RV�DYLVRV�GH�PRGLÀFDFLRQHV�DO�&RQWUDWR�GH�$GKHVLyQ��GHEHQ�LQGLFDU��SRU�
lo menos: 

I. Denominación social y logotipo de las Instituciones Financieras;

II. Nombre del producto o servicio; 

III. Domicilio y teléfono de contacto de las Instituciones Financieras, así como domicilio, 
teléfono y correo electrónico de la UNE; 

IV. 5HVXPHQ�GH�WRGDV�ODV�PRGLÀFDFLRQHV�UHDOL]DGDV��9��)HFKD�D�SDUWLU�GH�OD�FXDO�HQWUDQ�HQ�YLJRU��\�

V. Derecho del Usuario para dar por terminado el Contrato de Adhesión. El Usuario pue-
de solicitar la terminación del Contrato de Adhesión dentro de los treinta días posteriores al 
aviso sin responsabilidad alguna a su cargo, y bajo las condiciones pactadas originalmente, 
debiendo cubrir, en su caso, los adeudos que se generen hasta el término de la operación o 
el servicio, sin que la Institución Financiera pueda cobrarle penalización alguna por dicha 
causa.

El artículo 18 complementa al anterior:
En adición a lo establecido en el primer párrafo del artículo 17 de las presentes Disposi-
FLRQHV�� WUDWiQGRVH�GH�PRGLÀFDFLRQHV�D�&RQWUDWRV�GH�$GKHVLyQ�TXH�XWLOLFHQ�FRPR�0HGLR�
de Disposición una tarjeta de débito o una de crédito, las Instituciones Financieras podrán 
QRWLÀFDU�D�VXV�8VXDULRV�D�WUDYpV�GH�VX�UHG�GH�FDMHURV�DXWRPiWLFRV��3DUD�HO�FDVR�GH�EDQFD�
móvil, las Instituciones Financieras deberán enviar al Usuario vía mensajes de texto SMS o 
DO�FRUUHR�HOHFWUyQLFR�VHxDODGR�SRU�pVWH��HO�DYLVR�PHGLDQWH�HO�FXDO�VH�QRWLÀTXH�GH�OD�PRGLÀ-
cación al Contrato de Adhesión.

El artículo 19 indica que:
3DUD�FXDOTXLHU�PRGLÀFDFLyQ�D�ODV�&RPLVLRQHV��ODV�,QVWLWXFLRQHV�)LQDQFLHUDV��DGHPiV�GH�VX-
jetarse a lo previsto en el artículo 7 de la Ley para la Transparencia, deben observar lo 
siguiente: I. No pueden cobrar cantidad adicional, en caso de que el Usuario solicite la 
terminación del Contrato de Adhesión, con excepción de los adeudos que ya se hubieren 
generado a la fecha en que el Usuario solicite darlo por terminado, y II. Tratándose de Con-
WUDWRV�GH�$GKHVLyQ�TXH�GRFXPHQWHQ�FUpGLWRV�FRQ�SOD]R�ÀMR�GH�YHQFLPLHQWR��DVt�FRPR�GH�
créditos garantizados a la vivienda, no se pueden establecer nuevas Comisiones, incremen-
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WDU�VX�PRQWR��QL�PRGLÀFDU�ODV�WDVDV�GH�LQWHUpV�VDOYR�HQ�HO�FDVR�GH�UHHVWUXFWXUDFLyQ�SUHYLR�
consentimiento expreso del Usuario.

Por otra parte, el artículo 20 señala que:
/RV�8VXDULRV�SXHGHQ�VROLFLWDU�SRU�HVFULWR�� HQ�FXDOTXLHU� VXFXUVDO�X�RÀFLQD�GH� ODV� ,QVWLWX-
ciones Financieras, a través de medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología, 
previamente pactados por las partes, la terminación anticipada de los Contratos de Adhe-
VLyQ��DVt�PLVPR�ODV�,QVWLWXFLRQHV�)LQDQFLHUDV�SRGUiQ�XWLOL]DU�XQ�PHFDQLVPR�GH�YHULÀFDFLyQ�
de identidad. Las Instituciones Financieras deben proporcionar al Usuario acuse de recibo 
\��FODYH�GH�FRQÀUPDFLyQ�R�Q~PHUR�GH�IROLR��DVt�FRPR�FHUFLRUDUVH�GH�OD�DXWHQWLFLGDG�\�YH-
racidad de la identidad del Usuario que formule la solicitud de terminación respectiva, 
FRQÀUPDQGR�VXV�GDWRV�SHUVRQDOPHQWH��SRU�YtD�WHOHIyQLFD��R�FXDOTXLHU�RWUR�PHGLR�SDFWDGR�

Una vez realizado lo anterior, las Instituciones Financieras deben: 

I. Cancelar los Medios de Disposición vinculados al Contrato de Adhesión en la fecha de 
presentación de la solicitud. El Usuario deberá hacer entrega de éstos o manifestar por es-
crito y bajo protesta de decir verdad, que fueron destruidos o que no cuenta con ellos, por 
lo que no podrá hacer disposición alguna de dichos medios a partir de esa fecha; 

II. Rechazar cualquier disposición que pretenda efectuarse con posterioridad a la cancelación 
de los Medios de Disposición. En consecuencia, no se podrán hacer cargos adicionales a partir 
GHO�PRPHQWR�HQ�TXH�VH�UHDOLFH�OD�FDQFHODFLyQ��H[FHSWR�ORV�\D�JHQHUDGRV�SHUR�QR�UHÁHMDGRV��

III. Cancelar, sin su responsabilidad, el cobro de algún producto o servicio asociado, así 
como de los servicios de domiciliación en la fecha de la solicitud de terminación, con inde-
pendencia de quién conserve la autorización de los cargos correspondientes; 

IV. Abstenerse de condicionar la terminación del Contrato de Adhesión a cualquier otro 
acto no previsto en el contrato respectivo; 

VI. Abstenerse de cobrar al Usuario Comisión o penalización por la terminación del con-
trato, excepto por aquellas Comisiones pactadas relativas al pago anticipado de créditos, y 

VII. Tratándose de la contratación de un producto o servicio adicional y necesariamente 
vinculado al principal, es decir, que no pueda subsistir sin éste, en el momento en que se dé 
por terminado el contrato principal, deberán también darse por terminados los productos 
o servicios adicionales. Asimismo, en el caso de que exista más de un producto o servicio 
UHODFLRQDGR�HQWUH�Vt��RIHUWDGR�HQ�FRQMXQWR�HQ�EHQHÀFLR�GHO�8VXDULR��HQ�FDVR�GH�TXH�SXHGDQ�
VXEVLVWLU�GH�IRUPD�LQGHSHQGLHQWH��DO�PRPHQWR�GH�FDQFHODU�DOJXQR�VH�SRGUiQ�PRGLÀFDU�ODV�
condiciones de los que subsistan, informando de esta situación al Usuario.

De otra parte, el Artículo 21 menciona que las Instituciones Financieras, 
en la terminación de Contratos de Adhesión que documenten operaciones de 
FUpGLWR��SUpVWDPR�R�ÀQDQFLDPLHQWR��GHEHQ��

I. Dar por terminado el Contrato de Adhesión a más tardar el día hábil siguiente a aquel 
en que reciban la solicitud si no existen adeudos. De lo contrario, la Institución Financiera 
comunicará al Usuario, a más tardar el día hábil siguiente al de la recepción de la solicitud, 
el importe de los adeudos y dentro de los cinco días hábiles siguientes al de la recepción de 
la solicitud pondrá a su disposición dicho dato a determinada fecha, en la sucursal elegida 
por el Usuario, y una vez liquidados los adeudos se dará por terminado el Contrato de 
Adhesión; 

II. Entregar el saldo a favor, en su caso, en la fecha en que se dé por terminada la operación 
R�DO�QR�KDEHU�DFXGLGR�HO�8VXDULR�D�OD�VXFXUVDO�X�RÀFLQD�GH�OD�,QVWLWXFLyQ�)LQDQFLHUD��LQIRU-
marle que se encuentra a su disposición y determinar la forma cómo le puede ser devuelto; 
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III. Entregar o mantener a disposición del Usuario, el estado de cuenta o documento en el 
TXH�FRQVWH�HO�ÀQ�GH�OD�UHODFLyQ�FRQWUDFWXDO�\�OD�LQH[LVWHQFLD�GH�DGHXGRV�GHULYDGRV�H[FOXVL-
vamente de dicha relación, dentro de diez días hábiles a partir de que se hubiera realizado 
el pago de los adeudos o en la siguiente fecha de corte, y 

IV. Reportar a las sociedades de información crediticia que la cuenta está cerrada sin adeu-
do alguno dentro del plazo que para tales efectos señala la Ley para Regular las Sociedades 
de Información Crediticia. En caso de que el Usuario no solicite a la Institución Financiera 
la terminación anticipada del contrato y realice el pago de la totalidad del crédito otorgado, 
así como de los accesorios generados, la Institución Financiera deberá informar al Usuario 
la terminación del contrato, o bien, entregar el estado de cuenta siguiente a la fecha de pago 
sin adeudo alguno, salvo en las operaciones previstas en las fracciones I y II del artículo 3 
de las presentes Disposiciones. 

El artículo 22 de las disposiciones obligatorias dice que en los Contratos 
de Adhesión que documenten Créditos al Consumo distintos a operaciones 
GH� DUUHQGDPLHQWR� ÀQDQFLHUR�� ODV� ,QVWLWXFLRQHV� )LQDQFLHUDV� GHEHQ� EORTXHDU�
la línea correspondiente y, en su caso, el Medio de Disposición, a partir del 
PLVPR�GtD�HQ�HO�TXH�GHEH�HQ�HO�TXH�FRQVWH�HO�PHFDQLVPR�GH�YHULÀFDFLyQ�GH�
identidad utilizado.

Las operaciones de depósito de dinero a la vista se darán por terminadas en 
la fecha en que el Usuario lo solicite, siempre y cuando se cubran los adeudos 
y Comisiones cargados a esa fecha, de acuerdo a lo establecido en el Contrato 
de Adhesión y se retire el saldo que reporte la Institución de Crédito en ese 
momento. Una vez realizado el retiro del saldo, las Instituciones Financieras 
GHEHQ�SURSRUFLRQDU�DO�8VXDULR�DFXVH�GH�UHFLER�R�FODYH�GH�FRQÀUPDFLyQ�GH�FDQ-
celación renunciando ambos a sus derechos de cobro residuales, que pudieran 
subsistir después del momento de la cancelación. El Usuario podrá solicitar la 
terminación de operaciones pasivas, por conducto de otra Institución Finan-
ciera que se denominará receptora, la cual en caso de resultar procedente debe 
abrir una cuenta a nombre del Usuario y comunicar a la Institución Financiera 
transferente su compromiso sobre la veracidad y legitimidad de la instrucción 
GH�WUDQVIHUHQFLD�SRU�SDUWH�GHO�FOLHQWH��D�ÀQ�GH�TXH�VH�WUDQVÀHUDQ�ORV�UHFXUVRV�D�
la Institución Financiera receptora, incluyendo los accesorios generados a la 
fecha de entrega de los recursos, quien llevará a cabo los trámites respectivos, 
bajo su responsabilidad y sin cobro de Comisión alguna por tales gestiones, a 
más tardar al tercer día hábil siguiente a aquel en que se reciba la solicitud res-
pectiva. La operación se dará por terminada una vez que los recursos estén en 
la cuenta que al efecto abra la Institución de Crédito receptora. Tratándose de 
operaciones a plazo, la cancelación surtirá efectos a su vencimiento.
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La Institución Financiera receptora, cuando ofrezca estos servicios, debe 
recibir por escrito en sus sucursales, las solicitudes de terminación de ope-
raciones pasivas que los Usuarios deseen realizar con otras Instituciones Fi-
nancieras. Los documentos originales en los que conste la manifestación de 
la voluntad del Usuario para dar por terminada la relación contractual con la 
Institución Financiera transferente, deben ser conservados por la Institución 
Financiera receptora como evidencia en su expediente, en el que conste el 
PHFDQLVPR�GH�YHULÀFDFLyQ�GH�LGHQWLGDG�XWLOL]DGR��8QD�YH]�DELHUWD�OD�QXHYD�
cuenta y realizada la transferencia de los recursos, la Institución Financiera 
receptora debe entregar al Usuario el Contrato de Adhesión, carátula y es-
tado de cuenta en los términos establecidos en las presentes Disposiciones. 
En caso de que el titular de la operación no reconozca dicha terminación o la 
transferencia de recursos efectuada, la Institución Financiera receptora debe 
entregar los recursos con sus respectivos accesorios a la Institución Financiera 
transferente, dentro de un plazo máximo de tres días hábiles (artículo 24). 
Proceso muy complejo para los usuarios. 

De acuerdo con el artículo 25, en la terminación de operaciones activas 
o pasivas que el Usuario solicite por conducto de la Institución Financiera 
receptora, en términos de lo previsto en los artículos anteriores, ésta deberá 
sujetarse a lo siguiente: 

,��&RQWDU�FRQ�PDQXDOHV�TXH�JDUDQWLFHQ�OD�VHJXULGDG��UHVSRQVDELOLGDG�\�HÀFLHQFLD�HQ�HO�SUR-
ceso de la terminación de operaciones; 

II. En los expedientes derivados de la terminación de operaciones activas y pasivas debe 
VHxDODUVH�HO�QRPEUH�\�ÀUPD�GHO�IXQFLRQDULR�UHVSRQVDEOH��

III. En el caso de operaciones pasivas, realizar en el mismo acto en el que se reciban los 
recursos, el inicio de operaciones; 

IV. En el caso de operaciones pasivas será necesario contar con la autorización de los titu-
lares o cotitulares en su caso; 

V. Contar con la aprobación del crédito correspondiente, respecto de operaciones activas, 
FX\R�LPSRUWH�GHEH�VHU�VXÀFLHQWH�SDUD�OLTXLGDU�HO�VDOGR�GHXGRU�D�OD�IHFKD�GHWHUPLQDGD��GH�
acuerdo al último estado de cuenta o constancia que proporcione el Usuario, y se conside-
rará dispuesto el crédito en el momento en que se realice el pago a la Institución Financiera 
transferente; 

VI. Abstenerse de ofrecer, otorgar o ceder contraprestación alguna directa o indirectamen-
WH��D�ODV�HPSUHVDV��VLQGLFDWRV�R�SHUVRQDV�TXH�SXHGDQ�HMHUFHU�LQÁXHQFLD�VREUH�RWURV�8VXDULRV��
con el propósito de promover la terminación de operaciones de manera colectiva; 

VIII. En el movimiento de recursos entre transferente y receptor, la operación de cargo en 
una institución y abono en la otra deberá realizarse con la misma fecha valor, y 

IX. Cubrir el pago de los daños y perjuicios ocasionados al Usuario, así como las sanciones 
que resulten aplicables, en caso de que no pueda comprobar la autorización respectiva del 
Usuario.
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'H�PDQHUD�VLPLODU��HO�DUWtFXOR����PHQFLRQD�TXH�HQ�OD�WHUPLQDFLyQ�GH�RSH-
raciones activas o pasivas que el Usuario solicite por conducto de la Institu-
ción Financiera receptora, la Institución Financiera transferente deberá: 

,��5HTXHULU�DO�8VXDULR�FRQÀUPDFLyQ�GH�KDEHU�VROLFLWDGR�D�OD�,QVWLWXFLyQ�)LQDQFLHUD�UHFHSWRUD�
el servicio de cancelación y transferencia de recursos a través de los datos de localización 
que tenga convenidos con la Institución Financiera transferente; 

II. Dar a conocer a la Institución Financiera receptora, la información respecto al saldo y 
aquella que resulte necesaria para la terminación de la operación solicitada por el Usuario;

�,,,��(Q�HO�FDVR�GH�RSHUDFLRQHV�SDVLYDV��SUHYLD�FRQÀUPDFLyQ�SUHYLVWD�HQ�OD�IUDFFLyQ�,��WUDQV-
ferir los recursos objeto de la operación de que se trate a la cuenta que sea indicada por la 
Institución Financiera receptora, a más tardar al tercer día hábil bancario contado a partir 
de la recepción de la solicitud; 

IV. Una vez realizado el retiro del saldo, la Institución Financiera transferente deberá re-
nunciar a sus derechos de cobro residuales, que pudieran subsistir después del momento 
de la cancelación. A partir de la transferencia de los recursos, se extinguen los derechos y 
obligaciones de los contratos cancelados, y 

V. En el movimiento de recursos entre transferente y receptor, la operación de cargo en una 
institución y abono en la otra deberá realizarse con la misma fecha valor.

De conformidad con el artículo 27, las Instituciones Financieras deben ins-
cribir en el RECA, previo a su utilización, todos los modelos de Contratos de 
Adhesión, incluyendo sus anexos. Es obligación de las Instituciones Financie-
ras que los modelos de Contratos de Adhesión y los anexos correspondientes 
que inscriban en el RECA, tengan buena calidad de imagen y estén completos. 

Como un mecanismo de control, pero sin sanción (o con ésta muy baja), 
en el artículo 28 las Instituciones Financieras deben remitir a la CONDUSEF 
para su autorización y previo a su inscripción, los modelos de Contratos de 
Adhesión de los siguientes productos: 

I. Créditos asociados a una tarjeta de crédito básica; 

II. Contratos de depósito a la vista denominados producto básico de nó-
mina y básico para el público en general; 

III. Contratos de depósito a la vista que tienen como único origen del de-
pósito el pago de salarios, pensiones y demás prestaciones laborales en forma 
periódica, y 

IV. Contratos de crédito que hayan sido autorizados principalmente con 
EDVH�HQ�HO�VDODULR�GHO�WUDEDMDGRU��R�TXH�HQ�VX�QRPEUH��GHÀQLFLyQ�R�SXEOLFLGDG�
utilicen la palabra nómina o salario. 

La CONDUSEF debe resolver la solicitud de autorización dentro del plazo 
de treinta días naturales. De no recibir las Instituciones Financieras ninguna 
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observación dentro de dicho plazo, el Contrato de Adhesión y sus respectivos 
anexos se tendrán por autorizados y podrán registrarlos en el RECA. No se 
UHTXLHUH�QXHYD�DXWRUL]DFLyQ�SDUD�PRGLÀFDU�ORV�&RQWUDWRV�GH�$GKHVLyQ��FXDQGR�
VH�RWRUJXHQ�EHQHÀFLRV�D�ORV�8VXDULRV�R�VHD�SDUD�DGHFXDUORV�D�QXHYDV�GLVSRVL-
ciones. En este caso se debe enviar evidencia a la CONDUSEF, cuando ésta así 
OR�UHTXLHUD��GH�TXH�VH�OOHYy�D�FDER�HO�SURFHGLPLHQWR�GH�PRGLÀFDFLyQ�GH�ORV�FRQ-
WUDWRV�TXH�WHQJDQ�FRQ�ORV�8VXDULRV��&XDOTXLHU�RWUD�PRGLÀFDFLyQ�D�ORV�&RQWUDWRV�
de Adhesión requerirá de la previa autorización de la CONDUSEF. 

VII. Medios para defenderse frente a cláusulas abusivas

En la tesis 1ª XCIX/2015 (10ª), del Semanario Judicial de la Federación se es-
tablece dicho mecanismo en el área de consumo de productos, si bien en la 
PDWHULD�ÀQDQFLHUD�KD\�RWURV�PHFDQLVPRV�DGLFLRQDOHV��

PROCURADURÍA FEDERAL DEL CONSUMIDOR. ESTÁ FACULTADA PARA SOLI-
CITAR LA DECLARACIÓN JUDICIAL DE NULIDAD DE CLÁUSULAS DE CONTRA-
TOS DE ADHESIÓN QUE SE OPONGAN A LO PREVISTO EN LA LEY FEDERAL DE 
PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR.

'H�ORV�DUWtFXORV����TXiWHU�\�����SiUUDIR�VHJXQGR��GH�OD�/H\�)HGHUDO�GH�3URWHFFLyQ�DO�&RQ-
sumidor, deriva que cualquier diferencia entre el texto del contrato de adhesión registrado 
ante la Procuraduría Federal del Consumidor y el utilizado en perjuicio de los consumido-
res, se tendrá por no puesta, y que los contratos que deban registrarse y no se registren, así 
como aquellos cuyo registro sea negado por la Procuraduría, no producirán efectos contra 
el consumidor. Sin embargo, en tanto no exista una declaración judicial que determine que 
las cláusulas de un contrato de adhesión son inválidas por contravenir las disposiciones de 
la citada ley, que son de orden público e irrenunciables, los consumidores podrán enfren-
tarse con problemas al tratar de hacer efectivo su derecho de reparación. Por ello, dentro de 
ODV�IDFXOWDGHV�FRQIHULGDV�D�OD�3URFXUDGXUtD�)HGHUDO�GHO�&RQVXPLGRU��HVSHFtÀFDPHQWH�HQ�HO�
artículo 24, fracción II, del citado ordenamiento, está la de solicitar la declaración judicial de 
nulidad de las cláusulas de un contrato de adhesión que contienen disposiciones contrarias 
a la Ley Federal de Protección al Consumidor.

(Q�PDWHULD�GH�VHUYLFLRV�ÀQDQFLHURV�� OD�SRVLELOLGDG�GH�TXH�HO�8VXDULR��HQ�
XQ�SHULRGR�GH�GLH]�GtDV�KiELOHV�SRVWHULRUHV�D�OD�ÀUPD�GH�XQ�&RQWUDWR�GH�$G-
hesión, con excepción de los créditos con garantía hipotecaria, lo cancele sin 
responsabilidad para el mismo, en cuyo caso, las Instituciones Financieras no 
podrán cobrar Comisión alguna, siempre y cuando el Usuario no haya utili-
]DGR�X�RSHUDGR�ORV�SURGXFWRV�R�VHUYLFLRV�ÀQDQFLHURV�FRQWUDWDGRV�R�GLVSXHVWR�
del crédito otorgado, conforme a lo dispuesto en el artículo 11 Bis 1 de la Ley 
para la Transparencia.

2WUR�PHFDQLVPR�HV�UHFXUULU�DO�DUELWUDMH� IUHQWH�D� LQVWLWXFLRQHV�ÀQDQFLHUDV�
por la controversia sobre la validez de la cláusula abusiva, pero se necesi-
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WD�DXWRUL]DFLyQ�GH�OD�LQVWLWXFLyQ�ÀQDQFLHUD��+D�KDELGR�PX\�SRFRV�FDVRV�\�OD�
CONDUSEF de momento no ha mostrado gran experiencia al respecto7.

VIII. Conclusiones:

México cuenta con un sistema de protección de los consumidores a través de 
la LFPC y la Procuraduría Federal de Protección al Consumidor y la Ley de 
Ordenamiento y Transparencia de los Servicios Financieros para el caso de 
XVXDULRV�GH�VHUYLFLRV�ÀQDQFLHURV��MXQWR�FRQ�OD�&RQGXVHI��VX�yUJDQR�SURWHFWRU��
Cuenta además, con un capítulo en la LFPC y muchos artículos en las Dispo-
siciones emitidas por la Condusef en el ámbito de su competencia relativa a 
los contratos de adhesión y a la posible existencia de cláusulas abusivas hacia 
el usuario. Sin embargo, como vimos a lo largo del presente trabajo, dichas 
QRUPDV�VRQ�HQ�JUDQ�PHGLGD�LQVXÀFLHQWHV�SRUTXH���L��VH�OLPLWDQ�D�HVWDEOHFHU�
FRQGLFLRQHV� IRUPDOHV�TXH�GHEHQ�FXPSOLU� ODV�HQWLGDGHV�ÀQDQFLHUDV�\� �LL�� ODV�
VDQFLRQHV�TXH�SXHGH�LPSRQHU�OD�&RQGXVHI�VRQ�LQVXÀFLHQWHV�SDUD�VHUYLU�FRPR�
desincentivo para la realización de este tipo de prácticas. Por último, el usua-
ULR�QR�FXHQWD�FRQ�PXFKRV�\�VREUHWRGR�HÀFDFHV�PHFDQLVPRV�SURFHVDOHV�FXDQ-
do es víctima de alguna cláusula abusiva en el contrato que documenta una 
RSHUDFLyQ�ÀQDQFLHUD�

El enfoque metodológico de la invalidez de las cláusulas abusivas se ex-
WLHQGH�DO� UpJLPHQ�GH� LQHÀFDFLD�GH� ORV� FRQWUROHV� HVWDEOHFLGRV��(Q� FRQVRQDQ-
cia con la pluralidad de perspectivas de análisis que encierra la complejidad 
del fenómeno tampoco cabe en esta sede inducir un postulado dogmático al 
respecto. Más bien, su debate sigue abierto y parece incidir en la moderna 
RULHQWDFLyQ�GRFWULQDO�GH�UHSODQWHDU�OD�UtJLGD�FDWHJRUtD�GH�OD�LQHÀFDFLD�FRQWUDF-
WXDO�KDFLD�LQWHUSUHWDFLRQHV�PiV�ÁH[LEOHV�\�DMXVWDGDV�D�OD�UHDOLGDG�GHO�WUiÀFR�
jurídico, en donde se aprecia, cada vez con mayor frecuencia, la tendencia a 
particularizar los regímenes dispuestos en aras a lo que se suele denominar 
FRQ�XQ�FLHUWR�HXIHPLVPR��QXHYRV�VXSXHVWRV�GH�LQHÀFDFLDV�HVSHFLDOHV8.

7  Al respecto puede consultarse mi libro GINEBRA SERRABOU, Xavier, Contratación bancaria y dere-
chos de los usuarios, Cárdenas Editor y Distribuidor, México, 2005, p. 192
8 Cfr. ORDUÑA MORENO, Francisco Javier y TOMILLO URBINA, Jorge, Contratación bancaria: doc-
trina, jurisprudencia y formularios, Tirant Lo Blanch, Valencia, 2001, tomo I, pp. 101-102. 
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Las zonas económicas especiales, nuevo instrumento 
para el desarrollo empresarial en México

Juan Manuel Ortega Maldonado1
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Resumen: La Ley Federal de Zonas Económicas Especiales, se suma a una 
serie de recientes reformas en materia de Derecho empresarial, que buscan 
fortalecer e impulsar el desarrollo de la parte sur del país. Se trata de un ins-
trumento que si bien no es nuevo a nivel internacional, promete crear una 
atmósfera propicia para detonar esa región que siempre ha estado huérfana 
de apoyos estructurales. Las experiencias extranjeras nos obligan a meditar 
sobre sus posibles efectos en nuestras economías nacionales.

Palabras clave: Zonas económicas especiales, desarrollo regional, desarrollo 
empresarial, derecho empresarial.

Abstract: The Federal Law of Special Economic Zones, adds to a series of recent 
reforms in enterprise law, seeking to strengthen and promote the development of the 
southern part of the country. It is an instrument that although it is not new interna-
tionally, promises to create an atmosphere conducive to detonate the region that has 
DOZD\V�H[LVWHG�ZLWKRXW�VWUXFWXUDO�VXSSRUWV��)RUHLJQ�H[SHULHQFHV�IRUFH�XV�WR�UHÁHFW�RQ�
their possible effects on our national economies.
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1. Introducción

(O����GH�MXQLR�SDVDGR�IXH�SXEOLFDGD�HQ�HO�'LDULR�2ÀFLDO�GH�OD�)HGHUDFLyQ�OD�
Ley Federal de Zonas Económicas Especiales3 (LFZEE). Se trata de una ley 
que se enmarca dentro de una serie de reformas legales que tienden a fortale-
cer el aparato jurídico de las empresas en México, tal como la reciente adición 
D�OD�/H\�*HQHUDO�GH�6RFLHGDGHV�0HUFDQWLOHV��TXH�LQWURGXFH�HQ�0p[LFR�OD�ÀJXUD�
PHUFDQWLO�GH�ODV�VRFLHGDGHV�SRU�DFFLRQHV�VLPSOLÀFDGD4.

/D�ÀJXUD�GH� ODV� ]RQDV� HFRQyPLFDV� HVSHFLDOHV�QR� HV�QXHYD� HQ� HO� iPELWR�
internacional, pues se ha ido destilando a lo largo de los últimos 30 años en 
algunos países con resultados interesantes que deben desvelarse. También 
H[LVWH�HQ�0p[LFR��FRPR�XQD�H[SHULHQFLD�FHUFDQD��OD�ÀJXUD�GH�UHJLyQ�IURQWHUL]D�
\� IUDQMD� IURQWHUL]D�TXH�VL�ELHQ�WLHQHQ�XQ�PDUFDGR�DFHQWR�ÀVFDO�\�DGXDQHUR��
también lo es que sus bondades son menores a las que se visualizan para las 
zonas económicas especiales.

Pues bien, en este capítulo, abordaremos la descripción de la citada Ley, 
revisando sus antecedentes y sus futuras repercusiones en el ámbito del dere-
cho empresarial y el desarrollo regional.

2. Concepto
3RGHPRV�GHÀQLU� D� OD�=RQD�(FRQyPLFD�(VSHFLDO� �HQ� DGHODQWH�=((�� FRPR�HO�
iUHD�GHOLPLWDGD�JHRJUiÀFDPHQWH��XELFDGD�HQ�XQ�VLWLR�FRQ�YHQWDMDV�QDWXUDOHV�\�
logísticas para convertirse en una región altamente productiva.

(O�DUWtFXOR����IUDFFLyQ�;9,��GH�OD�/H\�OD�GHÀQH�FRPR�HO�iUHD�JHRJUiÀFD�GHO�
territorio nacional, determinada en forma unitaria o por secciones, sujeta al 
régimen especial previsto en esta Ley, en la cual se podrán realizar actividades 
de manufactura, procesamiento, transformación y almacenamiento; la 
prestación de servicios de soporte a dichas actividades y de otra índole que 
se consideren necesarias conforme a los propósitos de este ordenamiento, así 
como la introducción de mercancías para tales efectos.

3  La iniciativa fue presentada por el Ejecutivo Federal el 29 de septiembre de 2015 ante la Cámara de 
Diputados, la cual aprobó la Iniciativa el 14 de diciembre de 2015 y turnada a la Cámara de Senadores, la 
que aprobó el Dictamen con fecha 14 de abril de 2016.
4  Se adicionaron los artículos 260 a 273 de la Ley General de Sociedades Mercantiles.
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Al momento de enviar la Iniciativa, el gobierno mexicano tenía planeadas 
3 ZEE; sin embargo, la baja en el precio de la venta del petróleo a nivel inter-
nacional, ha afectado gravemente la región que comprende los estados de 
Tabasco y Campeche, por lo cual la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
(SHCP) amplió el número de ZEE que podrían entrar en funcionamiento en 
pocos años, de suerte que al día de hoy se tiene prevista la creación de 4 ZEE5: 
la primera en Puerto Lázaro Cárdenas, municipios adyacentes de Guerrero y 
Michoacán�; la segunda en Puerto Chiapas, en Tapachula, Chiapas; la tercera 
en el Corredor Interoceánico del Istmo de Tehuantepec, de Salina Cruz en 
Oaxaca, a Coatzacoalcos en Veracruz, y la cuarta, que impulse el desarrollo 
de Tabasco y Campeche, que impacte el corredor que va de Coatzacoalcos a 
Ciudad del Carmen en Campeche.

3. Las consideraciones para la emisión de la Ley

/D�([SRVLFLyQ�GH�0RWLYRV�GH�OD�LQLFLDWLYD�QR�HVFDWLPD�HQ�UD]RQHV�SDUD�MXVWLÀ-
car la creación de las ZEE. Se indica, entre otros puntos, que a lo largo de las 
últimas décadas, con independencia del gobierno en turno, la estrategia de 
desarrollo en el Sur del país se ha basado en un esquema predominantemente 
“asistencial”.

Agrega que si bien se han implementado programas sociales para abatir 
carencias básicas que sin duda hacen una diferencia en la vida de las familias 
más necesitadas, éstos no han sido articulados con una política económica 
que promueva la inversión, el empleo y el crecimiento en la región. No se 
pueden cerrar los ojos ante este contraste de realidades porque México es uno 
solo y no se puede aspirar a un México próspero sin un desarrollo regional 
HTXLOLEUDGR��6L�VH�VLJXH�KDFLHQGR�OR�PLVPR��ɆVXEUD\D�OD�,QLFLDWLYDɆ�ORV�UHVXO-
tados no van a variar. Por ello invita a pensar con audacia y creatividad, en 
nuevas estrategias para impulsar el desarrollo del Sur.

Más adelante se apunta, siguiendo esta línea, que las ZEE representan un 
esfuerzo extraordinario y sin precedentes para impulsar el desarrollo de re-
giones rezagadas con un potencial productivo y logístico que, por diversas 
barreras estructurales, no ha sido debidamente aprovechado.

Una parte destacada de la Exposición de Motivos resalta que el país en-
frenta una brecha de desarrollo cada vez mayor. El Tratado de Libre Comer-

5  &RPXQLFDGR�GH�SUHQVD�GH�OD�6+&3�GH�IHFKD����GH�DEULO�GH�������LQIRUPDFLyQ�FRQ¿UPDGD�SRU�OD�GHFODUD-
FLyQ�S~EOLFD�KHFKD�SRU�HO�3UHVLGHQWH�HO���GH�VHSWLHPEUH�GH������\�GHO�SURSLR�6HFUHWDULR�D�OR�ODUJR�GH�¿QHV�
del año pasado y principios de éste, en diversos medios de comunicación. 
6  (O�3UHVLGHQWH�GLR�HO�EDQGHUD]R�R¿FLDO�GH�HVWD�]RQD�SUHFLVDPHQWH�HO���GH�MXQLR�SDVDGR�HQ�HO�PLVPR�SXHUWR�
de Lázaro Cárdenas.



HACIA EL ÁMBITO DEL DERECHO EMPRESARIAL

83

cio con Estados Unidos entró en vigor hace 21 años; desde entonces el país 
ha tenido un comportamiento muy diferente, dependiendo de la región que 
observemos.

En lo que podríamos llamar el “Corredor del TLC”, en El Bajío y en la 
Frontera Norte, existe un fenómeno muy positivo de creación de prosperi-
dad; no así en el Sur del país.

El Producto Interno Bruto por habitante ha crecido 41 por ciento; es decir, 
en tan sólo 20 años se ha elevado de manera muy importante la generación 
de riqueza, el desarrollo económico en los estados, que tiene una vinculación 
con la industria manufacturera de exportación. Es el caso, por ejemplo, de 
Aguascalientes y de Querétaro.

Esas regiones (Norte y Bajío) tienen elevadas tasas de crecimiento, inte-
gradas a la economía global, con mayores niveles de bienestar y desarrollo 
para sus habitantes. Por supuesto que son estados que no están exentos de 
problemas, pero donde las historias de creación de prosperidad a través de 
un modelo de competitividad han trascendido la problemática local.

Por el contrario, en el sur del país hay estados como Oaxaca, Chiapas o 
Guerrero, donde claramente no se ven los efectos positivos de la entrada en 
vigor del Tratado de Libre Comercio porque no están integradas a la econo-
mía global.

La región Sur presenta tasas históricamente bajas, frenadas por debilida-
des estructurales, un acceso limitado a los mercados y mayores niveles de 
pobreza y marginación. Prevalecen en la región actividades económicas poco 
productivas y su desarrollo industrial es incipiente.

$ÀUPD�OD�,QLFLDWLYD�TXH�VH�GHVHDQ�FUHDU�=((��FRQ�XQD�OyJLFD�QR�DVLVWHQFLDO�
ni remedial; sino como una verdadera apuesta estratégica para crear nuevos 
polos de desarrollo industrial en lugares que tengan potencial productivo y 
logístico dentro de esta región. La intención es ofrecer condiciones distintas 
a las que hay en el resto del territorio nacional, por ello se proponen ventajas 
ÀVFDOHV��LQFOX\HQGR�XQ�UpJLPHQ�DGXDQHUR�HVSHFLDO��XQ�PDUFR�UHJXODWRULR�iJLO��
infraestructura –de primer nivel–, programas de apoyo y otros estímulos y 
condiciones preferenciales.

Es intención del proyecto dotar a las ZEE de infraestructura económica, 
social y urbana, para que no sólo a las empresas sino también a las personas, 
les convenga trasladarse a esas zonas a vivir y a trabajar.
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(O�REMHWLYR�ɆVXEUD\D�HO�3UR\HFWRɆ�HV�HO�PLVPR�SODQWHDGR�SRU�XQD�GH�ODV�
estrategias del Plan Nacional de Desarrollo: Democratizar la Productividad, 
en este caso a nivel regional, para que los ciudadanos del sur tengan las mis-
mas posibilidades de desarrollo y bienestar que los del resto del país. Es decir, 
se busca cerrar estas brechas regionales mediante la creación de nuevos polos 
de desarrollo industrial que atraigan inversiones, generen empleos, desarro-
llen cadenas de valor, detonen una demanda de servicios locales y traigan 
EHQHÀFLRV�D�OD�SREODFLyQ�DOHGDxD�D�HVWDV�]RQDV�

Estos polos industriales serán la punta de lanza para propiciar un cambio 
de fondo en la estructura productiva de esta región, al elevar la presencia de 
actividades económicas de alta productividad.

4. Las experiencias extranjeras

La ley abreva de toda una serie de experiencias que se han dado en el ámbito 
internacional y de las que podemos dar cuenta en este momento. 

Las ZEE fueron creadas hace más de 50 años y han tenido distintas de-
nominaciones: zona de libre comercio, zona franca industrial, maquiladora 
o simplemente zona franca. La primera ZEE que se conoce nació en el aero-
puerto de Dublín, en Irlanda, en 1959; empero, es hasta mediados de los años 
80 cuando se da el auge de las mismas7��(Q�������OD�2,7�UHSRUWy�HO�HVWDEOHFL-
PLHQWR�GH�����]RQDV�HQ����SDtVHV��SDUD������HO�Q~PHUR�DXPHQWy�D������]RQDV�
en 130 países8.

(VSHFtÀFDPHQWH��SDUD�HO�%DQFR�0XQGLDO� �%0��� ODV�=((�HQ�&HQWURDPpUL-
FD�KDQ�VXIULGR�GLIHUHQWHV�PRGLÀFDFLRQHV�GHVGH�VX�FUHDFLyQ��7RGRV�ORV�SDtVHV�
ejecutaron programas durante la década de los 70, con el objetivo de generar 
HPSOHR��DWUDHU�LQYHUVLyQ�H[WUDQMHUD�GLUHFWD��GLYHUVLÀFDU�OD�FDQDVWD�GH�H[SRUWD-
ción y adquirir nuevas tecnologías. En la mayoría de los casos, estos progra-
mas fueron dirigidos inicialmente por el gobierno y diseñados como zonas 
de libre comercio tradicional; con el modelo de zona franca de exportaciones 
se le dio un papel importante al sector privado, principalmente a través de 
pequeños y medianos parques industriales y empresas individuales de zona 

7  Cfr. González García, Juan, Meza Lora, José Salvador, “Shenzhen, zona económica especial: Bisagra de 
la apertura económica y el desarrollo regional chino”, Problemas del desarrollo. Revista latinoamericana 
de economía, vol. 40, núm. 156, enero-marzo, 2009, pp.106-107.
8  Cfr. Banco Mundial, Desarrollando el potencial exportador de América Central, Departamento de Finan-
ciamiento y Desarrollo del Sector Privado, Unidad Gerencial del País, América Central, Región de América 
Latina y el Caribe, Octubre de 2012, pp.4-56.
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franca. En su mayoría, las inversiones están orientadas a la exportación y cap-
tan recursos provenientes de inversionistas extranjeros, en especial dirigida a 
las manufacturas.

La región de Centroamérica con mayor número de zonas francas en ope-
ración es República Dominicana, con 51, seguida por Nicaragua con 35, Gua-
temala y Honduras tienen 24 en operación cada una y Panamá cuenta con 14. 
El BM menciona que el modelo utilizado en República Dominicana está basa-
GR�HQ�OD�GLYHUVLÀFDFLyQ�LQGXVWULDO�\�HO�LQFUHPHQWR�GHO�YDORU�DJUHJDGR�GH�ORV�
bienes y servicios producidos en ellas. En este país, las zonas dependían casi 
exclusivamente de la manufactura textil y del vestido; sin embargo, después 
GHO������VH�KDQ�GLYHUVLÀFDGR��+R\�HQ�GtD��H[SRUWDQ�SURGXFWRV�GH�DOWD�WHFQROR-
gía, que incluye electrónica, dispositivos médicos y productos farmacéuticos.

Por su parte, Honduras, Guatemala y Nicaragua se caracterizan por su en-
foque en el mercado textil y del vestido. Aunque se observan algunas mues-
WUDV�GH�GLYHUVLÀFDFLyQ��OD�LQGXVWULD�GH�URSD�HV�GRPLQDQWH�

Se tiene el caso de Panamá, donde destaca la zona libre de Colón que se ha 
especializado en servicios de logística, distribución de mercancías y servicios 
en general para aprovechar al máximo el Canal de Panamá, que sin duda 
predispone la preferencia a este país por sus servicios logísticos. Por ello, es 
evidente que las zonas de Panamá se parecen muy poco a las del resto de los 
países de la región.

En las últimas décadas, los programas de ZEE en la región han jugado una 
IXQFLyQ�LPSRUWDQWH�SDUD�IDFLOLWDU�OD�GLYHUVLÀFDFLyQ�\�OD�WUDQVIRUPDFLyQ�GH�OD�
economía regional, desde el programa que dependía de las exportaciones de 
productos básicos agrícolas hasta aquel en que las manufacturas desempeñan 
XQ�SDSHO� LPSRUWDQWH�� (Q� FRQVHFXHQFLD�� VH� FUHy�XQ�Q~PHUR� VLJQLÀFDWLYR�GH�
empleos.

Por otro lado, China es un país en vías de desarrollo que ha creado con éxito 
HVWDV�]RQDV�GHVGH�KDFH�PiV�GH����DxRV��$�ÀQDOHV�GH�OD�GpFDGD�GH�ORV���´s, sus 
ZEE impulsaron el proceso de apertura a Occidente como parte de la política 
de transición desde el sistema comunista hacia un sistema de producción de 
economía de mercado. En estas zonas se ofrecía un paquete de incentivos de 
inversión a las empresas nacionales y extranjeras con el objeto de establecer 
plantas manufactureras modernas esperando que el capital extranjero y la tec-
nología pudieran ser atraídos para acelerar el crecimiento y la promoción de 
exportaciones. Además, se contaba con mano de obra barata y facilidad para el 
comercio exterior9.
9  Cfr. González García, Juan, Meza Lora, José Salvador, op.cit., nota 7, pp.107-113.
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/DV�=((�FKLQDV�VH�XELFDURQ�HQ�OXJDUHV�JHRJUiÀFRV�HVWUDWpJLFRV�SDUD�HO�FRPHU-
cio marítimo y de transporte terrestre. Por ejemplo, Shenzhen es frontera con 
Hong Kong; Zuhai lo es con Macao; Xiamen está cerca de Taiwan y de Corea.

En cuanto al diseño institucional, tras 30 años del inicio de su operación, 
las zonas y su administración han variado en tres etapas. La primera que 
FRPSUHQGH�GH������D�������GRQGH� OD� LQWHUYHQFLyQ�GHO�JRELHUQR�HUD� LPSRU-
tante al establecer ventajas para guiar y supervisar el comercio y la inversión 
extranjera; la segunda etapa comprende de 1987 a 1995, en la cual se concedió 
injerencia a las autoridades locales en la administración de estas ZEE. Esto 
trajo como consecuencia la pérdida de las ventajas comparativas de las ZEE, 
así como problemas de crecimiento urbano y deterioro ambiental, lo que ori-
ginó que el gobierno central buscara nuevas estrategias. Finalmente, la tercera 
HWDSD�FRPSUHQGH�GH������D�������HWDSD�HQ�OD�FXDO�VH�DGYLHUWH�HO�p[LWR�GH�SROt-
ticas de reconversión industrial en la producción de bienes de alta tecnología.

Puede resumirse que el éxito de las ZEE chinas se debe a factores como la 
DSOLFDFLyQ�GH�SROtWLFDV�GH�SXHUWDV�DELHUWDV��VX�XELFDFLyQ�JHRJUiÀFD�HVWUDWpJL-
ca, el papel del gobierno central al promover el crecimiento y desarrollo eco-
nómico, inversión en infraestructura urbana y la oferta de fuerza de trabajo 
de bajo costo.

Por su parte, en la India se impulsaron las ZEE a partir del año 2000 para 
poder hacer competitivo el libre comercio en las exportaciones. Para tal efecto 
a los gobiernos estatales se les concedió facultades para promover las expor-
taciones y crear infraestructura necesaria, aunado a que se creó una Junta de 
Aprobaciones conformado por 19 ministerios entre ellos, el Secretario del De-
partamento de Comercio, de Ciencia y Tecnología, de Industrias a pequeña 
escala e Industrias Agrarias y Rurales, de Defensa del Cuidado del Medio 
Ambiente, de Derecho y Justicia, de Desarrollo Urbano, entre otros10.

Algunas de las medidas que se han adoptado en las ZEE de la India son: 
derecho a la libre importación o adquisición de bienes para el desarrollo y 
mantenimiento de las unidades de la ZEE, exención al 100% del impuesto por 
ingresos por exportaciones en 5 años, 50% de exención los siguientes 5 años, 
dispensa del impuesto central por ventas, impuesto por servicios, impuesto 
estatal a las ventas y otros gravámenes, exención de impuestos especiales o de 
aduanas, préstamos comerciales de hasta $500 millones de dólares en un año 
sin restricción de vencimiento.

10  Cfr. Ministry of Commerce and Industry, 2014, “Special Economic Zones in India”, en: http://sezindia.
nic.in/about-introduction.asp, consultado el día 27 de mayo del 2016.
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En cuanto al diseño institucional el promotor solicita establecer una ZEE 
al gobierno, después éste hará la recomendación a la Junta de Aprobación; de 
cualquier forma el promotor puede dirigir directamente la propuesta a dicha 
Junta. Desafortunadamente el contexto de la economía parece no favorecer la 
consolidación de las ZEE en India11.

Otro ejemplo sobre las ZEE, lo es Paquistán; la primera fue creada en 
Khairpur, muy recientemente, el 11 de febrero del 2014, a través de la ley de 
la materia de 2012, y se espera sea un centro de procesamiento agroindustrial 
de productos derivados del dátil12. Previo a esta zona ya se habían establecido 
��=RQDV�GH�3URFHVDPLHQWR�GH�([SRUWDFLRQHV�� FRQ�GLVWLQWRV�EHQHÀFLRV13. Las 
medidas implementadas en la ZEE eximen de aranceles a la importación e 
impuestos sobre los bienes de capital necesarios para el desarrollo de la Zona, 
así como la exención del impuesto sobre la renta por los siguientes 10 años.

En cuanto al diseño institucional para establecer una Zona, la normativi-
dad permite que pueda hacerlo tanto el gobierno federal, las provincias o in-
clusive, la colaboración con el sector privado en diversos modos de asociación 
público-privada o en forma exclusiva por el sector privado. La Ley crea una 
Junta de Aprobación Federal dirigida por el Primer Ministro y lo integran los 
Ministros de Economía, los gobiernos provinciales y representantes de secto-
res público y privado.

Myamar es otro país de éxito en materia de ZEE. La aprobación de la Ley 
de ZEE es producto de su transición hacia un sistema democrático moderno, 
con economía de mercado. Se han establecido tres zonas, en Dawei, Thilawa 
y Kyuakyu y lo sorprendente es que la Inversión Extranjera Directa aumento 
de 300 millones de dólares de 2009 a 2010 a 20 mil millones de dólares entre 
�����DO������SDVDQGR�GH�XQ����HQ�VX�3,%�HQ�������D�PiV�GHO����HQ�HO�����14.

11  Cfr. INDOLINK Consulting 2013, “El gobierno puede desechar la política SEZ” Blog sobre Negocios 
en Inida-INDOLINK Consulting en: https://indolinkspanish.wordpress.com/tag/sez, consultado el día 27 
de mayo de 2016.
12  %RDUG�RI�,QYHVWPHQW�3LPH�0LQLVWHU�V�2I¿FH�*RYHUQPHQW�RI�3DNLVWDQ��³6SHFLDO�(FRQRPLF�=RQHV´��HQ�
http://boi.gov.pk/InvestmentGuide/SEZ.aspx, consultado el día 27 de mayo del 2016.
13  $O� UHVSHFWR�� VH� HQFXHQWUDQ�PHGLGDV� FRPR� OD� VLPSOL¿FDFLyQ� GH� SURFHVRV�� LQIUDHVWUXFWXUD�� DEXQGDQFLD�
GH�PDQR� GH� REUD�PRYLOLGDG� GH� SURGXFWRV� ¿QDOHV� HQWUH� XQLGDGHV� GH� H[SRUWDFLyQ�� UHSDWULDFLyQ� FRPSOHWD�
de capital y utilidades, no existe montos mínimos o máximos de inversión, importación de equipos y 
materiales libre de aranceles, no hay restricciones nacionales a las importaciones y a las regulaciones de 
tipo de cambio, asimismo la regulación del trabajo  es competencia solo de la Autoridad de las Zonas de 
Procesamiento de Exportaciones.
14  &IU��$VHDQ�%ULH¿QJ��³6SHFLDO�(FRQRPLF�=RQHV�LQ�0\DQPDU´�����-XO\�������HQ�KWWS���ZZZ�DVHDQEULH¿QJ�
com/news/2013/06/28/special-economic-zones-in-myanmar.html, consultado el día 27 de mayo de 2016. 
Asimismo puede consultarse Kpmg in Myanmar “Special Economic Zones Law in Myanmar” en Myanmar 
Tax Alert,, en: http://www.kpmg.com/MM/en/IssuesAndInsights/ArticlesPublications/TaxAlert/Documents/
Tax_Alert_SEZ-1.pdf, consultado el día 27 de mayo del 2016.
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Los incentivos implementados no solo están dirigidos a las industrias sino 
a crear cadenas de suministros necesarios para lograr el desarrollo económi-
FR��(Q�HVSHFtÀFR�FRQVLVWHQ�HQ�XQD�PRUDWRULD�ÀVFDO�GH�FLQFR�DxRV��UHGXFFLyQ�DO�
50% de impuesto sobre la renta en productos exportados al extranjero por 5 
años, reducción al 50% de impuesto sobre la renta en utilidades reinvertidas 
por productos exportados en 5 años, exención por 5 años en los derechos de 
aduana respecto a productos aprobados, así como la concesión del arrenda-
miento de tierras por 30 años.

Respecto al diseño institucional, en el 2011 se creó el Órgano Central de 
la ZEE, que supervisa la inversión extranjera en el país. Igual que Paquistán 
por la reciente creación de las zonas resulta difícil su evaluación, pero debe 
reconocerse el fomento a la inversión extranjera directa indica ser una de las 
más integrales.

En Letonia desde 1997 se establecieron las ZEE por un plazo de 20 años, 
insertando a Riga en la capital, Liepaja en la zona sur, Rezeke cerca de la fron-
tera con Rusia y Ventspils en uno de los puertos más importantes en Europa. 
El objetivo de la primera es el manejo de carga o valor añadido a servicios 
logísticos y de los últimos dos atraer logística y proyectos de exportación ma-
nufacturera.

Entre los incentivos para promover las actividades empresariales se en-
cuentran15 la reducción al 80% en el impuesto predial (tasado en 1.5% del 
valor de la propiedad), hasta alcanzar la compensación del 50% del monto 
LQYHUWLGR�\�����SDUD�ODV�3\PHV������GH�UHGXFFLyQ�HQ�HO�,PSXHVWR�DO�LQJUHVR�
FRUSRUDWLYR�ɆHO� FXDO� FRUUHVSRQGH�DO� ���Ɇ�VREUH� ODV�DFWLYLGDGHV� OOHYDGDV�D�
cabo dentro de la zona hasta que la compensación del 50% de la cantidad 
LQYHUWLGD�R�HO�����SDUD�ODV�3\PHV�����GH�,9$�SDUD�OD�PD\RUtD�GH�ORV�ELHQHV�\�
servicios proporcionados a empresas en las zonas francas o exportados fueras 
de ellas y para los bienes suministrados en zonas francas, incluyendo ser-
vicios de construcción. Así como el descuento de 80% en el impuesto sobre 
la renta al pago de dividendos y salarios a inversionistas y trabajadores de 
la zona, y la deducción de impuestos si la empresa realizó obras de infraes-
tructura dentro de la zona económica especial que correspondían al gobierno 
estatal o nacional. 

15  Cfr. Investment and Development Agency of Latvia, “Tax Incentives-Special Economic Zones” en: 
http://www.liaa.gov.lv/invest-latvia/competitive-advantages/business-incentives/tax-incentives-0, consul-
tado el día 27 de mayo del 2016, asimismo, Deloitte Touche Tohmatsu Limited, “Taxation and Investment 
in Latvia 2013. Reach, relevance and reliability”, en: http://www2.deloitte.com/content/dam/Deloitte/glo-
bal/Documents/Tax/dttl-tax-latviaguide-2013.pdf, consultado el día 27 de mayo del 2016.
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En cuanto a su diseño institucional cada ZEE posee una autoridad admi-
nistrativa, la cual decide lo referente a permisos y todo tipo de trámites de 
LQYHUVLRQHV��6X�XELFDFLyQ�JHRJUiÀFD�EHQHÀFLD�D�ODV�]RQDV��SHUR�VX�p[LWR�WDP-
bién se debe a su reciente ingreso a la Unión Europea lo que implica acceso a 
tal mercado, pero además a los fondos de cooperación.

Corea del Sur es considerado como país desarrollado y aplica las ZEEs para 
poder ser un lugar atractivo a la inversión extranjera, a través de tres modali-
dades distintas; zonas de inversión extranjera, de libre comercio y de economía libre��.

Las zonas de inversión extranjera, son áreas designada por un alcalde o go-
bernador, donde los inversionistas extranjeros hacen negocios, reciben incenti-
vos como las exenciones o reducciones a impuestos y regulaciones mitigadas.

Las zonas de libre comercio persiguen crear sinergias para aglomerar 
compañías manufactureras y de logística, actualmente existen ocho comple-
jos industriales, un aeropuerto y cinco puertos. Cada una de ellas tiene una 
RÀFLQD�GH�SODQHDFLyQ��SDUD�DWUDHU�LQYHUVLRQLVWDV�UHYLVDU�VROLFLWXGHV�GH�LQYHU-
sionistas y administrar la zona. Mientras las Zonas Económicas Libres no solo 
implementan un ambiente corporativo desregulado con incentivos de inver-
sión, sino grandes inversiones públicas para los centros urbanos, armónicas 
con el medio ambiente y con tecnología, cuya entrada en operación se espera 
sean en el 2020.

En el país, las ZEE son consideradas vitales para la mantener la compe-
titividad, atraer industrias innovadoras de alto valor agregado, pero no un 
mecanismo para detonar el desarrollo económico y social de alguna región.

La somera revisión de las experiencias internacionales antes señalada, per-
mite advertir los casos de éxito y fracaso, que puede evitarnos cometer los 
mismos errores.

Una de las enseñanzas que se detectaron es que el éxito de una ZEE resi-
GH��HQ�JUDQ�SDUWH��HQ�VX�HQIRTXH�LQWHJUDO��1R�EDVWD�FRQ�EHQHÀFLRV�ÀVFDOHV��VH�
deben generar todas las condiciones para que las empresas que se instalen en 
las zonas realmente se vuelvan más competitivas. Tiene que ser una política 
S~EOLFD�LQWHJUDO��TXH�FRQWHPSOH�LQFHQWLYRV�ÀVFDOHV�\�QR�ÀVFDOHV��IDFLOLGDGHV�HQ�
trámites y regulaciones para las empresas, infraestructura económica, esque-
mas de fortalecimiento del capital humano, apoyos a la innovación y transfe-
rencia tecnológica, así como otras medidas que eleven la productividad de los 

16  Tae Kim, Sun, “About FIZs, FTZs and FEZs“, Invest. Korea, en: http://blog.investkorea.org/wor-
dpress/?p=3431, consultado el día 27 de mayo del 2016.
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factores de la producción; lo anterior acompañado de programas que detonen 
el encadenamiento productivo de cada ZEE con su región y una política de 
desarrollo urbano sostenible, que genere comunidad y establezca todas las 
condiciones para que la población en torno a las ZEE viva con calidad.

Con base en lo anterior, la ley incorpora una propuesta de ZEE con un 
enfoque que contempla cuatro dimensiones:

x� Incentivos balanceados que estimulen tanto la inversión en activos 
ÀMRV�FRPR�OD�JHQHUDFLyQ�GH�HPSOHRV�

x� Infraestructura económica y social que eleve la productividad de los 
factores de producción.

x� Políticas de desarrollo urbano ordenado y sustentable.

x� Políticas públicas complementarias que promuevan un desarrollo re-
gional a través del encadenamiento productivo en torno a las ZEE.

Bajo este enfoque integral, las ZEE pueden detonar el desarrollo regional, 
como ha sucedido en otros países.

5. El contenido de la Ley de ZEE

5.1. Objetivo
Conforme al artículo 1, el objetivo de la Ley es regular la planeación, el esta-
blecimiento y la operación de las ZEE para impulsar el crecimiento económi-
FR�VRVWHQLEOH�TXH��HQWUH�RWURV�ÀQHV��UHGX]FD�OD�SREUH]D��SHUPLWD�OD�SURYLVLyQ�
de servicios básicos y expanda las oportunidades para vidas saludables y pro-
ductivas en las regiones del país que tengan mayores rezagos en desarrollo 
social, a través de la inversión, la productividad, la competitividad, el empleo 
y una mejor distribución de ingresos entre la población.

Las personas físicas o morales que operen como Administradores Integra-
OHV�R� LQYHUVLRQLVWDV�SRGUiQ�UHFLELU�EHQHÀFLRV�ÀVFDOHV��DGXDQHURV�\�ÀQDQFLH-
ros, así como facilidades administrativas e infraestructura competitiva, entre 
RWUDV�FRQGLFLRQHV�HVSHFLDOHV��(VWRV�EHQHÀFLRV�H�LQFHQWLYRV�GHEHUiQ�IRPHQWDU�
la generación de empleos permanentes, el ascenso industrial, el crecimiento 
de la productividad del trabajo, e inversiones productivas que impulsen el 
GHVDUUROOR�HFRQyPLFR�GH�OD�=RQD�\�VX�iUHD�GH�LQÁXHQFLD�
5.2. Determinación de las Zonas Económicas Especiales
'H�DFXHUGR�FRQ�OR�VHxDODGR�HQ�HO�DUWtFXOR���GH�OD�/H\��SDUD�TXH�VH�HVWDEOH]FD�
una ZEE en una región, deberán de reunirse los siguientes requisitos, a la 
fecha de emisión del dictamen.
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1. Incidencia de pobreza extrema. La ZEE deberá ubicarse en alguna 
de las 10 entidades con mayor incidencia de pobreza extrema, de 
acuerdo con la información proporcionada por el Consejo Nacional 
de Evaluación de la Política de Desarrollo Social;

2. 8ELFDFLyQ�JHRJUiÀFD�HVWUDWpJLFD��'HEHUiQ�HVWDEOHFHUVH�HQ�iUHDV�TXH�
representen una ubicación estratégica para el desarrollo de la activi-
dad productiva, debido a la integración de las vías de comunicación, 
que le permita tener una mayor conectividad hacia otros mercados 
tanto nacionales como internacionales.

3. Sectores de producción. Deberán prever la instalación de sectores 
productivos de acuerdo con las ventajas comparativas y vocación 
productiva presente o potencial de la Zona; y

4. Número de habitantes. Deberán establecerse en uno o más munici-
pios cuya población conjunta, sea entre 50 mil y 500 mil habitantes.

De acuerdo con el artículo 7, las ZEE podrán establecerse en alguna de las 
siguientes formas:

1. 8QLWDULD��XQ�VROR�FRQMXQWR�LQGXVWULDO�GHOLPLWDGR�JHRJUiÀFDPHQWH��HO�
cual es desarrollado por un único Administrador Integral.

2. Secciones: varios conjuntos industriales ubicados en cualquier punto 
dentro de un polígono más amplio, y cada conjunto es desarrollado 
por un Administrador Integral.

La Declaratoria de Zona es emitida por el titular del Ejecutivo Federal, con-
forme lo establecido por el artículo 8, previo dictamen positivo de la SHCP, a 
través del Decreto que se publicará en el DOF, y deberá contener:

I. /D�GHOLPLWDFLyQ�JHRJUiÀFD�GHO�WHUULWRULR�QDFLRQDO�FRQ�YHQWDMDV�QDWX-
rales y logísticas para convertirse en una región altamente productiva 
y su modalidad, señalando las entidades y municipios en las que se 
ubicará. En su caso, señalará los inmuebles del dominio público de la 
Federación que serán destinados para establecer la ZEE.

II. /D�GHOLPLWDFLyQ�JHRJUiÀFD�GHO�iUHD�GH�LQÁXHQFLD��HQWHQGLpQGRVH�SRU�
ella como las entidades o municipios que la conforman, susceptibles 
GH�SHUFLELU�ORV�EHQHÀFLRV�HFRQyPLFRV��VRFLDOHV�\�WHFQROyJLFRV�

III. /RV�PRWLYRV�TXH�MXVWLÀFDQ�OD�GHFODUDWRULD�
IV. /DV�IDFLOLGDGHV�DGPLQLVWUDWLYDV�H�LQFHQWLYRV�ÀVFDOHV��DGXDQHURV�\�HFR-

nómicos, que se les otorga;
V. El plazo dentro del cual deberá celebrarse el Convenio de Coordinación;

VI. La fecha a partir de la cual iniciará su operación.
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5.3. Convenio de Coordinación
El artículo 10 menciona que una vez emitido el Decreto de Declaratoria, se 
celebrará el Convenio de Coordinación, que es el instrumento suscrito entre 
el Gobierno Federal y los gobiernos de las entidades federativas y los munici-
SLRV�HQ�GRQGH�VH�XELTXH�OD�=RQD�\�VX�ÉUHD�GH�,QÁXHQFLD��HQ�HO�TXH�VH�HVWDEOH-
cerán las obligaciones de los tres órdenes de gobierno para el establecimiento 
y desarrollo de éstas. Dicho Convenio será publicado en el DOF y en el medio 
RÀFLDO�GH�GLIXVLyQ�GHO�(VWDGR��HO�FXDO�VH�VXMHWDUi��HQWUH�RWUDV��D�ODV�VLJXLHQWHV�
obligaciones:

I. Mantener una coordinación permanente entre los tres órdenes de go-
bierno, con el objeto de: a) Establecer y llevar a cabo el funcionamien-
to de la Ventanilla Única para facilitar los trámites que deben efectuar 
los Administradores Integrales, inversionistas y las personas intere-
VDGDV�HQ�LQVWDODU�\�RSHUDU�HPSUHVDV�HQ�HO�ÉUHD�GH�,QÁXHQFLD��E��,P-
plementar mejoras regulatorias compatibles con las mejores prácticas 
internacionales en relación con los trámites locales y municipales que 
para el efecto se necesiten; c) Realizar acciones de ordenamiento te-
UULWRULDO�HQ�HO�ÉUHD�GH�,QÁXHQFLD��G��3URPRYHU�HO�GHVDUUROOR�LQWHJUDO�
GH�ODV�SHUVRQDV�\�FRPXQLGDGHV�XELFDGDV�HQ�HO�ÉUHD�GH�,QÁXHQFLD�VH-
gún el Programa de Desarrollo; e) Planear y ejecutar las acciones de 
seguridad pública necesarias para el establecimiento y desarrollo de 
la Zona, así como establecer un mecanismo de seguimiento y eva-
luación para el efecto, observando lo dispuesto en la Ley General del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública, entre otras.

II. Otorgar en el ámbito local, las facilidades y los incentivos, señalando el pla-
]R�PtQLPR�GXUDQWH�HO�FXDO�ORV�EHQHÀFLRV�GH�FDUiFWHU�ÀVFDO�HVWDUiQ�YLJHQWHV�

III. Sujetarse a lo previsto en el Programa de Desarrollo;
IV. Sujetarse en lo previsto a las reglas para la determinación y acredita-

ción de contenido nacional conforme a la legislación aplicable, tratán-
dose de procedimiento de contratación pública de carácter nacional;

V. Llevar a cabo las medidas administrativas necesarias para su esta-
blecimiento y desarrollo, incluyendo aquellas para la instalación y 
operación de los inversionistas dentro de la misma;

VI. (VWDEOHFHU�ORV�PRQWRV�TXH�VH�FRPSURPHWHQ�SDUD�ÀQDQFLDU�ODV�LQYHU-
siones públicas que se detallen en el Convenio de Coordinación, para 
VX�GHVDUUROOR�\�ÉUHD�GH�,QÁXHQFLD��DVt�FRPR�HO�SOD]R�SDUD�UHDOL]DUODV�
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No podrá iniciar la operación de las ZEE hasta que los gobiernos estata-
les y municipales suscriban el Convenio de Coordinación, para lo cual debe-
rá contar previamente con la Autorización del Poder Legislativo Local y los 
Ayuntamientos; en caso de no requerir dichas autorizaciones conforme a la 
OHJLVODFLyQ�ORFDO��GHEHUiQ�GH�QRWLÀFDU�WDO�VLWXDFLyQ�SRU�HVFULWR�D�OD�6+&3�

5.4. Programa de Desarrollo

Este Programa será elaborado por la SHCP y se revisará cada 5 años. En todo 
caso incluirá:

I. Las acciones de ordenamiento territorial y las características de las obras 
de infraestructura de transporte, de comunicaciones, de logística, energética, 
hidráulica, ambiental y otras que se requieren ejecutar en el exterior de la 
Zona para la operación de la misma.

II. Las políticas públicas y acciones complementarias que se ejecutarán para: 
a) El fortalecimiento del capital humano, a través de la educación, capacitación 
y adiestramiento a nivel local, para la incorporación de trabajadores en los di-
versos sectores de la zona; b) El fortalecimiento de la seguridad pública en la 
=((�\�VX�ÉUHD�GH�,QÁXHQFLD��F��/D�LQQRYDFLyQ�\�GHVDUUROOR�FLHQWtÀFR�\�WHFQROy-
JLFR��G��(O�DSR\R�DO�ÀQDQFLDPLHQWR��H��/D�SURYLVLyQ�GH�VHUYLFLRV�GH�VRSRUWH�SDUD�
inversionistas; f) La promoción del encadenamiento productivo de las PYMES; 
g) Fomentar la creación y fortalecimiento de incubadoras de empresas; h) El 
IRPHQWR�DO�GHVDUUROOR�HFRQyPLFR��VRFLDO�\�XUEDQR�GHO�ÉUHD�GH�,QÁXHQFLD��L��/D�
coordinación entre la ZEE y administración portuaria integral, en su caso; j) La 
sustentabilidad, protección y preservación del medio ambiente.

�����%HQHÀFLRV�ÀVFDOHV�\�HFRQyPLFRV

/DV�HPSUHVDV�TXH�VH�VLW~HQ�HQ�ODV�=((�WHQGUiQ�XQD�VHULH�GH�EHQHÀFLRV�ÀVFDOHV�
\�HFRQyPLFRV��TXH�VHUiQ�HVWDEOHFLGRV�HQ�HO�'HFUHWR�GH�FUHDFLyQ��/RV�EHQHÀFLRV�
que se otorguen deberán incentivar la generación de empleos permanentes e 
inversiones productivas que impulsen el desarrollo económico y la creación 
de infraestructura, entre las que destacan:

I. (VWDV�]RQDV�FRQWDUiQ�FRQ�ÀQDQFLDPLHQWR�SUHIHUHQFLDO�GH�OD�EDQFD�GH�
desarrollo;

II. Tendrán facilidades para el comercio exterior; se creará un régimen 
aduanero especial que será regulado en la Ley Aduanera, el cual bus-
cará impulsar el desarrollo, operación y funcionamiento de las ZEE. 
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Para tal efecto se considerarán las mejores prácticas internacionales y 
la realidad nacional, tales como procedimientos expeditos para des-
tinar mercancías al régimen aduanero, que los impuestos al comercio 
exterior se paguen al extraer las mercancías de la Zona y se pueda 
optar por la menor incidencia arancelaria en función de la cuota apli-
cable a los insumos o a las mercancías después de haberse sometido 
a procesos de elaboración, transformación o reparación al interior de 
la Zona, según corresponda.

III. &RQWDUiQ�FRQ�XQ�WUDWR�ÀVFDO�HVSHFLDO��ORV�EHQHÀFLRV�VHUiQ�WHPSRUDOHV��
y en su caso, el monto de desgravación o descuentos de las contri-
buciones se otorgarán de manera decreciente en el tiempo. En mate-
ULD�GH�,9$�ORV�EHQHÀFLRV�ÀVFDOHV�WHQGUiQ�FRPR�SURSyVLWR�GHVJUDYDU�
los bienes que se introduzcan en dichas zonas, así como los servicios 
que se aprovechen en las mismas, cuando estas actividades se lleven 
a cabo por empresas residentes en México, actividades que estarán 
afectas a la tasa del 0%. Cuando los bienes que se introduzcan a las 
ZEE provengan del extranjero no deberán estar afectas al impuesto 
mencionado. Tratándose de las actividades que se realicen al interior 
de éstas no se considerarán contribuyentes de dicho impuesto, por lo 
que hace a dichas actividades.

(Q�PDWHULD�GH�LPSXHVWR�VREUH�OD�UHQWD��ORV�EHQHÀFLRV�ÀVFDOHV�GHEHUiQ�SURPR-
ver la inversión productiva, la formación de capital humano y la capacitación 
de los trabajadores, de forma que impulse la generación de empleo de alto valor 
agregado y la elevación de las remuneraciones de los trabajadores de la zona.

/RV�EHQHÀFLRV�TXH�RWRUJXH�HO�(MHFXWLYR�GHEHUiQ�WHQHU�FRPR�PtQLPR�XQD�
GXUDFLyQ�GH���DxRV��GXUDQWH�VX�YLJHQFLD�QR�SRGUiQ�PRGLÀFDUVH�GLFKRV�EHQH-
ÀFLRV�HQ�SHUMXLFLR�GH�ORV�FRQWULEX\HQWHV�UHVSHFWLYRV�

5.5. Ventanilla Única

Cada ZEE contará con una Ventanilla ÚQLFD�SDUD� VLPSOLÀFDU�\� DJLOL]DU� ORV�
trámites necesarios para construir, desarrollar, operar y administrar la Zona; 
realizar actividades económicas productivas de la misma, o instalar y operar 
HPSUHVDV�HQ�HO�ÉUHD�GH�,QÁXHQFLD�

Se establecerá mediante acuerdo conjunto emitido por la Comisión Federal 
de Mejora Regulatoria, las dependencias y entidades paraestatales, así como 
las entidades federativas y los municipios que hayan suscrito el Convenio de 
Coordinación. Las funciones de la Ventanilla serán las siguientes:
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I. Servir como punto de contacto en la recepción y atención de los trá-
mites, entre los Administradores Integrales e inversionistas, y las au-
toridades competentes;

II. Orientar y apoyar a los Administradores Integrales e inversionista 
sobre los trámites y requisitos que deben cumplir;

III. Recibir las solicitudes y promociones de los Administradores Inte-
grales e inversionistas relacionados con la ZEE;

IV. Dar seguimiento al trámite correspondiente y, a solicitud de los Ad-
ministradores Integrales e inversionistas, informar sobre el estado 
que guarda el mismo;

V. Promover que la autoridad competente participante en la Ventanilla 
Única resuelva de manera oportuna el trámite promovido por los Ad-
ministradores Integrales e inversionistas;

VI. Ejercer las funciones previstas respecto a las personas interesadas en 
LQVWDODU�X�RSHUDU�HPSUHVDV�HQ�ODV�ÉUHDV�GH�,QÁXHQFLD�

5.6. Consejo Técnico de la Zona

Cada zona contará con un Consejo Técnico de la Zona multidisciplinario y 
con autonomía en sus funciones, que fungirá como una instancia intermedia 
entre la SHCP y el Administrador Integral para los efectos del seguimiento 
permanente y la operación de la misma, la evaluación de desempeño y coad-
yuvancia para asegurar el cumplimiento de los objetivos de la Ley.

Este Consejo desempeñará las funciones marcadas en la Ley y sus normas 
reglamentarias, teniendo como principales funciones: 

I. (PLWLU�RSLQLyQ�VREUH�HO�3ODQ�0DHVWUR�GH�OD�=RQD�\�VXV�PRGLÀFDFLRQHV��
II. Dar seguimiento al funcionamiento de la ZEE y a las acciones asocia-

das al Programa;
III. Evaluar su desempeño y los resultados económicos y sociales en el 

ÉUHD�GH�,QÁXHQFLD��HPLWLHQGR�XQ�LQIRUPH�D�OD�6+&3��
IV. Emitir recomendaciones al Administrador Integral; 
V. Opinar sobre las acciones de la Ventanilla Única; 

VI. Opinar sobre los programas de vinculación con empresas y trabaja-
dores locales y responsabilidad social; 

VII. Hacer del conocimiento de las autoridades las irregularidades que 
detecte en relación con la operación de la zona.
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5.7. Establecimiento y Operación de las ZEE
Conforme al artículo 19, para la construcción, desarrollo, administración y 
mantenimiento de una zona se requerirán Permisos o Asignaciones, que se-
rán otorgados por la SHCP y se regirán de conformidad con lo siguiente:

I. Permisos. Podrán otorgarse a sociedades mercantiles constituidas 
conforme a la legislación mexicana hasta por 40 años, tomando en 
cuenta, cuando menos la infraestructura existente, los montos de in-
versión que se requieran por parte del Administrador Integral para 
el cumplimiento de los objetivos. Estos permisos se podrán prorrogar 
por un periodo más.

II. Asignación. Se otorgará a las entidades paraestatales de la Adminis-
tración Pública Federal cuando el Ejecutivo Federal considere que sea 
el más viable para desarrollarla.

Los Permisos y Asignaciones podrán ser revocados al Administrador Inte-
gral por diversas causas, entre las que destacan: a) Incumplir con las disposicio-
QHV�ÀVFDOHV�R�DGXDQHUDV�HVWDEOHFLGDV��E��1R�LQLFLDU�DFWLYLGDGHV�GH�FRQVWUXFFLyQ�
\�GHVDUUROOR�HQ�XQ�SHULRGR�GH�����GtDV��F��,QWHUUXPSLU�LQMXVWLÀFDGDPHQWH�DFWL-
vidades por 3 días en la ZEE; d) Incumplir con las bases de regulación tarifaria 
establecida en el Permiso o Asignación; e) Permitir la realización de actividades 
económicas productivas en la ZEE a personas que no cuenten con la Autoriza-
ción correspondiente; f) Omitir presentar el Plan Maestro; g) etcétera.

5.8. Bienes y Derechos
3DUD�HO� HVWDEOHFLPLHQWR�GH� OD�=((� OD�/H\�FDOLÀFD� VX� FRQVWUXFFLyQ��PDQWHQL-
miento, ampliación y desarrollo, como causa de utilidad pública, lo cual tie-
ne efectos para la eventual aplicación de las medidas previstas en la Ley de 
Expropiación, cuando se requiera para proveer bienes y servicios para tales 
actividades.

Se establece por regla general que corresponderá a la Secretaría de Desa-
rrollo Agrario, Territorial y Urbano, la gestión del procedimiento expropiato-
rio, incluida la emisión de la declaratoria de utilidad pública y la tramitación 
GHO�H[SHGLHQWH�D�TXH�VH�UHÀHUH�OD�/H\�GH�([SURSLDFLyQ�

6. Valoraciones críticas sobre la Ley de ZEE y conclusiones

Con la aprobación de la LFZEE, se pretende brindar mayor apertura a la pro-
ductividad de las zonas territoriales estratégicas, creando nuevos polos de 
GHVDUUROOR��FRQ� OD�ÀQDOLGDG�GH�GLVPLQXLU� ODV�EUHFKDV�GH�GHVDUUROOR�UHJLRQDO�
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y mejorar la calidad de vida de la población que vive en condiciones de po-
breza extrema, a través de la creación de servicios básicos como educación, 
salud, trabajos bien remunerados, capacitación, creación de infraestructura, 
entre otros.

Estas zonas no serán iguales unas a otras, ya que dependerán de los re-
cursos estratégicos y de la conectividad con las que cuenten cada región, es 
GHFLU��VHUiQ�WUDMHV�KHFKRV�D�OD�PHGLGD�SDUD�FDGD�UHJLyQ��FRQ�OD�ÀQDOLGDG�GH�
potenciar el desarrollo económico y social tomando en cuenta las fortalezas 
de cada región.

/D�HVWUDWHJLD�GH�FUHDU�ODV�=((�D�WUDYpV�GH�XQD�/H\�\�QR�SRU�RWUDV�ÀJXUDV�
jurídicas tiene gran relevancia, pues los inversionistas nacionales y extranje-
ros tendrán certidumbre jurídica con sus inversiones y el Ejecutivo Federal 
dará continuidad a las políticas públicas necesarias para lograr el objetivo 
planteado a través de su implementación, trascendiendo más allá de los ciclos 
políticos del país.

La Ley contiene los elementos estructurales y jurídicos necesarios para la 
determinación, creación, operación, control, vigilancia, la participación de los 
diferentes niveles de gobierno, sociedad y académicos, así mismo contempla 
aspectos muy importantes de transparencia y rendición de cuentas ante la 
sociedad y un esquema sancionatorio para todos los participantes de las ZEE.

Otro aspecto que destaca de la Ley, son los plazos de revisión del Programa 
de Desarrollo y el Plan Maestro de la Zona, lo cual permite ir haciendo ajustes 
para alcanzar el desarrollo planteado conforme evoluciona la actividad eco-
nómica nacional y/o internacional, dependiendo de la vocación de cada ZEE.

Finalmente, se considera que se ha dado un primer paso importante en la 
creación de las ZEE; la tarea pendiente es la emisión de las leyes secundarias, 
el Reglamento de la Ley y la emisión de los Decretos presidenciales para que 
queden jurídicamente integradas las ZEE. Sin embargo, el mayor reto que se 
tiene es su correcta implementación, es decir, que toda la estructura jurídica y 
administrativa creada en torno a las zonas, se puedan concretar en proyectos 
de inversión altamente productivos, que incluyan las ventajas naturales y es-
tratégicas de cada región, para crear un desarrollo económico que se traduzca 
en un incremento en la calidad de vida de los habitantes de dichas regiones.
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De la desregulación a la regulación de la autorregu-
lación de las empresas en México

Jorge Alberto Estrada Cuevas1

Resumen: En el presente ensayo proponemos la implementación de políti-
cas públicas, para instrumentar la regulación de la autorregulación de las 
empresas, con el propósito de garantizar los derechos fundamentales de las 
personas, tales como el derecho a un medio ambiente limpio, el respeto a la 
salud humana, animal y vegetal y el trabajo bien remunerado en condiciones 
dignas.
Palabras clave: Desregulación, mejora regulatoria, autorregulación, regula-
ción de la autorregulación, políticas públicas, derechos fundamentarles, ga-
rantías.
Abstract: In this essay we propose the implementation of public policies, to imple-
ment the regulation of self-regulation of the companies, for the purpose of guaran-
teeing the fundamental rights of people such as the right to an environment clean, 
the respect to the human health, animal and vegetable, and well-paid work in decent 
conditions.
Key words: Deregulation, improved regulatory, self-regulatory, regulation of 
self-regulation, policy, rights based, guarantees.

a) La regulación de la desregulación

Es a cargo del Estado, regular y promover la actividad económica del país. 

El Estado planeará, conducirá, coordinará y orientará la actividad económi-
ca nacional, y llevará al cabo la regulación y fomento de las actividades que de-
mande el interés general en el marco de libertades que otorga la Constitución.2

1 1 Licenciado y Maestro en Derecho por la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la Universidad Au-
tónoma del Estado de Morelos, Doctor en Derecho por el Colegio de Morelos. Magistrado Presidente del 
Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Morelos. Correo electrónico: jorgestrada67@gmail.com
2  Cfr. Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
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Conforme al texto del artículo 25 constitucional, el fomento del crecimien-
to económico del país, se sustenta en la competitividad, entendida ésta como 
el conjunto de  condiciones necesarias  para generar un mayor crecimiento 
económico, promoviendo la inversión y la generación de empleos.

El citado precepto constitucional establece la obligación al Estado de llevar 
al cabo la regulación y fomento de las actividades que demande el interés ge-
neral dentro de un marco de libertades.

Al desarrollo económico nacional concurrirán, con responsabilidad social, 
el sector público, el sector social y el sector privado, sin menoscabo de otras 
formas de actividad económica que contribuyan al desarrollo de la Nación.

 En este sentido, es a cargo del legislador producir la regulación normativa 
que incentive la actividad económica que permita la generación de riqueza, y 
que la riqueza se distribuya equitativamente evitando las concentraciones y 
daños medio ambientales.

La regulación, son las disposiciones mediante las cuales, el gobierno in-
WHUYLHQH� HQ� ORV�PHUFDGRV�SDUD�ÀMDU� SUHFLRV� R� FDQWLGDGHV�GH� OD� SURGXFFLyQ��
R� HVWDEOHFHU� HVSHFLÀFDFLRQHV� WpFQLFDV� \� HQ�JHQHUDO�� UHVWULFFLRQHV�TXH�GHEHQ�
cumplir los ciudadanos y las empresas para participar en el mercado.3El tér-
mino implica una intervención pública, principalmente a través del derecho 
DGPLQLVWUDWLYR�\�PHGLDQWH�ODV�SRWHVWDGHV�GH�SROLFtD��GH�YHULÀFDFLyQ�\�FRQWURO�

Estas regulaciones o reglas que pueden ser leyes, reglamentos, decretos, 
DFXHUGRV�SUHVLGHQFLDOHV��DFXHUGRV�VHFUHWDULDOHV��QRUPDV�RÀFLDOHV��FLUFXODUHV�R�
OLQHDPLHQWRV��SUHWHQGHQ�JDUDQWL]DU�HO�IXQFLRQDPLHQWR�HÀFLHQWH�GH�ORV�PHUFD-
dos, generar certeza jurídica, garantizar derechos de propiedad, evitar daños 
inminentes, o bien, atenuar o eliminar daños existentes a la salud, al bienestar 
de la población, a la salud animal y vegetal, al medio ambiente, a los recursos 
naturales o a la economía del país.

Sin embargo, al abordar esta responsabilidad, se ha producido una sobre 
UHJODPHQWDFLyQ�R� LQÁDFLyQ� OHJLVODWLYD�TXH�SURGXFH�HO� HIHFWR� FRQWUDULR��8QD�
UHJXODFLyQ�H[FHVLYD��PLQD�OD�RSRUWXQLGDG�GH�FUHFLPLHQWR�\�QXOLÀFD�OD�FRPSH-
titividad como eje rector de la economía del país. Dicho en otras palabras el 
exceso de regulación, desalienta la inversión; o bien, se convierte en barrera 
proteccionista que privilegia a empresas establecidas sobre nuevos empren-
dedores e inhibe la apertura de nuevas negociaciones mercantiles —ya sea de 
personas físicas o morales—. Este fenómeno y la intervención excesiva de la 

3  Cfr. ¿Qué es la regulación? en http://www.cofemer.gob.mx/contenido.aspx?contenido=89
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$GPLQLVWUDFLyQ�3~EOLFD�KDQ�SXHVWR�GH�PDQLÀHVWR��OD�QHFHVLGDG�GH�UHGXFLU�ODV�
trabas al nacimiento de nuevas empresas. Por otra parte, la sobrerregulación 
o la regulación dispersa y ambigua es aprovechada, con ventaja, por quienes 
SRVHHQ�ORV�UHFXUVRV�ÀQDQFLHURV�VREUH�ORV�TXH�FDUHFHQ�GH�HOORV�\�HQFXHQWUDQ�
vetas de explotación comercial libres de tutela jurisdiccional, sin considerar 
los daños medioambientales. Por esta razón, la disposición constitucional en 
comento, involucra, en el fomento del crecimiento económico, a todos los sec-
tores para lograr equilibrios que al Estado interventor escapan.

La Ley Federal de Procedimiento Administrativo, en mi opinión, inicia lo 
TXH�SRGUtDPRV�FDOLÀFDU�FRPR�regulación de la desregulación, con el objetivo de 
implementar políticas públicas orientadas a permitir mayor acceso a un ma-
yor número de personas, a las actividades productivas y económicas del país, 
sin renuncia de las potestades de policía o sancionadoras del Estado.

Mediante esta ley fue creada la Comisión Federal de Mejora Regulatoria 
(COFEMER), como un organismo desconcentrado de la Secretaria de Econo-
mía del Gobierno Federal, con autonomía técnica y operativa que tiene a su 
cargo implementar políticas públicas que permitan trasparencia en la elabo-
ración y aplicación de regulaciones de actividades productivas en sectores 
HVSHFtÀFRV�GH�OD�DFWLYLGDG�HFRQyPLFD�GHO�SDtV��

Es así que inicia la depuración de la sobre regulación y se instala como 
política pública la mejora regulatoria�SDUD�OD�VLPSOLÀFDFLyQ�DGPLQLVWUDWLYD��8Q�
mayor acceso y mayores oportunidades a los individuos y a las empresas 
para incursionar en la actividad económica, como generadores de riqueza y 
de empleos.

La COFEMER lleva a cabo las siguientes funciones4:

1. Revisa el marco regulatorio nacional, diagnostica su aplicación y ela-
bora propuestas legislativas y administrativas, así como programas para 
PHMRUDU�OD�UHJXODFLyQ�HQ�DFWLYLGDGHV�R�VHFWRUHV�HFRQyPLFRV�HVSHFtÀFRV�

2. Analiza y dictamina las regulaciones que pretenden emitir las depen-
GHQFLDV�\� ORV� RUJDQLVPRV�GHVFHQWUDOL]DGRV�GHO�*RELHUQR�)HGHUDO�� D�ÀQ�
GH�JDUDQWL]DU�TXH�VX� LPSDFWR�� HQ� WpUPLQRV�GH�EHQHÀFLRV� VRFLDOHV�� VHDQ�
mayores a sus costos.

3. Administra el Registro Federal de Trámites y Servicios que es un in-
ventario de los trámites de la Administración Pública Federal. Las De-
pendencias y Organismos Descentralizados no pueden aplicar trámites 

4  Cfr. Artículo 69-E de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo.
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adicionales a los inscritos en este registro ni aplicarlos en forma distinta 
a lo que se establezca en el mismo.

4. Brinda asesoría técnica en materia de mejora regulatoria a las entida-
des federativas y municipios del país, misma que consiste en promover 
leyes de mejora regulatoria locales, adecuaciones a reglamentos y bandos 
locales, sistemas de apertura rápida de empresas y consejos estatales y 
municipales de mejora regulatoria.

La mejora regulatoria como política pública transita sobre tres vertien-
tes: regulación económica, regulación administrativa y la regulación social. 
La primera se constituye por las disposiciones legislativas o administrativas, 
PHGLDQWH�ODV�FXDOHV�HO�JRELHUQR�LQWHUYLHQH�HQ�ORV�PHUFDGRV�SDUD�ÀMDU�SUHFLRV�
R�FDQWLGDGHV�GH�OD�SURGXFFLyQ��R�HVWDEOHFHU�HVSHFLÀFDFLRQHV�WpFQLFDV�\�HQ�JH-
neral, restricciones que deben cumplir los ciudadanos y las empresas para 
participar en los mercados; la segunda, es la que organiza el funcionamiento 
de la propia Administración Pública para proveer bienes y servicios públi-
cos; y, la tercera, se constituye por las disposiciones que tienden a proteger el 
medio ambiente, la salud humana, animal y vegetal; así como para establecer 
condiciones para el ejercicio de profesiones y para las relaciones laborales.

Es decir, la mejora regulatoria, como política pública, se enfoca a la promo-
FLyQ�GH�FDPELRV�DO�PDUFR��MXUtGLFR�SDUD�JHQHUDU�ORV�PD\RUHV�EHQHÀFLRV�D�OD�
sociedad con los menores costos posibles.

$O�SURFHVR�GH�VLPSOLÀFDFLyQ�QRUPDWLYD�WDPELpQ�VH�OH�FRQRFH�FRPR�´JXL-
OORWLQD�UHJXODWRULDµ��/D�JXLOORWLQD�SXHGH�VHU�XQ�PHGLR�HÀFD]�SDUD�UHGXFLU�OD�
burocracia innecesaria y así poder alcanzar un sistema más cuidadosamente 
reglamentado.5

/D�HVWUDWHJLD�GH�VLPSOLÀFDFLyQ�QRUPDWLYD��R� OR�TXH�HQ�SDUWLFXODU�FDOLÀFR��
como regulación de la desregulación “tiene el objeto de revisar un gran número 
de normas, eliminando las que ya no son necesarias, sin la necesidad de ac-
ciones legales largas  y costosas en cada reglamento. Se trata de un enfoque 
sistemático y transparente para revisar, eliminar, y racionalizar las regulacio-
nes comerciales, que proporciona una solución rápida a los problemas más 
FUtWLFRV�GH�OD�UHJXODFLyQ�LQQHFHVDULD�H�LQHÀFLHQWH��\�FUHD�XQD�RSRUWXQLGDG�SDUD�
construir un sistema permanente de control de calidad de la reglamentación 
de nuevos negocios para evitar la reaparición de los mismos problemas.”�

5  Ginebra Serrabou, Xavier. Mejorando la Mejora Regulatoria: Presente, pasado y futuro de la Comisión 
Federal de Mejora Regulatoria. Edición del Centro de Investigación para el Desarrollo, A.C. (CIDAC), 
México, 2013, pág. 16.
6  Ídem.
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A través de la desregulación, lo que se pretende, es la reducción de las 
QRUPDV�\�ORV�FRQWUROHV�SXEOLFRV�TXH�LPSLGDQ�R�GLÀFXOWHQ�HO�GHVDUUROOR�GH�OD�
iniciativa privada. “Así pues, la desregulación nos remite, por un lado, a la 
desreglamentación —entendida como la eliminación de regulaciones superf-
luas e innecesarias, la reducción del volumen de las normas y su articulación 
en reglamentaciones más coherentes—, y, por otro, a la relajación de los con-
WUROHV��S~EOLFRV�³GHVEXURFUDWL]DFLyQ��VLPSOLÀFDFLyQ�SURFHGLPHQWDO�\�VLPSOL-
ÀFDFLyQ�DGPLQLVWUDWLYD³�µ7

5��0DUWtQ�0DWHR��FLWDGR�D�SLH�GH�SiJLQD�SRU�'DUQDFXOOHWD��UHÀHUH�TXH�OD�
desregulación reside en la adopción de medidas que consisten básicamente 
en la eliminación, por las instancias públicas competentes, de restricciones y 
constricciones que afectan las decisiones empresariales.8

No es el caso abordar aquí, los resultados alcanzados en la última década 
HQ�PDWHULD�GH�GHVUHJXODFLyQ��VLQR�VLJQLÀFDU�XQ�IHQyPHQR�OHJLVODWLYR��SRU�XQD�
vertiente los órganos legislativos (locales y federales), y las autoridades ad-
ministrativas (federales, estatales y municipales) implementan disposiciones 
normativas que disuaden la productividad y la incursión de nuevos compe-
tidores en las actividades económicas del país, tanto en la economía macro 
como en la micro; o nacional, regional o local; y por otro lado una actividad 
intensa de evaluación de esa normatividad para eliminar trámites innecesa-
rios, que paradójicamente, a la vez, se convierten en trámites burocráticos.

(O�REMHWLYR�HV�GLVPLQXLU�OD�LQÁDFLyQ�UHJODPHQWDULD�TXH�LQKLEH�OD�LQYHUVLyQ��
fomenta la informalidad y propicia la corrupción. Desde luego que el de la 
desregulación también lo es la sustentabilidad de las empresas, la generación 
de empleos bien remunerados en condiciones de desarrollo dignos y la deto-
nación económica.

En la regulación, a veces se establecen trampas administrativas que las 
empresas deben sortear en su incursión en la vida económica y productiva 
del país. Esta política de desregulación por una parte, y de mejora regulatoria 
como intervención pública por la otra, no llegan al seno mismo de las empre-
sas, en las cuales rigen sus propias disposiciones estatutarias y sus propios 
códigos de conducta.

7  Darnaculleta I Gardella, Ma. Mercé. AUTORREGULACIÓN Y DERECHO PÚBLICO: LA AUTORRE-
GULACIÓN REGULADA, Editorial Marcial Pons, Madrid, España, 2005, pág. 76.
8  Ídem.
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b) La autorregulación de las empresas

En la actualidad, el Estado o la actividad reguladora del Estado, se enfrenta a 
los poderes facticos, dando la impresión de una merma en su soberanía. Exis-
ten espacios, en donde el poder empresarial, se autogobierna, se auto regla-
menta y se auto tutela extramuros del orden jurídico imperante. Es en estos 
espacios, en donde inicia la autorregulación de las empresas como exigiendo 
una desregulación o un límite a la regulación de las actividades económicas y 
productivas. En los distintos ámbitos privados, la autorregulación se consti-
tuye como la potestad de establecer reglas por parte de cada sujeto dentro de 
su esfera de acción, estableciendo —de manera voluntaria y quizás espontá-
nea— normas deontológicas y códigos de autocontrol.9

La economía global exige a la comunidad internacional, a cada Estado de-
mocrático, una desregulación de las actividades económicas internas; exige la 
liberación del comercio y la inversión de agentes internacionales así como la 
privatización de las empresas públicas.

En el sistema legal tradicional mexicano, ya habíamos apunado, existe una 
intervención pública en las actividades económicas y productivas del país 
con el objeto de propiciar la competitividad y el acceso y apertura  a un ma-
yor número de agentes económicos. Esta intervención pública, dijimos, viene 
disminuida con la desregulación y la regulación de la desregulación como políti-
ca pública; sin embargo, en sectores como la banca, las telecomunicaciones, 
ORV�JUHPLRV�SURIHVLRQDOHV�HQWUH�RWURV��VH�SUHÀHUH�OD�DXWRUUHJXODFLyQ�D�OD�KH-
WHURUUHJXODFLyQ��LQFOXVR��VH�SUHÀHUHQ�PHFDQLVPRV�DXWR�FRPSRVLWLYRV�SDUD�OD�
VROXFLyQ�GH�FRQÁLFWRV��(Q�HO�SODQR�LQWHUQDFLRQDO��SLpQVHVH�SRU�HMHPSOR�HQ�OD�
Federación Internacional de Futbol; en el local, en las empresas de radio y 
televisión.

La radio, la televisión, la prensa escrita, la publicidad e Internet, ya cuen-
tan con mecanismos de autorregulación, muchas veces relacionados con la 
metodología y la selección de determinados contenidos que puedan afectar 
severamente a la sociedad, o bien, con prácticas comerciales.

Una de las características de la autorregulación, es la autonomía privada 
GH�OD�YROXQWDG��HQWHQGLpQGRVH�HVWH�FRQFHSWR�FRPR�HO�SULQFLSLR�MXUtGLFR�ÀOR-
VyÀFR�TXH�OHV�DWULEX\H�D�ORV�LQGLYLGXRV�XQ�iPELWR�GH�OLEHUWDG��GHQWUR�GHO�FXDO�

9  México, Secretaria de Economía, Gobierno Federal [en línea], ESTUDIO DE AUTORREGULACIÓN 
EN MATERIA DE PRIVACIDAD Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN EL ÁMBITO DE 
LAS TI. 5ª. Entrega: Versión Final. [consultado 10-05-16], formato PDF, pág. 13, disponible en https://
SURVRIW�HFRQRPLD�JRE�P[�,PDJHQHV�,PDJHQHV0DVWHU�(VWXGLRV���3URVRIW�)5()B���SGI.
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pueden regular sus propios intereses; permitiéndoles crear relaciones obliga-
torias entre ellos, que deberán ser reconocidas y sancionadas en las normas 
de derecho.10

La autonomía privada —nos dice Lastra Lastra—, es libertad individual 
que permite hacer o no hacer, otorgar al individuo una esfera de actuación, 
es un reconocimiento del valor jurídico de sus actos que serán vinculantes y 
preceptivos.11 De acuerdo con el autor, la autonomía privada permite la 
realización de actos de autodeterminación y de autorregulación de intere-
ses propios, incluso gremiales o colectivos. Los negocios de la vida privada 
asumen la calidad de negocios jurídicos.12 El derecho proporciona a 
los particulares la posibilidad de regir sus intereses en la vida de relación. La 
función reglamentaria de la autonomía privada establece que las obligaciones 
derivadas de los contratos tienen fuerza de ley entre las partes contratantes, 
sólo tienen como límite el orden público y las buenas costumbres. En los con-
tratos civiles, es tradicional que cada uno se obligue en la forma y términos 
TXH�DSDUH]FD�TXH�TXLVR�REOLJDUVH��FRQ�OD�VDOYHGDG�GH�TXH�HO�ÀQ�R�PRWLYR�GH-
terminante de la voluntad no sea contrario al orden público ni a la moral o a 
las buenas costumbres.13

Como se apunta, la autorregulación en la vida privada de las empresas 
puede discurrir en negocio jurídico y como tal en fuente de las obligaciones; 
sin embargo, en la mayoría de los casos, la autorregulación de la actividad de 
los agentes empresariales, solo se constriñe a buenas practicas, directivas o 
parámetros de comportamiento ético y el compromiso de cumplirlos pero sin 
una consecuencia real o verdadera frente a su incumplimiento.

Esteve Pardo explica que la autorregulación no responde tanto a un im-
pulso desregulador, como a la contraria pretensión del legislador y los pode-
res publicos de ofrecer una regulación más rigurosa, vertical, adentrándose 
en el núcleo crucial y más complejo de la materia de que se trate y señala que 
esa pretensión se topa con núcleos duros de densa complejidad—técnica, éti-
FD��FLHQWtÀFD��HFRQyPLFD��HWF��³��SDUD�FHGHU�HVRV�HVSDFLRV�D�OD�DXWRUUHJXODFLyQ�
a cargo de expertos con mayor conocimiento.14

10  Ibídem, pág. 14
11  Lastra Lastra, José Manuel. Paradojas de la Autonomía de la Voluntad en las Relaciones de Trabajo [en 
línea] Biblioteca Jurídica Virtual. Revista de Derecho Privado. Nueva Serie, Nueva Época, Año II, Número 
5, mayo-agosto de 2003, ISSN 0188-5049 [consultado 21-05-16], formato PDF disponible en http://www.
juridicas.unam.mx/publica/rev/derpriv/cont/5/dtr/dtr4.htm.
12  Ídem.
13  Ídem.
14  Cfr. Prólogo de José Esteve Pardo en AUTORREGULACIÓN Y DERECHO PÚBLICO: LA AUTO-
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La autorregulación relacionada con la gestión empresarial tiene algunas 
particularidades destacables que Darnaculleta i Gardella explica de la si-
guiente manera15:

La primera de ellas se relaciona con la cobertura jurídica e institucional, la forma especí-
ÀFD�TXH�DGRSWD� OD�DXWRUUHJXODFLyQ�GH�HVWH� VXEVLVWHPD�VRFLDO�� OD�HPSUHVD��(IHFWLYDPHQWH��
una empresa es una organización de capital y trabajo que tiene por objeto la prestación 
GH�ELHQHV�\�VHUYLFLRV�DO�PHUFDGR�D�FDPELR�GH�OD�REWHQFLyQ�GH�EHQHÀFLRV�HFRQyPLFRV��3HUR�
DQWH�WRGR��XQD�HPSUHVD�HV�XQD�LQVWLWXFLyQ�TXH�VH�LGHQWLÀFD�FRQ�XQ�RUGHQDPLHQWR�MXUtGLFR�
privado —el derivado de sus estatutos y reglamentos internos— y con un poder privado, 
también reconocido jurídicamente — el poder empresarial.

En segundo lugar, la gestión empresarial está directamente relacionada con el ejercicio de 
un derecho fundamental: la libertad de empresa. Los poderes publicos deben limitar su 
injerencia en este ámbito a las exigencias de la economía general y, en su caso, de la pla-
QLÀFDFLyQ��3RU�HOOR��D�GLIHUHQFLD�GH� OR�RFXUULGR�HQ�HO�FDPSR�GH� OD� WUDQVPLVLyQ�GH� ORV�FR-
nocimientos profesionales, los procedimientos, las técnicas y las reglas que acompañan la 
gestión empresarial no han salido nunca  del ámbito de la sociedad. Los poderes públicos, 
en su actividad de regulación del mercado, no han penetrado, tradicionalmente, el umbral 
de la puerta de las empresas.

Y señala:
Otras particularidades de la autorregulación en el seno de las empresas son consecuencia 
de algunos de los problemas que, en los últimos años, se vienen planteando en el interior de 
estas y que tienen que ver con el aumento de su complejidad técnica, organizativa y ética.

(O�LQFUHPHQWR�HQ�OD�FRPSOHMLGDG�WpFQLFD�\�RUJDQL]DWLYD�GH�ODV�HPSUHVDV�SRQH�GH�PDQLÀHVWR�
la necesidad de establecer sistemas coherentes de autorregulación que permitan controlar 
los riesgos tecnológicos generados por los propios procesos de producción, e imponer a los 
empleados el cumplimiento de los objetivos marcados por la propiedad  y por la dirección, 
de acuerdo con los criterios y técnicas más adecuados. Aparecen así, reglamentos internos, 
manuales de buenas prácticas, descripciones escritas de las relaciones de producción, pro-
tocolos de actuación y de seguimiento de la actividad empresarial, o sistemas de control y 
gestión de riesgos.

La separación entre la propiedad y la dirección, derivada también de la complejidad orga-
nizativa, constituye otro problema digno de mención. El aumento del número de empresas 
que se nutren de inversores anónimos, a través de su cotización en la bolsa, y la consiguien-
WH�QHFHVLGDG�GH�RIUHFHU�FRQÀDQ]D�D�HVWRV�LQYHUVRUHV��GD�OXJDU�D�OD�DSDULFLyQ�GH�FyGLJRV�GH�
buen gobierno o normas internas que intentan garantizar la transparencia de la gestión.��

Es decir, las empresas, en su creación, formación o constitución, se rigen 
por el principio de autonomía que excluye cualquier injerencia del Estado. La 
gestión empresarial, se realiza, bajo principios de autorregulación; de normas 
que les son propias para el desarrollo del objeto social, pero que no siempre ar-
monizan con el interés general cuya tutela corresponde a los poderes publicos.

RREGULACIÓN REGULADA, Editorial Marcial Pons, Madrid, España, 2005, pág. 11.
15  Darnaculleta I Gardella, Ma. Mercé. AUTORREGULACIÓN Y DERECHO PÚBLICO: LA AUTORRE-
GULACIÓN REGULADA, Editorial Marcial Pons, Madrid, España, 2005, pág. 73.
16  Ibídem pág. 73-74.
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En este sentido, el Estado no se puede permitir una renuncia de tutela 
de ciertos bienes como son el medio ambiente, la salud humana, vegetal o 
animal, o la seguridad entre otros, y dejar en manos de la iniciativa privada 
dicha tutela.

c) Regulación de la autorregulación o autorregulación regulada

$Vt�FRPR�VH�LQLFLy�XQ�SURFHVR�LQÁDFLRQDULR�GH�UHJXODFLRQHV�D�ODV�DFWLYLGDGHV�
económicas y productivas del país, para luego aplicar una guillotina desre-
gulatoria y abrevar en la mejora regulatoria como política pública, en nuestra 
opinión, la autorregulación debe transitar por los mismos senderos. 

/D� VRÀVWLFDFLyQ� WHFQROyJLFD� \� RUJDQL]DWLYD�GH� ODV� HPSUHVDV� VH� FRQVWLWX\H�
como barrera de regulación pública; son espacios cedidos a la autorregulación 
de la iniciativa privada; no obstante, en nuestra opinión, no pueden constituir 
zonas exentas de control por parte de la Administración Pública; principal-
mente cuando entran en juego determinados bienes jurídicos instituidos como 
derechos fundamentales sobre los cuales, la sociedad exige cobertura jurídica. 
Garantizar un nivel adecuado de protección de los bienes y derechos constitu-
cionalmente protegidos sigue siendo un imperativo irrenunciable. Las facul-
tades de policía, de ningún modo pueden quedar en manos de la iniciativa 
privada y el Estado no puede renunciar a su potestad de control y vigilancia.

La autorregulación sin regulación estatal puede convertirse en una trampa. 
Empresas nacionales y transnacionales aprovechan los controles internos o la 
autorregulación para persuadir la intervención estatal; simulan ser responsa-
bles con el medio ambiente para obtener la aprobación social pero sus moti-
vaciones no son otras que el lucro y el poder económico. También se puede 
utilizar la autorregulación como una forma de exclusión de nuevos competido-
res, quienes de entrada no pueden cumplir con parámetros de procedimientos 
técnicos, por carecer precisamente de las tecnologías más recientes.

La autorregulación de las empresas altamente contaminantes, por dar un 
ejemplo,  desde un punto de vista ético y social, tiende a establecer mecanismos 
de control interno de carácter privado con el objeto de minimizar los riesgos  o 
daños que producen, pero, no resultan efectivas sin el escrutinio estatal. Pense-
mos en el caso volks wagen, que llevó a esa empresa a alterar los mecanismos 
de cierto tipo de vehículos para burlar las normas ambientales.

Desde esta perspectiva, a nuestro modo de ver, la autorregulación, si bien 
resulta necesaria puesto que existen espacios de la iniciativa privada que no 
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SXHGHQ�VHU�LQYDGLGRV�SRU�ORV�SRGHUHV�SXEOLFRV��HVSHFtÀFDPHQWH�SRU�OD�$GPL-
nistración Pública,  y el principio de libre empresa, si puede convertirse en una 
política pública, al igual que sucede con la mejora regulatoria.

Así, consideramos que la autorregulación, en un esquema vinculante, debe 
enmarcarse en una estrategia pública de regulación, para arribar a nuevas for-
mas de regulación publica caracterizadas por esquemas procedimentales que 
tengan por objeto la regulación de la autorregulación.

El carácter vinculante como resultado de la autorregulación regulada o 
regulación pública de la autorregulación, se entiende como el proceso de au-
WRUUHJXODFLyQ�FRQ�ÀQHV�SXEOLFRV�TXH�SXHGH�LPSRQHUVH�SRU�OD�$GPLQLVWUDFLyQ�
Pública a los diversos sectores  productivos o empresariales.

Es decir, una política pública en la que el Estado, tienda a instrumentalizar 
ODV�QRUPDV�\�ORV�FRQWUROHV�SULYDGRV��SRQLpQGRORV�DO�VHUYLFLR�GH�ÀQHV�SXEOLFRV��
Actualmente, se apuesta a la ética y compromisos medioambientales que pue-
de tener cada empresa. No obstante, el control estatal no puede ser ajeno. 

Es verdad que en términos constitucionales, corresponde al Estado la rec-
toría económica del país y que a los poderes publicos, principalmente al legis-
lativo le corresponde regular —en normas generales— los mercados; es cierto 
también que conforme a esas reglas el ejecutivo, a través de la Administración 
Pública y ciertas medidas reglamentarias vigila, y en su caso sanciona, la acti-
vidad de los agentes económicos, pero es cierto también, que hasta el momento 
en México, no se han implementado políticas públicas para regular la autorre-
gulación de la iniciativa privada. En la regulación de la desregulación se pre-
tende abatir la sobre reglamentación; en la regulación de la autorregulación, la 
idea es combatir la anemia legislativa.

Posiblemente un organismo desconcentrado homologo a la COFEMER po-
dría ser el inicio para adoptar estas medidas regulatorias, muy necesarias para 
privilegiar el Estado de derecho y garantizar los derechos públicos fundamen-
tales. Al transitar hacia un Estado de derecho garante, es preciso que en estos 
rubros existan también mecanismos de defensa de ciertos derechos colectivos 
sobre los cuales hoy en día se ha creado mayor conciencia. El amparo, como 
recurso breve y sencillo para hacer efectivos los derechos fundamentales, no 
ha penetrado en la esfera privada, para contener abusos del poder empresarial.

La garantía de respeto a los derechos fundamentales,  está en la regulación 
pública de la autorregulación y en el establecimiento de mecanismos o medi-
das de autorregulación vinculante; en parámetros  que desarrollen principios 
generales a seguir por las empresas en sus procesos de auto control y autorre-
gulación.
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La Empresa Socialmente Responsable en torno a la 
Discriminación Laboral por razón de edad

Antonio Sorela Castillo1

Resumen: La presente investigación versa sobre como las Empresas enfrentan 
el reto en la convocatoria y contratación de trabajadores frente a la discrimi-
nación laboral por razón de edad y de esta manera se convierten en Empresas 
Socialmente Responsables, asimismo se analizan las Constituciones Politicas 
de las Entidades Federativas de México, las cuales discriminan el acceso al 
servicio público en torno a la edad. 

Palabras clave: Derechos Humanos, Empresa Socialmente Responsable, Dis-
criminación, Joven, Persona Mayor, Trabajador, Trabajo.

Abstract: The present investigation is about how the companies face the challenge 
in the call and hiring of workers against the labor discrimination due to age and in 
this way they become Socially Responsible Companies, as well as the Political Consti-
tutions of the Federative Entities of México, Which discriminate access to the public 
service around age.

Key words: Human Rights, Socially Responsible Company, Discrimination, Young, 
Senior, Worker.

1  Profesor de la Universidad Iberoamericana, miembro de Amnistia Internacional, Director de Derechos Hu-
PDQRV�GH�OD�6HFWUHWDULD�GH�*RELHUQR�GHO�(VWDGR�GH�0RUHORV��&RUUHR�HOHFWUyQLFR��DOHURVBNDV��#KRWPDLO�FRP



TEMAS SELECTOS 5

112

Introducción

Hablar de la responsabilidad de las empresas hasta hace poco tiempo no te-
nia mucho eco, en virtud que el termino empresa remitia inmediatamente a 
“utilidades”, sin embargo, hoy en día esta concepción no es aceptable, toda 
vez que ademas de sus ganancias la empresa debe tomar en cuenta que las 
actividades derivadas de su giro comercial pueden afectar a sus empleados e 
incluso a personas que no teniendo la calidad de “trabajador” se pueden ver 
afectados en sus derechos humanos.

Ahora bien, la presente investigación se reduce a un tema enlazado con la 
resposabilidad que deben tener las empresas  en torno a la no discriminación 
por razón de edad en el Estado mexicano, toda vez que muchas personas en 
diversas partes del mundo sufrieron, sufren y desafortunadamente sufriran 
en un futuro discriminación por el solo hecho de ser jóvenes o adultos mayo-
res y en algunos casos personas que no colocandose en alguna de las catego-
rias antes mencionadas tambien sufren tal discriminación, por lo que anali-
zaremos la responsabilidad que deben asumir las empresas sean privadas o 
públicas, la obligación que tienen de tutelar el respeto del derecho humano 
de la no discriminación, que incluye desde la convocatoria y la contratación, 
DVL�WDPELHQ�VH�DQDOL]DUi�VREUH�HO�FDVR�HVSHFtÀFR�GH�ODV�&RQVWLWXFLRQHV�GH�FDGD�
Entidad Federativa del Estado mexicano en donde se observa este tipo de 
discriminación pero en torno a servidores públicos para ocupar el cargo de 
Magistrado de los tribunales judiciales.

Por otra parte, sin dejar a un lado el tema de la responsabilidad social de 
las empresas en torno a la discriminación en la convocatoria y contratación 
de personas, es importante establecer la dimensión integral de la Responsa-
bilidad Social Empresarial, las líneas estratégicas que pueden adoptar las em-
presas, asi  como los principios de Responsabilidad Social Empresarial que 
sugiero adopten todos los empleadores.

1. CONCEPTOS GENERALES

1.1 Concepto Jurídico de Trabajo

El profesor Roberto Muñoz Ramón nos dice: “el trabajo estructurado y regu-
lado por nuestra rama jurídica, consiste en una actividad humana, material o 
intelectual, prestada libremente, por cuenta ajena, en forma subordinada para 
SURGXFLU�EHQHÀFLRV��\�GHEH�VHU�DGHPiV�SHUVRQDO��OtFLWR�\�UHPXQHUDGR�µ2

2  Muñoz Ramón, Roberto. Derecho del Trabajo. “Instituciones”. T.II. Editorial Porrúa. México. 1983. p.3.
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Por último no podemos dejar de invocar nuestra Ley Federal del Trabajo 
��HQ�YLUWXG�TXH�GHÀQH�HO�FRQFHSWR�GH�WUDEDMR�HQ�VX�DUWtFXOR����GH�OD�VLJXLHQWH�
manera: Artículo 8. “toda actividad humana, intelectual o material, indepen-
dientemente del grado de preparación técnica requerida por cada profesión 
X�RÀFLR�µ3 De lo anterior se deduce que para efectos de nuestra ley, el trabajo 
es una acción que conlleva a realizar un esfuerzo físico o mental y debe ser 
realizada estrictamente por un ser humano. 

1.2 Sujetos de la Relación de Trabajo

Los titulares de los derechos y de las obligaciones de índole laboral son a 
los que llamamos sujetos de la relación de trabajo, estando reconocidos por las 
leyes laborales de nuestro país así como en instrumentos internacionales, me 
UHÀHUR�SUHFLVDPHQWH�DO�trabajador, el patrón, sindicato de trabajadores y sindicato 
de patrones. Ahora bien me concentraré en analizar el concepto de trabajador y 
de patrón, para acotar el tema que me concierna, motivo del presente trabajo. 

1.2.1 El Trabajador

0H�SHUPLWR�LQYRFDU�XQD�GHÀQLFLyQ�TXH�DSRUWD�HO�LOXVWUH�*XLOOHUPR�&DEDQHOODV�
al señalar que el trabajador es “todo aquel que realiza una labor socialmente 
útil y de contenido económico. Todo el que cumple un esfuerzo físico o in-
telectual con el objeto e satisfacer una necesidad económicamente útil, aún 
cuando no logre el resultado.”4

$KRUD�ELHQ���OD�/H\�)HGHUDO�GHO�WUDEDMR�GHÀQH�DO�WUDEDMDGRU�HQ�HO�DUWtFXOR����
tal cual podemos observar: Artículo 8. “Trabajador es toda persona física que 
presta a otra física o moral, un trabajo personal subordinado.”5 Sin embargo 
considero que nuestra legislación es muy estricta en dicho concepto, estimo 
conveniente que se tuvo que precisar que el trabajo personal que se preste 
debe tutelar el respeto a la dignidad humana, además que debe ser lícito, bien 
remunerado y a elección libre.

1.2.2 El Patrón
Otro sujeto de la relación individual del trabajo de suma importancia es el 

3  Ley Federal del Trabajo, Art. 8.
4  Cabanelas, Guillermo. Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual. T. VII. Vigésimo primera Edición. 
Editorial Heliasta. Argentina. 1989. p.123.
5  Ley Federal del Trabajo. P. 3.
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patrón, por lo que presento un análisis de su concepto, en sus dos vertientes, 
como patrón persona física y patrón persona moral.

En este sentido el patrón a diferencia del trabajador, puede ser una perso-
na física o una persona moral, por su parte Muñoz Ramón concibe al patrón 
como “la persona física o moral, que utiliza por su cuenta y bajo su subordi-
nación, los servicios lícitos, prestados libre y personalmente mediante una 
retribución, por un trabajador.”�

(VWD�ÀJXUD�´(O�SDWUyQµ�HV�TXLHQ�RUGHQD�\�GLULJH�D�ORV�WUDEDMDGRUHV�HQ�OR�
UHIHUHQWH�DO�GHVDUUROOR�GHO�WUDEDMR��HV�TXLHQ�UHFLEH�ORV��EHQHÀFLRV�GH�ORV�VHUYL-
cios que prestan los trabajadores, y por ende su obligación es la de pagar una 
remuneración a los trabajadores por el trabajo prestado.

Como ya se ha comentado el patrón puede ser tanto una persona física 
como una persona moral, como persona moral puede ser una asociación civil, 
sociedad civil o una sociedad mercantil. 

Ahora bien el patrón como persona física es el ser humano que personal-
mente tiene contacto directo con los trabajadores y en muchos casos puede 
ejercer directamente la autoridad de mando sobre ellos en lo relacionado con 
el trabajo. 

El patrón puede ser también una persona moral de naturaleza civil o mer-
cantil, concebimos que una persona moral es un grupo de personas físicas 
TXH� UH~QHQ� VXV� HVIXHU]RV�\� FDSLWDOHV�SDUD� UHDOL]DU�XQ�ÀQ� FRP~Q�FRQIRUPH�
a derecho y a las cuales la ley les reconoce personalidad jurídica propia con 
derechos y obligaciones que hacen valer por medio de sus órganos represen-
tativos o de las personas físicas que tengan la facultades para ejercer derechos 
y cumplir obligaciones. 

3RU�VX�SDUWH�OD�/H\�)HGHUDO�GHO�7UDEDMR�QRV�DSRUWD�XQD�GHÀQLFLyQ�GH�SDWUyQ�
en el artículo 10, primer párrafo de la siguiente forma: “patrón es la persona 
física o moral que utiliza los servicios de uno o más trabajadores.”7 

1.2.2.1 Empresa

El profesor Juan Palomar nos dice que la palabra empresa proviene del latín 
“in-prehensa��FRQ�HO�VLJQLÀFDGR�GLUHFWR�GH�WRPD�R�FRQTXLVWD��(V�OD�HQWLGDG�IRU-
mada por el capital y el trabajo, como factores de producción y que se dedica 
D�DFWLYLGDGHV�PHUFDQWLOHV�R�LQGXVWULDOHV�R�GH�SUHVWDFLyQ�GH�VHUYLFLRV�FRQ�ÀQHV�
lucrativos y con la consiguiente responsabilidad.”8

6   Muñoz Ramon, Roberto. Derecho del Trabajo. T. II. Op. Cit. p. 25 
7  Ley Federal del trabajo. Op. Cit. P. 2.  
8  Palomar De Miguel, Juan. Diccionario para Juristas. Editorial Porrúa. México. 2000. p 581.
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([LVWHQ�GLYHUVDV�GHÀQLFLRQHV�TXH�VREUH�HO�FRQFHSWR�GH�5HVSRQVDELOL-
dad Social Empresarial, sin embargo no dejan claro cómo una empresa 
puede ponerla en práctica. 

1.3 Concepto de Responsabilidad Social Empresarial

Responsabilidad Social Empresarial es inherente a la empresa, hoy en día 
se ha convertido en una nueva forma de gestión y de hacer negocios, en 
la cual la empresa se ocupa de que sus operaciones sean sustentables en 
lo económico, lo social y lo ambiental, reconociendo los intereses de los 
distintos grupos con los que se relaciona, tal como lo ha mecnionado el 
profesor Juan Felipe Cajiga Calderón en un trabajo sobre al busqueda de 
un concepto apegado a la realidad, nos dice que se debe entender como  
“una visión de negocios que integra el respeto por las personas, los va-
lores éticos, la comunidad y el medioambiente con la gestión misma de 
la empresa, independientemente de los productos o servicios que ésta 
ofrece, del sector al que pertenece, de su tamaño o nacionalidad”.9 Ahora 
bien entendemos que el trabajo presupone una actividad o esfuerzo hu-
mano material o intelectual, de forma subordinada, personal, a favor de 
una persona física o moral, a cambio de una remuneración, existiendo una 
armonía entre el capital y la clase trabajadora. 

En el Estado mexicano, hay un gran avance sobre este tema al haber 
logrado el consenso de los principales organismos empresariales y de res-
ponsabilidad social sobre un concepto y un marco ideológico común, lo 
que, sin duda, facilita su difusión y comprensión. Es así como todos los 
organismos de AliaRSE10 coinciden en entender como: 

Responsabilidad Social Empresarial, es el compromiso consciente y 
FRQJUXHQWH�GH�FXPSOLU�LQWHJUDOPHQWH�FRQ�OD�ÀQDOLGDG�GH�OD�HPSUHVD��WDQ-
to en lo interno como en lo externo, considerando las expectativas eco-
nómicas, sociales y ambientales de todos sus participantes, demostrando 
respeto por la gente, los valores éticos, la comunidad y el medio ambiente, 
contribuyendo así a la construcción del bien común.

De tal manera, que entendemos que la responsabilidad empresarial 
la trae consigo dentro se su función original de la empresa sin que deba 

9  Cajiga Calderón, Juan F. Concepto de Responsabilidad Social Empresarial, Centro Mexicano para 
la Filantropía A.C. México. S.F. P. 2.
10  Loc. Cit.
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entenderse como algo ajeno,  mas bien, implica que debe cumplir con ella en 
virtud que de no hacerlo traera consecuencias  negativas o viceversa, afectan-
do o ayudando a las personas relacionadas con su actividad empresarial y en 
su caso con el resto de la sociedad. 

Luego entonces, la Responsabilidad Social Empresarial trae consigo la ac-
tuación consciente y comprometida de mejora continua, medida y consistente 
que permite a la empresa generar valor agregado para todos sus públicos, 
al mismo tiempo que cumple con las obligaciones contenidas en el sistema 
jurídico mexicano asi como con los compromisos internacionales de los que 
México suscribió.

1.4 Concepto de Discriminación
Considero importante de acuerdo a este concepto invocar lo que la Conven-
ción Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Per-
sonas Mayores más adelante (CIPDHPM) considera como Discriminación, 
KDFLHQGR�PHQFLyQ�TXH�GLFKR�LQVWUXPHQWR�LQWHUQDFLRQDO�QR�KD�VLGR�ÀUPDGR�
SRU�QXHVWUR�SDtV��DKRUD�ELHQ�HQ�HO�DUWLFXOR����'HÀQLFLRQHV��GLFKR�LQVWUXPHQWR�
antes mencionado nos dice que debemos entender por discriminación:

“Cualquier distinción, exclusión, restricción que tenga como objetivo o 
efecto anular o restringir el reconocimiento, goce o ejercicio en igualdad de 
condiciones de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la 
esfera política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida 
pública y privada.”11

Ahora bien, el investigador Cain nos dice que en economía debemos en-
tender a la discriminación como “las desigualdades de bienestar económi-
co debidas a diferencias de color, raza, género, etc.; como las diferencias de 
ingresos o salarios entre agentes económicos que tienen el mismo nivel de 
productividad.”12 El profesor Cain al emitir este concepto sin duda lo hace 
desde el punto de vista económico y con gran interés sobre las desigualdades 
de los trabajadores, resulta importante que dicha teoría fue de las de mayor 
LQÁXHQFLD�HQ�OD�GpFDGD�GH������

11  Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, Art. 2. P. 3. 
2UJDQL]DFLyQ�GH�ORV�(VWDGRV�$PHULFDQRV��DSUREDGD�HQ�RFWXEUH�GH�������OD�FXDO�QR�KD�VLGR�¿UPDGD�SRU�0p[LFR�
12  Cain, G. “The economics of discrimination, Focus, 7, 2, 1984, pp. 1-11.  
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1.4.1 Discriminación por edad en la vejez

&RQWLQXDQGR�FRQ�HO�DQiOLVLV�GH�OD�&,3'+30�PH�SHUPLWR�WUDVFULELU�OD�GHÀQL-
ción de Discriminación por edad en la vejez:

“Cualquier distinción, exclusión o restricción basada en la edad que tenga 
como objetivo o efecto anular o restringir el reconocimiento, goce o ejercicio 
en igualdad de condiciones de los derechos humanos y libertades fundamen-
tales en la esfera política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera 
de la vida pública y privada.”13 

1.4.2 Concepto de Persona Mayor

La CIPDHPM establece que la Persona Mayor es:

´$TXHOOD�GH����DxRV�R�PiV��VDOYR�TXH�OD�OH\�LQWHUQD�GHWHUPLQH�XQD�HGDG�EDVH�
PHQRU�R�PD\RU��VLHPSUH�TXH�HVWD�QR�VHD�VXSHULRU�D�ORV����DxRV��(VWH�FRQFHSWR�
incluye, entre otros, el de persona adulta mayor.”14

1.5 Concepto de Juventud

(V�XQ�WpUPLQR�TXH�GHULYD�GHO�YRFDEOR�ODWLQR�-XYHQWXV��SHUPLWH�LGHQWLÀFDU�DO�
lapso de la vida ubicado  entre la infancia y la adultez. La Organización de 
ODV�1DFLRQHV�8QLGDV��218��KD�GHÀQLGR�D�OD�MXYHQWXG�FRPR�OD�HWDSD�TXH�FR-
mienza a los 15 y se prolonga hasta los 25 años de vida de todo ser humano. 
aunque no existen límites precisos al respecto. 

Sin embargo, la Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes en 
su artículo 1 dice que “bajo las expresiones “joven”, “jóvenes” y “juventud” 
a todas las personas, nacionales o residentes en algún país de Iberoamérica, 
comprendidas entre los 15 y los 24 años de edad. Esa población es sujeto y 
titular de los derechos que esta Convención reconoce, sin perjuicio de los que 
LJXDOPHQWH�OHV�EHQHÀFLH�D�ORV�PHQRUHV�GH�HGDG�SRU�DSOLFDFLyQ�GH�OD�&RQYHQ-
ción Internacional de los Derechos del Niño.”15

13  Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores. 
Op.Cit. P. 3.
14  Loc. Cit.
15  Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes, aprobado por la Organización Iberoamericana 
GH�OD�-XYHQWXG�DGRSWDGR�HQ�$EULO�GH�������0p[LFR�QR�OR�KD�UDWL¿FDGR�



TEMAS SELECTOS 5

118

2. Discriminación Laboral por razón de edad

Ahora bien, me he tomado a la tarea de realizar un análisis sobre la discrimi-
nación pero desde la vertiente laboral, desde la convocatoria y la contratación 
del personal, ello en virtud de que considero que este tipo de discriminación 
atenta contra el Derecho humano de la no discriminación así como al derecho 
al Trabajo tutelado por nuestra máxima norma nacional y por instrumentos 
internacionales de los que el Estado mexicano es parte, los actos de discrimi-
nación de este tipo han sido una práctica desde hace mucho tiempo, y lo peor 
es que hoy en día siguen vigentes, la ejercen tanto empresas privadas como 
el mismo Estado, de manera muy clara con criterios tan arcaicos para la con-
tratación, tales como; contar con una determinada edad, género, orientación 
sexual, profesar determinada religión, contar con alguna discapacidad, entre 
otros requisitos absurdos que se traducen en una forma de distinción por 
razones que no tienen que ver con las capacidades y aptitudes que requieren 
para desempeñar un empleo, cargo o comisión, por lo que se limita la igual-
dad de oportunidades y de trato a la que tienen derecho todas las personas. 

Partiendo desde la premisa que todas las personas tienen derecho al traba-
jo sin que deba existir distinción por ninguna razón, sin embargo en la prác-
tica la discriminación forma parte de nuestras vidas cuando los empleadores 
de carácter privado o publico olvidan las obligaciones establecidas por nues-
tra Constitución Federal precisamente en el ultimo párrafo del articulo 1º, 
que impone que no debe haber discriminación “por origen étnico o nacional, 
el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de 
salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o 
cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anu-
lar o menoscabar los derechos y libertades de las personas.”��

No obstante que existen normas de derecho interno así como instrumentos 
Internacionales de los que el Estado mexicano es parte, los cuales prohíben 
los tratos discriminatorios y se siguen practicando, el primer problema que 
LGHQWLÀFR�HV�OD�IDOWD�GH�PHFDQLVPRV�SDUD�VDQFLRQDU�HO�LQFXPSOLPLHQWR�GH�OR�
ordenado en tales normas, en virtud de que las leyes solo prohíben actos dis-
criminatorios, y aunque algunas entidades federativas han incluido dentro de 
su código penal el delito denominado “discriminación de persona” la sanción 
es risoria, y en otro tipo de discriminación las condenas son meramente so-
ciales, por ejemplo falta una ley que establezca un procedimiento para evitar 
la discriminación en la contratación, si de por sí es complicado evitar la dis-

16  Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Articulo 1, párrafo octavo. P.1.
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tinción entre personas que ya son parte de una relación laboral imagine la 
persona que no es aceptada para una simple entrevista o el que fue rechazado 
para el empleo y, dado que no hay una relación laboral, no hay sustento legal 
para exigir tales acciones.

La discriminación laboral no puede permitirse en ningún momento, es 
decir, se debe evitar desde la convocatoria, contratación, durante y despues 
de la relación laboral, pero resulta que las personas que se encuentran más 
desprotegidas son las que aún ni siquiera se les permite una entrevista para la 
FRQWUDWDFLyQ��SRU�OR�TXH�HV�QHFHVDULR�TXH�VH�KDJD�HÀFD]�OD�SURKLELFLyQ�GH�HVDV�
las prácticas discriminatorias, promover que tales conductas son prohibidas y 
tiene consecuencias jurídicas, establecer sanciones que condenen la conducta 
de empleadores sean privados o públicos, diseñar una norma secundaria que 
establezca las medidas para hacer efectivas la no discriminación laboral y es-
WDEOHFHU�FXDO�HV�OD�DXWRULGDG�FRPSHWHQWH�SDUD�UHVROYHU�ORV�FRQÁLFWRV�HQ�GLFKD�
materia, diseñando un procedimiento sencillo, pronto y expedito.

2.1 Discriminación Laboral en la Convocatoria y Contratación
Como ya se advirtió con antelación, esta prohibida toda discriminación mo-
tivada por razón de edad, ahora bien, existe un sin número de casos  de con-
vocatorias donde ofertan empleos y exigen como uno de los requisitos para 
acceder a una entrevista contar con una edad determinada, imcumpliendo 
claramente tanto las empresas privadas como el mismo Estado con lo ordena-
do por el numeral primero de nuestra Constitución Federal, no obstante que 
el derecho a la no discriminación prohíbe distinciones que atenten contra la 
dignidad.

Así también considero que al emitir este tipo de convocatorias se vulnera 
HQ�SHUMXLFLR�GH�ODV�SHUVRQDV�GHO�QXPHUDO���GH�OD�FRQVWLWXFLyQ�IHGHUDO��HVSHFtÀ-
camente en el primero y segundo párrafo que a continuación transcribo:

“Artículo 5. A ninguna persona podrá impedirse que se dedique a la pro-
fesión, industria, comercio o trabajo que le acomode, siendo lícitos. El ejerci-
cio de esta libertad sólo podrá vedarse por determinación judicial, cuando se 
ataquen los derechos de tercero, o por resolución gubernativa, dictada en los 
términos que marque la ley, cuando se ofendan los derechos de la sociedad. 
Nadie puede ser privado del producto de su trabajo, sino por resolución judi-
cial. La Ley determinará en cada Estado cuáles son las profesiones que necesi-
tan título para su ejercicio, las condiciones que deban llenarse para obtenerlo 
y las autoridades que han de expedirlo.”17

17  Ley Federal del Trabajo, Op. Cit. Pag. 2.
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Del numeral antes transcrito se observa que a ninguna persona se le pue-
de impedir dedicarse al trabajo que pretenda, siempre y cuando sean lícitos, 
por lo que es claro que las personas que aspiren a ocupar un cargo, empleo o 
comisión licito, no se debe impedir aspirar a ello sin ninguna otra restricción 
mas que la aptitud y capacidad para desempeñarlo.

Al igual, considero que con este tipo de requisitos vulneran en perjuicio 
de todas las personas lo dispuesto por el artículo 123 de nuestra Constitución 
Federal que en su primer párrafo a la letra dice:

“Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente 
útil; al efecto, se promoverá la creación de empleos y la organización social 
para el trabajo, conforme a la Ley.”18

Por lo antes transcrito considero que los empleadores al emitir tales con-
vocatorias emiten una prohición para los ciudadanos, restringiendo su dere-
cho a desempeñar un trabajo digno y socialmente útil, pues el único requisi-
tos que muchos no cumplirian es la edad, sin analizar su capacidad y aptitud 
para dempeñar el trabajo ofertado.

Bajo este tenor, considero que cuando se emitan convocatorias exigiendo 
los requisitos de edad, a todas luces se actualizan todos los elementos de la 
acción de daño moral, pues al ser discriminado es clara la existencia de un he-
FKR�LOtFLWR��PLVPR�TXH�YXOQHUD�GH�IRUPD�ÁDJUDQWH�OD�GLJQLGDG�GH�ODV�SHUVRQDV��
al fomentar la exclusión por una cuestión de edad. 

Por lo tanto, cuando se actualice este tipo de discriminación, se lleva al 
terreno del acceso a un empleo u ocupación, implica que existe un trato des-
LJXDO�LQMXVWLÀFDGR��HQ�YLUWXG�TXH�GHQWUR�GHO�FRQMXQWR�GH�SHUVRQDV�DSWDV�SDUD�
el desempeño de la multicitada labor  (mesero, jardinero, asistente, gerente, 
HWF���� HO�PRWLYR�GH�H[FOXVLyQ�QR� LQFLGH�HQ� ODV�DSWLWXGHV�QL�HQ� OD�FDOLÀFDFLyQ�
necesaria para tal desempeño, por lo que insisto que esta practica afecta el 
derecho humano a la no discriminación; en virtud de que los empleadores li-
mitan el derecho humano al trabajo por una razón de edad lo que implica una 
vulneración directa a la dignidad, razón por la cual, la existencia de un acto 
TXH�FRQWHQJD�XQD�H[FOXVLyQ�LQMXVWLÀFDGD�HV�HO�~QLFR�GDWR�TXH�VH�UHTXLHUH�SDUD�
que se actualice la vulneración al derecho humano a la no discriminación.

Asi tambien, es necesario señalar que la actual Ley Federal de Trabajo, lue-
go de la reforma implementada en el año 2012, ha dado un paso importante al 
UHFRQRFHU�H[SUHVDPHQWH�OD�SOHQD�HÀFDFLD�GH�ORV�GHUHFKRV�IXQGDPHQWDOHV�GHO�
trabajador en el plano de las relaciones laborales. Las normas claves en este 

18  Constitución Política de  los Estados Unidos Mexicanos. Op. Cit. Pag 127.
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DVSHFWR�VRQ�ORV�DUWtFXORV������������\�����GH�OD�OH\��ORV�FXDOHV�FRQVDJUDQ�HO�GH-
recho a la no discriminación en el empleo y se encuentran en consonancia con 
el compromiso internacional adquirido por el Estado mexicano al suscribir 
el Convenio Internacional del Trabajo n° 111, relativo a la discriminación en 
materia de empleo y ocupación, especialmente en lo dispuesto en su articulo 
2º que a la letra dice:

“Art. 2.- Todo Miembro para el cual este Convenio se halle en vigor se 
obliga a formular y llevar a cabo una política nacional que promueva, por 
métodos adecuados a las condiciones y a la práctica nacionales, la igualdad 
de oportunidades y de trato en materia de empleo y ocupación, con objeto de 
eliminar cualquier discriminación a este respecto.”19

Asimismo sirve de fundamento lo resuelto por la primera sala de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación, de acuerdo al AMPARO DIRECTO EN RE-
VISIÓN 992/2014, la cual sin duda en un criterio que ha dejado precedentes 
referente a la protección de derechos humanos, en especial a un grupo históri-
camente vulnerado como son los jóvenes, adultos mayores y en general todas 
las personas que por no contar con una edad requerida en las convocatorias 
no accedan a un empleo, cargo o comisión.

He dejado claro que discrimina tanto una empresa privada como el mismo 
(VWDGR�FXDQGR�ÀJXUD�FRPR�SDUWLFXODU��\�PH�SHUPLWR�SUHVHQWDU�GRV�LPiJHQHV�
donde ofertan empleos y dejan claro que quien aspire a por lo menos una 
entrevista debe reunir el requisito de edad:20 21

19  C111 Convenio sobre la discriminación (empleo y ocupación), 1958, La Conferencia General de la 
Organización Internacional del Trabajo: Convocada en Ginebra por el Consejo de Administración de la 
2¿FLQD�,QWHUQDFLRQDO�GHO�7UDEDMR��\�FRQJUHJDGD�HQ�GLFKD�FLXGDG�HO���MXQLR������HQ�VX�FXDGUDJpVLPD�VH-
gunda reunión.
20 http://www.angulo7.com.mx/2017/01/31/policia-federal-lanza-convocatoria-ingreso-salario-desde-16-mp/
21 http://pachuca.anunciosya.com.mx/estacionamiento-solicita-empleado-a-en-pachuca-WBZ4

Convocatoria en donde se oferta empleo 
para pertenecer a la Policía Federal de 
México20 

Convocatoria para contratar perso-
nal en una negociación de carácter  
privada21 
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Como se observa en ambas imágenes, imponen que los solicitantes cum-
plan con una edad determinada, por lo que las personas mas jóvenes o mas 
adultas no podrán ni si quiera acceder a una entrevista de trabajo, no impor-
ta si tiene la capacidad y aptitud para desempeñar la labor que requieren, 
atentando a todas luces contra el derecho humano a la no discriminación por 
razón de edad y sin duda contra el derecho humano al trabajo.

2.1.1 Discriminación en las convocatorias para aspirar a un cargo dentro del 
VHUYLFLR�S~EOLFR

En el caso de la mayoría de las Entidades Federativas del Estado mexica-
no, se establece que para el caso de aspirar a ser Magistrado de los Tribunales 
Superiores de Justicia, se debe de cumplir con el requisito de edad, es decir, 
FRQWDU�DO�GtD�GH�OD�GHVLJQDFLyQ�QR�PHQRV�GH����QL�PiV�GH����DxRV�GH�HGDG��
requisito idéntico que se exige para ser Ministro de la Corte Suprema, con lo 
cual es obvio que restringe el derecho a todos los demás ciudadanos que aspi-
UHQ�D�RFXSDU�WDQ�GLVWLQJXLGR�FDUJR��QR�H[LVWLHQGR�MXVWLÀFDFLyQ�DOJXQD��SXHV�HO�
contar con esa edad no garantiza la capacidad y aptitud adecuada para ejercer 
debidamente el multicitado cargo, y es claro que la supuesta “experiencia” 
de la que hablan muchos no se adquiere ni se pierde con la edad, tal candado 
debe ser eliminado si es que nuestros legisladores quieren proteger de mane-
UD�HÀFD]�ORV�GHUHFKRV�IXQGDPHQWDOHV�GH�WRGDV�OD�SHUVRQDV�

$�FRQWLQXDFLyQ�SUHVHQWR�JUDÀFDV�GH�ODV�(QWLGDGHV�)HGHUDWLYDV�GH�0p[LFR�
respecto al requisito de edad mínima, máxima, antigüedad en titulo y cedula 
profesional:22

 

22 http://www.senado.gob.mx/index.php?watch=60&sm=2

Información recabada de todas las Constituciones Políticas de las 29 
Entidades Federativas de México22
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23

&RPR�VH�SXHGH�DSUHFLDU�HQ�ODV�JUDÀFDV��HQ�HO�(VWDGR�PH[LFDQR����&RQV-
tituciones locales determinan como requisito necesario que el participante 
cuente cuando menos con 35 años de edad, así también algunas mencionan 
TXH�HO�FRQWDU�FRQ������������R����DxRV�HV�XQD� OLPLWDFLyQ�SDUD�SRGHU�RFXSDU�
tan importante cargo, otras mas exigen contar con 5 o 10 años de antigüedad 
en el titulo y algunas con 10 años de antigüedad en cedula profesional. Sin 
embargo las constituciones de los Estados de Puebla y Sinaloa exigen que el 
participante cuente cuando menos con la edad de 30 años, como observamos 
estas dos normas son menos limitativas por cuanto hace al goce del derecho 
humano de los jóvenes, empero, la Constitución del Estado de Querétaro no 
exige contar con una edad mínima pero no pueden participar quien tenga 77 
años de edad; como podemos observar algunas normas limitan el acceso a jó-
YHQHV�\�RWUDV�D�DGXOWRV�PD\RUHV�VLQ�TXH�H[LVWD�MXVWLÀFDFLyQ�DOJXQD�GH�PDQHUD�
racional.

Vale la pena hacer notar lo que el Investigador Jorge E. Linares opina so-
bre este tema, él considera que “la discriminación es uno de los principales 
obstáculos para el desarrollo económico, social y político de nuestro país, 
porque mientras se perpetúe la discriminación, la desigualdad de trato y 
de derechos por el origen, la condición social o de salud, por la apariencia, 
la forma de hablar o por la orientación sexual, nunca podremos aspirar a 
construir una sociedad equitativa que sea capaz de garantizar oportunidades 
de desarrollo y de bienestar para todos.”24

Derivado de lo anterior es pertinente mencionar que el Sistema Jurídico Es-
tadounidense tiene una norma denominada The Age Discrimination in Emplo-
\PHQW�$FW�RI�������$'($�25 norma que tutela a las personas adultas mayores 

23 http://www.senado.gob.mx/index.php?watch=60&sm=2 Op.Cit.
24  http://www.bioetica.unam.mx/desigualdad.html.
25  The Age Discrimination in Employment Act of 1967, USA.

Información recabada de las Constituciones Políticas de Puebla,  Que-
rétaro y Sinaloa.23
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que considere que se han vulnerado sus derechos laborales por lo que tiene 
el derecho a presentar una querella de discriminación ante la Comisión para 
la Igualdad de Oportunidades en el Empleo de los Estados Unidos, se puede 
SUHVHQWDU�XQD�TXHUHOOD�SRU�FRUUHR�R�SHUVRQDOPHQWH�HQ�OD�RÀFLQD�PiV�FHUFDQD��

3. La dimensión integral de la Responsabilidad Social Empresarial

Ahora bien, debemos dejar claro las acciones que deben realizar las empresas 
de manera efectiva para cumplir cabalmente con con su responsabilidad al 
momento de emitir convocatorias y contratar personal sin discriminar por 
razón de edad,  convirtiendose en una empresa responsable de manera inte-
gral, lo que implica hacer un análisis sobre el alcance que tendrá, expectativas 
y valores que conforman el ser y quehacer de las personas y de las sociedades 
con las que interactúa; atendiendo en gran parte lo que el profesor  Cajiga Cla-
deron�� nos dice sobre la forma de sus niveles de responsabilidad, las cuales  
se pueden entender y agrupar: 

En su dimensión económica interna, su responsabilidad se enfoca a la ge-
neración y distribución del valor agregado entre colaboradores y accionistas, 
considerando no sólo las condiciones de mercado sino también la equidad y 
la justicia, respetando normas de derecho interno así como las obligaciones 
que el Estado mexicano ha adoptado en plano internacional.

En su dimensión económica externa, implica la generación y distribución 
de bienes y servicios útiles y rentables para la comunidad, además de su apor-
tación a la causa pública vía la contribución impositiva. Asimismo, la empre-
VD�GHEH�SDUWLFLSDU�DFWLYDPHQWH�HQ�OD�GHÀQLFLyQ�H�LPSODQWDFLyQ�GH�ORV�SODQHV�
económicos de su región y su país, teniendo como eje rector la inclusión, es 
decir, contratar jóvenes, adultos mayores, mujeres, personas con discapaci-
dad, personas con orientación sexual diferente, etc.

En su dimensión social interna, implica la responsabilidad compartida y 
subsidiaria de inversionistas, directivos, colaboradores y proveedores para el 
cuidado y fomento de la calidad de vida en el trabajo y el desarrollo integral 
y pleno de todos ellos. 

En su dimensión sociocultural y política externa, conlleva a la realización de 
acciones y aportaciones propias y gremiales seleccionadas para contribuir con 
tiempo y recursos a la generación de condiciones que permitan y favorezcan la 
expansión del espíritu empresarial y el pleno desarrollo de las comunidades y, 
por tanto, a un entorno de mercado favorable para el desarrollo de su negocio. 

26  Cajiga Calderón, Juan F. Op. Cit. P. 5.
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(O� DQiOLVLV�GH� FDGD�GLPHQVLyQ� OOHYD�D� OD�GHÀQLFLyQ�GH� ODV� HVWUDWHJLDV�GH�
DFFLyQ�HVSHFtÀFDV�SDUD�TXH�FDGD�HPSUHVD�DFW~H�GH�DFXHUGR�D�VX�SURSLR�FRQ-
texto, tome a su cargo y costo la realización de proyectos completos en lo 
individual o de manera colaborativa con otros actores y/o sectores que com-
partan metas similares. 

3.1 Líneas estratégicas que propongo deben adoptar las empresas
Considero que la Responsabilidad Social Empresarial en el tema que desa-
rrollo, se comprende reconociendo 3 ámbitos básicos y estratégicos que de-
termian su presencia en la actividad de la empresa, asi tambien cada ambi-
to incluye subtemas, que pueden variar de una empresa a otra de acuerdo 
a su actividad, hago mención que en las Conclusiones del III Congreso de 
Responsabilidad Social Empresarial en las Américas27 manejan 4 ambitos, sin 
embargo para el tema que se investiga consideré importante solo invocar los 
siguientes:

���eWLFD�\�JREHUQDELOLGDG�HPSUHVDULDO��
���&DOLGDG�GH�YLGD�HQ�OD�HPSUHVD��GLPHQVLyQ�VRFLDO�GHO�WUDEDMR���
���9LQFXODFLyQ�\�FRPSURPLVR�FRQ�OD�FRPXQLGDG�\�VX�GHVDUUROOR�

3.2 Principios de la Responsabilidad Social Empresarial
Derivado de lo anterior, los ámbitos de la Responsabilidad Social Empresarial 
responden a ciertos principios, y es  aplicando esos principios lo que asegura 
su implementación exitosa, siendo los siguientes: 

x� “Respeto a la dignidad de la persona.
x� Empleo digno.
x� Solidaridad.
x� Subsidiariedad.
x� Contribución al bien común. 
x� Corresponsabilidad.
x� &RQÀDQ]D�
x� Ética en los negocios. 
x� Prevención de negocios ilícitos. 
x� Vinculación con la comunidad. 
x� Transparencia.

27  Conclusiones del III Congreso de Responsabilidad Social Empresarial en las Américas. Forum Empre-
VD�&HPH¿��0p[LFR��0D\R�GH������
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x� Honestidad y legalidad.
x� Justicia y equidad. 
x� Empresarialidad.
x� Desarrollo social.”28

Por lo tanto, la Empresa Socialmente Responsable es aquella que se pre-
ocupa por la ciudadanía de manera general, fundamentando su visión y su 
FRPSURPLVR�VRFLDO�HQ�SULQFLSLRV�\�DFFLRQHV�TXH�EHQHÀFLDQ�D�VX�QHJRFLR�SHUR�
que su unico objetivo no son las ganancias sino que actuan en pro de sus 
trabajadores, pero también sobre aquellos que no teniendo ese carácter pue-
den en un momento dado tenerlo, y la mejor manera de llevar a la práctica 
WDOHV�SULQFLSLRV�HV�HQ�HO�FDVR�HVSHFtÀFR�GH�QR�UHDOL]DU�QLQJXQD�FRQYRFDWRULD�
de empleo donde se establezca como requisito contar con una edad determi-
nada, así mismo al momento de contratar a las personas, realizar un análisis 
integral sobre sus capacidades y aptitudes sin que la edad sea un factor para 
contratar o no a una persona, sin importar si es joven, adulto o adulto mayor.

Resulta necesario invocar uno de los diez principios del Pacto Mundial, 
referente al tema de no disminación y que a la letra dice:

“3ULQFLSLR��� Eliminar la discriminación en relación con el empleo y la ocu-
pación. Esto sólo exige a las empresas contratar a las personas en base a su 
capacidad para realizar el trabajo que requiere el puesto que ofrecen. Si, en 
lugar de ello, basan la contratación en el género de las personas, la raza, la 
UHOLJLyQ�X�RWURV�SUHMXLFLRV��VLJQLÀFD�TXH�HVWiQ�SHUMXGLFDQGR�D�VX�QHJRFLR��/RV�
ascensos también deberían basarse en el mérito de las personas. Existen so-
bradas pruebas de las consecuencias positivas de las prácticas no discrimina-
torias sobre la productividad y la rentabilidad de las empresas. Este principio 
le pide a las empresas que, en su forma de conducirse, no caigan en la trampa 
de los prejuicios.”29

Derivado de lo anterior las empresas deben de realziar actos encamina-
dos a abolir todo tipo de discriminación dentro de su fuente de trabajo, esto 
abarca desde las convocatorias y en todo lo refrente a las condiciones de la 
relación laboral. 

28  Ibidem. P. 5.
29  Los diez principios que abarca el Pacto Mundial corresponden al ámbito de los derechos humanos (ex-
traídos de la Declaración Universal de los Derechos Humanos), derechos laborales (extraídos de la Decla-
ración de la OIT relativa a los principios y derechos fundamentales en el trabajo), aspectos medioambienta-
les (extraídos de la Declaración de Río de Janeiro sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo) y acciones de 
lucha contra la corrupción (extraídas del Convenio de la ONU contra la Corrupción). El décimo principio, 
relativo a la corrupción, se agregó en junio de 2004. 
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Conclusión

La adopción de la Responsabilidad Social Empresarial sobre el tema de no 
discriminación en las convocatorias y contratación del personal seguramente 
no  será una tarea fácil, en virtud de que muchas empresas estan acostum-
bradas a excluir personas por el simple hecho de verlas jóvenes o adultos 
mayores, sin embargo, en la medida que esas prácticas desaparezcan se dará 
la oportunidad a todas las personas que aspiren a un empleo en un principio 
a acceder a una entrevista y derivado de ella analizar su capacidad y aptitud 
para poder desempeñar el empleo ofertado, tutelando el derecho humano de 
OD�QR�GLVFULPLQDFLyQ�GH�PDQHUD�HÀFD]�

Resulta necesario, si es que nuestros legisladores quieren proteger de ma-
QHUD�HÀFD]�ORV�GHUHFKRV�IXQGDPHQWDOHV�GH�WRGDV�OD�SHUVRQDV��TXH�H[LVWD�XQD�
ley secundaria para la discriminación laboral, en donde establezca un proce-
dimiento adecuado para evitar los atropellos contra los mexicanos, que sea 
muy parecida al modelo estadounidense denominado The Age Discrimina-
WLRQ�LQ�(PSOR\PHQW�$FW�RI�������$'($�30 norma que tutela a las personas 
mayores, las cuales al considerar que se han vulnerado sus derechos laborales 
tiene la posibilidad de presentar una querella de discriminación ante la Comi-
sión para la Igualdad de Oportunidades en el Empleo de los Estados Unidos, 
ahora bien, sugiero que esta norma proteja a todas las personas sin establecer 
edad, es decir, tanto jóvenes como adultos podrían recurrir a dicho procedi-
miento.

Por ultimo, considero que cualquier tipo de convocatoria, asi como las 
normas que establezcan como requisito para ocupar un empleo, cargo o comi-
sión dentro del servicio público o empresa privada que las personas cuenten 
con una determianda edad, estas al considerarse que atentan contra el dere-
cho humano de no discriminación deben inobservarse, y en tanto no exista 
la norma y procedimiento que propongo, todas las autoridades en el ambito 
de sus competencias deben utilizar las herramientas protectoras de los dere-
FKRV�KXPDQRV�\D�YLJHQWHV�HQ�QXHVWUR�VLVWHPD�MXUtGLFR�PH[LFDQR��PH�UHÀHUR�
al Principio Pro Persona, Principio de Interpretación Conforme y el Control Difuso 
de Convencionalidad.

30  Ibidem. The Age Discrimination in Employment Act of 1967, USA.
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Estado actual del derecho de los consumidores en el 
ordenamiento jurídico nicaragüense

Jesús Jusseth Herrera Espinoza1

Resumen: El presente artículo de investigación pretende poner en evidencia los 
rasgos más acusados del estado actual de la regulación en materia de Derecho 
de consumo en Nicaragua. Sin perjuicio de informar sobre el catálogo de dere-
chos establecidos en la Ley 842, de protección de los derechos de las personas consu-
midoras y usuarias, el estudio pone especial atención en analizar el estatus quo en 
materia de protección del derecho a la salud y seguridad; y en la protección de 
los intereses económicos y sociales, en el ordenamiento jurídico nicaragüense.

Palabras clave: Derecho de consumo, consumidor, usuario, salud y seguri-
dad, contratación mediante condiciones generales, cláusulas abusivas.

Abstract: This research paper aims to evidence the most obvious features of the cu-
UUHQW�VWDWH�RI�UHJXODWLRQ�LQ�WKH�ÀHOG�RI�FRQVXPHU�ODZ�LQ�1LFDUDJXD��:LWKRXW�SUHMXGLFH�
to report on the bill of rights established by Law 842, the protection of rights of con-
sumers and users, the study pays special attention to analyzing the status quo on the 
protection of the right to health and safety; and the protection of economic and social 
interests in the Nicaraguan legal system.

Key words: Consumer law, consumer, user, health and safety, recruitment through 
general conditions, unfair terms.

1  Doctor en Derecho Mercantil por la Universidad Autónoma de Madrid. Catedrático de la Universidad 
&HQWURDPHULFDQD��8&$���MHVXVBMXVVHWK#\DKRR�FRP
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Introducción
En la República de Nicaragua, desde hace bastantes años ya, el legislador 
se ha preocupado por dotar al ciudadano de un conjunto normativo que le 
permita tutelar los derechos que le asisten en su carácter de consumidores o 
usuarios de bienes y servicios.

En tal sentido, el presente ensayo tiene como objetivo primordial hacer 
una valoración crítica general de los grandes ejes temáticos de los que se ocu-
pa la regulación especial más reciente en esta materia, a saber, la Ley 842. 
LEY DE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CONSU-
MIDORAS Y USUARIAS2 (en lo sucesivo Ley 842). Norma que ha sido regla-
PHQWDGD�D�WUDYpV�GHO�'HFUHWR�1~PHUR����������5(*/$0(172�'(�/$�/(<�
No. 842, LEY DE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS 
CONSUMIDORES Y USUARIAS3 (en lo sucesivo Reglamento de la Ley 842).

A manera de ubicación general del lector, vale la pena comentar que la 
Ley 842 viene a derogar las disposiciones en materia de consumo contenidas 
en la Ley No. 182, “Ley de Defensa de los Consumidores”4, y su Reglamento, 
Decreto A. N. No. 21875. Régimen jurídico que, en nuestra opinión, se carac-
WHUL]DED�SRU� VHU� EDVWDQWH�GHÀFLWDULR�GHVGH�XQD�SHUVSHFWLYD� HPLQHQWHPHQWH�
técnica, especialmente, por su marcada “vocación inconstitucional”, en tanto 
en cuanto el reglamentista había caído en la tentación de venir a superar los 
serios vacíos e inconsistencias jurídicas de la Ley a través de disposiciones re-
glamentarias, vulnerando con ello las reglas más elementales de todo Estado 
de Derecho.

(Q�ÀQ�� YDOJD� GHFLU�� ab initio, que nuestra primera valoración del nuevo 
entramado normativo que rige desde hace relativamente poco tiempo en 
nuestro país (Ley 842) es el de tener una vocación omnicomprensiva del ca-
tálogo de los principales derechos y garantías que ostentan los consumidores 
y usuarios en el sistema jurídico nicaragüense. Adicionalmente, la Ley 842, 
supera en gran medida esa “vocación inconstitucional” que caracterizaba el 
Ancien régime en materia de consumo.

1. El reconocimiento y protección del Derecho consumo en sede constitucional

La Constitución Política nicaragüense, particularmente a partir de la recien-
te reforma constitucional��� TXH�YLQR�D�PRGLÀFDU�HO� FRQWHQLGR�\�DOFDQFH�GHO�

2  3XEOLFDGD�HQ�/D�*DFHWD��'LDULR�2¿FLDO��1~PHUR������GHO����GH�MXOLR�GH������
3  3XEOLFDGR�HQ�/D�*DFHWD��'LDULR�2¿FLDO��1~PHUR������GHO����GH�RFWXEUH�GH������
4  3XEOLFDGD�HQ�/D�*DFHWD��'LDULR�2¿FLDO��1~PHUR������GHO����GH�1RYLHPEUH�GH������
5  3XEOLFDGR�HQ�/D�*DFHWD��'LDULR�2¿FLDO��1~PHUR������GHO���GH�VHSWLHPEUH�GH������
6  Ley 854. Ley de Reforma Parcial a la Constitución Política de la República de Nicaragua. Publicada en 
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precepto que anteriormente se ocupaba de esta temática, deja claramente es-
tablecido el interés del Estado en promover y proteger los derechos de los 
consumidores y usuarios en nuestro país, a través de la instauración de una 
Ley especial que regule la materia.

En este sentido, el artículo 105 de la Constitución Política nicaragüense es-
tablece: Es obligación del Estado promover, facilitar y regular la prestación de los ser-
vicios públicos básicos de energía, comunicación, agua, transportes, infraestructura 
vial, puertos y aeropuertos a la población, y derecho inalienable de la misma el acceso 
a ellos. Las inversiones privadas y sus modalidades y las concesiones de explotación a 
sujetos privados en estas áreas, serán reguladas por la ley en cada caso.

Los servicios de educación, salud y seguridad social, son deberes indeclinables del 
Estado, que está obligado a prestarlos sin exclusiones, a mejorarlos y ampliarlos. Las 
instalaciones e infraestructura de dichos servicios propiedad del Estado, no pueden ser 
enajenadas bajo ninguna modalidad. Los trabajadores de la educación y la salud parti-
ciparán en la elaboración, ejecución y seguimiento a los planes, programas y proyectos 
dirigidos al sector, y se regirán por las leyes correspondientes.

Se garantiza la gratuidad de la salud para los sectores vulnerables de la población, 
priorizando el cumplimiento de los programas materno infantil. Se desarrollará el 
modelo de salud familiar y comunitaria.

Los servicios estatales de la salud y educación deberán ser ampliados y fortaleci-
dos. Se garantiza el derecho de establecer servicios privados en las áreas de salud y 
educación.

Es deber del Estado garantizar el control de calidad de bienes y servicios y evitar 
la especulación y el acaparamiento de los bienes básicos de consumo. El Estado ga-
rantizará la promoción y protección de los derechos de los consumidores y 
usuarios a través de la Ley de la materia.

Las concesiones de explotación de servicios públicos otorgadas a sujetos privados 
deberán realizarse bajo procesos transparentes y públicos, conforme la ley de la ma-
WHULD��GHELHQGR�REVHUYDUVH�SDUD�VX�RSHUDFLyQ�FULWHULRV�GH�HÀFLHQFLD�\�FRPSHWLWLYLGDG��
satisfacción de la población y cumplimiento de las leyes laborales del país. 

Como es fácilmente apreciable, en Nicaragua, en sede constitucional, exis-
te un moderno y amplio marco general pensado, precisamente, para garanti-
zar y tutelar los derechos e intereses de los consumidores y usuarios.

/D�*DFHWD��'LDULR�2¿FLDO��1~PHUR�����GHO����GH�)HEUHUR�GH������
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2. Noción legal de consumidor y usuario en el sistema jurídico nicaragüense

Incursionando de lleno en el análisis de la Ley especial de la materia, el artícu-
OR���GH�OD�/H\������TXH�VH�RFXSD�GH�HVWDEOHFHU�ODV�SULQFLSDOHV�GHÀQLFLRQHV�D�VHU�
empleadas, prevé que consumidor o usuario, es aquella persona natural o jurídica 
que adquiere, utiliza o disfruta bienes o servicios, tanto privados, como públicos, como 
GHVWLQDWDULR�ÀQDO.

En otras palabras, el legislador nicaragüense se ha decantado por una no-
ción restrictiva de consumidor y usuario, en tanto pone la nota que activa el 
VLVWHPD�GH�SURWHFFLyQ�HQ�OD�FDOLGDG�GH�́ GHVWLQDWDULRV�ÀQDOHVµ�TXH�WLHQHQ�pVWRV��
Es decir, se prescinde de conceptos más amplios e imprecisos, como es el caso 
del concepto de “cliente”.

Llevando a cabo una interpretación sistemática de la norma, nos parece 
que la idea del legislador es conceder la cualidad de “consumidor o usuario 
ÀQDOµ�D�TXLHQ�DGTXLHUD��SRVHD�R�XWLOLFH�XQ�ELHQ�R�XQ�VHUYLFLR��\��GH�IRUPD�DGL-
cional, que ese bien o servicio sea destinado a “su uso personal”. Este criterio 
es de carácter subjetivo, en tanto se centra sobre la persona del consumidor 
y usuario, y sobre las condiciones en las cuales éstos desempeñan su papel 
dentro del ciclo económico7.

Si bien algunos ordenamientos jurídicos se reservan únicamente la des-
cripción de consumidores a las personas físicas, con exclusión de las personas 
jurídicas, en el sistema nicaragüense también se considerarán consumidoras 
o usuarias a las microempresas cuando éstas evidencien una situación de asi-
metría informativa con las personas proveedoras (es decir con los empresa-
rios que proveen bienes o servicios) respecto de aquellos bienes o servicios 
que no formen parte del giro propio del negocio8. 

En nuestra opinión, la protección a la microempresa es una tutela de ca-
UiFWHU�H[FHSFLRQDO��SXHV��UHJXODUPHQWH��VH�WUDWD�GH�XQD�SHUVRQD�FRQ�ÀQHV�GH�
lucro. En tal sentido, el legislador ha tomado en cuenta para su protección 
la pequeña dimensión del negocio y, por ende, la escaza capacidad de nego-
ciación de la microempresa con el proveedor; considerando, especialmente, 
la asimetría informativa con el proveedor respecto al producto y que éste no 
forme parte del giro propio del negocio9.

7  Vid. Feldstein de Cárdenas, Sara Lidia y Klein Viera, Luciane, “La noción de consumidor en el MERCO-
SUR” en Cuadernos de Derecho Transnacional, octubre, 2011, volumen 3, Número 2 págs. 73 y ss.
8  Artículo 2 de la Ley 842.
9  García Sánchez, David, “La noción de consumidor” en Consumo & Legal, Número 68, Marzo 2012, 
págs. 5 y ss. 
&DEH�GHVWDFDU�TXH�GLFKR�DXWRU��FLWDQGR�XQD�VHQWHQFLD�SHUXDQD�TXH�VH�KD�RFXSDGR�GH�HVWH�WHPD��PDQL¿HVWD��
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Como hemos dejado en evidencia, la norma nicaragüense considera como 
otro requisito necesario para la tutela de la microempresa como consumidora, 
el hecho de que el producto o servicio no esté relacionado con el giro propio 
GHO�QHJRFLR��OR�TXH�YLHQH�D�VLJQLÀFDU�TXH�VL�ELHQ�HO�SURGXFWR�KD�VLGR�DGTXLULGR�
por la microempresa para ser utilizado en actividades relacionadas a la mis-
ma, dicho producto no puede estar relacionado a la producción de otros bie-
nes o servicios (ya sea como materia prima o materiales fabricados) ofrecidos 
por la microempresa, o destinados a sus instalaciones (como instalaciones o 
HTXLSRV�ÀMRV��SXHV�SDUD�HVWRV�FDVRV�VH�SUHVXPH�TXH�HO�PLFURHPSUHVDULR�WLHQH�
o debería tener conocimientos superiores10.

Para completar las ideas que venimos exponiendo, el legislador patrio se 
decanta por no considerar personas consumidoras o usuarias, a quienes adquieran, 
DOPDFHQHQ��XWLOLFHQ�R�FRQVXPDQ�ELHQHV�\�VHUYLFLRV�TXH�JXDUGHQ�UHODFLyQ�HVSHFtÀFD�FRQ�
su actividad empresarial para integrarlos a los procesos de producción, importación, 
distribución, transformación, comercialización, alquiler de bienes o prestación de ser-
vicios a terceros. Asimismo, se prevé que la legislación de consumo no será aplicable a 
los servicios personales prestados en virtud de una relación laboral, ni a los servicios 
profesionales o técnicos para cuyo ejercicio se requiera tener título11.

De lo antes dicho se colige que nuestro legislador entiende por “acto de 
consumo” el acto jurídico que permite obtener un bien o un servicio con vista 
a satisfacer una necesidad personal o familiar, de modo que, resulta natural 
que, en contraposición a esta idea, los actos y contratos relacionados en el 
precitado artículo 3 de la Ley se excluyan tajantemente de ser encuadrables 
como posibles actos de consumo.

3. Personas frente a las que se protege al consumidor y usuario

9DOH�OD�SHQD�GHVWDFDU�TXH�DO�GHÀQLU�DO�FRQVXPLGRU�\�DO�XVXDULR�HO�OHJLVODGRU�
nicaragüense no menciona expresamente la condición empresarial o profesio-
nal del sujeto con el que aquél ha de entrar en relación para merecer la tutela 
que la ley otorga. 

Con todo, el propio artículo 1 de la Ley 842, al referirse al objeto de la mis-
ma, prevé que dicha norma pretende: Establecer el marco legal de protección de 
los derechos de las personas naturales y jurídicas que sean consumidoras o usuarias 

“La ratio de tutelar únicamente a los microempresarios y excluir al resto de empresas del sistema de pro-
tección al consumidor, es que la ley entiende que los microempresarios por su tamaño, capacidad económi-
ca, organización y/o estructura interna, pueden en determinados supuestos padecer asimetría informativa 
IUHQWH�D�VXV�SURYHHGRUHV��HQ�WpUPLQRV�HTXLSDUDEOHV�D�ORV�GH�XQ�FRQVXPLGRU�¿QDO´�
10  García Sánchez, “La noción de consumidor”, cit., págs. 6 y s.
11  Artículo 3 de la Ley 842.
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de bienes o servicios, procurando la equidad, certeza y seguridad jurídica en las rela-
ciones de consumo con las personas proveedoras de bienes y servicios públicos, 
privados, mixtos, individuales o colectivos… Como se observa, dicho artícu-
lo ya acuña el concepto de “persona proveedora” como sujeto frente al que se 
protege al consumidor y usuario de bienes o servicios.

&RPSOHPHQWDQGR�OD�DQWHULRU��HO�DUWtFXOR���GH�OD�/H\�HQ�FRPHQWR�GHÀQH�D�OD�
Persona Proveedora como aquella persona natural o jurídica de carácter público, 
privado o mixto, que de forma habitual desarrolla las actividades de producción, fabri-
cación, importación, distribución, comercialización o alquiler de bienes o prestación 
de servicios a las personas consumidoras o usuarias. 

Así, lo que caracteriza al proveedor es la actividad económica que éste 
desarrolla. De tal suerte que, la persona proveedora es un empresario (en 
sentido amplio) que desarrolla en régimen de mercado cualquiera de las si-
guientes actividades: actividad industrial; actividad intermediaria en la circu-
lación de bienes y servicios; actividad de las llamadas profesiones liberales; 
actividad de producción agrícola, ganadera y artesanal, entre otras.

4. Derechos básicos de protección a los consumidores y usuarios 

(O�DUWtFXOR���GH�OD�/H\�����HVWDEOHFH�XQ�DPSOLR�FDWiORJR�GH�GHUHFKRV�D�IDYRU�GH�
las personas consumidoras y usuarias, a saber: 

i. Estar protegidas contra los riesgos que puedan afectar su salud, integridad 
física o su seguridad. 
ii. Tener libre acceso y en igualdad de circunstancias conforme disponibilidades 
del mercado, a bienes y servicios de calidad que respondan a sus necesidades hu-
manas básicas, asegurando a las poblaciones más vulnerables bajo las políticas de 
seguridad alimentaria y nutricional en el caso de los alimentos. 
iii. Estar protegidas en sus intereses económicos y sociales, y en particular contra 
las prácticas arbitrarias de cláusulas abusivas en los contratos, de conformidad a 
lo establecido en la presente ley. 
iv. Recibir la reparación o reposición del bien, una nueva ejecución del servicio o 
la devolución de la cantidad pagada, según sea el caso. 
v. Ser atendidas por personas proveedoras de bienes y servicios con respeto, ama-
bilidad, ética, calidad humana y sin discriminación alguna.
vi. Hacer efectivo su derecho de retractarse del contrato en la forma establecida 
por la presente ley o en los términos del mismo contrato en su caso, siempre y 
cuando no contradiga lo estipulado en la presente ley.
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vii. Recibir educación sobre consumo responsable y sostenible de bienes y servicios.

viii. Recibir la información adecuada de sus derechos y mecanismos de protección 
para actuar ante los órganos e instituciones públicas existentes, especializados 
en la materia.

ix. Recibir información veraz, oportuna, clara y relevante sobre los bienes y ser-
vicios ofrecidos por parte de las personas proveedoras.

x. Participar y constituirse en organizaciones en pro de la defensa de los derechos 
de las personas consumidoras y usuarias.

xi. Respetar su privacidad.

xii. Tener protección real y efectiva en las transacciones electrónicas, conforme 
las prácticas y controles establecidos en la legislación nacional.

xiii. Recibir atención preferencial por parte de las personas proveedoras, en el 
caso de mujeres embarazadas o con niños o niñas menores de tres años, adultos 
mayores, o personas con discapacidad.

xiv. Exigir bajo el procedimiento señalado en la presente ley y su reglamento 
el cumplimiento de las promociones u ofertas cuando la persona proveedora no 
cumpla con las condiciones establecidas en las mismas.

xv. Estar protegidas contra la publicidad engañosa o abusiva.

xvi. Gozar y disfrutar de un medio ambiente sano y saludable que garantice la 
conservación y desarrollo de los recursos naturales.

xvii. Estar protegidas en relación a su vida, seguridad y sus bienes, cuando haga 
uso de los servicios de transporte terrestre, acuático y aéreo, todo a cargo de las 
personas proveedoras de estos servicios, que tienen que indemnizarlos cuando 
fueren afectados.

xviii. Ser atendidas por las autoridades administrativas con diligencia, ética, 
calidad humana y sin discriminación alguna.

xix. Reclamar ante las instituciones correspondientes sobre el cumplimiento de 
sus derechos establecidos en la presente ley.

xx. Aceptar o no por medio de adenda, la opción de arbitraje como una forma 
GH�UHVROXFLyQ�DOWHUQD�GH�FRQÁLFWRV�FRQ� ODV�SHUVRQDV�SURYHHGRUDV��GH�DFXHUGR�D�
la ley de la materia. Esta condición particular no debe ser establecida de forma 
unilateral por la persona proveedora, y en ningún caso ser condicionante para la 
ÀUPD�GHO�FRQWUDWR�

xxi. Demandar por la vía judicial cuando corresponda.
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Naturalmente, este catálogo de derechos no excluye aquellos contenidos 
en la Constitución Política de la República de Nicaragua, y en otras leyes, 
WUDWDGRV�\�FRQYHQLRV�LQWHUQDFLRQDOHV�UDWLÀFDGRV�SRU�1LFDUDJXD�

Asimismo, no cabe duda que el inventario de derechos contenidos en la 
Ley 842 es bastante completo, y está a tono con aquellos contenidos en otras 
legislaciones latinoamericanas que regulan la materia.

Por otra parte, tomando en cuenta las limitaciones de espacio propias de 
este empeño de investigación, deseo referirme líneas abajo al menos a dos 
categorías de esta amplia lista de derechos antes citados:

4.1. El derecho a la salud, integridad física y seguridad  
&RPR� VHxDODPRV� OtQHDV� DWUiV�� OD�/H\� ���� HQ� VX� DUWtFXOR� ��QXPHUDO� ��SUHYp�
expresamente que: Las personas consumidoras y usuarias tendrán entre otros, los 
siguientes derechos: a) Estar protegidas contra los riesgos que puedan afectar su sa-
lud, integridad física o su seguridad. 

Así, la Ley desarrolla los principios recogidos en el artículo 105 de la Cons-
titución Política de Nicaragua12, en tanto ésta establece, como derecho nece-
sitado de una protección determinada para los consumidores y usuarios, el 
derecho a gozar de medidas concretas que garanticen la salud y la seguridad 
de las personas.

Sin embargo, la alusión conjunta a la tutela de estos derechos, requiere que 
se concrete el alcance y contenido de cada uno de ellos. 

i. La protección del derecho a la salud y seguridad en el ordenamiento ni-
caragüense 

Salud y seguridad cuentan con una larga tradición en los ordenamientos ju-
rídicos13, aunque vale precisar que éstos han pasado a ser considerados desde 

12  “Los servicios de educación, salud y seguridad social, son deberes indeclinables del Estado, que está 
obligado a prestarlos sin exclusiones, a mejorarlos y ampliarlos. Las instalaciones e infraestructura de di-
chos servicios propiedad del Estado, no pueden ser enajenadas bajo ninguna modalidad. Los trabajadores 
de la educación y la salud participarán en la elaboración, ejecución y seguimiento a los planes, programas 
y proyectos dirigidos al sector, y se regirán por las leyes correspondientes.
Se garantiza la gratuidad de la salud para los sectores vulnerables de la población, priorizando el cum-
plimiento de los programas materno infantil. Se desarrollará el modelo de salud familiar y comunitaria.
Los servicios estatales de la salud y educación deberán ser ampliados y fortalecidos. Se garantiza el dere-
cho de establecer servicios privados en las áreas de salud y educación…”.
13  En mi opinión la alusión a la tutela de la “integridad física” de las personas consumidoras y usuarias, 
es útil para poner en evidencia una protección concreta derivada del derecho a la salud que reconoce la 
Constitución Política nicaragüense.
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una perspectiva distinta al insertarse dentro de la protección de los consumi-
dores y usuarios.

Así, merece la pena evidenciar aquí que el reconocimiento del derecho a 
JR]DU�GH�XQD�SURWHFFLyQ�HVSHFtÀFD�HQ�ODV�FXHVWLRQHV�UHODFLRQDGDV�FRQ�OD�VDOXG�
y la seguridad de las personas está amparado de manera expresa en nuestra 
Constitución Política que lo recoge, además de en el precitado artículo 105 
&Q���HQ�YDULRV�GH�VXV�SUHFHSWRV��DUWV�������������������&Q���

Todos estas disposiciones destacan la idea consolidada legislativamente 
de que la salud es un valor absoluto que debe gozar de los mecanismos ade-
cuados para que la persona pueda desarrollar su personalidad, lo que obliga 
D�GHIHQGHUOD�HQ�WRGDV�ODV�YHUWLHQWHV�HQ�ODV�TXH�VH�PDQLÀHVWH�\�SURWHJHUOD�VLQ�
ningún tipo de restricciones14.

LL��&RQÀJXUDFLyQ�GHO�GHUHFKR�D�OD�VDOXG15

Tradicionalmente se ha considerado la salud como un bien instrumental nece-
sario para la protección y el desarrollo de la personalidad del individuo y para 
la remoción de los obstáculos que impiden su pleno desarrollo. 

En la actualidad la doctrina entiende que el ciudadano no tiene un derecho 
subjetivo a la protección de la salud en unos términos concretos sino que se 
trata de una “norma de acción” de “inviable alegación ante los tribunales”, 
que ordena a los poderes públicos la organización de los oportunos servicios 
para su tutela. 

La Ley le atribuye, en consecuencia, carácter preventivo en coherencia con 
las modernas tendencias de política sanitaria que siguen las recomendaciones 
GH�OD�2UJDQL]DFLyQ�0XQGLDO�GH�OD�6DOXG�TXH��HQ�XQ�LQWHQWR�GH�GHÀQLFLyQ��VH�KDQ�
apoyado en dos concepciones: una estricta, según la cual, la salud es la ausencia 
GH�́ FXDOTXLHU�DOWHUDFLyQ�ÀVLROyJLFD�R�SVtTXLFD�GH�FDUiFWHU�SDWROyJLFRµ��R�una am-
plia que la equipara a un “estado de completo bienestar físico, mental y social”. 

iii. Contenido del derecho a la seguridad16

Una vez reconocido el derecho a la seguridad como un derecho básico de los 
consumidores y usuarios, el artículo 13 de la Ley 842 indica que: 

14  Cfr. Dios Viéitez, María Victoria, “El Derecho a la protección de la salud” en Curso de Derecho Admi-
nistrativo Iberoamericano, Instituto Nacional de Administración Pública (INAP), Madrid, 2015, pág. 745 
15  Vid. Dios Viéitez, “El Derecho a la protección de la salud”, cit., págs. 745 y ss.
16  Cfr. Villalba Cuéllar, Juan Carlos, “La responsabilidad por producto defectuoso en el Derecho colombia-
no” en Civilizar Ciencias Sociales y Humanas, Número 27, julio 2014, págs. 20 y s.
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Los bienes o servicios ofrecidos en el mercado deben ser seguros en condiciones de 
uso normal o razonablemente previsible. Estos no deben presentar riesgo alguno para 
la protección de la salud y seguridad de las personas. Son considerados admisibles, 
únicamente los riesgos mínimos compatibles con el uso del bien o servicio. La persona 
proveedora deberá señalar la duración.

Según la naturaleza del bien o servicio, cuando existe un riesgo previsible, las perso-
nas proveedoras deberán advertir a las personas consumidoras o usuarias sobre dicho 
riesgo, incluyendo los lesivos para el medio ambiente. Asimismo, deberán informar 
sobre el modo correcto de utilización del bien, mediante etiquetado o instructivo, de 
DFXHUGR�FRQ�OD�QRUPD�WpFQLFD�UHVSHFWLYD�R�FRQIRUPH�ODV�HVSHFLÀFDFLRQHV�TXH�VH�HVWD-
blezcan en el documento de compra venta”.

Si bien ab initio la norma señala que los bienes o servicios no deben pre-
sentar riesgo alguno para la protección de la salud y seguridad de las perso-
nas. Acto seguido, la terminología empleada no protege a los consumidores y 
usuarios contra todos los riesgos posibles, sino que se introduce la cláusula de 
salvaguarda: “Son considerados admisibles, únicamente los riesgos mínimos compa-
tibles con el uso del bien o servicio”.

3RU�RWUD�SDUWH��VL�\D�GH�SRU�Vt�HV�GLItFLO�HVSHFLÀFDU�HO�DOFDQFH�GHO�WpUPLQR��
WRGDYtD� HV�PiV�GLItFLO�ÀMDU� VXV�PHGLRV�GH� FRQFUHFLyQ�� DXQTXH�� FRQ� FDUiFWHU�
previo, cabe establecer que éstos no se pueden desvincular de los niveles de 
control y calidad exigidos a los productos en su elaboración o fabricación, 
suministro y conservación establecidos en la Ley 842 y su reglamento. 

Con todo, aunque las normas de seguridad cumplen principalmente una 
IXQFLyQ�GH�SUHYHQFLyQ��HO�SUREOHPD�FHQWUDO�HQ�OD�FRQÀJXUDFLyQ�GH�HVWH�GHUH-
cho se centra en la delimitación del nivel admisible de riesgo, que en cada mo-
mento tendrá que ponerse en vinculación con factores tales, como los riesgos 
GHO�GHVDUUROOR��ORV�DYDQFHV�GH�OD�LQYHVWLJDFLyQ�FLHQWtÀFD�\�WpFQLFD��HQWUH�RWURV�

iv. Salud y seguridad 

Mientras el concepto de salud alude únicamente a las cuestiones vinculadas 
con el bienestar físico y psíquico de la persona, el derecho a la seguridad está 
referido a los riesgos generados por productos o servicios que puedan afectar 
a la salud de las personas, siendo precisamente sobre este extremo sobre el 
que se centra la protección a los consumidores en la Ley 842. 

Con ello se ha conseguido no sólo la protección del derecho a la salud de 
las personas, sino asimismo, la consagración legal del derecho básico a la pro-
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tección contra los riesgos que puedan afectar a su salud o seguridad, lo que 
obliga a la adopción de una serie de medidas más amplias. 

iv. Desarrollo normativo del principio de protección de la salud y seguri-
dad en la Ley 842

a. Medidas de prevención de riesgos 

Como ya dijimos, el principio general se desarrolla en el artículo 13 de la Ley: 
Los bienes o servicios ofrecidos en el mercado deben ser seguros en condiciones de uso 
normal o razonablemente previsible. Estos no deben presentar riesgo alguno para la 
protección de la salud y seguridad de las personas…

Este artículo es luego desarrollado en los subsiguientes preceptos del 14 al 
19 de la Ley 842 que, básicamente, se ocupan de: los peligros no previstos; de 
la responsabilidad de las personas proveedoras de bienes peligrosos o dañi-
nos para la salud; del etiquetado, registro sanitario y fecha de vencimiento de 
productos de consumo humano; del envasado seguro y retiro de productos 
con sustancias peligrosas; de las leyendas obligatorias en las campañas publi-
citarias; y de los bienes y servicios acordes con las normas técnicas obligato-
rias 17.

17  Artículo 14 de la Ley 842: Responsabilidad de las personas proveedoras de bienes peligrosos o da-
ñinos para la salud: Las personas proveedoras a las que se le hubieren otorgado patentes, autorizaciones, 
licencias u otros documentos o permisos por el Estado, para la investigación y desarrollo de bienes que 
puedan resultar peligrosos o dañinos para la salud de la población, en ningún caso se eximirán de la respon-
sabilidad de indemnización por los posibles daños y perjuicios ocasionados a las personas consumidoras 
y al medio ambiente. 
En estos casos la DIPRODEC aplicará las sanciones correspondientes de conformidad a lo dispuesto en 
esta ley.
Artículo 15 de la Ley 842: Sobre peligros no previstos: En el caso que se ofrezcan en el mercado bienes 
en los que posteriormente se detecte la existencia de peligros no previstos para la salud y seguridad física 
de las personas consumidoras y usuarias, la persona proveedora estará obligada a adoptar todas las medidas 
necesarias para eliminar o reducir el peligro o riesgo que causen los mismos. En estos casos la persona pro-
YHHGRUD�GHEHUi�QRWL¿FDU�LQPHGLDWDPHQWH�D�ODV�DXWRULGDGHV�FRPSHWHQWHV�SDUD�TXH�VHDQ�UHWLUDGRV��GHVWUXLGRV��
reparados, sustituidos, o retenidos temporalmente según corresponda.
Cuando la persona proveedora no cumpla con lo establecido en el párrafo anterior, la autoridad competente 
procederá a aplicar la sanción correspondiente e informará a las personas consumidoras sobre los riesgos 
de utilización o adquisición de estos bienes con las advertencias del caso.
Artículo 16 de la Ley 842: Sobre el etiquetado, registro sanitario y fecha de vencimiento de productos 
de consumo humano: Los medicamentos y alimentos para consumo humano, deberán disponer de la eti-
TXHWD�HQ�LGLRPD�HVSDxRO��R�HQ�ODV�OHQJXDV�R¿FLDOHV�GH�ODV�5HJLRQHV�GH�OD�&RVWD�$WOiQWLFD��VHJ~Q�VHD�HO�FDVR�
La persona proveedora será responsable de adecuar su cadena de logística de acuerdo a los tiempos de 
YHQFLPLHQWR�GH�ORV�SURGXFWRV��FRQ�HO�¿Q�GH�HYLWDU�OD�FRPHUFLDOL]DFLyQ�GH�SURGXFWRV�YHQFLGRV��6H�SURKtEH�
que se ofrezcan productos vencidos.
No se ofrecerán productos que no dispongan de registro sanitario en Nicaragua, salvo los que estén reco-
nocidos en el país por instrumentos internacionales. Tampoco se ofrecerán productos que se encuentren en 
fase de experimentación.
Artículo 17 de la Ley 842: Envasado seguro y retiro de productos con sustancias peligrosas: Los pro-
GXFWRV�TXtPLFRV�\�WRGRV�ORV�DUWtFXORV�TXH�HQ�VX�FRPSRVLFLyQ�OOHYHQ�VXVWDQFLDV�FODVL¿FDGDV�FRPR�SHOLJURVDV�
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b. Medidas represivas y reparadoras de los daños

La ley y el reglamento establecen una serie de medidas de carácter represivo 
y reparador del daño producido que actuarán con posterioridad a la lesión de 
estos bienes jurídicamente protegidos.

Estas medidas se contienen fundamentalmente en el Capítulo III, del TÍ-
TULO III (DE LOS ÓRGANOS, PROCEDIMIENTO Y RÉGIMEN DE SAN-
CIONES) de la Ley 842; y en el Capítulo XX del Reglamento.

Por ahora sólo basta señalar que estas medidas represivas aunque están 
dirigidas a una tutela posterior a la comisión del daño, aparejan un efecto 
GLVXDVRULR�\�� HQ�HVWH� VHQWLGR�� WLHQHQ� WDPELpQ�XQD�FLHUWD�HÀFDFLD�SUHYHQWLYD�
como freno para la comisión de futuras acciones similares. 

c. El riesgo permitido y la obligación general de información al consumidor 
de tales riesgos 

El precitado artículo 13 del Reglamento, como ya hemos señalado, introduce 
una cláusula de salvaguarda, en el sentido de entender que: Son considerados 
admisibles, únicamente los riesgos mínimos compatibles con el uso del bien o servicio.

En principio, el precepto considera como tolerables los riesgos derivados 
del uso o disfrute de los bienes o servicios y, en todo caso, según la naturaleza 

deberán ir envasados con las debidas garantías de seguridad y llevar de forma visible las indicaciones que 
adviertan el riesgo de su manipulación.
Asimismo, se deberá suspender la comercialización de cualquier producto que no se ajuste a las condicio-
nes previstas en convenios, tratados, leyes, reglamentos, normas y código alimentario, aplicables nacional 
e internacionalmente que ponga en riesgo la salud y seguridad de las personas.
Artículo 18 de la Ley 842: De las leyendas obligatorias en las campañas publicitarias: En las campañas 
publicitarias de productos cuyo consumo de forma continuada o prolongada implique riesgos para la salud 
humana, deberá incluirse la advertencia en forma de leyenda sobre la peligrosidad de su uso, la mezcla con 
otros productos o ingredientes y su consumo.
En el caso de productos del tabaco, las prohibiciones y mecanismos de control efectivo al consumo del mis-
PR��UHSRUWHV��QRWL¿FDFLRQHV��UHJLVWURV��DVt�FRPR�OD�SXEOLFLGDG�R�FXDOTXLHU�RWUD�DFWLYLGDG�GH�SURPRFLyQ�TXH�
induzca de manera directa o subliminal al consumo del tabaco, se ajustará exclusivamente a lo dispuesto 
en la Ley No�������³/H\�SDUD�HO�&RQWURO�GHO�7DEDFR´��SXEOLFDGD�HQ�/D�*DFHWD��'LDULR�2¿FLDO�1o. 151 del 10 
de agosto del 2010 y su Reglamento, Decreto No�����������SXEOLFDGR�HQ�/D�*DFHWD��'LDULR�2¿FLDO�1o. 155 
del 18 de agosto del 2011.
En cuanto a la publicidad de bebidas alcohólicas, se prohíbe como medio para incentivar el consumo del 
alcohol la aparición de niños, niñas o adolescentes,  símbolos patrios, símbolos religiosos y mensajes pre-
FLVRV�TXH�H[SUHVHQ�TXH�HV�QHFHVDULR�VX�FRQVXPR�SDUD�UHD¿UPDU�OD�LGHQWLGDG�QDFLRQDO�GH�OD�SHUVRQD�FRQVX-
midora. La advertencia en cuanto al uso de bebidas alcohólicas deberá decir “El consumo excesivo de este 
producto es perjudicial para la salud”; dicha leyenda deberá estar acorde al tamaño de su envase o empaque.
Artículo 19 de la Ley 842: Bienes y servicios acordes con las normas técnicas obligatorias: Los bie-
nes y servicios que se oferten en el territorio nacional, deberán cumplir con las condiciones de cantidad, 
calidad, seguridad e inocuidad, todo de acuerdo a las normas técnicas obligatorias de productos, calidad, 
etiquetas, pesas y medidas y demás requisitos dentro del marco regulatorio nacional e internacional que 
deban llenar los bienes y servicios que se vendan en el país.
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del bien o servicio, cuando existe un riesgo previsible, las personas proveedoras debe-
rán advertir a las personas consumidoras o usuarias sobre dicho riesgo, incluyendo 
los lesivos para el medio ambiente. Asimismo, deberán informar sobre el modo correc-
to de utilización del bien, mediante etiquetado o instructivo, de acuerdo con la norma 
WpFQLFD�UHVSHFWLYD�R�FRQIRUPH�ODV�HVSHFLÀFDFLRQHV�TXH�VH�HVWDEOH]FDQ�HQ�HO�GRFXPHQWR�
de compra venta.

Pese a la previsión, de marcado carácter objetivo, se echa en falta una dis-
posición normativa expresa que señale la obligatoriedad de atender, también, 
a los aspectos subjetivos del consumidor, es decir, que haga referencia a las 
personas a las que van dirigidos los bienes o servicios. 

Un último aspecto a tener en cuenta es el hecho de que la obligación con-
sistente en que deberán advertir constituye una clara manifestación del derecho 
de información consagrado en la Ley 84218. 

4.2. Protección de los intereses económicos y sociales 

(O�\D�FLWDGR�DUWtFXOR���QXPHUDO���GH�OD�/H\�����VH�UHÀHUH�DO�GHUHFKR�GH�ORV�FRQ-
sumidores y usuarios a: Estar protegidas en sus intereses económicos y sociales, y 
en particular contra las prácticas arbitrarias de cláusulas abusivas en los contratos, de 
conformidad a lo establecido en la presente ley. Justamente sobre este tópico deseo 
extenderme en las siguientes líneas.

i. La contratación mediante “condiciones generales”

i.1 Noción, característica y función económica

1R�FDEH�GXGD�TXH�HQ�HO�WUiÀFR�MXUtGLFR�HQ�PDVD�GH�KR\�HQ�GtD��VH�FHOHEUDQ�
cada vez con menos frecuencia los contratos en los que las partes discuten 
las condiciones del mismo en un plano de igualdad y con una clara libertad 
de contratar o no, debilitándose así, grandemente, el papel de las voluntades 
individuales.

De hecho, en la inmensa mayoría de los contratos mercantiles la igualdad 
con la que las partes actúan es, eminentemente, teórica, ello en razón de que 
una de las partes ostenta una posición económica tan sólida que le permite 

18  Artículo 6 de la Ley 842: “Derechos de las personas consumidoras y usuarias: Las personas con-
sumidoras y usuarias tendrán entre otros, los siguientes derechos: 8. Recibir la información adecuada de 
sus derechos y mecanismos de protección para actuar ante los órganos e instituciones públicas existentes, 
especializados en la materia; 9. Recibir información veraz, oportuna, clara y relevante sobre los bienes y 
servicios ofrecidos por parte de las personas proveedoras…”.
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imponer sus condiciones a los clientes que desean contratar con ella. Nacen 
DVt��HQ�DOJXQRV�iPELWRV�GHO�WUiÀFR��FRPR�HQ�HO�EDQFDULR��HQ�HO�GH�VHJXURV�\�HQ�
el de suministros de los servicios básicos (agua, luz, teléfono), los llamados 
“contratos tipo” o “de adhesión” (o “por adhesión” como le llama la Ley 842). 

En otras palabras, se trata de contratos uniformes, cuyo contenido se esta-
blece de antemano en unas cláusulas o “condiciones generales” prácticamen-
te “inamovibles”. De tal suerte que, las aludidas condiciones generales de la 
contratación son cláusulas que se establecen unilateralmente por el provee-
GRU�GH�ELHQHV�R�VHUYLFLRV��VLQ�TXH�HO�FRQVXPLGRU�SXHGD�GLVFXWLU�R�PRGLÀFDU�
sustancialmente su contenido al momento de contratar. 

Así, estas denominadas “condiciones generales” se caracterizan por su 
predisposición y por su imposición a uno de los contratantes, de modo que 
pVWH�QR� LQÁX\H��GH�QLQJXQD�PDQHUD�� HQ� VX� FRQWHQLGR��$�SHVDU�GH�TXH� HVWD�
forma de contratación ofrece importantes atractivos económicos, entre ellos 
la rapidez de la contratación y la racionalización de la actividad económica, 
DXQTXH�GHEH�DGYHUWLUVH�TXH�WDOHV�ERQGDGHV��HQ�QLQJ~Q�FDVR��SRGUiQ�MXVWLÀFDU�
los daños que dichas condiciones generales puedan producir en los intereses 
económicos del consumidor o usuario19.

i.2 Naturaleza jurídica 

Por lo que hace a la naturaleza jurídica de las condiciones generales hay que 
distinguir dos supuestos: En los casos en que éstas vienen impuestas a los 
contratantes por una autoridad administrativa (Estado, entes rectores de un 
determinado mercado, entre otras), tales condiciones se exteriorizan como 
verdaderas normas jurídicas, de obligatoria observancia para los contratantes 
(tanto para los empresarios como para los clientes), siendo, entonces, su natu-
raleza equiparable a la propia del Derecho objetivo. Con todo, nos parece que 
tal situación es más bien la excepción y, en todo caso, se trata de una especie 
de “cláusula derivada” de una verdadera norma de derecho objetivo (la Ley 
o reglamento que obliga a observar unas determinadas pautas en todos los 
contratos de cierto tipo)20.

Más bien, de manera general, nos parece que las condiciones generales, 
HQ�WDQWR�VyOR�DGTXLHUHQ�HÀFDFLD�FXDQGR�IRUPDQ�SDUWH�GH�XQ�FRQWUDWR��FX\D�

19  Uría, Rodrigo; Menéndez, Aurelio y Vérgez, Mercedes, “Especialidades de la contratación mercantil” 
en la obra Uría – Menéndez. Curso de Derecho Mercantil, T. II, Civitas, Madrid, 2001, págs. 54 y s.
20  Uría; Menéndez y Vérgez, op. cit., pág. 55.
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validez requiere, forzosamente, el consentimiento de ambas partes, tienen la 
naturaleza propia del Derecho Negocial, al que le son aplicables las normas 
sobre obligaciones y contratos. Así, no basta la simple voluntad del propo-
nente para que las condiciones generales rijan las relaciones contractuales, 
puesto que no se trata de verdaderas normas de Derecho objetivo21.

i.3 Control jurídico

Para paliar de alguna manera la dureza de los rasgos que caracterizan a las 
condiciones generales de la contratación, la normativa nicaragüense en ma-
teria de defensa de los consumidores y usuarios viene a establecer una suerte 
de control de incorporación y de control de contenido de dichas condiciones22.

En razón del control de incorporación, de carácter eminentemente formal, 
se intenta evitar que las condiciones generales sean desconocidas por el con-
sumidor o usuario, tratando de garantizar, por ende, que éstas hayan sido 
aceptadas en cada particular negocio. En tal sentido se establece un deber de 
información y un deber de claridad, concreción y sencillez23 en la redacción 
del contenido negocial24.

El “control de contenido”, de naturaleza sustancial, pretende evitar, en ra-
]yQ�GH�OD�EXHQD�IH�FRQWUDFWXDO��OD�HÀFDFLD�GH�ODV�FRQGLFLRQHV�JHQHUDOHV�´DEX-
sivas”, es decir, aquéllas que causen un perjuicio desproporcionado al otro 
contratante25.

Conviene comentar que, en el Derecho comparado, por ejemplo en el es-
pañol, se establecen, además de la acción individual de control subjetivo del 
21  Cfr. Uría; Menéndez y Vérgez, op. cit., págs. 55 y s.
22  En el mismo sentido Broseta Pont, Manuel y Martínez Sanz, Fernando, Manual de Derecho Mercantil, 
Vol. II, undécima edición, Tecnos, Madrid, 2003, pág. 51.
23  Artículo 34 de la Ley 842: “Requisitos de forma de las condiciones del contrato por adhesión. Las 
condiciones de los contratos por adhesión deben cumplir los siguientes requisitos mínimos:
1. Ser redactados en términos claros, comprensibles e impresos sin espacios en blanco, en letra arial tamaño 
���HQ�LGLRPD�R¿FLDO�GHO�(VWDGR��$VLPLVPR��SRGUiQ�UHGDFWDUVH�HQ�OHQJXDV�GH�ODV�FRPXQLGDGHV�GH�OD�&RVWD�
Atlántica, según sea el caso. De no poderse dar esta última disposición, la persona proveedora tomará las 
providencias necesarias para facilitarles a las personas consumidoras y usuarias la traducción de los mis-
PRV��TXH�SHUPLWD�XQD�FRPSUHQVLyQ�LGyQHD�SDUD�ORV�¿QHV�FRUUHVSRQGLHQWHV�
���&RQWHQHU�LQIRUPDFLyQ�UHOHYDQWH��YHUD]�\�VX¿FLHQWH�VREUH�ODV�FDUDFWHUtVWLFDV�HVHQFLDOHV�GHO�ELHQ�R�VHUYLFLR�
objeto del contrato por adhesión;
3. Contener al menos los siguientes datos generales: nombre y domicilio de la persona proveedora; lugar en 
el cual se contratan los bienes o servicios; exposición clara de los derechos y obligaciones de las personas 
consumidoras y usuarias; obligaciones de la persona proveedora, totalidad de los costos que tendrán los 
servicios; tiempo de vigencia del contrato, garantías, entre otras; y
4. No ser remitidos a textos o documentos que no sean del conocimiento público o que no se faciliten a la 
persona consumidora y usuaria, previo a la celebración del contrato”.
24  Broseta Pont y Martínez Sanz, Manual de Derecho Mercantil, cit., págs. 51 y s.
25  Así Uría; Menéndez y Vérgez, “Especialidades de la contratación mercantil”, cit., págs. 56 y s.
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adherente, una serie de “acciones colectivas”, que propenden a ejercer un 
control objetivo de cesación, retractación y reconocimiento��. 

i.4 Ámbito de aplicación

En nuestro sistema jurídico, el ámbito objetivo de aplicación del “Derecho 
GH�ODV�FRQGLFLRQHV�JHQHUDOHV�GH�ORV�FRQWUDWRVµ�QR�DIHFWD��FRPR�VH�LQÀHUH�GH�
OR�FRPHQWDGR�DUULED��D�DTXpOODV�TXH�VHDQ�HO�UHÁHMR�GH�GLVSRVLFLRQHV�OHJDOHV��
reglamentarias y administrativas. Asimismo, tal Derecho no es aplicable a 
los contratos laborales y a los contratos en razón de servicios profesionales o 
técnicos para cuyo ejercicio se requiera tener título27.

En cuanto al ámbito subjetivo de aplicación de este Derecho, éste vendrá 
a afectar a los contratos realizados “entre dos partes que intervienen en una 
transacción en su carácter de proveedor y consumidor o usuario”. Entendién-
dose por consumidor o usuario toda persona natural o jurídica que  adquie-
re, utiliza o disfruta bienes o servicios, tanto privados, como públicos, como 
GHVWLQDWDULR�ÀQDO��3RU�VX�SDUWH��SURYHHGRU�HV�WRGD�SHUVRQD�QDWXUDO�R�MXUtGLFD�
de carácter público, privado o mixto, que de forma habitual desarrolla las 
actividades de producción, fabricación, importación, distribución, comercia-
lización o alquiler de bienes o prestación de servicios a las personas consumi-
doras o usuarias28.

Siempre en “sede subjetiva”, conviene indagar si el Derecho de las condi-
ciones generales es aplicable a aquellos negocios celebrados entre empresa-
rios, especialmente los que tienen lugar entre un gran empresario y empre-
sarios pequeños o medianos. En tal sentido, de entrada, no podemos negar 
que el sistema de protección legal está pensado para resguardar los derechos 
de los consumidores en sus relaciones con los empresarios. Pese a ello, nos 
parece que no es posible dejar de considerar que, en consonancia con los prin-
cipios generales que informan al ordenamiento jurídico en general, puedan 
aplicarse “por analogía” las disposiciones atinentes a la materia, cuando sea 

26  Sánchez Calero, Fernando, Instituciones de Derecho mercantil, Volumen II, 24ª. Edición, McGraw Hill, 
Madrid, 2002., pág. 147. Así, la “acción de cesación” tiene por objeto la obtención de una sentencia que 
ordene al empresario eliminar las condiciones generales que se consideren nulas, debiendo abstenerse, a 
su vez, de seguir utilizándolas. Por su parte, la “acción de retractación” se dirige a obtener una resolución 
que mande al “proveedor” a retractarse de haber recomendado utilizar cláusulas nulas y de seguir hacién-
dolo en lo sucesivo. Por su parte, la “acción de reconocimiento”, está encaminada a que, por medio de una 
sentencia, se obligue al empresario a reconocer una cláusula como condición general de la contratación y, 
lógicamente, a que se inscriba en el Registro en los casos en que así se amerite.
27  Artículo 3 de la Ley 842.
28  Artículo 5 de la Ley 842.
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evidente para el juzgador la existencia de cláusulas abusivas en el particular 
contrato de que se trate29.

i.5 Régimen jurídico en materia de cláusulas abusivas

Líneas atrás dijimos que el “control de contenido” de las condiciones genera-
les de la contratación pretende evitar, en razón de la buena fe contractual, la 
HÀFDFLD�GH�DTXHOODV�FOiXVXODV�´DEXVLYDVµ��HV�GHFLU��ODV�TXH�FDXVHQ�XQD�OHVLyQ�
desproporcionada al otro contratante.

En tal sentido, el legislador, en el artículo 5 de la Ley 842, elabora un con-
cepto de “Cláusulas abusivas”, de tal suerte que, éstas son todas aquellas estipu-
laciones contractuales, que habiendo sido establecidas unilateralmente por la persona 
proveedora, se consideren en contra de las exigencias de la buena fe, causando un 
desequilibrio de los derechos y obligaciones en perjuicio de las personas consumidoras 
o usuarias.

Así, nos parece que tal noción pasa por incluir al menos tres elementos 
FODYHV�TXH�SHUPLWHQ�FRQÀJXUDUOD��HQ�SULPHU�OXJDU��KD�GH�WUDWDUVH�GH�FOiXVXODV�
no negociadas individualmente; en segundo término, deben ser contrarias a 
las exigencias de la buena fe; y, por último, deben causar un perjuicio al con-
sumidor, es decir, producir una ruptura al principio de equivalencia de las 
prestaciones30.

Por último, la regulación en materia de cláusulas abusivas viene a ser com-
plementada por el artículo 37 de la Ley 842, el cual prevé que no producen 
ningún efecto, y se tendrán por no puestas, las cláusulas de un contrato que: 
1. Impliquen la renuncia de los derechos de las personas consumidoras o usuarias 
que contiene la presente ley; 2. Limiten, exoneren o atenúen la responsabilidad de la 
persona proveedora por vicios de cualquier naturaleza de los bienes o servicios con-
tratados en perjuicio de la persona consumidora o usuaria; 3. Impidan a la persona 
FRQVXPLGRUD�OD�RSFLyQ�GH�UHHPEROVR�GHO�PRQWR�\D�SDJDGR�����7UDQVÀHUDQ�UHVSRQVDEL-
lidades a terceras personas proveedoras; 5. Establezcan la carga de prueba en perjuicio 
de la persona consumidora; 6. Determinen la utilización obligatoria del arbitraje; 7. 
Autoricen a la persona proveedora a cancelar el contrato unilateralmente, sin conferir 
igual derecho a la consumidora; 8. Impliquen renuncia de la persona consumidora al 

29  Uría; Menéndez y Vérgez, “Especialidades de la contratación mercantil”, cit., pág. 56.
30  Cfr.�6iQFKH]�&DOHUR��TXLHQ�FRPHQWD�TXH�³SDUD�OD�DSUHFLDFLyQ�GH�HVWDV�FLUFXQVWDQFLDV�\�HQ�GH¿QLWLYD�SDUD�
OD�FDOL¿FDFLyQ�GH�OD�FOiXVXOD�FRPR�DEXVLYD�KD�GH�WHQHUVH�HQ�FXHQWD�OD�QDWXUDOH]D�GH�ORV�ELHQHV�R�VHUYLFLRV�
objeto del contrato y también el conjunto de circunstancias que concurren en el momento de la celebración 
del contrato”: (Instituciones de Derecho mercantil, cit., pág. 150).
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derecho de ser resarcido por daños y perjuicios; 9. Autoricen a la persona proveedora 
D�PRGLÀFDU�XQLODWHUDOPHQWH�HO�FRQWHQLGR�GHO�FRQWUDWR�R�OD�FDOLGDG�GHO�ELHQ�R�VHUYLFLR�
objeto del contrato, después de su celebración; 10. Establezcan la renuncia al dere-
cho de indemnización por mejoras necesarias; 11. Fijar los términos de prescripción 
inferiores a los previstos por el Código de Comercio, Código Civil y leyes especiales; 
12. Establezcan que el silencio de la persona consumidora se tendrá por aceptación de 
FXDOTXLHU�PRGLÀFDFLyQ��UHVWULFFLyQ�R�DPSOLDFLyQ�GH�OR�SDFWDGR�HQ�HO�FRQWUDWR������(V-
tablezcan la renuncia al derecho de terminar anticipadamente el contrato o retractarse 
del mismo; 14. Exoneren o limiten la responsabilidad a la persona proveedora por 
daños, incumplimiento o mora; 15. Establezcan indemnizaciones, cláusulas penales o 
cargos desproporcionados, con relación a los daños por resarcir a cuenta de la persona 
consumidora o usuaria; 16. Hagan responsable a la persona consumidora o usuaria 
SRU�HIHFWR�GH� ODV�GHÀFLHQFLDV�� HUURUHV�X�RPLVLRQHV�GHO�ELHQ�R�VHUYLFLR�FXDQGR�QR� OHV�
sean imputables; 17. Obliguen a la persona consumidora a dar consentimiento para 
XWLOL]DU�VXV�GDWRV�SHUVRQDOHV�FRQ�ÀQHV�PHUFDGRWpFQLFRV.

En otras palabras, el artículo 37 viene a ofrecer una lista, en nuestra opi-
QLyQ�HMHPSOLÀFDWLYD��TXH�QR�WD[DWLYD��GH�ODV�FRQGXFWDV�TXH�HQ�QXHVWUR�VLVWHPD�
jurídico pueden encuadrarse como cláusulas abusivas.

i.6 El Registro de condiciones generales de la contratación

Llama poderosamente la atención que el ordenamiento jurídico español ha 
creado un Registro de condiciones generales de la contratación, mismo que 
se integra en la estructura jurídica del Registro de la Propiedad y Mercantil. 

Con todo, buena parte de los juristas opinan que la creación de dicho re-
JLVWUR�QR�HV�GHO�WRGR�MXVWLÀFDEOH��\D�TXH�pVWH�QR�SXHGH�QL�GHEH�SURGXFLU�RWURV�
efectos que no sean aquellos de estricta publicidad. Además, una condición 
general lo es en razón de su utilización y no, precisamente, por el hecho de su 
inscripción en el Registro31.

Como es obvio, en dicho registro se inscribirán las cláusulas de los con-
tratos cuya naturaleza sea la propia de las “condiciones generales”, facultán-
dose al Gobierno para que ordene que en determinados sectores económicos 
se tenga la inscripción como obligatoria. También se inscribirán las ejecuto-
ULDV�GH�ODV�VHQWHQFLDV�ÀUPHV�TXH�YHUVHQ�VREUH�GLFKDV�FRQGLFLRQHV�JHQHUDOHV��
la anotación preventiva de las demandas a que diera lugar el ejercicio de las 
acciones individuales o colectivas que se incoen contra una o algunas de tales 

31  Vid. Broseta Pont y Martínez Sanz, Manual de Derecho Mercantil, cit., pág. 54.
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condiciones generales; e, incluso, simples hechos, eso sí, debidamente acre-
ditados, tales como la “persistencia en la utilización de cláusulas declaradas 
judicialmente nulas”32.

Tomando en cuenta su utilidad, sería deseable, cuando menos, debatir en 
nuestro medio la pertinencia de este tipo de registros.

Conclusiones

Ley 842. Ley de protección de los derechos de las personas consumidoras y 
usuarias, tiene una vocación omnicomprensiva del catálogo de los principales 
derechos y garantías aplicables a los consumidores y usuarios en el sistema 
jurídico nicaragüense. También valga decir que dicha norma supera en gran 
medida la vocación inconstitucional que caracterizaba al régimen anterior en 
materia de consumo.

En nuestra opinión, los derechos y garantías conferidos a los consumido-
res y usuarios en Nicaragua están a tono con el contenido de las modernas 
legislaciones en la materia. Si bien, todavía existen algunos aspectos norma-
tivos mejorables, nos parece que tales vacíos e inconsistencias no afectan os-
tensiblemente los intereses de los consumidores y usuarios de nuestro país.

32  Broseta Pont y Martínez Sanz, op. cit., pág. 55.
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La eclipsada protección de los consumidores 

en el contexto global, bosquejando 

una normatividad internacional 
Tatiana Vanessa González Rivera1

La tutela de los derechos del consumidor sin 
políticas económicas reales para ejercerlos y 
sin normatividad internacional vinculante 
para protegerlos, es un regalo del neolibera-
lismo, que es decir del diablo2.

Resumen: El complejo y multifacético fenómeno de la globalización ha crea-
do el escenario  para un pluralismo jurídico en auge que admite la coexisten-
cia de diversos ordenamientos reguladores principalmente del nuevo orden 
económico mundial. Sin embargo, en el conjunto de normas que integran el 
Derecho Internacional Privado se evidencia una carencia regulativa de las 
relaciones de consumo con vocación mundial, provocando una falta de reco-
nocimiento y protección de los derechos, admitidos a su vez como derechos 
KXPDQRV��GH�ORV�GHVWLQDWDULRV�ÀQDOHV�GH�ORV�ELHQHV�\�VHUYLFLRV�GH�OD�DFWLYLGDG�
comercial propia de una cadena económica global.

Palabras claves: Comercio global, relación de consumo internacional, caren-
cia normativa. 

Abstract: The complex and multifaceted phenomenon of globalization has created the 
stage for a legal pluralism which is currently booming and supports the coexistence 
of different regulatory systems mainly of the new world economic order. However, in 
the set of rules that form the Private International Law, it is evident the lack of reg-
ulation of consumer relations with global vocation, causing a lack of recognition and 

1  Licenciada en Derecho con mención en Derecho Económico por la Universidad Centroamericana 
(UCA), Managua, Nicaragua. Maestría en Derecho por la Universidad Autónoma del Estado de Morelos, 
México. Actualmente Doctora en Derecho y Globalización por la misma alma mater. Correo electrónico: 
tatygonz25@live.com
2 Parafraseo de la expresión citada por Ghersi, Carlos A. en: El Derecho del Consumidor y políticas 
económicas de la década de los noventa. Editorial Juris, Argentina, 1992, p. 31.
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protection of the consumers rights, also recognized as human rights; this consumers 
DUH�FRQVLGHUHG�DV�WKH�ÀQDO�UHFLSLHQWV�RI�JRRGV�DQG�VHUYLFHV�RI�WKH�FRPPHUFLDO�DFWLYLW\�
in a global economic context. 

Key Words: Global trade, international consumer relationship, lack regulations.

I. Introducción

/DV�DOHUWDV�MXUtGLFDV�VXHQDQ�HQ�OD�FRQWHPSRUiQHD�HGLÀFDFLyQ�HFRQyPLFD�PXQ-
dial, el eco traspasa las arquitecturas nacionales evocando un paisaje jurídi-
co normativo en materia de consumidores, en un plano internacional, que 
palidece frente a otros ordenamientos jurídicos rebosantes de instrumentos 
en el mismo contexto global, provocando una asimetría normativa entre las 
diversas parcelas que, con proyección mundial, nutren el Derecho Interna-
cional Privado y tienden a la regulación de las circunstancias jurídicas que se 
desenvuelven en la nueva órbita económica globalizada.

Y es que en el contexto de la economía con vocación mundial existe una 
amplia variedad de instrumentos tanto sustantivos como adjetivos que re-
JXODQ�HO�WUiÀFR�MXUtGLFR�FRPHUFLDO�DFWXDO��3DXWDV�TXH�GHYLHQHQ�GH�ORV�XVRV�\�
costumbres de los mercaderes del siglo XXI, a través de lo que denominamos 
una autorregulación en el marco de la Lex Mercatoria, ello le otorga seguridad 
jurídica a las operaciones de la gran comunidad empresarial y de los Estados 
mismos en el ámbito mercantil. 

No obstante, la actividad de intercambio que burila la inmanencia del co-
mercio tiene una evidente repercusión en el ámbito de consumidores – de 
KHFKR�VRQ�HOORV�ORV�GHVWLQDWDULRV�ÀQDOHV�GHO�TXHKDFHU�HPSUHVDULDO�GH�WDO�FR-
munidad –, así, la profesionalización de los agentes del comercio, la excesiva 
publicidad derivada del boom de los medios de comunicación e información 
que distorsiona la información volviendo pasivo y acrítico al consumidor 
mismo, los contratos tipos que han dado paso a la contratación en masa como 
forma evidente de limitación de la autonomía de voluntad, entre otras; son 
solo algunas de las secuelas que pueden emerger de un estudio razonado de 
la materia.

Por consiguiente, la regulación que deviene del Derecho Internacional Pri-
YDGR�YLJHQWH�QR�VROR�HV� LQVXÀFLHQWH�VLQR�TXH�HVWi�PXFKR�PiV�UH]DJDGD�HQ�
comparación con el Derecho Mercantil Internacional, teniendo, tal raquítica 
normatividad en materia de consumo, una índole no convencional, es decir, 
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un simple derecho indicativo; emergiendo, por ende, la latente necesidad de 
un instrumento internacional con fuerza vinculante que regule tal parcela ju-
rídica y otorgue protección internacional a los más débiles en este tipo de 
relaciones de consumo; delineando así un panorama de transgresión, incluso, 
a derechos humanos, pues la relación de consumo involucra intereses jurídi-
camente tutelados y valores propios que han quedado internacionalmente 
aceptados como parte de estos derechos subjetivos de los que se hace titular 
el consumidor.

II. El Derecho de los consumidores ¿un Derecho global?

Hoy, envueltos en un contexto cada día más tendiente a la homogeneidad in-
ternacional, se ha producido una ruptura de los moldes normativos nacionales 
por parte de las distintas áreas y parcelas del Derecho, un pluralismo jurídico 
ha impregnado el amplio panorama de lo global con una incesante, otrora ini-
maginable, variedad de ordenamientos, representando así el mosaico del Dere-
cho Internacional cuya acta de nacimiento fue expedida por el mundo jurídico 
desde que los procesos de mundialización e internacionalización transportaron 
QXHVWUD�UHDOLGDG�D�XQ�HVSDFLR�GHÀQLGR�SRU�OD�JOREDOL]DFLyQ��

Así, los distintos sectores o conjunto de individuos agrupados en atención 
a intereses comunes, ampliando su voluntad y actuación a través de organis-
mos internacionales coprotagonistas en el nuevo escenario mundial, se han 
dado a la tarea de regular espacios jurídicos, gestando una proyección de casi 
todos los ámbitos del Derecho al horizonte internacional con luz regulativa 
propia, es decir, imponiendo métodos, procedimientos y cunas de creación 
normativa emancipadas de las legislaciones estatales.

Es posible ubicar en el actual bosquejo jurídico internacional cualquier 
parcela del Derecho, sin embargo, algunas han tenido un mayor dinamismo 
normativo toda vez que los grupos cuya actividad se halla sometida a su re-
JXODFLyQ��KDQ�SXJQDGR�SRU�XQD�RUGHQDFLyQ�PiV�GLPHQVLRQDGD��MXULGLÀFDQGR�
casi todas las posibles aristas aunado al hecho de que norman actividades 
esencialmente relacionadas a la subsistencia misma del ser humano, con ello 
QRV�UHIHULPRV�VREUH�WRGR�D�ODV�DFWLYLGDGHV�DQFODGDV�DO�WUDÀFR�HFRQyPLFR�TXH�
comprende una vasta gama de circunstancias que interesa tutelar al Derecho, 
fragmentándose en diversas áreas jurídicas que regulan las conductas que se 
desenvuelven en la nueva plataforma de mercado.
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Es así como aguijonado por un incesante intercambio de bienes y servicios 
entre individuos situados en distintas partes del mundo, las tecnologías de la 
información y comunicación (TIC) que tiñen de presteza las relaciones socia-
les, la internacionalización cada día más evidente de las empresas vistas como 
mercaderes de la época contemporánea, la aparición de importantes bloques 
regionales que dotan de inigualable impulso al comercio; se ha forjado un 
SURJUHVLYR� WUiÀFR� HFRQyPLFR� LQWHUQDFLRQDO�� (VWH� ~OWLPR�� FRPR� ELHQ� UHÀHUH�
Matthias Herdegen3 se enmarca en una red de normas que proceden de diver-
VDV�IXHQWHV�\�TXH�VH�UHÀHUHQ�DO�DPSOLR�HVSHFWUR�GH�ODV�DFWLYLGDGHV�HFRQyPLFDV�
de los Estados, las organizaciones internacionales y las empresas privadas.

Es por lo anterior que la creciente interdependencia de los espacios econó-
micos nacionales y los esfuerzos mundiales para reducir los obstáculos al co-
mercio, entendido como liberalización, ya no permiten más una consideración 
aislada de los complejos normativos, impulsando así la interacción jurídica de 
las distintas ramas del Derecho que regulan, y a consideración del autor, del 
establecimiento transfronterizo de las empresas, el comercio internacional de 
mercancías y servicio, el desplazamiento de los trabajadores y la circulación 
internacional de capitales, resulta la visión jurídica completa del proscenio 
económico mundial;4 sin embargo, consideramos que la relación de consumo 
intrínsecamente económica ha también traspasado fronteras, debiendo valo-
rarse como un pilar normativo más que sostiene la estructura jurídica de la 
arquitectura económica internacional.

Los bienes extranjeros están en los supermercados, los servicios son ofreci-
dos por proveedores con sede en el exterior, a través del telemarketing, de la 
televisión, la radio, internet, la publicidad de masas cotidiana para la mayoría 
de los ciudadanos de nuestras metrópolis regionales. Las propias formas de 
producción y montaje son hoy internacionales; los contratos internacionales 
GH�FRQVXPR�\�HO�WXULVPR�VH�PDVLÀFDURQ��GH�PRGR�TXH�VH�FRQFOX\H�TXH��VLQ�KH-
sitación alguna, consumir en forma internacional es típico en nuestra época.5

3  Herdegen, Matthias, Derecho Económico Internacional, 9ª ed., trad. Al castellano por Fach, Gómez, 
Katia; Piñeiro, Laura Carballo, et. al., Konrad Adenauer Fundación, Universidad del Rosario Editorial, 
Facultad de Jurisprudencia, Bogotá, 2012, p. 2.
4  Ídem. 
5  Lima Marques, Claudia��/D�LQVX¿FLHQWH�SURWHFFLyQ�GHO�FRQVXPLGRU�HQ�ODV�QRUPDV�GHO�'HUHFKR�,QWHUQD-
cional Privado. De la necesidad de una Convención Interamericana (CIDIP) sobre la ley aplicable a algu-
nos contratos y relaciones de consumo, artículo de los extractos del curso “La protección del consumidor: 
aspectos del derecho privado regional y general”, Curso de Derecho Internacional, CJI/OEA, Washington/
Río de Janeiro, 2001, p. 2.
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Ya no es necesario viajar, ser un consumidor activo, un consumidor turis-
ta, ni trasladarse para ser consumidor, contratando en forma internacional 
o relacionándose con proveedores de otros países.� La relación de consumo 
entendida como el vínculo oneroso entre aquél que provee un producto o 
SUHVWD�XQ�VHUYLFLR�\�TXLHQ�OR�DGTXLHUH�R�XWLOL]D�FRPR�GHVWLQDWDULR�ÀQDO�7 se ha 
impregnado de internacionalidad desde el momento mismo en que cualquie-
ra de los elementos que la componen se ubican en una plataforma de mercado 
mundial.

Lo anterior demuestra, entonces, que el contrato de consumo efectivamen-
te se ha globalizado, y es que inconcusamente esta tercera revolución de la 
contemporaneidad ha dejado como remarcada impronta: el consumo; el para-
digma de lo global ha mutado incluso el proceso hasta convertirlo en un ver-
dadero consumismo que garbea impacientemente apresado trtas los barrotes 
del voraz sistema capitalista y resguardado por un implacable guardián neo-
liberal; hacedores del vigente e inequitativo sistema económico mundial.

Incluso para los sociólogos, en la actualidad, el consumo es algo más que 
un espacio en la cadena de la actividad económica. Es una manera de relacio-
narse con los demás y de construir la propia identidad. De hecho, en las socie-
dades denominadas como avanzadas, desde la irrupción de la producción en 
masa, el consumo, y especialmente el consumo de mercancías no necesarias 
para la supervivencia, se ha convertido en una actividad central, en donde los 
objetos consumidos, más allá de su valor y funcionalidad material, presentan 
una dotación simbólica, el acto de consumir sirve para construir y enfatizar 
identidades individuales, es una institución coactiva, que determina compor-
tamientos sociales.8, de ahí que el proceso se vuelva cada vez más desmedido 
en esta sociedad global consumista.

Ahora bien, el anterior panorama ha vuelto mucho más complejas las rela-
ciones de consumo, la cantidad de bienes y servicios que llegan a los posibles 
consumidores es hoy mucho más voluminosa que en épocas pasadas, la pu-
blicidad engañosa proliferada en todos los raudos medios de comunicación, 
la poca información, mayor vulnerabilidad de los intereses económicos frente 

6  Ídem.
7  CajanJille Peluffo, Juan Pablo, Concepto de relación de consumo, versión corregida por el autor de su 
exposición en las “2as. Jornadas Uruguayas de Derecho de Consumo”, organizadas por la Directora de la 
Dirección, Área Defensa del Consumidor de la Dirección General de Comercio, Montevideo, 2001, p. 151.
8  Cfr. Rodríguez Díaz, Susana, Consumismo y sociedad: una visión crítica del homo consumens, En: Nó-
madas. Revista crítica de Ciencias Sociales y Jurídicas, núm. 34, Universidad de Educación a Distancia y 
Universidad Complutense de Madrid, España, 2012, pp. 1, 2 y 4.
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a los contratos de adhesión masivos vistos como limitaciones del mercado 
más incisivas a la autonomía de voluntad; son algunos de los percances y 
desafíos que aguardan al Derecho del Consumo. 

En ese sentido, la incógnita sujeta a interrogante es precisar si efectiva-
mente esta parcela del Derecho Privado se ha proyectado a nivel internacio-
nal como conjunto de normas tendientes a regular las relaciones entre desti-
QDWDULRV�ÀQDOHV�\�SURYHHGRUHV�GH�ORV�ELHQHV�R�VHUYLFLRV�REMHWR�GH�OD�UHODFLyQ��
HQ�GRQGH�FRQÁX\D�XQ�HOHPHQWR�IRUiQHR�TXH�OH�GRWH�GH�LQWHUQDFLRQDOLGDG��

Bajo la anterior óptica y para dar respuesta oportuna a la interrogante que 
intitula el presente acápite es menester precisar los esfuerzos internacionales 
consagrados hasta la fecha y que sustentan la indiscutible necesidad jurídica 
de un Derecho Internacional del Consumo.

II.1. Iniciativas en la regulación internacional del Derecho de los consumidores

A diferencia de otros conceptos el referido al Derecho internacional de los 
consumidores es mucho más escurridizo en la literatura jurídica, ha sido esca-
sa la pluma de versados en esta materia que procuren plasmar en voz escrita 
el sendero seguido por el Derecho del Consumo en un plano internacional, 
VREUH�HO�TXH�SRVDQ�ORV�UHÁHFWRUHV�GH�OD�JOREDOLGDG�DO�LJXDO�TXH�FXDOTXLHU�RWUD�
área del Derecho. 

Ante la carencia doctrinal anterior es válido auxiliarnos de la lógica ju-
rídica que nos indica que la conceptualización de las tradicionales ramas y 
parcelas del Derecho en un plano doméstico es perfectamente reproducible 
en un contexto internacional precisando tan sólo la presencia de un elemento 
GH�H[WUDQMHUtD��DVt�HO�'HUHFKR�GH�ORV�FRQVXPLGRUHV�HV��HVWDWDOPHQWH�GHÀQLGR��
como un conjunto de normas que aporta al Derecho Privado la posibilidad de 
volver a acercarse a las raíces más profundas de las relaciones contractuales 
y a establecer un equilibrio de las fuerzas entre los contratantes y las contra-
prestaciones que cada uno de ellos debe realizar9; protegiendo un conjunto 
GH�SUHUURJDWLYDV�TXH�VH�FRQÀHUHQ�HVSHFtÀFDPHQWH�D�ORV�FRQVXPLGRUHV�HQ�VXV�
relaciones de consumo con los proveedores de bienes y servicios.10

De lo anterior se desprende entonces que el Derecho del Consumo con 
YRFDFLyQ�PXQGLDO�UHÀHUH�D�XQD�SDUWH�GHO�'HUHFKR�,QWHUQDFLRQDO�3ULYDGR�FRQ-

9  Paños Pérez, Alba, Derechos y garantías del consumidor en el ámbito internacional, Universidad de 
Almería Ed., España, 2014, p. 2.
10  Ovalle Favela, José, Derechos del Consumidor, Universidad Autónoma de México, 2000, p. 3.
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formada por un conjunto de normas tendientes a regular una relación con-
tractual entre aquel sujeto que abastece (proveedor) un objeto susceptible de 
FRPHUFLDOL]DFLyQ��ELHQ�R�VHUYLFLR��D�RWUR�YLVWR�FRPR�GHVWLQDWDULR�ÀQDO�FRQ�HO�
propósito de adquisición para la satisfacción de una necesidad primordial o 
SHUVRQDO�VLHPSUH�TXH�FRQÁX\D�XQ�HOHPHQWR�H[WUDQDFLRQDO�

Dichas relaciones, como bien detallan Racet y Soler11, van a seguir estruc-
turándose conforme al esquema tradicional establecido por el Derecho Pri-
vado: el contrato; en esa línea de pensamiento un contrato de consumo será 
aquel que, mayoritariamente, se perfecciona por adhesión a condiciones ge-
nerales y tiene por objeto la prestación de servicios (necesidades genéricas y 
disímiles de carácter público y social) a través de la entrega en posesión de 
un bien, la realización de cierta actividad o la ejecución de un trabajo, que 
será desplegada por personas naturales o jurídicas autorizadas por ello y que 
KDELWXDOPHQWH�VH�GHGLFDQ�D�WDO�ÀQ�

La presencia de un elemento extranjero en la relación de consumo puede 
LGHQWLÀFDUVH�HQ�FXDOTXLHUD�GH�ODV�VLJXLHQWHV�VLWXDFLRQHV��FXDQGR�HO�SURYHHGRU�
se traslada de un país a otro para comercializar bienes o servicios, cuando el 
consumidor adquiere bienes o servicios vía electrónica sin necesidad de des-
plazarse del lugar de su domicilio, cuando el consumidor se desplaza hacia 
un Estado diferente donde será desarrollada dicha relación de consumo, o 
cuando, tanto el proveedor como el consumidor sostienen la relación en un 
tercer Estado ajeno al de ambos.12

En verdad, el derecho del consumidor tiene una vocación internacional, 
y en ningún otro sector del derecho privado los modelos y las inspiraciones 
extranjeras y supranacionales estuvieron tan presentes.13De modo que podría 
ser desatinado cavilar que el Derecho del consumidor se mantuvo incólume 
DQWH�ORV�DYDWDUHV�JOREDOHV��FDELHQGR�OD�SRVLELOLGDG�HQWRQFHV��GH�LGHQWLÀFDUVH�
algunos vestigios de un Derecho del consumo con tintes internacionales, sin 
que podamos evitar manifestar nuestro anticipado reproche ante un raquítico 
acervo normativo internacional en materia de consumidores.

Las brújulas históricas de los entendidos en la materia de los consumi-
dores, suelen apuntar al siglo XX, cerca de los años sesenta, como el periodo 
que vio nacer el conjunto de regulaciones a favor de la parte endeble de una 
11  Racet Morciego, María Soledad y Soler del Sol, Alfredo, Algunas consideraciones sobre el contrato 
internacional de consumo y la protección al consumidor, Instituto de Investigaciones Jurídicas, México, 
2012, p. 297.
12  Ibídem, p. 299.
13  Lima Marques, Claudia, op. cit., p. 3.
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relación contractual que representa el último nivel del ciclo económico, reve-
lando un amplio y complejo horizonte de abusos; traduciéndose en esfuerzos 
normativos sobre todo en un plano nacional que rompieron con la regulación 
parcializada que emanaba de las legislaciones mercantiles y civiles, única nor-
matividad que poco daba estatus al sujeto denominado consumidor.

Consiguientemente, la manera tan lenta en como se ha gestado la protec-
ción de los consumidores en un plano doméstico es exactamente el mismo 
UHÁHMR�GH�OD�DQGDQ]D�UHJXODWLYD�GH�GLFKR�VHFWRU�MXUtGLFR�HQ�HO�SODQR�LQWHUQD-
cional; pues a sólo un par de décadas de producirse la explosión máxima del 
multifacético y complejo fenómeno de la globalización, recién se comenzaban 
a tejer los primeros entramados normativos de este relativamente inerme ám-
bito del Derecho. 

Como bien es sabido, el Derecho Internacional presenta una notoria y con-
temporánea dicotomía que con una terminología metafórica, en los últimos 
años, se ha venido insistiendo en la existencia de un Soft Law y Hard Law, se 
WUDWD�GH�XQ�FRQWH[WR�DOWHUPRGHUQR�TXH�LQÁX\y�D�OD�DSDULFLyQ�GH�ÀJXUDV�FRQR-
cidas como Soft Law��HO�HTXLYDOHQWH�HQ�HVSDxRO�D�´'HUHFKR�ÁH[LEOHµ�´'HUHFKR�
blando” o “pre- derecho” – como algunos suelen llamarlo – carente de obli-
gatoriedad y revestido por categorías jurídicas como: principios, reglas, leyes 
modelo, entre otras; a la par de un Derecho ya existente denominado Hard law 
o “Derecho Duro” que conlleva una fuerza vinculante que hace inexcusable 
su cumplimiento, representado por la fuente tradicional del Derecho Inter-
nacional: los tratados o convenciones. Conocer la anterior distinción teórica 
nos permitirá determinar qué tipos de instrumentos regulan actualmente el 
Derecho del Consumo desde una perspectiva internacional.

Hasta el momento el máximo referente internacional en materia de con-
sumidores data de un esfuerzo emprendido a mediados de la década de los 
setenta, cuando el Consejo Económico y Social de la Organización de las Na-
ciones Unidas (ONU) solicitó al Secretario General preparar un estudio sobre 
la temática, especialmente referido a las leyes vigentes en los distintos países, 
y que realizara consultas con los países asociados, con el objeto de elaborar 
una serie de orientaciones generales para armonizar dicha protección a nivel 
JOREDO��<�ÀQDOPHQWH��HQ������VH�SUHVHQWD�XQ�SUR\HFWR�GH�'LUHFWULFHV�DQWH�HO�
&RQVHMR�TXH�SRVWHULRU�D�YDULDV�QHJRFLDFLRQHV�HV�DSUREDGR�HO�GRFXPHQWR�GHÀ-
nitivo el 9 de abril de 1985 por la Asamblea General de la ONU.14

14  Cfr. López Montoya, Elsy, La defensa del Derecho del consumidor desde una perspectiva internacional, 
en: Revista Electrónica Amicus Curiae, núm. 4, Sistema de Universidad Abierta, Facultad de Derecho de 
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Del mismo texto de las Directrices de las Naciones Unidas para la Protec-
ción del Consumidor (DNUPC)15 se desprende que las mismas deben ser con-
sideradas como un conjunto de objetivos básicos y principios valiosos orien-
tados principalmente a los países en vías de desarrollo, en donde estos sujetos 
denominados consumidores presentan graves desequilibrios, procurando así 
el fortalecimiento de una estructura económica y social justa, equitativa e in-
cluso sostenida, ponderando ya una protección al medio ambiente mediante 
modalidades sostenibles de consumo (esta inclusión medioambiental se da en 
1999 cuando las Directrices fueron actualizadas con una nueva sección – G – 
sobre Consumo y Producción Sustentables).

Finalmente, en 2012 se inicia un último proceso de actualización de las an-
teriores directrices, ardua labor que se prolonga por tres años culminando el 9 
de julio de 2015 y en la  que sobresale la participación activa de la Conferencia 
de las Naciones Unidas para el Comercio y Desarrollo (UNCTAD) y el Con-
sumers International����REWHQLHQGR�FRPR�UHVXOWDGR�PDWHULDO�ÀQDO�OD�LQFOXVLyQ�R�
ampliación de temáticas que radican en el sector de: la materia digital (comer-
FLR�HOHFWUyQLFR���VHUYLFLRV�ÀQDQFLHURV��SULYDFLGDG�GH�ORV�FRQVXPLGRUHV��H[WHQ-
sión de dichas directrices a las empresas de propiedad estatal e inclusión del 
acceso a bienes y servicios esenciales como una nueva necesidad legítima.17 

El resto de instrumentos internacionales que pudiéramos mencionar res-
pecto de un Derecho de los Consumidores con vocación mundial se decantan 
por tener un perímetro normativo acotado al ámbito regional, demostrando 
indudablemente que los esfuerzos normativos en este tenor se hallan sumi-
dos en la sombra de la austeridad. 

La Unión Europea, como el ejemplo más prometedor de integración re-
gional económica y política, conjetura una protección del consumidor a partir 
GHO�$FWD�ÔQLFD�(XURSHD�HQ������HQ�GRQGH�ORV�GHUHFKRV�GH�ORV�FRQVXPLGRUHV�
alcanzan un lugar entre las políticas comunitarias, viéndose reforzada la po-
sición de los llamados consumidores en el Tratado de Maastricht (1992) y el 

la Universidad Nacional Autónoma de México, p. 4. 
15  Véase el texto de las Directrices de las Naciones Unidas para la Protección del Consumidor (DNUPC) 
en: http://www.consumersinternational.org/media/1362204/annex%20a%20spa.pdf, consultado el 13 de 
junio de 2016.
16  Consumers International (CI) es una federación mundial de organizaciones de consumidores que tra-
baja en conjunto con sus asociados, más de 250 organizaciones miembros en 120 países, y actúa como la 
~QLFD�YR]�JOREDO�DXWRUL]DGD�H�LQGHSHQGLHQWH�GH�ORV�FRQVXPLGRUHV��9pDVH�OD�SiJLQD�R¿FLDO�GH�&,�HQ��KWWS���
es.consumersinternational.org/who-we-are/about-us/, consultado el 10 de junio de 2016. 
17  Véase el resumen de los comentarios de Consumers Internacional� �&,�� VREUH�HO�ERUUDGRU�¿QDO�GH� OD�
resolución sobre las directrices ONU, disponible en: http://es.consumersinternational.org/media/1593717/
UHVXPHQ�GH�FRPHQWDULRV�GH�FL�D�WH[WLR�¿QDO�GLUHFWULFHV�SGI, consultado el 13 de junio de 2015.
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Tratado de Ámsterdam (1997); así, esta imponente unión presenta una sig-
QLÀFDWLYD�OHJLVODFLyQ�FRPXQLWDULD�HQ�PDWHULD�GH�FRQVXPR��TXH�VL�ELHQ�DVXPH�
la forma de directiva18 obliga al Estado miembro en cuanto al resultado pero 
dando un margen de libertad para la selección de la forma y procedimientos.

�2WUR�LQHOXGLEOH�HVIXHU]R�JUXSDO�UHÀHUH�D�ODV�'LUHFWULFHV�GH�OD�2UJDQL]D-
ción para la Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE), entendidas como 
UHJODV�SDUD�OD�SURWHFFLyQ�GH�ORV�FRQVXPLGRUHV��HVSHFtÀFDPHQWH�GLFKDV�GLUHF-
trices se emitieron como recomendaciones sobre: resolución de disputas y 
resarcimiento a consumidores adoptada por el Consejo de la OCDE el 12 de 
julio de 2007; prácticas comerciales transfronterizas fraudulentas y engaño-
sas, adoptándose como una recomendación del Consejo de la misma entidad 
el 11 de junio de 2003; y la recomendación respecto a las Directrices para la 
Protección al Consumidor en el Contexto del Comercio Electrónico adoptada 
en 1999, básicamente son pautas orientadas a las 30 naciones que integran 
dicho foro, ayudando tan sólo a estas poderosas economías a responder a los 
nuevos desarrollos y preocupaciones. 

El resto de posible regulación internacional vigente tan sólo plasma eté-
reas pinceladas regulativas de la materia objeto de estudio con un método 
misceláneo, dado que tienen como principal propósito la armonización de 
toda la esfera del Derecho Internacional Privado y procuran mayoritariamen-
te, en materia contractual, al sujeto comerciante.19  

18 Entre las más representativas podemos citar: a)  La Directiva 84/450/CE, del Consejo, de 10 de septiem-
EUH�GH�������VREUH�SXEOLFLGDG�HQJDxRVD�\�SXEOLFLGDG�FRPSDUDWLYD��PRGL¿FDGD�SRU�ODV�'LUHFWLYDV��������&(��
y 2005/ 29/CE. b) La Directiva 85/374/CEE, del Consejo, de 25 de julio de 1985, relativa a la aproximación 
de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los Estados miembros en materia de res-
SRQVDELOLGDG�SRU�ORV�GDxRV�FDXVDGRV�SRU�SURGXFWRV�GHIHFWXRVRV��PRGL¿FDGD�SRU�OD�'LUHFWLYD���������&(��
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 10 de mayo de 1999. c) La Directiva 90/314/CEE, del Consejo, 
de 13 de junio de 1990, concede derechos a quienes adquieren viajes combinados, vacaciones combinadas 
y circuitos combinados. d) La Directiva 93/13/CEE, del Consejo, de 5 de abril de 1993, sobre las cláusulas 
abusivas en los contratos celebrados con consumidores. e) La Directiva 94/47/CE, tiene como objetivo la 
protección de los adquirentes de un derecho de utilización de inmuebles en régimen de tiempo compartido. 
f) Las Directivas 97/7/CE y 2002/65/CE que contienen reglas de protección de los consumidores en materia 
de contratos a distancia. g) La Directiva 98/6/CE que obliga a los vendedores a indicar el precio de venta 
GH�ORV�ELHQHV�GH�IRUPD�LQHTXtYRFD��IiFLOPHQWH�LGHQWL¿FDEOH�\�FODUDPHQWH�OHJLEOH��K��/D�'LUHFWLYD���������
&(��TXH�REOLJD�HO�YHQGHGRU�D�HQWUHJDU�XQ�ELHQ�TXH�VHD�FRQIRUPH�DO�FRQWUDWR�GH�FRPSUDYHQWD��FRQ¿ULHQGR�
DO�FRQVXPLGRU��HQ�FDVR�GH�IDOWD�GH�FRQIRUPLGDG�TXH�VH�PDQL¿HVWH�GHQWUR�GH�XQ�SOD]R�GH�GRV�DxRV�D�SDUWLU�
de la entrega del bien, los derechos de reparación, sustitución, reducción adecuada del precio o resolución 
GHO�FRQWUDWR��L��/D�'LUHFWLYD���������&(�TXH�GH¿QH�ORV�FULWHULRV�GH�VHJXULGDG�GH�ORV�SURGXFWRV��M��'LUHF-
tiva 2005/29/CE relativa a las prácticas comerciales desleales de las empresas en sus relaciones con los 
consumidores en el mercado interior. Véase: Moráis Carvalho, Jorge, La protección de los consumidores 
en la Unión Europea, ¿Mito o realidad?, en: Criterio Jurídico, vol. 6, Santiago de Cali, 2006, pp. 249-253.
19  Verbigracia: Tratados de Montevideo de 1889 y 1940, el Código de Bustamante de 1928, el First Resta-
WHPHQW�RI�&RQÀLFWV�RI�/DZV�de 1934 en el seno de la Organización de Estados Americanos, las Conferencias 
Interamericanas de Derecho Internacional Privado desde 1975, Convenio sobre Ley Aplicable a las Ventas 
de Carácter Internacional de Objetos Muebles Corporales de 1955 de la Conferencia de la Haya, 



TEMAS SELECTOS 5

164

1.2. Desasistencia jurídica internacional en materia de consumidores 

El anterior esquema normativo internacional nos apertura el espacio para una 
UHÁH[LyQ� FUtWLFD�\� FRQWXQGHQWH� VREUH� OD� DJyQLFD� ODERU�QRUPDWLYD�TXH� VH�KD�
emprendido en el vigente contexto internacional respecto de los derechos de 
los consumidores. Y es que como bien destaca Paños Pérez20, se trata de insu-
ÀFLHQFLDV�SURYRFDGDV�SRU�XQ�VLVWHPD�TXH�DYDQ]y�FRQ�HO�PiV�IXHUWH��GHMDQGR�
parcialmente desasistida a la que se ha denominado parte débil del contrato. 

Anquilosada regulación global que se hace más notoria al compararla con 
otras áreas del mismo Derecho Internacional Privado que rebosan de instru-
mentos internacionales reguladores de su esfera jurídica y que, como bien 
señala la anterior autora, protegen a la parte más fuerte de los intercambios 
comerciales y con ello aludimos sin miramientos al Derecho Mercantil Inter-
nacional; y es que los consumidores son un grupo económico, un sector que 
ha recibido una protección incidental derivada de la exhaustiva regulación 
del comercio en su esencia misma.

A nuestro juicio es a veces acotada la extensión analítica que se le da al 
Derecho Comercial, sólo interesa la relación jurídica que emerge de los inter-
FDPELRV�GH�ELHQHV�\�VHUYLFLRV�ROYLGiQGRQRV�GH�ORV�GHVWLQDWDULRV�ÀQDOHV�GH�WD-
les mercancías, y si bien ello escapa al espectro jurídico del Derecho Mercantil 
cruzando los perímetros normativos del Derecho de los Consumidores, es re-
SUREDEOH�TXH�ORV�SURWDJRQLVWDV�GHO�WUiÀFR�MXUtGLFR�FRPHUFLDO�EORTXHHQ�HO�FUH-
cimiento legislativo del espacio jurídico de los consumidores, pues elevar los 
estándares normativos de protección de los aludidos consumidores implica 
un irremediable decrecimiento en el inclemente lucro que buscan los agentes 
del comercio; por ende, los instrumentos jurídicos que nutren la Lex Mercato-
ria21 no contemplan la protección del último eslabón de la cadena económica.

6L�OR�SULPDULR�HV�OD�UHDOLGDG�VRFLDO�\�WUDV�HOOD�YLHQH�OD�QRUPD��OD�YHULÀFDFLyQ�
de la existencia de un grupo consolidado es esencial para apreciar22 la inmi-

20  Paños Pérez, Alba, op. cit., p. 2.
21  Conjunto de principios, instituciones y reglas provenientes de diversas fuentes que nutre constantemente 
ODV�HVWUXFWXUDV�OHJDOHV�\�OD�DFWLYLGDG�HVSHFt¿FD�GH�OD�FROHFWLYLGDG�GH�TXLHQHV�RSHUDQ�HQ�HO�FRPHUFLR�LQWHU-
nacional. Se trata, en suma, de normas transnacionales que se van dando paulatinamente a sí mismos los 
socios en los intercambios comerciales, sobre todo en el marco de sus organismos profesionales y que los 
iUELWURV�FRQWUDFWXDOPHQWH�GHVLJQDGRV�SRU�HOORV�SDUD�UHVROYHU�VXV�OLWLJLRV�FRQ¿UPDQ�\�DVt�PLVPR�SUHFLVDQ��
e incluso elaboran para ellos. Véase: Feldstein de Cárdenas, Sara, Contratos Internacionales, Contratos 
celebrados por Ordenador, Autonomía de la voluntad, Lex Mercatoria, Buenos Aires, Abeledo- Perrot, 
1995, pp. 159 y 160.
22  Fernández Rozas, José Carlos, Un nuevo mundo jurídico: la Lex Mercatoria en América Latina, en Es-
tudios sobre la Lex Mercatoria, una realidad Internacional, Instituto de Investigaciones Jurídicas, México, 
Universidad Nacional Autónoma de México, 2006, p. 62.
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QHQWH�QHFHVLGDG�GH�XQ�VLVWHPD� OHJDO� LQWHUQDFLRQDO�� FRPR�PRGHOR�XQLÀFDGR�
con vigencia y aplicación en todos los países en materia de consumidores 
que haga contrapeso a ordenamientos de naturaleza meramente comercial, 
ofreciendo un atisbo de respuesta a una sociedad de consumo, en donde las 
anteriores directrices no otorgan un nivel de protección elevado al ser instru-
mentos de derecho suave y la normatividad europea sólo colma el vacío legal 
a nivel regional.

Por ende, a falta de esa normativa especial se lleva a cabo una remisión, en 
base a la analogía, a las normas sobre derecho aplicable y jurisdicción relati-
vas a contratos internacionales y obligaciones legales. Sin embargo, el proble-
ma con dichas normas yace en el hecho de que tienen como primer punto de 
conexión a la autonomía de la voluntad; última que poco se pondera en las 
relaciones de consumo, toda vez que tratándose los mismos de sujetos débiles 
con necesidad de tutela jurídica, librados a las reglas de la oferta, la demanda 
y la libre negociación, resultan perjudicados por la profesionalidad y expe-
riencia de sus co-contratantes: los proveedores o comerciantes.23

El consumidor internacional se sitúa en una doble situación de desventaja, 
la tradicional de desprofesionalización y desinformación frente al empresario 
y la exposición a riesgos derivados del propio mercado de intercambios in-
WHUQDFLRQDOHV�TXH�SURGXFHQ�VX�GHVFRQÀDQ]D��YHUELJUDFLD��ULHVJR�LQIRUPDWLYR��
riesgo lingüístico, riesgo producido por la distancia y velocidad, formas de 
contratación electrónica. Por tanto, en las transacciones transfronterizas, al 
consumidor se le presentan determinados problemas que agravan su posi-
ción de inferioridad y desequilibrio en esas relaciones contractuales, pudién-
dose citar los siguientes:24

- Desconocimiento de la ley que se aplicará al contrato que se ha celebrado.

- Desconocimiento de lo que dispone el cuerpo normativo cuando el 
mismo es extranjero e incluso pertenece a una familia jurídica distinta.

-   Desconocimiento de los tribunales competentes para conocer de su problema.

- 'LÀFXOWDGHV�SDUD�HMHUFHU�VXV�GHUHFKRV�DQWH�XQ�WULEXQDO�H[WUDQMHUR�

- Poca posibilidad de hacer frente al elevado costo que supone un liti-
gio transfronterizo.

- 3RVHH�GLÀFXOWDGHV�SDUD�REWHQHU�HO�UHFRQRFLPLHQWR�\�OD�HMHFXFLyQ�IRU-

23  Cfr. Mistretta, Carolina Valeria, La protección del consumidor en el Derecho Internacional Privado, 
Universidad de Belgrano, Argentina, 2012, p. 5. 
24  Cfr. Racet Morciego, María Soledad y Soler del Sol, Alfredo, op. cit., p. 306.
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zosa, en el extranjero o en el propio país de una sentencia dictada en el 
Estado del consumidor o en un tercer Estado respectivamente. 

/DV�GHÀFLHQFLDV� DQWHULRUHV�TXH� VXE\DFHQ�D�SHVDU�GH� OD� H[LVWHQFLD�GH� ODV�
sugerentes pautas de la ONU que adolecen de toda fuerza vinculante, se ha-
cen más latentes al momento de precisar los derechos y obligaciones de los 
sujetos a los que la doctrina jurídica del consumo y algunas legislaciones han 
denominado consumidores pasivos, activos e incluso el consumidor turista. 

Se vuelve caóticamente normativo determinar la regla que le será aplica-
ble tan solo con la penosa legislación internacional vigente, o en su defecto el 
VLVWHPD�GH�QRUPDV�GH�FRQÁLFWR�DJUDYD�ODV�DQWHULRUHV�GHVYHQWDMDV�\�YDORUDQGR�
estos datos jurídicos tan solo obtenemos una protección indirecta de tales su-
jetos quedando latente su desamparo, toda vez que la lex loci actus o ley del 
OXJDU�GHO�FRQVXPR�UHGXFH�LQFOXVR�OD�DXWRQRPtD�FRQÁLFWXDO�DO�VHU�FRQWUDWRV�GH�
adhesión en donde el consumidor acepta o no, con nulo margen de interven-
ción, las cláusulas predispuestas.

En esa órbita jurídica, el consumidor internacional dinámico o activo, es 
aquél que se traslada a otros países, realizando actos de consumo y quedando 
sujeto a la normatividad del país donde lleva acabo su actividad de consumo 
FRPR�GHVWLQDWDULR�ÀQDO25; la situación jurídica se vuelve compleja en los con-
tratos de turismo, por ejemplo, en los cuales las partes tienen su domicilio 
en el mismo Estado pero la prestación característica del contrato se ejecuta 
HQ�RWUR��6XUJHQ�DVLPLVPR�GLÀFXOWDGHV�FRQ�ORV�FRQWUDWRV�FHOHEUDGRV�HQWUH�ORV�
FRQVXPLGRUHV�\�ODV�VXFXUVDOHV��UHSUHVHQWDFLRQHV�R�ÀOLDOHV�GH�HPSUHVDV�H[WUDQ-
jeras con establecimientos en los mismos Estados que el consumidor. Se dis-
FXWH�WDPELpQ�VL�OD�PHUD�FDOLGDG�GH�H[WUDQMHUR�GHO�ELHQ�D�FRQVXPLU�FDOLÀFDUtD�OD�
relación como internacional.��

En tanto el consumidor internacional pasivo es aquél que recibe informa-
ción u oferta y por ende consume un producto extranjero dentro del territo-
rio de su mismo país y queda sujeto al amparo de la legislación nacional de 
su Estado de origen, sin embargo, las tecnologías de la comunicación han 
acentuado la problemática; tal como sustenta Heredia Cervantes27, ello de-
bido al carácter globalmente accesible de la red, pretendiendo darle a aquel 
que consume por medios electrónicos tal categoría de consumidor pasivo y 
25  Leible, Stefan, $XWRQRPtD�FRQÀLFWXDO�\�SURWHFFLyQ�GHO�FRQVXPLGRU�HQ�HO�GHUHFKR�LQWHUQDFLRQDO�GH�ORV�
contratos; en Revista del Derecho Comercial y de las Obligaciones N° 29, Buenos Aires, 1996, p. 298.
26  Mistretta, Carolina Valeria, op. cit., p. 5 y 6.
27  Heredia Cervantes, Iván, Consumidor Pasivo y comercio electrónico a través de páginas Web, en: Revis-
ta Jurídica de la Universidad Autónoma de Madrid, núm. 5, España, 2001, pp. 77 y 78.
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por lo tanto debe gozar del mismo nivel de protección que cuando adquiere 
bienes o servicios nacionales, no obstante, la anterior conclusión normativa 
genera el descontento de los comerciantes en tanto puede llegar a constituir 
un freno, una barrera al desarrollo del comercio electrónico, al suponer una 
carga económica excesiva para los profesionales, alegándose que, en el afán 
por proteger a los consumidores, se imponen unas condiciones excesivamen-
te duras a los profesionales que les disuaría de utilizar Internet como plata-
forma comercial.

Finalmente, esta abigarrada realidad sustantiva se complementa con com-
plicaciones también en la parte adjetiva dado que no es fácil encontrar un 
SXQWR�GH�FRQH[LyQ�SURFHVDO�TXH�GHWHUPLQH�HO�HVSDFLR� MXULVGLFFLRQDO�ÁH[LEOH�
para los consumidores que suelen celebrar contratos a menor escala, distintos 
de los cuantiosos acuerdos contractuales que llevan a cabo los comercian-
tes trasnacionales que tienen a su disposición una serie de métodos alternos 
GH�VROXFLyQ�GH�FRQÁLFWRV��LQFOXVR�HQ�OtQHD��$'5�2'5�Alternative and Online 
Dispute Resolution), que les permite someter sus diferencias en distintos foros 
internacionales evitando con ello procedimientos costosos y tediosos. 

Ante el enredo jurídico anterior se requiere normas internacionales adap-
tadas a los obvios menesteres del instituto jurídico que se pretende legislar, 
brindando una protección especial y más favorable a los consumidores en 
cualquiera de sus vertientes. 

III. Los derechos del consumidor como derechos humanos

La aseveración del presente epígrafe requiere efectuar algunas precisiones 
para demostrar que los padecimientos de los sujetos consumidores ante una 
falta de normatividad internacional, trae aparejada una axiomática violación 
a derechos humanos, partiendo incluso del poco tutelado derecho de acceso 
al consumo mismo. 

En esa línea discursiva debemos destacar que los derechos humanos consis-
ten en “…derechos primarios de las personas y que conciernen indistintamen-
te a todos los seres humanos…”, sin embargo al positivizarse tales derechos 
HQ�QRUPDV�MXUtGLFDV�VH�FRQYLHUWHQ�HQ�GHUHFKRV�IXQGDPHQWDOHV�FRPR�UHÀHUH�DO�
respecto Robert Alexy “…derechos que han sido llevados al derecho positivo 
con el propósito o la intensión de darles una dimensión positiva a los derechos 
humanos” y con ello el respeto y protección a través de la misma ley. 28

28  Citado por González Rivera, Tatiana Vanessa y Martinez Regino, Roberto, La implementación de acuer-
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El derecho del consumidor es sin duda, un vehículo social de protección 
general, vinculado a derechos elementales de la persona humana, encuadra-
dos dentro del marco de lo que llamamos “derechos humanos”29,  y desde 
el punto de vista jurídico constitucional, están circunscritos a los derechos 
humanos fundamentales que se conocen como de tercera generación, es decir, 
aquellos destinados a la protección del bien común y que sólo son realizables 
por el esfuerzo de la colectividad.30

Prieto Sanchís31�DÀUPD�TXH�´ORV�GHUHFKRV�KXPDQRV�FRPR�FDWHJRUtD�pWLFD��
cultural e histórica, es decir, prenormativa, no constituye una concepción ce-
rrada y acabada de la que pueden beber los ordenamientos positivos, sino un 
concepto abierto a distintas concepciones y desarrollos y, en consecuencia, 
no existe una formulación canónica, ni una forma exclusiva de respetar las 
exigencias que derivan de tales derechos.”

Y es que en principio, si ubicamos la necesidad de adquisición de bienes y 
servicios desde la óptica cotidiana y no tanto jurídica, deducimos que por me-
dio de la acción de consumo procuramos la satisfacción de necesidades, sobre 
todo básicas vinculadas a la propia existencia, con el propósito de alcanzar un 
cierto nivel o calidad de vida; de manera que son diversas las prerrogativas 
que pueden garantizarse y que trastocan la esfera de derechos fundamentales 
dado el amparo constitucional del que gozan los mismos en las diferentes 
legislaciones internas, debiéndose maximizar y optimizar la égida de los de-
rechos del consumidor.

Consiguientemente, en el catálogo de derechos humanos que estructuran 
la relación de consumo y el propio derecho de acceder a éste se contempla 
la vida misma como máximo bien tutelado por el Derecho; protección de la 
salud y seguridad, la educación, que conlleva a su vez el derecho a la libre 
elección, a la información, a la garantía y a la privacidad; protegiendo inte-
reses económicos tales como el derecho a la reparación de daños accediendo 
D�OD�MXVWLFLD�GH�PDQHUD�IDFWLEOH�\�HÀFD]��SRU�HQGH��VH�GHYHOD�OD�REOLJDFLyQ�GH�
los proveedores consistente en respetar tales derechos, aunada a la labor aún 
lenta e inacaba de Estados y organismos internacionales en la salvaguarda y 

dos comerciales en la OMC con perspectiva de derechos humanos: un anhelo jurídico internacional, en 
Revue europénnee du droit social, Vol. XXIV, ISSUE 3, Rumania, 2014,  p.261.
29  Tambussi, Carlos Eduardo, Los Derechos del Consumidor como derechos humanos, en: Revista de la 
facultad de Derecho y Ciencia Política de la Universidad Alas Peruana, Vol. 12, número 13, 2014, p. 1.
30  Germán,  Bidart Campos, Teoría General de los Derechos Humanos, Ed. Astrea, Bs. As., 2006, pp. 189 
y ss.
31  Citado por Tambussi, Carlos Eduardo, Los Derechos del Consumidor como derechos humanos, en: 
Derechos Humanos, Gordillo Agustín, et. al., Buenos Aires, 2015, p. 13.
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fortalecimiento de la posición del individuo como titular de derechos subjeti-
vos en toda su extensión.  

Quizás, el hecho de etiquetar estos derechos del consumidor como dere-
chos humanos permita revertir un poco el inicuo ambiente normativo en que 
se hallan los mismos, pudiendo fraguar una exigencia en su protección dada 
tal naturaleza atribuida, utilizando como bastión la Declaración Universal de 
Derechos Humanos, el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políti-
cos y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
mediante la coordinación de las normas jurídicas internacionales; resguardo 
jurídico que se hace más efectivo en países que han difundido y adaptado la 
doctrina del bloque de constitucionalidad o en un plano netamente interna-
cional acudiendo a los organismos respectivos para exigir su tutela; empero 
sigue resultando una solución indirecta que puede conllevar esfuerzos pro-
longados y a veces hasta baldíos, toda vez que para acceder a la justicia en 
un ámbito internacional es necesario agotar los recursos jurídicos nacionales 
previos, haciendo negatoria y tardía la tutela judicial del consumidor.

IV. Delineando una normatividad internacional

En un mundo globalizado que ha alterado la genética misma del Derecho no 
se concibe ya la posibilidad de escudriñar las posibles soluciones jurídicas en 
los moldes impropios de los ordenamientos estatales o allegarse del método 
FRQÁLFWXDO�SURSLR�GHO�'HUHFKR�,QWHUQDFLRQDO�3ULYDGR�TXH�\D�UHVXOWD�OLPLWDGR�
ante una relación de consumo internacional. Actualmente, se hace indispen-
sable brindar una morada normativa autónoma e internacionalizada nutrida 
tanto de normas imperativas como narrativas (hard y soft law), a las relaciones 
GH�FRQVXPR�HQ�ODV�TXH�FRQÁX\D�XQ�HOHPHQWR�H[WUDQMHUR�SDUD�HTXLSDUDU�DVt�VX�
normatividad a las de otras esferas jurídicas que también integran la cadena 
del orden económico mundial. 

La intervención del Estado y de los Organismos Internacionales cuya labor 
de regulación se enmarque en el contexto económico deben urgentemente pro-
mover una regulación de los consumidores internacionales, quienes se hallan 
en una situación de vulnerabilidad mayor dado el enrevesado panorama glo-
bal, procurando un entorno normativo adecuado tanto material como procesal.

Es indispensable la aproximación de las legislaciones en la medida nece-
saria para el funcionamiento de una plataforma de mercado global, promo-
YLHQGR�XQD�DUPRQL]DFLyQ��XQLÀFDFLyQ�\�VLPHWUtD� MXUtGLFD�HQWUH� ORV�GLVWLQWRV�
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ordenamientos que integran el Derecho Internacional Privado, en donde  la 
GHIHQVD�GH�ORV�LQWHUHVHV�GH�ORV�FRQVXPLGRUHV�R�XVXDULRV�ÀQDOHV�GH�ELHQHV�\�
servicios constituya una de las mayores preocupaciones de la sociedad glo-
bal, resonando el eco del discurso de John F. Kennedy respecto a que “todos 
somos consumidores” y que encausó los primeros movimientos en pro de 
tales derechos.

De hecho, la preocupación que plasmamos en la presente disertación ha 
avivado la intuición intelectual de otros estudiosos de la materia, al grado de 
haberse esquematizado algunas voluntades normativas regionales que invo-
lucran a países en desarrollo como los nuestros, tal es el caso de las propues-
tas realizadas en el seno de la Organización de Estados Americanos (OEA), 
en Séptima Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Interna-
cional Privado (CIDIP-VII), que se encuentra en proceso de negociación y se 
incluyó la materia de consumidores; la delegación de Brasil presentó una pro-
puesta de Convención Interamericana sobre la Ley Aplicable a Algunos Contratos y 
Relaciones de Consumo; la delegación de los Estados Unidos un esquema para 
una Ley Modelo sobre Mecanismos de Restitución Monetaria para Consumidores; 
y, la delegación de Canadá un informe sobre la Jurisdicción y la Protección al 
Consumidor en el Comercio Electrónico.

Dada la naturaleza obligatoria del proyecto presentado por la Delegación 
GH�%UDVLO�HV�IRU]RVR�GHVWDFDU�TXH�OD�PLVPD�FRQWHPSOD�XQD�DPSOLD�GHÀQLFLyQ�
de consumidor, una protección contractual general para el caso de relacio-
nes de consumo llevadas a cabo por medios electrónicos ponderando una 
aplicación de la ley favorable al consumidor y respetando la aplicación de 
las normas imperativas del país en cuestión, se detallan asimismo los temas 
excluidos por la misma convención dado que estos poseen una regulación 
exhaustiva en otros instrumentos internacionales (transporte, seguros, rela-
FLRQHV�HVWULFWDPHQWH�HQWUH�FRPHUFLDQWHV��HWF���\�ÀQDOPHQWH�VH�EULQGD�XQ�WUDWD-
PLHQWR�UHJXODWLYR�HVSHFtÀFR�D�ORV�FRQWUDWRV�GH�YLDMH�\�WXULVPR�\�GH�SURSLHGDG�
múltiple o tiempo compartido; logrando así que el consumidor deje de ser el 
protagonista olvidado y rezagado.32

Sin demeritar la anterior propuesta que nos parece acertada para colmar 
las lagunas en esta materia, estimamos que las disposiciones de la misma 
continúan haciendo una inadecuada remisión a los ordenamientos estatales, 
no brindando una autonomía legal a tal área del Derecho como sí la posee 

32  Véase el contenido completo del proyecto de la Convención en: Lima Marques, Claudia, op. cit., pp. 43.45.



HACIA EL ÁMBITO DEL DERECHO EMPRESARIAL

171

el ordenamiento mercantil internacional, último que siempre ha llevado la 
delantera al Derecho de consumo frenando incluso su progreso normativo, 
por consiguiente, consideramos es indiscutiblemente importante plasmar y 
GDU�XQD�IRUPD�DUTXLWHFWyQLFD�PDJQtÀFD�\�DXWyQRPD�D�ORV�JpUPHQHV�GH�HVWRV�
esfuerzos para evitar que queden en un estado embrionario.

A pesar de estos esfuerzos seguimos careciendo de un sistema jurídico vi-
viente en materia de consumidores, ello supone necesaria y simultáneamente 
la creación de un organismo internacional especializado con plena capacidad 
de acción sobre la materia de consumo, y en cuyo seno se auspicien los ins-
trumentos jurídicos de reconocimiento y salvaguarda de los consumidores 
internacionales con una constante actualización de los mismos dada la pres-
teza del orden económico; esa sería al menos la gesta jurídica ideal de este 
Derecho.

No obstante, la anterior ambición jurídica implicaría una agónica espera, 
pues como dice el adagio latino: “ex nihilo nihil” (de nada no sale nada), de 
modo que ante la inexistencia material de un ente internacional que hasta la 
fecha se encargue de regular el Derecho de los consumidores ante los retos y 
oportunidades que conjetura la globalización, y frente a la perentoria obliga-
ción colectiva de crear un instrumentos internacional de naturaleza vinculan-
te, bregamos por la posibilidad de que el mismo sea concebido al amparo de 
una entidad internacional ya existente, decantándonos por la Conferencia de 
las Naciones Unidas para el Comercio y Desarrollo (UNCTAD) como princi-
pal órgano de la Asamblea General de las Naciones Unidas, dando el margen 
para que dicha Conferencia emita ya no solo simples informes como su tra-
yectoria lo demuestra, sino una Convención Internacional Aplicable a las Rela-
ciones de Consumos Globales; permitiendo que actúe en el mismo sentido que 
la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil internacional 
(CNUDMI), última que aun siendo órgano de la ONU ha venido emitiendo 
GHVGH������XQD�VHULH�GH�&RQYHQFLRQHV�HQ�PDWHULD�GH�WUDQVDFFLRQHV�FRPHUFLD-
les internacionales.

$Vt��FRQ�PRWLYR�GH�OD�FRQIHUHQFLD�GH�*LQHEUD��6XL]D�GHO����GH�-XQLR�GH������
se crea la UNCTAD33 para promover la integración de los países en vías de 
desarrollo en la economía mundial. Si bien, su denominación pareciera hacer 

33 Consideramos que la UNCTAD sería el organismo idóneo para dar causa a la propuesta que se contiene 
en razón de que el principal objetivo que la misma tiene, encomendado por la ONU, es justamente el de 
buscar el equilibrio en las relaciones de comercio entre los países económicamente desarrollados en rela-
ción con aquellos en vías de desarrollo.
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referencia a un simple evento bajo la terminología de “conferencia”, se trata 
de un verdadero órgano que ha alcanzado tal evolución hasta convertirse en 
una autoridad siendo representada por todos los países miembros de la ONU 
(193 a la fecha y que integran la misma Asamblea General) divididos en gru-
SRV�TXH�UHÁHMDQ�ORV�GLVWLQWRV�QLYHOHV�HFRQyPLFRV�\�]RQDV�JHRJUiÀFDV��

Asimismo un punto más a favor de nuestra propuesta radica en el hecho 
de que la tarea intelectual de dicho órgano ha estado presente en las Direc-
trices de la ONU para la protección del Consumidor; de modo que cavilar 
un proyecto de Convención en el foro de la UNCTAD con recomendaciones 
que pueda efectuar el mismo Consumers International, no resulta desacertado; 
cuyo contenido, con la intervención de versados, sagaces e infatigables exper-
tos en la materia, se encamine a regular, en la medida de lo posible, todo el 
caleidoscopio de posibilidades derivado de las relaciones de consumo inter-
nacionales, devolviendo el rol protagónico, en esta función y trama económi-
ca global, a individuos que nunca pasaron a ser actores secundarios a pesar 
del velado reconocimiento que se les quiso imponer.    

Conclusiones

Las ideas que emergen de esta esforzada pluma devienen de una mente in-
clinada al estudio del Derecho Mercantil Internacional, defendiendo como 
cualquier estudioso que se apasione por su materia de especialización, las 
trincheras del comercio en su contexto hoy mundial, sin embargo, razonada-
mente pugnamos por un intercambio de bienes y servicios más equitativo que 
DWHQGLHQGR�D�OD�´MXVWLFLD�FRPR�HTXLGDG�GH�-KRQ�5DZOVµ�VLJQLÀTXH�RWRUJDU�XQ�
PD\RU�EHQHÀFLR�D�ORV�PLHPEURV�PHQRV�DYHQWDMDGRV�GH�XQD�VRFLHGDG��HQ�HVWH�
caso global, en la que se acrecientan las desigualdades sociales y económicas; 
por ende, defendemos la forzosa necesidad de un ordenamiento internacional 
independiente en materia de consumo. 

Hemos salido de la ingenuidad para servirnos de nuestro propio entendi-
miento, el cual nos previene de una ausencia normativa dirigida a los indi-
viduos receptores de la actividad comercial, carencia que provoca un seísmo 
que tambalea todo el orden económico mundial actual y que de subsistir, 
tarde o temprano, mermará la propia actividad comercial que se comprende 
en esencia y lógicamente vinculada al consumo. 

Falacia indudable es pretender aseverar que la globalización ha creado 
una plataforma de mercado que nos ubica a todos en el mismo nivel; humani-
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zar la temida globalización hacedora de numerosas injusticias e inequidades 
implica, para los estudiosos, creadores y aplicadores de la Ciencia Jurídica, 
colmar los vacíos normativos  que hacen cojear al derecho como sistema jurí-
dico ideal. 

Nuestras indagaciones concluyen, incluso, que la protección de los dere-
chos del consumidor lleva ínsita una salvaguarda de numerosos derechos 
KXPDQRV�� ORV� FXDOHV� VH�KDOODQ�HQ� LQGHIHQVLyQ�DQWH� HO�\D�ERVTXHMDGR�GpÀFLW�
normativo que a todas luces resquebraja el molde de certeza y seguridad ju-
rídica enaltecidos como valores abstractos y metas fundamentales de todo 
ordenamiento.   

Por tanto, como colofón de todo lo anterior la comunidad económica con 
proclividad mundial debe alumbrar un instrumento jurídico internacional re-
vestido bajo la estructura de una convención internacional cuyo contenido 
siga los ejemplos fructíferos de la Unión Europea; y vislumbre el abandono 
sobre todo de los consumidores de los países en vías de desarrollo, colocando 
WDO� ODERU�HQ�PDQRV�GH�OD�81&7$'�TXH�VH�SHUÀOD�FRPR�HO�PiV�LGyQHR�IRUR�
para cristalizar tal hazaña jurídica.
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El préstamo de dinero y las ventas a plazos
Moisés J. Moreno Delgado1

Resumen: El presente ensayo, aborda básicamente una pequeña constelación 
del universo del negocio de crédito como es el préstamo dinerario como una 
VXEHVSHFLH�GHO�PXWXR��WDO�YH]�SRU�VHU�OD�PiV�SDOSDEOH�HQ�HO�WUDÀFR�R�GHVSOD]D-
miento patrimonial, enfocada al consumo por decir así domestico, el crédito 
ya no como un medio para satisfacer una necesidad sino que dentro de nues-
tra sociedad actual el crédito se ha tornado una necesidad en sí mismo. 

Palabras clave: Préstamo, dinero, interés, negocio de crédito.

Abstract: This paper basically addresses a small constellation in the universe of busi-
ness credit as money- lending as a subspecies of mutual, perhaps for being the most 
SDOSDEOH�LQ�WUDIÀF�RU�WUDQVIHU�RI�DVVHWV��IRFXVHG�RQ�WKH�FRQVXPHU�DV�LW�ZHUH�GRPHVWLF��
credit no longer as a means to satisfy a need but within our society credit has become 
a necessity in itself.

Key words: Loan, money, interest, credit business.

1. El préstamo de dinero

El concepto de crédito como expresión de un negocio jurídico es polisémico, 
sujetas sus expresiones contractuales en muchos casos a una tipicidad social 

1  Máster en Derecho Empresarial Corporativo por la Universidad Americana (UAM), Nicaragua, Aboga-
do y Notario, correo electrónico ichmoreno@gmail.com
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o negocial, sin embargo, otras expresiones de mayor uso no se encuentran 
exentas de un análisis a priori sobre las mismas. El muto que es el préstamo de 
uso por excelencia, presenta como sub especie el préstamo de dinero, quizás 
HO�GH�PD\RU�WUiÀFR�HQ�HO�PHUFDGR�GH�FUpGLWR��QDFLHQGR�MXQWR�D�OD�DSDULFLyQ�GHO�
dinero.

En nuestro mercado crediticio, encontraremos este tipo de mutuo, en las 
LQVWLWXFLRQHV�EDQFDULDV�� VRFLHGDGHV�ÀQDQFLHUDV�� LQVWLWXFLRQHV�GH�PLFURÀQDQ-
zas, cooperativas de ahorro y crédito, casas de empeño, prestamistas particu-
lares, día a día estas personas jurídicas y naturales, supervisadas y mediana-
mente supervisadas por un órgano estatal, ponen en circulación millones de 
córdobas, en un traslado patrimonial que dinamiza la economía nacional.  De 
tal suerte que nos atrevemos a decir que  el mutuo dinerario por excelencia 
es dentro del mercado de crédito, el que expresa en demasía ese carácter de 
intercambio patrimonial o dicho de una forma más cruda, de riquezas. Por el 
poder que el dinero en si representa como instrumento de cambio impregna-
do aceptado por todos.

1.1. ¿Pero qué es el dinero? 

Ortíz Soto realiza no solo un concepto del dinero, sino que además menciona 
VXV�FDUDFWHUtVWLFDV�\�XVRV��´3RGHPRV�IiFLOPHQWH�GHÀQLU�DO�GLQHUR�FRPR�FXDO-
quier objeto al que por consenso general se le asigna el papel de medio de 
pago, en cuyos términos se expresa el valor de cambio de todas las mercan-
FtDV��eVWD�HV�XQD�GHÀQLFLyQ�XQ�WDQWR�UHVWULQJLGD�GHELGR�D�TXH�XQD�YH]�TXH�XQ�
sistema monetario se establece, el dinero tiende a ampliar sus funciones, de 
simple medio de intercambio y de unidad de cuenta, a un medio para diferir 
pagos a futuro, así como medio para atesorar valor. De lo anterior procede 
PHQFLRQDU�TXH�HQ�IRUPD�DXWRPiWLFD��XQ�VLVWHPD�PRQHWDULR�HÀFLHQWH��WLHQGH�
a generar un sistema de crédito. En resumen, los usos del dinero son los si-
guientes; a) unidad de cuenta, b) medio de intercambio, c) medio para diferir 
pagos, d) medio para atesorar valor de cambio2”. 

/D�GHÀQLFLyQ�GH�2UWt]�6RWR��DSRUWD�D�QXHVWUR�MXLFLR�HOHPHQWRV�LPSRUWDQ-
tes presentes en el objeto de nuestro estudio, la generación de un sistema de 
FUpGLWR�FRPR�UHÁHMR�GH�XQ�VLVWHPD�PRQHWDULR�HVWDEOH�\�HO�PHGLR�SDUD�GLIHULU�
pagos que en el ámbito jurídico hablamos de obligaciones a plazo.

2  Ortíz Soto, El dinero: la teoría, la política y las instituciones, 2001, p.25



HACIA EL ÁMBITO DEL DERECHO EMPRESARIAL

179

5DFKH��QRV�EULQGD�XQD�GHÀQLFLyQ�PiV�FRORTXLDO��´'LQHUR�HV�DTXHOOR�XQL-
versalmente aceptado en una economía por los vendedores de bienes y servi-
FLRV��&RPR�PtQLPR�HO�GLQHUR�GHEH�VHU�ÀQDOPHQWH�SRUWDEOH�\�WUDQVIHULEOH�SDUD�
realizar compras en diferentes sitios, aquel que no cuente con la cualidad de 
duración física, perderá su valor como moneda. Para ser utilizado debe ser 
estandarizado y sus unidades deben ser de igual calidad y sin que existan 
diferencias físicas ente sí”.3 

&RQVLGHUDPRV�TXH�OD�GHÀQLFLyQ�DQWHV�FLWDGD�VH�FHQWUD�PiV�HQ�ODV�FDUDFWH-
rísticas corpóreas del dinero, sin que con ello se le reste validez a lo expresado 
por Rache. Este elemento del diferimiento será lo que llamará la atención den-
tro de las ciencias jurídicas, así como el valor del mismo en el tiempo.

Díez Picazo, resaltando la importancia del dinero como objeto de las rela-
ciones obligatorias, expresa; ”Aunque en términos generales, las obligaciones 
pueden consistir en entregar una cosa o en hacer o no hacer algo, en una 
economía medianamente avanzada y fundada en la división del trabajo, el 
dinero opera como instrumento de intermediación en los cambios, y por con-
siguiente como uno de los más importantes objetos de las posibles prestacio-
nes que se insertan en una relación obligatoria. El dinero es, V.gr., el objeto 
del precio de la compra venta o del arrendamiento, el objeto de la retribución 
de un servicio o, en general, de la remuneración de una prestación de hacer, 
el objeto de un contrato de préstamo, de la obligación de aportación a una 
sociedad o fondo social”4

Sin embargo, el préstamo de dinero, presenta en si mismo un problema; el 
valor. Después de todo el valor del dinero como medio de intercambio, se en-
cuentra atado a circunstancias del ordenamiento jurídico económico, no ten-
GUHPRV�GXGD�HQ�DÀUPDU�TXH�HO�ELOOHWH�GH�FLHQ�FyUGREDV�SRU�HMHPSOR��FRQWLHQH�
una expresión de valor que puede ser utilizado como medio de cambio, por la 
aceptación del colectivo que tiene una mediana razón de su poder cambiario, 
en atención de los bienes que con dicho billete se pueden adquirir, aun cuan-
do el papel moneda en su composición material no tenga tal valor. A lo que 
habrá que agregar el papel de la política monetaria del estado como elemento 
GH�FRQÀDQ]D�HQ�OD�FLXGDGDQtD�

Lo que deseamos expresar es que este valor no es inmutable, el ciudadano 
percibirá la merma del mismo como  medio de intercambio, cuando con el 

3  Rache, D. C. B. L. Moneda y banca: ideas fundamentales y talleres de aplicación. 2010, p. 11
4  Díez Picazo,  Fundamentos del Derecho Patrimonial.2008. p.289 
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mismo valor nominal adquiera menos bienes y servicios, disminuyendo en 
LJXDO�PHGLGD�OD�FRQÀDQ]D�GHO�FROHFWLYR�DXQ�FXDQGR�PHGLH�XQ�QRUPD�TXH�OH�
brinde el carácter de curso legal. 

Diez Picazo señala “Parece desprenderse que el dinero, tanto si se le con-
sidera como pura entidad ideal que cumple una función de medida de valor, 
como si se le considera cosas o signos que son utilizados como medio de cam-
bio y de pago, no representa un bien en sí mismo, sino en cuanto es objeto de 
un reconocimiento social en el ordenamiento jurídico,  existe de un lado un 
consensus social, y por otro lado, una regulación normativa. El dinero adquiere 
su sentido porque existe una normativa que lo establece como medio general 
de cambio y como unidad de valor, pero también porque una determinada 
FRPXQLGDG�R�JUXSR�KXPDQR�OH�RWRUJD�VX�FRQÀDQ]D�\�DGPLWH�HQ�JHQHUDO�VX�
vigencia”5

/D�DÀUPDFLyQ�GHO�PDHVWUR��QRV�LQGLFD�TXH�DGHPiV�GHO�GHUHFKR�FRPR�VXV-
tento de un ordenamiento económico que da forma a la política monetaria, se 
KDFH�QHFHVDULD�OD�FRQÀDQ]D�GHO�FLXGDGDQR��OD�FXDO�VH�GLOX\H�HQ�ORV�SURFHVRV�
LQÁDFLRQDULRV��OR�TXH�VHUi�PRWLYR�GH�HVWXGLR�GHQWUR�GH�ODV�FLHQFLDV�MXUtGLFDV�
en el tema del mutuo dinerario. 

Lo antes expresado es debido a la constante variación de precios en mu-
chas economías latinoamericanas en las que el valor de los bienes sube en 
detrimento del valor adquisitivo, esto hace necesario saber cuál será el valor 
real de esa unidad monetaria como medio de intercambio al momento del 
cumplimiento de la obligación.  

*UDÀTXHPRV� VL� -HV~V� FRQWUDWD� FRQ� -DLUR�XQ�PXWXR�SRU� FLQFR�PLO� FyUGR-
bas, a un diferimiento de un año. Al momento de otorgar el muto esa canti-
dad como medio de intercambio podía comprar cincuenta cajas de jabón. El 
problema que se plantea es que si llegado los doce meses podremos siempre 
comprar esas cincuenta cajas, o su valor nominal se ha visto mermado en su 
poder de adquisición. Se hace entonces cuestionable, si ante tal merma, Jairo 
puede requerir a Jesús la cantidad de dinero necesaria para comprar las cin-
cuenta cajas de jabón que no sería otro hecho que el de reponer el valor real 
que el dinero tenía al momento de su otorgamiento.

De allí que en la actualidad existen dos posiciones bien marcadas en lo que 
respecta a la devolución de la prestación dineraria.

5  Díez Picazo. Fundamentos del Derecho Patrimonial. 2008. P. 290-291
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Por un lado, tenemos la teoría nominalista en la que el acreedor se libera 
SDJiQGROH�DO�GHXGRU�OD�VXPD�GH�GLQHUR�TXH�ÀJXUD�HQ�HO�WtWXOR�DMHQD�D�TXH�HQ�
el momento de cumplimiento de lo contraprestación tenga menor o mayor 
valor, maximiza la seguridad jurídica contra los perjuicios que le puedan de-
parar a los contratantes, especialmente al prestamista o mutuante. 

Sobre este tópico del valor del dinero como factor genérico, Garrigues 
expresa “Otras veces los interesados quieren destacar el factor genérico del 
dinero, posponiendo la consideración de su valor nominal. En tal caso se pac-
tará la devolución del préstamo en una especie determinada de moneda, ex-
cluyendo, por consiguiente, todas las demás como posible medio de pago, en 
tanto en cuanto exista la especie pactada”�.

En contraposición, tenemos la teoría valorista de acuerdo a esta  el deudor 
debe pagar para liberarse, una suma de dinero que represente el valor real 
que tenía al momento del otorgamiento del mutuo.

)HUQiQGH]�&DUWDJHQD��UHÀULpQGRVH�D�GLFKD�WHRUtD��HVFULEH�́ /D�FDGD�YH]�PiV�
creciente depreciación monetaria, ha provocado el nacimiento del valorismo 
convencional, que surge cuando el sistema jurídico permite a los contratantes 
la inclusión de distintos tipos de cláusulas estabilizadoras. De esta manera, 
el valor de las prestaciones es siempre actualizado, mediando cumplimiento 
oportuno o en ausencia de éste”7 

Por su parte, Díez Picazo le reconoce a esta corriente como más justa por 
PDQWHQHU�HO�SULQFLSLR�GH�FRQPXWDWLYLGDG�GHO�WUiÀFR�MXUtGLFR�\�GH�HTXLYDOHQ-
cia de las prestaciones, no obstante, anota que el inconveniente de tal teoría es 
la incertidumbre sobre el alcance de la obligación, constituyendo una fuente 
inagotable de litigios8.

El ordenamiento jurídico nicaragüense en su evolución, a nuestro parecer, 
ha buscado la forma de armonizar ambas posiciones, entre el carácter no-
minalista consagrado en el Código Civil nicaragüense, en sus artículos 2022 
y 2023, y el Código de Comercio en su artículo 487 que se inclinan a favor 
del prestatario como el sujeto débil de la relación quién pagará la cantidad 
igual recibida conforme la ley monetaria de la República. Continuando con 
los preceptos  nominalistas el párrafo segundo del citado artículo 487 expresa 
“Si se pacta la especie de moneda en que se ha de hacer el pago, la alteración 
TXH�H[SHULPHQWH�HQ�YDORU��VHUi�HQ�GDxR�R�EHQHÀFLR�GHO�SUHVWDGRUµ��&RQVLGH-

6  Garrigues, Temas de Derecho vivo. 1978. p 143
7  Fernández Cartajena. Actualización de deudas pecuniarias implicancias civiles. 2014 p 70
8  Díez Picazo. Fundamentos del Derecho Patrimonial. 2008 p. 296 
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ramos que no podemos dejar de ubicarnos en el contexto coyuntural histórico 
en que ambas disposiciones fueron dictadas; a la promulgación del Código 
Civil, la unidad monetaria era el peso nicaragüense  existente hoy en la me-
moria colectiva como sinónimo de la actual moneda el córdoba de curso legal 
ya durante la promulgación del Código de Comercio. Entonces la realidad 
monetaria, y porque no decirlo, la realidad obligacional se encontraba marca-
da por una fuerte cordobización, producto de una estabilidad en la paridad 
cambiaria que satisfacía a los contratantes, pues la moneda era acreedora de 
OD�FRQÀDQ]D�GH�ORV�FLXGDGDQRV��

+HUUHUD�	�*X]PiQ��FLWDQGR�D�0RUiQ�%RYLR��MXVWLÀFDQ�HO�QRPLQDOLVPR�DVt�µ�
<�HV�TXH�QHFHVDULDPHQWH��OD�VHJXULGDG�GHO�WUiÀFR�H[LJH�TXH�OD�UHIHUHQFLD�HQ�ODV�
deudas de dinero sea la cantidad en vez del valor que éste represente, sólo de 
esta forma se establece con precisión perdurable el alcance exacto del crédito 
y de la deuda que corresponden a cada uno de los contratantes. En idéntica 
OtQHD��HQ�UD]yQ�GHO�SULQFLSLR�GH�VREHUDQtD�PRQHWDULD�GHO�(VWDGR�VH�FRQÀUPD�OD�
función de garantía que el poder estatal ejerce sobre la moneda” 9.

'tH]�3LFD]R�UHÀHUH�TXH�KDEODPRV�GH�FXUVR�OHJDO�FXDQGR�XQD�GHWHUPLQDGD�
moneda goza de la sanción y de la proclamación estatal, es decir, cuando se 
encuentra legalmente establecida como posible medio general de pago10

3HUR�YROYLHQGR�D�QXHVWUR� VLVWHPD��HQ�TXH� IXQGDPRV�QXHVWUD�DÀUPDFLyQ�
de que en él se busca la forma de armonizar ambas posiciones, sin temor de 
ser heréticos, nuestro concepto de soberanía monetaria es muy tenue, la so-
ciedad nicaragüense actual se encuentra dolarizada, el dólar de los Estados 
Unidos de América ha terminado siendo la unidad monetaria de referencia, a 
la cual de conformidad a determinada paridad cambiaria, se ajusta o adecua 
HO�FyUGRED��TXLHQ�DO�ÀQDO�HV�OD�XQLGDG�FRQ�OD�FXDO��VH�OH�FDQFHOD�VDODULRV�D�FOD-
ses medias bajas o los sectores más vulnerables que ven restringido su acceso 
D�OD�PRQHGD�H[WUDQMHUD��5HVWDXUDQWHV��WLHQGDV��SURYHHGRUHV�GH�VHUYLFLR��ÀMDQ�
su precio en la moneda de los Estados Unidos de América, realizando una 
suerte de cambio de divisas al momento de cancelar los servicios, tal cual se 
compraran dólares estadounidenses con los córdobas, el valor real del bien o 
VHUYLFLR�TXH�JR]D�GH�FRQÀDQ]D�\�DFHSWDFLyQ�HQ�HO�XVR�GH�OD�FLXGDGDQtD��HV��OD�
moneda extranjera ya citada. 

9  Herrera y Guzmán. Contratos civiles y mercantiles. 2014. p.443
10  Díez Picazo, Fundamentos del Derecho patrimonial. p 291
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De manera muy particular, no contamos en nuestro país con una ley mo-
netaria, pero lo concerniente al tema que nos ocupa, lo encontramos en Ley 
�����´/H\�2UJiQLFD�GHO�%DQFR�&HQWUDO�GH�1LFDUDJXDµ��(O�DUWtFXOR����GH�OD�FL-
tada ley declara nulas aquellas cláusulas que impongan el cumplimiento de 
una obligación en moneda diferente al córdoba, mas consideramos que esto 
VH�UHÀHUH�H[FOXVLYDPHQWH�D�OD�LPSRVLFLyQ�SRU�SDUWH�GHO�PXWXDQWH��-HV~V�SUHVWD�
a Jairo un mil dólares de los Estados Unidos de América, y le impone la obli-
gación que el pago sea en dicha moneda. Pero seguidamente la ley 732, Ley 
Orgánica del Banco Central de Nicaragua, establece en su artículo 37 reglas 
de excepción, a determinados negocios exentos de la restricción de pactar en 
moneda nacional, diluyendo los principios nominalistas, verbigracia: opera-
ciones de comercio exterior, instituciones supervisadas por la superintenden-
cia de bancos, las obligaciones a pagar en Nicaragua por servicios prestados 
por personas o por entidades nicaragüenses a personas o entidades extran-
jeras, las operaciones que se realicen con recursos provenientes de fondos 
GDGRV�HQ�ÀGHLFRPLVR�R�HQ�DGPLQLVWUDFLyQ��FRQVWLWXLGRV�HQ�PRQHGD�H[WUDQMH-
ra; el pago de boletos de transporte internacional de pasajeros; el reembolso 
que cualquier deudor nicaragüense o extranjero residente en Nicaragua deba 
efectuar a un acreedor nacional o extranjero por cualquier suma que éste haya 
tenido que pagar en moneda extranjera fuera del país. Tal  excepción señala el 
numeral siete, no comprende los pagos que el acreedor haya tenido que efec-
tuar en el país, en moneda nacional normando a continuación el artículo 38 la 
denominada.- Cláusula de mantenimiento al valor- estableciendo una referencia 
FDPELDULD�D�ÀQ�GH�TXH�XQD�PRQHGD�H[WUDQMHUD�SXHGD�VHU�FRQYHUWLGD�D�PRQHGD�
nacional la cual no es más que una cláusula estabilizadora- dentro de nuestro 
sistema nominalista. Ahora bien la misma encuentra su legalidad en la propia 
ley orgánica del Banco Central de Nicaragua, que por razones particulares de 
nuestro ordenamiento jurídico hace de ley monetaria a la vez. Por lo que no 
dudamos en señalar que este tipo de solución en Nicaragua tiene un doble 
carácter- legislativo y contractual, el primero de ellos como la potestad otor-
gada por la ley orgánica citada de establecer paridades cambiarias y reglas de 
H[FHSFLyQ�SDUD�ÀMDU�REOLJDFLRQHV�HQ�PRQHGD�H[WUDQMHUD�\�OD�VHJXQGD�GH�HOOD��
vertiente de la misma ley, la elección dentro de la autonomía de la voluntad 
de los contratantes de establecer cláusulas estabilizadoras. 

�'tH]�3LFD]R��������QRV�H[SRQH��UHÀULpQGRVH�D�OD�SpUGLGD�GH�YDORU�GHO�GL-
nero y los remedios, “El nominalismo, conduce, cuando las oscilaciones del 
valor intrínseco o del poder adquisitivo de las monedas o del dinero son muy 
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grandes, a consecuencia evidentemente injustas, que sólo por razones de se-
guridad jurídica puedan imponerse y que adquieren una extraordinaria gra-
vedad cuando tales oscilaciones en el valor del dinero conducen en la práctica 
a una desaparición de ese valor. Ello hace que haya habido que buscar reme-
dios para evitar tales consecuencias y que se hayan intentado articular me-
didas de corrección de la aplicación rigurosa del sistema nominalista. Estos 
remedios pueden ser de varios tipos. En términos generales, cabe distinguir 
unos remedios legislativos y unos remedios convencionales o negóciales”11.

7RGDV�ODV�DQRWDFLRQHV�H[SXHVWDV��QRV�UHÀHUHQ�GRV�DVSHFWRV�D�GHVWDFDU��HO�
crédito dinerario formalizado a través del mutuo, producto de su ya indis-
cutible incidencia en la sociedad actual, ha forzado o al menos sometido a 
discusión determinadas características que antaño eran consideradas como 
inmutables dentro de la teoría contractual; la razón, con temor de ser repetiti-
vos, consideramos que se encuentra en la volatilidad y dinamismo del nego-
cio del crédito. El segundo aspecto es la aceptación en un mismo sentido que 
dentro de la relación crediticia en la que media el dinero, en determinadas 
condiciones se puede dar una pérdida de su valor de intercambio y ante ello, 
las Ciencias Jurídicas, el Derecho, busca soluciones de equidad, aceptando 
ORV� SURFHVRV� LQÁDFLRQDULRV� \� ORV� ULHVJRV� FDPELDULRV� FRPR�XQD� UHDOLGDG�� GH�
WDO�PRGR�TXH�D�ÀQ�GH�QR�FUHDU�GLTXHV�HQ�HO�ÁXMR�GH�OD�RIHUWD�\�GHPDQGD�GH�
recursos dinerarios, contempla la creación de cláusulas de estabilización que 
brinden a los contratantes la seguridad jurídica que antaño se anidaba en el 
principio nominalista. 

2. Los intereses en el préstamo de dinero

Desde los tiempos en que nacen las primeras expresiones del préstamo o el 
negocio de crédito, ha sido constante preocupación por los diversos órdenes 
jurídicos la carga que sobre el prestatario o deudor se cernía con cada vez 
que realizaba dicha actividad; el interés o rédito que la transacción crediti-
cia incluía, de allí la estigmatización del acreedor o prestamista visto como 
una suerte de subespecie humana que se alimentaba, nutría con la necesidad 
de recursos del deudor. En ello hace presencia el derecho como sustento del 
orden económico, como medio para lograr la equidad entre el acreedor y el 
deudor. En palabras sencillas, para otorgar seguridad a los contratantes.

11  Díez Picaso. Fundamentos del Derecho Patrimonial. 2014. P. 301
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(O�LQWHUpV��D�QXHVWUR�FULWHULR��FRQVWLWX\H�HO�Q~FOHR�ÀQDQFLHUR��OD�HVHQFLD�GHO�
contrato de préstamo, es tal elemento el que lo vuelca y desborda hacia el 
mercado, tanto entre los particulares como entre las entidades bancarias y 
ÀQDQFLHUDV��6LQ�OD�LQFOXVLyQ�GH�LQWHUHVHV�HQ�HO�PXWXR��VHUtD�LPSHQVDEOH�KDEODU�
HQ�HO�FDVR�GH�HVWDV�LQVWLWXFLRQHV��GH�LQWHUPHGLDFLyQ�ÀQDQFLHUD��FRQVHFXHQWH-
PHQWH�HO�VLVWHPD�ÀQDQFLHUR�QR�H[LVWLUtD�WDO�\�FRPR�OR�FRQRFHPRV�HQ�OD�DFWXD-
lidad. Los bancos acumularían grandes cantidades de pasivos, lo que carece 
GH�WRGD�OyJLFD�ÀQDQFLHUD��VXV�EyYHGDV�HVWDUtDQ�OOHQDV�GH�HIHFWLYR�SRU�HO�FXDO�
WHQGUtDQ�TXH�SDJDU�VLQ�SRGHU�REWHQHU�EHQHÀFLRV�HFRQyPLFRV��¢4Xp�SDUWLFXODU�
ejercería está actividad, si no le generaría un lucro? A que limitaríamos el mu-
tuo, a un simple favor que un amigo le brinda a otro amigo. Los plazos serían 
en exceso cortos, para evitar el riesgo de la pérdida del valor, atreviéndonos a 
GHFLU�TXH�SHUGHUtD�VX�HVHQFLD��VL�QR�SDWULPRQLDO��DO�PHQRV�ÀQDQFLHUD�

Díez Picazo nos brinda un concepto de intereses abarcando tanto el compo-
nente económico como el jurídico. “En términos económicos, se denomina “In-
terés” al precio o remuneración que una persona ha de pagar por la utilización 
o disfrute de bienes de capital de pertenencia ajena. Como quiera que los bienes 
de capital constituyan factores de producción, su utilización o disfrute propor-
FLRQD�EHQHÀFLR�SRU�HO�FXDO�GHEH�SDJDUVH�XQ�SUHFLR��(Q�WpUPLQRV�MXUtGLFRV��VLQ�
embargo son intereses las cantidades de dinero que deben ser pagadas por la 
utilización y el disfrute de un capital consistente también en dinero12”. 

$SURSLiQGRQRV�GH�OD�GHÀQLFLyQ�DQWHV�FLWDGD��FROHJLPRV�TXH�ORV�LQWHUHVHV�
son hijos del capital o principal, sin el cual no podrían existir, forma parte de 
la obligación dineraria o contraprestación del deudor y su pago no queda al 
arbitrio del deudor una vez pactado. No puede desembarazarse de dicha car-
ga, de forma unilateral cancelando el principal. Otra cualidad de los intereses 
es que se van devengando en el diferimiento del crédito, en tanto opere el 
disfrute o utilización del capital entregado. Con lo anterior queremos expre-
VDU�TXH�QR�H[LVWH�OyJLFD�ÀQDQFLHUD�QL�VXVWHQWR�OHJDO�HQ�HO�FREUR�GH�LQWHUHVHV�QR�
devengados, mucho menos una noción de justicia, la cancelación del princi-
pal extingue el accesorio. 

Sin embargo, no podemos dejar de cuestionarnos, si el pago anticipado 
no incluye un perjuicio para el acreedor, que esperaba una ganancia deter-
minada en concepto de intereses, ocasionándole una merma. Nosotros cree-
mos que como regla general debemos rechazar ese argumento, por cuanto ha 

12  Díez Picazo. Fundamentos del Derecho Patrimonial. 2014. p.319
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obtenido el retorno del principal de una manera más expedita, junto con los 
réditos que generó en el tiempo de espera, que fue menos prolongado, menos 
angustioso.

En el ordenamiento jurídico nicaragüense, nos encontramos con la “Ley 
JHQHUDO�GH�EDQFRV�� LQVWLWXFLRQHV�ÀQDQFLHUDV�QR�EDQFDULD�\�JUXSRV�ÀQDQFLH-
ros”, en su artículo 57, numeral 12, establece la prohibición de incluir en los 
contratos cláusulas que impidan pagar al cliente anticipadamente su crédito, 
no obstante la institución bancaria podrá cobrar una penalidad de acuerdo 
a un porcentaje o modalidad establecida en el contrato. Esta disposición es 
PRGLÀFDGD�HQ�OD�OH\����. Ley de protección de los derechos de las personas consu-
midoras y usuarias��HQ�VX�DUWV�����\�����(O�SULPHUR�GH�HOORV�GHÀQH�FRPR�FOiX-
sula abusiva la prohibición, limitación y penalización del pago anticipado, 
sin embargo el último de ellos lo circunscribe a los créditos de Consumo y 
Microcréditos,  así como a los  créditos agrícolas y ganaderos cuyo monto no 
supere los veinticinco mil dólares de los Estados Unidos, sin importar el pla-
zo, y aquellos con un plazo menor de 18 meses sin importar el monto.  Otra 
salvedad son los préstamos con fondos intermediarios que impongan sanción 
D�OD�HQWLGDG�ÀQDQFLHUD�SRU�HO�SDJR�DQWLFLSDGR��GHELHQGR�DVt�UHODFLRQDUVH�HQ�HO�
FRQWUDWR��(O�DUWtFXOR����H[SUHVDPHQWH�HVWDEOHFH�TXH�HO�UHVWR�GH�FUpGLWRV�TXH-
dan excluidos de tal derecho, por lo cual es una prohibición selectiva.

Las posiciones más extremas han predicado por la prohibición al cobro 
de intereses, las cual salvo consideraciones de índole religiosas en culturas 
determinadas ha sido ya abandonada. En sus comentarios al Código Civil 
GH�1LFDUDJXD��&XDGUD�=DYDOD��UHÀULpQGRVH�D� OD�SURKLELFLyQ�GH�LQWHUHVHV�HV-
JULPLGR�HQ�GHWHUPLQDGR�WLHPSR�GH�OD�KLVWRULD��DÀUPD�TXH�KDQ�VLGR�GH�HVDV�
leyes destinadas a ser violadas, porque es imposible conseguir que las partes 
interesadas se conformen con ellas13.

Retomando la composición de los intereses en el préstamo, consideramos 
TXH�WLHQH�GRV�MXVWLÀFDFLRQHV�HOHPHQWDOHV��OD�SULPHUD�UHODFLRQDGD�D�OD�SULYDFLyQ�
TXH�UHDOL]D�HO�SUHVWDPLVWD�GH�XQ�SDWULPRQLR�GHO�FXDO�VH�GHVSUHQGH�\�WUDQVÀHUH�
al deudor, y la segunda relacionada con el ya mencionado elemento del cré-
dito denominado aplazamiento. Es decir ,el tiempo como factor de referencia 
para darle un valor al dinero. El diccionario de la Real Academia Española, 
HQ�VX�HGLFLyQ�GHO�WULFHQWHQDULR�OR�GHÀQH�FRPR��´SURYHFKR��XWLOLGDG��JDQDQFLD��
lucro producido por el capital”.

13  Cuadra Zavala. Anotaciones al Código Civil de Nicaragua. 2004. p.665
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Parece sobrancero, luego de citar a Díez Picazo, decir que desde sus ini-
cios, el crédito (el mutuo es la expresión del negocio de crédito por excelencia) 
y el interés han sido una suerte de siameses, con todas las implicaciones que 
WDO�DÀUPDFLyQ�FRQOOHYD��DOJXQDV�YHFHV�SXHGH�VHU�VHSDUDGR�GHO�FDSLWDO�DQWH�OR�
cual estaríamos ante un mutuo huérfano de intereses, y otras no es posible 
hacerlo, que es la praxis común. Necesariamente debemos preguntarnos cuál 
es la regulación que el derecho realiza de ella, o si es a las Ciencias Jurídicas 
a quien le corresponde establecer el interés a devengar y si es válido ante lo 
torpe que resultaría su prohibición, al menos limitarle.

El diccionario antes citado, en el mismo apartado que conceptualiza el in-
terés��GHÀQH�HO�LQWHUpV�OHJDO�FRPR�DTXHO�TXH�D�IDOWD�GH�FXDQWtD�SUHYLD��ÀMD�OD�OH\���
8QD�GHÀQLFLyQ�TXH�+HUUHUD�\�*X]PiQ��DO�UHVSHFWR�VHxDODQ��́ (Q�HVWH�SXQWR�FDEH�
hacer referencia al dato del llamado “interés legal”, que a diferencia de cómo 
normalmente se ha creído ver, no es un límite a la autonomía de la voluntad, 
ni tampoco un dato de obligatoria consignación en el contrato, sino más bien, 
TXH�HV�XQD�ÀJXUD�VXSOHWRULD��SUHYLVWD�SDUD�FXDQGR�DOJXQD�FOiXVXOD�GHO�FRQWUDWR�
SUHYp�HO�SDJR�GH�LQWHUHVHV�\�QR�VH�KD�ÀMDGR�HO�SRUFHQWDMH�GHO�PLVPRµ14.

Nuestro centenario Código Civil nicaragüense, estipula tal interés legal en 
su artículo 3401 ante la omisión contractual de indicar su porcentaje y el 3402 
lo ancla en el nueve por ciento anual como interés legal. El término legal, como 
bien expresaban los juristas antes citados, adquiría un papel supletorio ante la 
RPLVLyQ�GH�ORV�FRQWUDWDQWHV��FRQ�OD�ÀQDOLGDG�GH�QR�FDHU�HQ�XQD�LQFHUWLGXPEUH�
contractual.

Sin embargo, la presión social en materia de intereses siempre ha estado 
latente, el que debe quisiera pagar menos, y a quien se le debe quisiera ganar 
más. Durante la década de los años ochenta, la actividad del mercado crediti-
cio era prácticamente inexistente en Nicaragua, no así la demanda de crédito; 
con el retorno a la democracia en el año 1990, se empieza a dar forma a un 
nuevo orden económico, surgen nuevas tiendas, nuevos negocios, y con ello 
QXHYDV�QHFHVLGDGHV��DÁRUDQ�ORV�SUHVWDPLVWDV�\�HQ�ODV�UHJODV�GH�OD�RIHUWD�\�OD�
demanda desde la posición económica más fuerte, el acreedor impone sus 
condiciones. Hay abusos, contratos de compra venta con pactos de retroven-
ta, escondían contratos de préstamos. Se hace necesaria la intervención del 
HVWDGR��\D�QR�SDUD�PRQRSROL]DU�OD�DFWLYLGDG�ÀQDQFLHUD��VLQR�SDUD�HVWDEOHFHU�
garantías aceptables para todos, para frenar los abusos e impregnar de equi-
dad la relación contractual.

14  Herrera y Guzmán. Contratos Civiles y Mercantiles. 2014. p..411
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Es en el contexto expresado anteriormente, que surge la “Ley de présta-
PRV�HQWUH�SDUWLFXODUHVµ�OH\�����GHO���GH�MXQLR�GH������\�UHIRUPD�GHO�������ODV�
cuales establecen la regulación a los intereses dentro del préstamo dinerario, 
e imponen un techo máximo;  Sin embargo dicha regulación no fue efectiva y 
HO�SUHVWDPLVWD�LQFOX\HQGR�HQ�HVH�HQWRQFHV�D�ODV�PLFURÀQDQFLHUDV�RUJDQL]DGDV�
FRPR�VRFLHGDG�PHUFDQWLO�R�VLQ�ÀQHV�GH�OXFUR�FRQWLQXDURQ�FREUDQGR�XQ�LQWHUpV�
mayor al permitido.

Ya no es pues la oferta y la demanda la que establecerá el interés que; no 
es más que el valor del crédito mismo o el costo del dinero en el tiempo, a 
pesar de que este principio sacro en el mercado ha sido señalado como un 
control natural al cobro de los intereses. En tal sentido nos parece oportuno lo 
señalado por Cuadra Zavala (2004) en su comentario al artículo 3400 del Có-
digo Civil nicaragüense: ”Se ha dividido el criterio de los sociólogos y de los 
juristas sobre la conveniencia de establecer  la libertad en la estipulación de la 
rata del interés, o la necesidad de limitar esa estipulación a un máximun deter-
minado. Los que opinan a favor de la rata irrestricta, sostienen que el dinero 
es una mercancía que puede ser vendida o arrendada como cualquier otra, y 
que el precio de las mercancías es determinado por la ley de la oferta y la de-
manda; y agregan que la rata de un justo interés varía según las condiciones 
y localidades, por lo que es difícil encerrar en una regla general los elementos 
QHFHVDULRV�SDUD�H[SUHVDUOD�HQ�XQD�FLIUD�ÀMD��\�TXH�OD�OLEHUWDG�LUUHVWULFWD�HQ�OD�
estipulación de la rata es el mejor medio para hacer perecer la usura entre la 
libre competencia de los usureros. Los que, por el contrario, opinan que debe 
limitarse la tasa, reclaman el derecho del estado de proteger a los asociados 
sin dejarlos a merced de determinados intereses. Consecuentemente, las le-
gislaciones han adoptado distintos sistemas, según las ideas que han prevale-
cido.”15. (en el presente párrafo tengo dudas sobre la constante utilización del 
término “rata de interés” en lugar de “tasa de interés”).

'H�ODV�OtQHDV�HVFULWDV�FRQ�DQWHULRULGDG��QRV�DWUHYHPRV�D�DÀUPDU�TXH�HQ�1L-
caragua, seguimos ese doble rasero del control de los intereses: por una parte, 
WHQHPRV�HO�VLVWHPD�ÀQDQFLHUR��FRQ�OLEHUDOLGDG�HQ�OD�HVWLSXODFLyQ�GH�LQWHUHVHV�WDQ-
WR�SDUD�EDQFRV�FRPR�LQVWLWXFLRQHV�GH�PLFURÀQDQ]DV��FLxpQGRVH�D�OD�RIHUWD�\�OD�
demanda; y un subsistema que ve limitada la estipulación de la tasa de interés.

-XVWLÀFDQGR�HO�GHUHFKR�GHO�HVWDGR�D�ÀMDU�OtPLWHV�HQ�OD�HVWLSXODFLyQ�GH�LQWH-
reses, nos parece oportuno lo expresado por Avedaño, “El paradigma neoclá-

15  Cuadra Zavala. Anotaciones al Código Civil de Nicaragua. 2004  p. 664
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sico “dejad hacer, dejad pasar”, retomado por la escuela neoliberal, ha pasado 
D�OD�KLVWRULD�\�VH�QHFHVLWD�XQ�(VWDGR�TXH�UHJXOH�HÀFLHQWHPHQWH�DO�PHUFDGR�À-
nanciero. Como suelen decir, la mano invisible del mercado debe estar acom-
pañada de la mano visible del Estado”16.

En el año 2013, se aprueba la ley 842 “Ley de protección de los derechos 
de  las personas consumidoras y usuarias” antes citada;  que en su artículo 
75, regula  por tercera vez desde la publicación en el año 1994 de la ley de 
préstamos entre particulares, la materia de intereses, y en esta oportunidad 
de manera amplia, ya que en su inicio reza que; en la contratación de bienes 
o servicios que sean cancelados a plazo; mutuos y créditos de cualquier clase.  
Lo que a nuestro juicio extiende hasta los límites de la imaginación, cualquier 
tipo de crédito en los que medie un usuario.

No obstante lo normado en la ley de préstamos entre particulares y su 
reforma, la nueva disposición legal establece el máximo en dos veces la tasa 
SRQGHUDGD�TXH�FREUHQ� ORV�EDQFRV�FRPHUFLDOHV�SDUD�HO�GHVWLQDWDULR�ÀQDO�GHO�
crédito y regulando los intereses moratorios, estos últimos no podrán exceder 
del veinticinco por ciento (25%) del monto principal. Si la obligación principal 
fuere cumplida en partes, los intereses moratorios se reducirán en la misma 
proporción” (párrafo sexto).

Las leyes antes expuestas evidencian lo expresado y ya citado con anterioridad 
por  el economista nicaragüense Néstor Avendaño, la mano visible del Estado. 

Bendaña,  dirá: “Lo cierto es que el consumidor, inerme frente a los profe-
sionales altamente especializados en la distribución en cadena de mercancías y 
servicios, tiene derecho a contar con la protección de la ley para sus intereses”17.

De las líneas escritas, nos queda que los intereses son la compensación que 
el deudor le reconoce al acreedor por el uso de su patrimonio dinerario, en 
un tiempo determinado, que por lo tanto son accesorios a la obligación prin-
cipal y, al ser cancelada junto con la porción de interés en el tiempo o plazo 
del mutuo, dejan de generarse a futuro. Que esa mano visible del Estado  ha 
trastocado la liberalidad como expresión de la autonomía de la voluntad, en 
la búsqueda de relaciones más equitativas. Incorporando principios de publi-
cidad, difusión y transparencia  dentro de la llamada industria de crédito o 
HPSUHVD�ÀQDQFLHUD�

16  Avedaño. La tarjeta de crédito para el consumo en Nicaragua. 2010. Blog Néstor Avendaño.
17  Bendaña, Nuevo estudio de los contratos. 2009 p.39
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Sin embargo, desde nuestra Carta Magna, pasando por el códice y las le-
yes que regulan el mercado de crédito y los derechos de las personas usuarias 
y consumidoras, son puntuales en establecer el deber de pagar lo que se debe. 
Por lo que no podemos cerrar este tópico sin resaltar el deber del deudor de 
pagar los intereses y el principal.

Con ello queremos retrotraernos al artículo 2051 del Código Civil nicara-
güense que reza: “El deudor de una deuda que produce intereses o renta, no 
puede sin consentimiento del acreedor, imputar sobre el capital lo que paga, 
con preferencia a los atrasos e intereses: el pago hecho por cuenta del capital 
y de los intereses, si no es integro, se imputa primero a los intereses”. 

Si retomamos el ejemplo de Jesús prestándole a Jairo, percibiremos con una 
simple división de C$ 10,000 entre 12 meses, es igual a C$ 833.33, sin embargo 
OD�FXRWD�TXH�HVWi�REOLJDGR�D�SDJDU�HV�GH�&������������/D�UD]yQ�HV�VLPSOH��OD�FXRWD�
lleva el componente doble de capital e interés, Jairo en detrimento de Jesús no 
puede decir que lo que está abonando debe aplicársele solamente a capital, ya 
TXH�HVWDUtD�PRGLÀFDQGR�OD�QDWXUDOH]D�PLVPD�GHO�SUpVWDPR�WUDQVIRUPiQGROR�GH�
una deuda con intereses a una deuda simple, sin pacto de intereses. 

Cuando sea a través de autoridad judicial que se compele el cumplimiento 
GH�OD�REOLJDFLyQ��GH�LJXDO�PDQHUD�VH�SUHVHQWD�OD�OLTXLGDFLyQ�GHO�SUpVWDPR�D�ÀQ�
de darle los elementos constitutivos de la suma reclamada al Juez o Tribunal, 
la interrogante que a continuación debemos plantearnos es ¿Hasta cuando se 
dejan de generar intereses? ¿Al momento de solicitar ejecución o hasta que se 
haga efectiva la misma? 

Torres Peralta (2015), abordando la ejecución dineraria y la liquidez de 
OD�GHXGD�� H[SUHVD�� ´(O� DUWtFXOR� ����SiUUDIR� VHJXQGR�&3&��GHWHUPLQD� FRPR�
segundo presupuesto la liquidez de la deuda, y a este respecto establece una 
QRUPD�LQWHUSUHWDWLYD�GH�OR�TXH�GHEH�HQWHQGHUVH�SRU�OLTXLGH]�\�HO�SUHFHSWR�����
párrafo tercero del mismo Código resuelve el problema que representan los 
intereses y costas devengados durante la propia ejecución y que, por tanto, no 
son líquidos al momento de despacharse ésta”18.

Creemos que el comentario del Dr. Torres guarda relación con lo que 
apuntábamos sobre el cobrar intereses aun no devengados, es decir, a futuro; 
el artículo del código procesal civil, lo que determina es que no será necesario 
parar ordenar la ejecución, considerar como liquidas las cantidades que la 
parte ejecutante solicite por los intereses que se pudieran devengar durante 

18  Torres Peralta. Derecho Procesal Civil nicaragüense. 2015 p 544
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OD�HMHFXFLyQ��OR�TXH�OR�FRQGLFLRQD�D�XQ�KHFKR�D�IXWXUR���(O�DUW������&3&�HVWD-
blece como requisito que junto a la demanda, debe presentarse la respectiva 
liquidación estableciendo el porcentaje de los intereses corrientes o legales 
y moratorios. Sin embargo, llegado el momento de la subasta el artículo 707 
CPC, estipula como precio base de la subasta en el literal 2.- “El principal del 
crédito, más los intereses y costas reclamadas”. A priori parecería trasladarnos 
QXHYDPHQWH�DO�$UW������&3&�HQ�GRQGH�VH�ÀMR�HO�SUHFLR�GH�OD�GHPDQGD���0iV�
en la práctica, las instituciones de crédito presentan antes de la subasta una 
QXHYD�OLTXLGDFLyQ�TXH�UHÁHMD�QR�~QLFDPHQWH�ORV�LQWHUHVHV�PRUDWRULRV��VLQR�ORV�
corrientes que se han devengado antes de la misma. 

Aun cuando es materia de discusión el cobro de intereses corrientes den-
tro del proceso, no cabe duda que en relación a los intereses moratorios existe 
PHQRV�UHVLVWHQFLD��8QD�GLVSRVLFLyQ�GHO�$UW�������GHO�&yGLJR�&LYLO�GH�1LFDUD-
gua,  faculta el cobro del interés legal (9%) sobre los intereses vencidos desde 
que judicialmente son reclamados, creando una suerte de anatocismo legal.

 En algún grado se ha tenido el cuidado de no rasgar el pacta sum ser-
vanda, ya que no le correspondería al judicial, el dispensar intereses pacta-
dos, siempre y cuando se encuentren dentro de los parámetros normativos 
para los sujetos no regulados y cumpliendo con los principios de publicidad 
y difusión para los regulados, ni se encuentre ante intereses devengados por 
los propios intereses, es decir, el llamado anatocismo regulado en el 3414 de 
nuestro código civil.

3. Ventas a Plazo

Una expresión cotidiana del negocio de crédito y tal vez tan popular como el 
préstamo de dinero, son las llamadas ventas a plazo, que tienen su origen a 
ÀQDOHV�GHO�VLJOR�;,;�H�LQLFLRV�GHO�VLJOR�;;��SHUPLWLHQGR�TXH�FRQ�OD�LQGXVWULDOL-
]DFLyQ��ORV�KRJDUHV�VH�EHQHÀFLDUDQ�GH�ODV�QXHYDV�WpFQLFDV�GH�SURGXFFLyQ�TXH�
permitían la realización de productos en masa que era necesario colocar y una 
YH]�PiV�VLQ�HO�FUpGLWR�WDO�ÀQ�QR�VH�KXELHUD�DOFDQ]DGR��'H�DOOt�HO�VXUJLPLHQWR�
de esta modalidad que permite adquirir el bien y deferir el pago en el tiempo.

7DO�KD�VLGR�OD�LPSRUWDQFLD�GH�HVWD�ÀJXUD�TXH�RWUDV�OHJLVODFLRQHV�FXHQWDQ�FRQ�
una ley especial que regula la materia; es el caso de España, República Domini-
FDQD��3HU~�\�&RORPELD�HQWUH�RWURV��1LFDUDJXD��HQ�FDPELR��KD�LQFOXLGR�WDO�ÀJXUD�
en la Ley 842. “Ley de protección de los derechos de las personas consumidoras 
y usuarias”, modelo que también ha sido adoptado por otras legislaciones.
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Nuestro legislador realiza en el art 74 de la Ley 842, el deber del provee-
dor del crédito de  informar a la persona usuaria o consumidora el precio de 
contado y el precio de crédito del bien o servicio ofertado, acá realiza una 
conceptualización general de la relación denominándola simplemente como 
crédito. Los ordinales siguientes del citado artículo establecen al proveedor la 
obligación de dar a conocer el tipo de interés, el plazo y el monto total por el 
cual le saldrá el producto o servicio contratado. 

Queremos llamar la atención del artículo que le precede.

El párrafo primero del art. 75, por su parte,  contrario a lo que señalábamos 
en el art. 74 de la “ley de los derechos de las personas usuarias y consumi-
GRUDVµ��UHDOL]D�XQD�GLVWLQFLyQ�HQXQFLDWLYD�GH�ODV�VLJXLHQWHV�ÀJXUDV��D�SOD]RV��
HQWHQGLHQGR�TXH�VH�UHÀHUH�D�ODV�YHQWDV�D�SOD]R��HO�PXWXR�\�QXHYDPHQWH��GH�
IRUPD�JHQpULFD��VH�UHÀHUH�DO�FUpGLWR��OR�TXH�QRV�SXHGH�OOHYDU�D�VXSRQHU�TXH�
son términos indistintos, pero aceptar tal suposición sería un equívoco ya que 
DPEDV�ÀJXUDV��VL�ELHQ�HQFLHUUDQ�a priori XQ�PLVPR�ÀQ��WDPELpQ�HV�FLHUWR�TXH�
poseen sus propias particularidades jurídicas.

Pero nos centraremos en la venta a plazo, la razón de su regulación y sus 
características propias.

Fernández Gallardo, en relación a la ley de ventas a plazo de España de 
������FLWD�SDUWH�GH�OD�H[SRVLFLyQ�GH�PRWLYRV�TXH�GDWD�GH�FLQFXHQWD�DxRV�DWUiV��
PDV� VLQ� HPEDUJR� HQFLHUUD� HOHPHQWRV� MXVWLÀFDWLYRV�GH� YLJHQFLD�� ´(V� LQFXHV-
tionable la importancia que ha alcanzado el crédito en los tiempos actuales, 
constituyendo una de las bases en que se asienta el desarrollo de la vida social 
no solo en los aspectos industrial y comercial, sino también en el de la vida 
familiar y doméstica. Una de las modalidades del crédito es el de la venta de 
bienes muebles corporales a plazos, que viene a ser factor importante en los 
planes de desarrollo económico y cuya extensión es característica de la vida 
moderna. Hasta ahora, estas operaciones se han venido realizando dentro de 
las normas generales de nuestro ordenamiento jurídico, pero la realidad re-
clama imperiosamente una regulación especial que establezca los justos lími-
tes de facilidad y garantía para compradores y vendedores”19.

La exposición antes citada, no hace más que reforzar criterios ya expresa-
dos, con la particularidad que la venta a plazo por lo general es circunscrita a 
OD�YLGD�IDPLOLDU�\�GRPpVWLFD��VX�PDVLÀFDFLyQ�OH�KDFH�\D�SDUWH�GH�OD�YLGD�VRFLDO�
y como una consecuencia lógica de un fenómeno social, el derecho debe es-

19  Fernández Arias. El contrato de crédito y préstamo jurisprudencia y doctrina española. 2011. p.16
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tablecer imperiosamente límites y garantías a los contratantes; por otro lado, 
si bien no podemos obviar el efecto dinamizador del crédito en la economía,  
también es cierto que un sobreendeudamiento o altos niveles de morosidad 
traen consecuencias funestas para la economía y la administración de justicia, 
sin dejar de un lado la presión social que demanda entonces de los angustia-
dos deudores, si no la condonación,  al menos la intervención estatal en aras 
de la equidad. 

Otro elemento que consideramos oportuno rescatar del legislador español 
en su exposición de motivos, es que se determina que la venta a plazos no es 
sino otra modalidad de crédito.

Nuevamente citaremos de la obra de Fernández Gallardo,  la defensa que 
en cortes hiciera del proyecto de ley de las ventas a plazo, Cabanillas Gallas. 
“Lo subrayó Cabanillas Gallas cuando, haciendo una rápida exposición de las 
normas de Derecho comparado que habían regulado este contrato, explicaba: 
SURQWR�©VH�SXVR�GH�PDQLÀHVWR�TXH��FRPR�WRGR�IHQyPHQR�PDVLYR��HO�VLVWHPD�
GH�YHQWDV�D�SOD]RV�H[LJtD�XQDV�JUDQGHV�RUJDQL]DFLRQHV�ÀQDQFLHUDV�������>\@�REOL-
gaba a que al lado del fenómeno sustantivo de la venta como puro contrato 
SULYDGR��VH�WXYLHVH�TXH�HVWXGLDU�\�FRQWURODU�HO�IHQyPHQR�GH�ÀQDQFLDFLyQ�\�ORV�
préstamos destinados a la misma. Al mismo tiempo, los estudios económicos 
IXHURQ�SRQLHQGR�GH�PDQLÀHVWR�TXH�HO�IRPHQWR�GH�OD�YHQWD�D�SOD]RV�SODQWHDED�
serios problemas en época de crisis económica, haciendo difícilmente rein-
tegrables los créditos, y que un desarrollo excesivo de la venta de bienes de 
FRQVXPR�SRGtD�VXVFLWDU�VHULRV�LQFRQYHQLHQWHV�D�HIHFWRV�GH�XQD�LQÁDFLyQª��(O�
autor terminaba señalando cómo desde entonces las leyes de los distintos paí-
VHV�SHUVHJXLUtDQ��HQWUH�RWURV�ÀQHV��SURSRUFLRQDU�©DO�SRGHU�S~EOLFR�ORV�PHGLRV�
de controlar este tipo de ventas, facilitándolas o limitándolas, según aconseje 
la coyuntura económica “20.

Por su parte, la ley española del 13 de julio 1998 que sustituye a la ley de 
������PDQWLHQH�VXV�SULQFLSLRV�MXVWLÀFDWLYRV�H�LQFRUSRUD�QXHYDV�SURWHFFLRQHV�D�
los consumidores, en tanto que en la ley anterior no era motivo de preocupa-
ción o abordaje la calidad de consumidor del comparador a plazo.

3HFDUtDPRV�GH�UHSHWLWLYRV��HQWUDU�D�EXVFDU�PD\RUHV�MXVWLÀFDFLRQHV�GH�ODV�
razones que llevan al ordenamiento jurídico a regular lo que, visto de forma 
individual, se reduciría a la mera contratación de una modalidad de la com-
praventa entre dos sujetos, pero vistas esas relaciones en sumatoria, debemos 

20  Fernández Gallardo. El contrato de crédito y préstamo jurisprudencia y doctrina española 2011. p16
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entender la intervención de las ciencias jurídicas como el soporte de todo or-
den económico. Las ventas a plazo representan ya la forma de alcanzar den-
tro de las familias un mejor estilo de vida y para las empresas una manera 
de incrementar su productividad. Entra en juego el orden económico de la 
nación misma.

&DVWDxHGD�0XxR]��UHDOL]D�XQD�LQWHUHVDQWH�MXVWLÀFDFLyQ�GHVGH�XQD�SHUVSHF-
tiva económica de lo trascendental del crédito en esa mutación de un mero 
medio de satisfacción económica hasta convertirse en un soporte económico, 
para luego en lazarlo con la venta a plazos de bienes muebles (VMP); “En 
efecto, en el actual entramado del mundo económico, se ha pasado de con-
siderar al crédito como un medio de satisfacer las necesidades económicas 
ordinarias, a su consideración como instrumento fundamental en y de los 
medios de producción. Así entendido, el crédito cobra, desde un punto de 
vista económico, una nueva dimensión: pasa a tener la consideración de un 
bien que a su vez es el soporte económico de la producción…Este giro en 
SHUVSHFWLYD�FUpGLWR�SURSLHGDG�HPSH]DED�D�FRQÀJXUDU�D�OD�930�FRPR�XQ�~WLO�
SURGXFWR�ÀQDQFLHUR�SURSLR�GH�SDtVHV�FRQ�SRWHQFLDO�HFRQyPLFR�\�GH�GHVDUUR-
llo. Por otro lado sirve para incrementar el consumo y la productividad, lo 
que le convierte en idóneo para la sociedad industrial y postindustrial con-
sumista. Al mismo tiempo mejora y aumenta el nivel de vida al posibilitar la 
adquisición de más cosas con un mismo nivel de ingresos”21.

Es este desarrollo y expansión lo que lleva al abandono del concepto de 
comprador en las relaciones de las ventas a plazo, sustituyéndole por el de 
consumidor quien se hace acreedor de una especial tutela por parte del Estado, 
que impone principios de publicidad y transparencia en la búsqueda de rela-
ciones más equitativas.

De lo anterior podemos colegir la razón por la cual muchos países adoptan 
dentro de sus normas de derecho de protección al consumidor las regulacio-
nes a la ventas a plazo, tal como es el caso de Nicaragua; cuya normativa se 
da a la tarea de establecer los derechos de los usuarios de crédito de consumo 
a través de las ventas a plazo u otras modalidades, en otros articulados de la 
ley, regulando lo concerniente al contrato de adhesión, sin establecer modelos 
pre impresos como en otras legislaciones. La ley no ahonda más en la teoría 
del negocio jurídico de la venta a plazo, ni en elementos doctrinales ni catego-
riza la naturaleza mercantil o civil, lo cual ha sido materia de discusión entre 
los doctrinarios del derecho.

21  Castañeda Muñóz, 1999, Aspectos generales sobre la Ley de venta a plazos de bienes muebles y los 
consumidores. Cuadernos de Estudios Empresariales, (9),    pp. 319 320
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Sobre la civilidad o mercantilidad de la compraventa a plazo de bienes 
muebles, los teóricos españoles debaten tal naturaleza basado en articulados 
WDQWR�GH�OD�OH\�GH������FRPR�OD�GH������

Fernández Gallardo, cita al respecto varios autores que hacen considera-
ciones en defensa de la civilidad y la mercantilidad de la venta a plazo, en los 
FXHUSRV�OHJDOHV�\D�FLWDGRV��́ (Q�UHODFLyQ�FRQ�OD�OH\�GH�������HO�DUWtFXOR������GH�OD�
misma apuntaba, para Bercovitz Rodríguez-Cano, a la exclusión de todas las 
compraventas mercantiles. En su opinión, los contratos regulados por la Ley 
tienen carácter civil, «como compraventas mixtas que son” 22.

En relación a la ley de ventas a plazo actual, Fernández Gallardo trae a 
RWUR� WHyULFR�GHIHQVRU�GHO� FDUiFWHU� FLYLOLVWD� VHxDODQGR�� ´(VWD�PLVPD� FDOLÀFD-
ción mantiene Blasco Gascó al estudiar la cuestión bajo la LVP actual. Para 
él, el carácter civil de la venta a plazos no debería ser objeto de debate. La 
ÀQDOLGDG�GHO�YLJHQWH�DUWtFXOR������HV�H[FOXLU�ODV�FRPSUDYHQWDV�PHUFDQWLOHV��OR�
que incluye no solo las de bienes que después se revenderán, sino también 
las de bienes destinados a su explotación en formas diferentes (por ejemplo, 
alquilándolos)”. 23

El comentario de Blasco Gascó, recogido por Gallardo, nos obliga a exami-
QDU�HO�WH[WR�GH�OD�OH\�GH�YHQWDV�D�SOD]R�FLWDGR��D�ÀQ�GH�VL�HQ�YHUGDG�QR�GD�OXJDU�
a equívocos sobre la naturaleza de la venta a plazos al menos en dicho reino. 
%2(�$�����������

Artículo 5. Exclusiones

Quedan excluidos de la presente Ley:

1. Las compraventas a plazos de bienes muebles que, con o sin ulterior 
transformación o manipulación, se destinen a la reventa al público y los 
SUpVWDPRV�FX\D�ÀQDOLGDG�VHD�ÀQDQFLDU�WDOHV�RSHUDFLRQHV�

Efectivamente, la norma precitada realiza una exclusión de la venta a pla-
zo de aquellos actos que no tengan como destinatario directo al consumidor 
R�XVXDULR�LQPHGLDWR��(V�GHFLU�FXDQGR�OD�YHQWD�D�SOD]R�WHQJD�FRPR�ÀQ�OD�FLUFX-
ODFLyQ�HQ�HO�WUiÀFR�GHO�FRPHUFLR�GHO�ELHQ�SRU�SDUWH�GH�TXLHQ�OR�DGTXLULy��\D�QR�
para su consumo o uso propio.

Una corriente ecléctica para la cual es indistinto el carácter civil o mercan-
til, a nuestro criterio, apunta a que a este tipo de transacciones le es irrelevan-
te la discusión doctrinal si pertenecen o no al ámbito civil o mercantil, puesto 

22  Fernández Gallardo, 2011, Estudio Sobre las ventas a plazos de bienes muebles. p 66
23   Fernández Gallardo, 2011, Estudio Sobre las ventas a plazos de bienes muebles p. 67.
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que su especialidad radica en el interés que tales transacciones han desperta-
do en el ordenamiento jurídico el que las ha dotado de una ley especial.

Hemos expresado que nuestra la ley 842. “Ley de Protección de los De-
rechos de las Personas Consumidoras y Usuarias”, no entra a realizar exclu-
VLRQHV�HQ�OD�PDWHULD�PiV�TXH�HQ�HO�FDVR�GHO�ÀQDQFLDPLHQWR�SRU�LQVWLWXFLRQHV�
reguladas por la Superintendencia de Bancos y la Comisión Nacional de Mi-
FURÀQDQ]DV��ODV�FXDOHV�VH�ULJHQ�SRU�VXV�OH\HV�HVSHFLDOHV�\�QR�HVWiQ�OODPDGDV�D�
realizar ventas a plazo.

El carácter de mercantilidad de la compraventa, está dado en Nicaragua 
por el Código de Comercio, el artículo 341 establece: “Serán mercantiles las 
compra venta a las que este Código da tal carácter y todas las que se hagan de 
ELHQHV�PXHEOHV�FRQ�HO�REMHWR�GLUHFWR�\�SUHIHUHQWH�GH�WUDÀFDU��HVWR��HV�GH�UHYHQ-
derlos o alquilar su uso”. Tal disposición obligatoriamente nos debe recordar 
la del art 5.1 de la Ley de ventas a plazo de España, en la que precisamente 
excluye de la materia protectora de la ley a los bienes muebles destinados al 
WUiÀFR�R�DO�DUULHQGR��

En torno a las ventas a plazo, que es la materia que nos ocupa en el apar-
tado de este trabajo Herrera y Guzmán (2014) expresan:” Pero todavía falta 
formular “la pregunta del millón”: ¿qué pasa con aquella compraventa en la 
que el comprador adquiere el bien para consumirlo y no para revenderlo? A 
priori, todo parece indicar que debe excluirse de la mercantilidad de éstas, en 
UD]yQ�GH�ORV�FXDO�QR�WHQGUtDPRV�PiV�UHPHGLR�TXH�DÀUPDU�TXH�ODV�FRPSUDV�
realizadas por los consumidores en los establecimientos mercantiles (que des-
de el punto de vista estadístico son la gran mayoría de las operaciones de 
compraventa que realizan los empresarios), son, ni más ni menos, compra-
ventas de naturaleza civil”24.

Lo anterior a pesar que dichas transacciones son realizadas en estableci-
mientos comerciales, que tienen ese giro como negocio, lo que a nuestro juicio 
constituye una excepción atendiendo al acto negocial, más que al sujeto. 

Ante la ausencia o irrelevancia de tal discusión para el carácter cada vez 
PiV�HVSHFLDO�GHO�GHUHFKR�GH�FRQVXPR��KDFHPRV�SURSLDV�ODV�DÀUPDFLRQHV�TXH�
para cerrar tal debate realizan Herrera y Guzmán (2014) “…nos parece que la 
dicción del Código cuando menos, bastante clara. De modo que, no se podrán 
reputar de mercantiles las compras de bienes muebles, cuando se destinen al 
consumo del comprador o de la persona por cuyo encargo se adquieren” 25.

24  Herrera y Guzmán. Contratos Civiles y Mercantiles. 2014 p. 211
25   Herrera y Guzmán. Contratos civiles y mercantiles. 2014 p 212
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Conclusiones

a) El carácter polisémico del crédito, nos lleva de igual suerte a una plu-
ralidad de expresiones jurídicas de tal negocio, en las cuales se recoge la ex-
presión jurídica del mismo, a través de la diversidad de contratos o convenios 
que se plasman. Advertimos que las expresiones contractuales existentes no 
son rígidas y corresponde a los profesionales del derecho estructurarlas de 
manera coherente, equitativa y facilitadora del crédito. Día a día nacen rela-
ciones jurídicas emanadas de este traslado patrimonial, en donde una de las 
SDUWHV�VXIUH�XQD�PHUPD�GH�VX�KDEHU�HQ�EHQHÀFLR�GH�XQ�SUHVWDWDULR�R�GHPDQ-
dante de crédito. Encontraremos con frecuencia dentro de los prestatarios de 
este servicio, la expresión: “Contrato de Crédito”, como sinónimo al negocio 
del crédito, que sería la acepción jurídica correcta de la cual emanan las rela-
ciones contractuales de las cuales hemos expuesto apenas dos de ellas. 

b) No es un secreto que nuestra economía se encuentra fuertemente do-
larizada, y con ello el negocio de crédito, y en aquellos que son pactados en 
moneda nacional se establece de igual forma el mantenimiento al valor. Por 
HOOR�GHEHPRV�DÀUPDU�TXH�� HQ�QXHVWUR� VLVWHPD�� HQ� UD]yQ�GH� OD� OH\�RUJiQLFD�
del Banco Central de Nicaragua, prima la posición ecléctica de la “cláusula 
estabilizadora”.
c) En cuanto a los intereses en el préstamo dinerario, Nicaragua impone 
la liberalidad de la tasa cuando el proveedor del crédito es una empresa regu-
ODGD��OOiPHVH�EDQFDULD��ÀQDQFLHUD�R�GH�PLFURÀQDQ]DV��H�LPSRQH�WHFKRV�D�WRGR�
proveedor que se encuentre fuera del sistema enunciado. Es decir esa mano 
del Estado, de la que hablaba Nestor Avendaño (citado en apartados anterio-
res), adopta diversas posturas en dependencia del sujeto oferente de crédito. 
Solamente asoma una restricción a la empresa regulada y es el no poder exigir 
en concepto de interés moratorio un porcentaje mayor al cincuenta por ciento 
GHO�LQWHUpV�FRUULHQWH�HQ�HO�HO�FDVR�GH�ORV�EDQFRV�\�VRFLHGDGHV�ÀQDQFLHUDV��HQ�HO�
FDVR�GH�ODV�PLFURÀQDQ]DV�OD�OH\�FUHD�XQD�QHEXORVD�DO�GHFLU�TXH�OD�WDVD�GH�LQWH-
rés moratoria será igual a la tasa de interés corriente pactada, más una cuarta 
parte de ésta.  En la práctica ninguna institución cobra tal interés moratorio 
en el entendido que se debe tratar de un error del legislador, por cuanto sería 
superior al interés corriente.

d) En nuestro ámbito nacional, si bien se ha realizado una notable me-
joría por adecuar nuestro ordenamiento jurídico a los nuevos negocios de 
crédito, especialmente a través de las entidades reguladas, no es menos cierto 
que, aun sin la necesidad de crear, como en el caso de España u otros países 
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como Colombia, una ley de ventas a plazos, se puede llevar a cabo dentro de 
la propia Ley de Protección de los Derechos de las Personas Consumidoras y 
Usuarias, un mejor esfuerzo que contemple las particularidades de las ventas 
a plazo, incluyendo lo concerniente a la “cláusula de reserva de dominio”, y la 
simulación de ventas a plazo que esconden la contratación de un tercero que 
DFW~D�FRPR�ÀQDQFLDGRU���FX\R�DQiOLVLV���VHUi�PDWHULD�GH�XQ�IXWXUR�HVIXHU]R��

e) Hemos pretendido en nuestro esfuerzo desentrañar la importancia 
GH�OD�ÀJXUD�GHO�FUpGLWR��TXH�DXQ�VLHQGR�KLMD�GH�OD�HFRQRPtD��KD�VLGR�DGRSWDGD�
por el Derecho como sustento de la vida social, las ventas a plazo que han 
venido a ejercer una suerte de democratización del negocio crediticio, inci-
diendo directamente en el nivel de vida del ciudadano común; sin embargo 
se debe ser cauto y prudente para evitar que el crédito sobrepase la capacidad 
de pago del prestatario generando en la metástasis del crédito, el sobreendeu-
damiento.

f) Hablar del negocio del crédito es hablar del estilo de vida de nuestra 
sociedad actual;  bastaría hacer, desde la visión del lector, un breve recorrido 
SRU�HO�HQWRUQR��D�ÀQ�GH�GDUVH�FXHQWD�TXH�PXFKRV�GH�VXV�DOOHJDGRV�YLYHQ�EDMR�
XQ� WHFKR�REWHQLGR� ´D� FUpGLWRµ�� VH� WUDVODGDQ� D� VXV� RÀFLQDV� HQ�XQ�PHGLR�GH�
transporte adquirido “a crédito”, se recrean o mantiene relaciones afectivas a 
través “del crédito”, estudian “a crédito”, desbordando el negocio de crédito 
GH�QXHVWURV�GtDV���DTXHO�WHPSUDQR�ÀQ�GH�VDWLVIDFHU�QHFHVLGDGHV��+R\�KD�FUHD-
do una nueva necesidad encarnada en el crédito mismo, ya no solamente se 
DGTXLHUH�SDUD�ÀQDQFLDU�OD�QHFHVLGDG�DSUHPLDQWH��HO�FUpGLWR�PLVPR�VH�FRQYLU-
tió en necesidad. Es allí donde, a  nuestro parecer, ha radicado la pertinencia 
del presente esfuerzo y su atención para las Ciencias Jurídicas.
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Elementos constitutivos de las restricciones a la auto-
nomía privada en sede de intereses

Jairo José Guzmán García1

Resumen: Dentro de la práctica económica de hoy, como de ayer, los nego-
FLRV�GH�ÀQDQFLDFLyQ�� HVSHFLDOPHQWH�HO�GH�SUpVWDPR�� UHSUHVHQWDQ�XQD�EXHQD�
parte de las transacciones entre los sujetos de Derecho. Y por su importante 
función económica, los intereses han sido objeto de tratamiento dentro de los 
ordenamientos jurídicos de disímiles maneras, no obstante un rasgo que al 
GtD�GH�KR\�LGHQWLÀFD�ODV�UHJXODFLRQHV�OHJDOHV��HV�HO�KHFKR�GH�RSRQHU�D�OD�OLEUH�
FRQÀJXUDFLyQ�GH�ORV�LQWHUHVHV��D�HIHFWRV�GH�HYLWDU�HO�DEXVR�GHO�DFUHHGRU�UHVSHF-
to al deudor -usura-, el límite del “orden público” en su expresión económica.

Palabras Clave: Usura, Intereses, Limitaciones, Orden Público

Abstract:�,Q�HFRQRPLF�SUDFWLFH�RI�WRGD\��DV�\HVWHUGD\��WKH�ÀQDQFLQJ�EXVLQHVV��VSHFLDO�
interest in loans, they represent a large part of transaction between the subjects of 
law. And because of it’s important economic role, the interests have been object of 
treatment within the legal systems of dissimilar ways, however a trait that today 
LGHQWLÀHV�WKH�OHJDO�UHJXODWLRQV��LV�WKH�IDFW�RI�RSSRVLQJ�WKH�IUHH�FRQÀJXUDWLRQ�RI�LQWHU-
ests, in order to avoid abuse of the creditor against the debtor –usury-, the limit of the 
“Public Order” in it’s economic expression.

Keywords: Usury. Interests. Limitations. Public Order.

1  'RFWRU�HQ�'HUHFKR�&LYLO�FRQ�FDOL¿FDFLyQ�6REUHVDOLHQWH�cum laude por unanimidad, de Universidad de 
Alcalá (Madrid). Profesor titular de Derecho Civil de la Facultad de Ciencias Jurídicas de la Universidad 
Centroamericana (UCA-Managua). Docente de pre y postgrado de la UCA. Asesor externo de la Asamblea 
Nacional de Nicaragua. Abogado y Notario Público. Correo electrónico: jguzman@ns.uca.edu.ni
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1. Las obligaciones pecuniarias

Como es de sobra conocido, las obligaciones ubicadas bajo esta nomenclatu-
ra, son aquellas cuyo objeto sólo puede estar constituido por una cantidad 
determinada de dinero, entendido como medio universal para el intercambio 
de bienes y de servicios2.

En el ordenamiento jurídico nicaragüense, la Ley 732/ 2010, de 22 de ju-
lio orgánica del Banco Central, asigna a esta entidad, la responsabilidad de 
emisión, puesta en circulación y retiro de las piezas de billetes y monedas 
de curso legal -art. 5, inc. 4-, determinando además el efecto liberatorio de 
obligaciones que tales piezas tienen reconocido por parte del Estado. A ello 
UHÀHUHQ�H[SUHVDPHQWH�ORV�DUWtFXORV����\����GHO�FLWDGR�FXHUSR�QRUPDWLYR��´/RV�
medios legales de pago de la República serán los billetes y las monedas emi-
tidos de conformidad con esta ley, que tendrán, dentro de todo su territorio 
curso legal y poder liberatorio, y que servirán para solventar toda clase de 
obligaciones”. “Los precios, impuestos, tasas, tarifas, honorarios, sueldos, sa-
larios, contratos y obligaciones de cualquier clase o naturaleza que deban ser 
pagados, cobrados o ejecutados en el país se expresarán y liquidarán en Cór-
GREDV��7RGD�FOiXVXOD�FDOLÀFDWLYD�R�UHVWULFWLYD��TXH�LPSRQJD�SDJRV�HQ�PHWDOHV��
monedas o divisas extranjeras o cualquier unidad monetaria o medio de pago 
que no sea el Córdoba será nula.”.

$QWH�GLFKD�SDQRUiPLFD��VH�SXHGH�DÀUPDU�TXH�ORV�SUHFHSWRV�H[SXHVWRV�VRQ�
los que brindan el respaldo institucional -estatal- a la moneda nacional de 
Nicaragua, determinando no sólo al órgano administrativo que regula la emi-
sión, sino también asignándole la tarea de retirar o alterar de algún modo la 
forma del mismo. 

Así, cualquier tipo de obligación, por su carácter esencialmente pecunia-
rio, puede verse satisfecha entregando sumas de dinero. No obstante, en este 
punto debemos separarnos de otras expresiones obligacionales, para prestar 
atención, especialmente al mutuo, cuya caracterización esencial es la trasla-
ción dominical de una determinada cantidad de dinero del prestamista al 
prestatario, a cambio de que éste último devuelva dicha suma en el tiempo y 
las condiciones pactadas.

Esa mencionada traslación del dominio sobre la suma de dinero de uno a 
otro sujeto que se produce en este tipo de relaciones obligatorias, puede o no, 
dar pie para que el acreedor exija que cuando el deudor devuelva la suma, 

2  Díez Picazo / Guillón, Sistema II, 2003, 136.
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agregue una cantidad de dinero que representaría mantener el poder adqui-
VLWLYR�GH�OR�RULJLQDOPHQWH�HQWUHJDGR�� OR�FXDO�DFDHFH�HQ�VLVWHPDV�ÀQDQFLHURV�
nacionales cuyas monedas, por determinadas reglas económicas, determinan 
el valor de su moneda respecto a otras -en Nicaragua, el parámetro está dado 
por la moneda “dólar” de los Estados Unidos-, y así, la suma agregada re-
presentaría mantener al acreedor indemne de cualquier desmejora el valor 
del dinero en la misma proporción que éste tenía cuando se realizó el mutuo, 
cuestión que resulta contraria al principio nominalista que la doctrina3 propo-
ne como la consideración por la cual las variaciones del poder adquisitivo del 
dinero, no incide para nada en la relación obligatoria.  

No obstante, exigir una suma agregada a la original, también puede re-
presentar una ganancia, y entonces estaríamos en presencia del denominado 
“interés”, que dentro de la doctrina general de los bienes es considerada, ma-
yoritariamente, como un fruto civil del bien “dinero”4. 

2. La obligación de intereses

El hecho tan señalado de que cuando el acreedor entrega una suma de dinero 
al deudor, en una obligación pecuniaria, transmite el dominio desplazando 
de su patrimonio la cantidad de dinero, representa por un lado, la asunción 
del riesgo de que dicha cantidad de bienes no se restituya, y por otro, que al 
tratarse de un bien que por lo general produce rendimientos, cuando no son 
SHUFLELGRV�SRU�VX�WLWXODU��VH�MXVWLÀFD�HO�FREUR�GH�LQWHUHVHV5 �. Debe pagar por 
ello un precio, que es el interés en estricto sentido jurídico representando en la 
obligación una suerte de manifestación del principio del equilibrio de presta-
ciones7. Por lo cual, el interés debe ser considerado como un fruto o producto 

3  La cruz Berdejo, et. al; Elementos de Derecho civil, t. II: Derecho de obligaciones, vol. 1 Parte general; 
2000; pág. 96.
4  V. por todos, Díez Picazo / Guillón, Sistema III, 2002, 153. Díez Picazo / Guillón, Sistema II, 2002, 141. 
&RQIRUPH�DO�WUDWDPLHQWR�OHJLVODWLYR�HQ�HO�&yGLJR�&LYLO�GH�1LFDUDJXD��ORV�IUXWRV�VH�FODVL¿FDQ�HQ�QDWXUDOHV��
civiles e industriales. Distinguiéndose básicamente por la intervención de la labor del hombre en su produc-
ción. Así, los frutos naturales son “producciones espontáneas de la tierra” o de los animales, los industriales 
son obtenidos a partir del trabajo o cultivo y los civiles son productos obtenidos a partir de prescripciones 
legales, como el arrendamiento o los intereses (art. 623).
5  Lacruz Berdejo, et. al; Elementos II, 1, 2000, 104.
6  Como bien dice Villagrasa Alcaide, La deuda de intereses; EUB; Barcelona; 2002; pág. 21: “La deuda de 
intereses tiene una base eminentemente económica. En tales términos, la deuda de intereses conforma el 
precio que se paga por la utilización efectiva o potencial de bienes de capital, en cuantos factores de la pro-
ducción. En términos jurídicos, este precio se corresponde con la retención o detentación de dinero ajeno. 
La deuda de intereses depende de su constitución legal o convencional y se calcula a partir de la cuantía de 
ese capital ajeno, del porcentaje y de la duración de la deuda.
7  También acoge esta idea Villagrasa, La deuda de intereses, 2002, 30.
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del capital, y que como ya se explicó, en el ordenamiento jurídico nicaragüen-
VH�VH�GHEH�FRQVLGHUDU�FRPR�H[SUHVLyQ�GH�IUXWRV�FLYLOHV��DUW�����������&&���

2.1 Naturaleza de la obligación de pagar intereses

En la legislación civil nicaragüense -CC-, dentro del apartado que se dedica a 
OD�QDWXUDOH]D�\�HIHFWR�GH�ODV�REOLJDFLRQHV��HO�DUWtFXOR�������FRQFLEH�TXH�HO�LQWHUpV�
constituye una especie de “indemnización de daños y perjuicios”, que se pro-
duce cuando el deudor de una suma de dinero, incumple su obligación, con lo 
cual se eintereses, cuando el pago no es íntegro: la imputación de pagos. 

Así resulta lógico que cuando la deuda produce intereses, al no encontrar-
se obligado el acreedor a recibir el pago si no está completo, debiendo haber 
imputado primero lo recibido al concepto de intereses y lo restante al prin-
cipal, se entienda que ha renunciado a los frutos que de esa forma le queda 
debiendo el deudor.

En todo caso, el recibo de un capital, como presupuesto para aplicar la li-
beración al deudor, se debe entender como alusiva al documento que el acree-
dor da al deudor reconociendo el hecho del pago, y en el que también ha de 
constar la reserva sobre los intereses, teniendo así este hecho naturaleza de 
confesión extrajudicial o renuncia al derecho de crédito.

����&ODVLÀFDFLyQ�GH�ORV�LQWHUHVHV

En un principio, al menos desde la entrada en vigencia de nuestro Código Ci-
YLO��ORV�LQWHUHVHV�VH�SXHGHQ�FODVLÀFDU�HQ�OHJDOHV�R�YROXQWDULRV��(Q�JHQHUDO��HO�LQ-
WHUpV�OHJDO��GLVSXHVWR�HQ�HO�VHJXQGR�SiUUDIR�GHO�DUWtFXOR������&&��FRUUHVSRQGH�
al nueve por ciento anual. Este primer tipo de intereses resulta de aplicación 
para cuando las partes no han estipulado ninguna otra tasa con la cual cuan-
WLÀFDU�ORV�IUXWRV�SURGXFLGRV�SRU�OD�VXPD�GH�TXH�VH�WUDWH��HV�XQD�PHGLGD�FRQ�OD�
cual el legislador ha dotado del carácter “productivo” a las deudas nacidas de 
contratos en que no se ha pactado tasa alguna, o bien cuando se hace necesario 
declarar judicialmente una medida, a partir de la cual se generen los frutos de 
una suma condenada a pagar en concepto de daños y perjuicios.

En cambio, se consideran intereses voluntarios, la tasa que deudor y acree-
dor pactan ya sea en el momento del nacimiento de la obligación, dentro de 
los límites de la autonomía privada son permitidos en los negocios jurídicos 
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–aunque desde ciertas fechas acá con determinadas restricciones nacidas de 
leyes particulares que procuran regular la abierta libertad que en esta sede 
permitió el Código-, es decir los que las partes convienen de consuno. 

(IHFWLYDPHQWH��HO�WUDWDPLHQWR�HVSHFtÀFR�GH�HVWH�WHPD�HVWi�GDGR�HQ�HO�Fy-
digo a propósito del desarrollo del contrato de mutuo. Así, el artículo 3399 
sienta la premisa fundamental de que es lícito pactar intereses en dinero o 
en especies de cualquier tipo de bienes siempre que tales sean fungibles o 
consumibles. Además, inmediatamente después, en el artículo 3400, el código 
dispone que los intereses pueden ser libremente determinados, no tienen una 
limitación en cuanto al maximum: “Los contratantes pueden estipular por vía 
de intereses la cuota que a bien tengan”. De esa forma la autonomía privada 
GH�ORV�SDUWLFXODUHV�HUD�FUHDGRUD�GH�LQWHUHVHV�GH�OLEUH�FRQÀJXUDFLyQ��\�WDO�SRVL-
bilidad representó una puerta abierta al ejercicio de la usura. 

����/LPLWDFLRQHV�D�OD�OLEUH�FRQÀJXUDFLyQ�GH�ORV�LQWHUHVHV

En el ámbito histórico de las limitaciones legislativamente dispuestas a los 
particulares para el establecimiento de porcentajes de interés, destaca la nor-
ma que por primera vez dedica su contenido a este propósito. Se trata de la 
ley de 3 de junio de 1852, por la cual, se restringió para los particulares, la 
posibilidad de pactar intereses, como máximo, al uno por ciento mensual. Y a 
este propósito, debemos recordar que en Nicaragua, hacia ese año, aún tenían 
vigencia, las leyes españolas.

3RVWHULRUPHQWH��OD�FLWDGD�OH\��IXH�GHURJDGD�SRU�HO�DUWtFXOR������HO�FyGLJR�
&LYLO�GH�������HO�FXDO�HUD�WRWDOPHQWH�LQVSLUDGR�HQ�HO�&yGLJR�FKLOHQR�GH�������
cuyo texto establecía: “El interés convencional no tiene más límites que los 
que fueren designados por ley especial; salvo que, no limitándolo la ley, exce-
da en una mitad al que se probare haber sido interés corriente al tiempo de la 
convención, en cuyo caso será reducido por el juez a dicho interés corriente”.

En ese mismo sentido de restricción, la ley reglamentaria de casas de prés-
tamo, establecía en su artículo 15, que tales establecimientos sólo estaban au-
torizados a imponer el cuatro por ciento de interés mensual sobre las cantida-
des dadas en préstamo. 

En el año 1915, con ocasión del restablecimiento de la Ley de 20 de octubre 
de 1914, sobre espera a favor de deudores morosos, realizada a través de la 
OH\�GH����GH� IHEUHUR�GHO�DxR�SULPHUDPHQWH�FLWDGR�� VH�GHWHUPLQy�TXH� OXHJR�
de vencidos los plazos que se hubieren convenido y durante la espera que se 
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concedía en virtud de las disposiciones de aquella ley, los intereses legales o 
los convencionales, seguirían devengándose, no obstante, si tales excedían de 
una tasa del dos por ciento mensual, ipso iure, había de entenderse reducida 
dicha tasa, al uno por ciento con relación a igual lapso de tiempo. 

La restricción de intereses también aparece en el artículo 4 de la Ley de 
HPHUJHQFLD�TXH�PRGLÀFD�WHPSRUDOPHQWH�ODV�UHODFLRQHV�MXUtGLFDV�HQWUH�DFUHH-
GRUHV�\�GHXGRUHV��GH����GH�PD\R�GH�������SRU�HO�FXDO�VH�RUGHQD�TXH�ORV�GHX-
dores no deben ser sometidos a pagar intereses mayores del nueve por ciento 
anual, y se establece además que en ejecución judicial, la liquidación de las 
deudas deberá calcularse desde su origen, a un tipo de seis por ciento. 

A propósito de la reforma del artículo 3114 CC, a través de la Ley de 8 de oc-
tubre de 1934, se reitera que la tasa más alta de interés que se podía estipular era 
GH�QXHYH�SRU�FLHQWR�DQXDO��ÀMiQGRVH�HQ�VHLV�SRU�FLHQWR�HO�LQWHUpV�OHJDO��(VWD�QRU-
ma también es destacable porque en su artículo 3 se determina en qué consiste 
la usura: “el cobro de un tipo de interés superior al nueve por ciento anual”. 

Luego de la reforma monetaria llevada a cabo en el año 1990, el Banco 
Central de Nicaragua, emitió la resolución CD-XXXII-3-90 aprobada el 1 de 
PD\R�GH�������SRU�OD�FXDO�VH�ÀMDEDQ�ODV�WDVDV�GH�LQWHUpV�TXH�GH�DFXHUGR�D�ORV�
rubros económicos a que perteneciesen los deudores, podían ser estipulados 
\�FREUDGRV��DVt�SRU�HMHPSOR��SDUD�HO�FRPHUFLR�VH�ÀMy�HO������SDUD�OD�LQGXVWULD�
�����HWF����(Q�GLFKD�GLVSRVLFLyQ��WDPELpQ�VH�ÀMDED�HO�SRUFHQWDMH�GH�LQWHUHVHV�
TXH�DQXDOPHQWH�GHYHQJDUtDQ�ORV�FHUWLÀFDGRV�GH�GHSyVLWR�D�SOD]R�TXH�VH�FRQV-
tituyeran en la nueva moneda -córdoba oro-, que se creó dentro del proceso 
de conversión monetaria.  

2.4 Parámetros legales de limitación actual de los intereses

Las circunstancias políticas, sociales y económicas de Nicaragua, luego del 
año 1979 y hasta 1990, hicieron posible que, dentro de la práctica social en 
general, las controversias por incumplimiento de deudas dinerarias, o bien 
la circulación de dinero dentro del mercado, no fueran practicados de forma 
profusa, por lo cual, el Estado no encontró motivo para interesarse y legislar 
sobre el tema de los intereses.

No obstante, la antes citada panorámica varía radicalmente cuando el país 
retorna a una economía de mercado -a partir de 1990- por la cual el consu-
mo de bienes importados se hace masivo, y junto a ello, la rentabilidad de 
los comerciantes importadores, quienes, al obtener pingües utilidades, ponen 
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nuevamente en marcha la práctica del préstamo de dinero. Negocio que ante 
la falta de claridad sobre el estado vigente a la época, respecto a la legislación 
de la materia, dio lugar a excesos y abusos en interés de los acreedores.  

Como reacción a esa excesiva permisión legal, el poder público determinó 
FUHDU�XQD�OH\�UHJXODGRUD�GH�OD�PDWHULD��OD�OH\����������GH���GH�MXQLR�SRU�OD�FXDO�
se actualizó la regulación del sistema de cobro y tasación de intereses, y cuyo 
contenido fue reformado siete años después por la ley 374/2001 de cinco de 
DEULO�´GH�UHIRUPDV�D�OD�OH\����µ��

En ellas se realiza un esfuerzo por determinar para todos los supuestos, el 
tipo de interés que los particulares deben cobrar en los contratos celebrados 
entre ellos. Y así, al principio, se establecía el cobro de la tasa más alta que co-
brasen las instituciones bancarias permitiéndose agregar a ello, hasta 50% más. 

Por su parte, la citada reforma de la ley original, cambia el criterio sobre el 
porcentaje y autoriza a que dicha tasa máxima sea la correspondiente al “inte-
rés promedio ponderado que cobren los bancos comerciales”, tasas que debe-
rán ser calculadas y hechas conocer públicamente por el Banco Central, dentro 
de los últimos cinco días de cada mes, a efectos de su efectiva aplicación en 
todas las transacciones. 

����2WUDV�FODVLÀFDFLRQHV�GH�ORV�LQWHUHVHV
La doctrina8�WDPELpQ�SURSRQH�FRPR�IRUPDV�H[SUHVLYDV�GH�OD�ÀJXUD�HQ�HVWXGLR��
a los intereses moratorios y los remuneratorios -correspectivos-.

Como indica su nombre, los intereses moratorios son los que se concretan 
como deuda accesoria a cargo del prestatario, una vez que se ha producido 
el incumplimiento del pago, pudiéndosele considerar como una especie de 
cláusula penal típicamente concebida en la norma. Constituye además un 
DFXHUGR�FRQ�ÀQDOLGDG�GLVXDVRULD�GHO� LQFXPSOLPLHQWR��SXHVWR�TXH�DO� VHU�XQD�
obligación accesoria a la principal, la magnitud de la afectación patrimonial que 
le acarrearía deber asumirla. Como se puede apreciar, constituye un blindaje 
de los intereses del acreedor por medio de la creación de un riesgo patrimonial 
-verse mayormente afectado- para el deudor9.

A diferencia de los antes descritos intereses, se presentan los llamados 
remuneratorios, que son entendidos como aquellos10, por los cuales se remunera 
al acreedor en virtud de la condición de productividad del dinero del que se 

8  Lacruz, Elementos, II, I, 2000, 105.
9  Enrech Larrea, “El interés y la usura”, en Revista del Colegio de Abogados de Lleida, Nº 59, junio 2008; 
pág. 23. O’Callaghan Muñóz, Código Civil, comentado y con jurisprudencia; La ley; Madrid; 2001; págs. 
1087-1091. Lacruz, Elementos, II, I, 2000, 105.
10  Lacruz, Elementos, II, I, 2000, 105.
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ve privado al momento de la entrega realizada al deudor. Por ello, una deuda 
con causa en una indemnización, sino más bien que su causa se halla en la 
productividad del bien -dinero-, es decir que ha de concebirse como fruto civil. 

3RU� HOOR�� WDPELpQ� HV� DÀUPDEOH� TXH� SRU� VX�PHGLR�� HO� QHJRFLR� MXUtGLFR� GH�
mutuo, se constituye en condición de sinalagmático, y es como se ha dicho: 
vienen a compensar al prestador, por su pérdida de valor y que son propiamente 
HO�EHQHÀFLR��TXH�HO�SUpVWDPR�UHSUHVHQWD�SDUD�HO�SUHVWDPLVWD11. 

Las antes expuestas explicaciones conceptuales, se hallan recogidas por 
la Jurisprudencia del Tribunal Supremo español12, considerando Quinto de 
la S. de 23 de diciembre de 2015, la cual por su trascendencia transcribimos 
íntegramente:

&XDQGR� VH� WUDWD� GH� REOLJDFLRQHV� GLQHUDULDV�� QR� FDEH� OD� LPSRVLELOLGDG� GHÀQLWLYD� GH�
cumplimiento, sino sólo la demora; de tal manera que la indemnización que haya de 
abonarse por la misma responderá a la cobertura del daño por el retraso en función del 
WLHPSR�WUDQVFXUULGR�KDVWD�HO�SDJR�HIHFWLYR��&RPR�GLMLPRV�HQ�OD�VHQWHQFLD�����������GH����GH�
abril, hay una correlación entre lo pactado como interés remuneratorio y lo convenido para 
HO�FDVR�GH�GHPRUD��3RU�HOOR��HO�SDFWR�GH�LQWHUHVHV�PRUDWRULRV�QR�VyOR�WLHQH�FRPR�ÀQDOLGDG�XQ�
efecto disuasorio para el deudor, sino que también está previendo la remuneración misma 
que va a recibir el acreedor durante el período de tiempo por el que se prolongue la mora. 
Así, dijimos en la sentencia antes citada: «Mientras el interés ordinario retribuye la entrega del 
dinero prestado durante el tiempo que está a disposición del prestatario, el interés de demora supone 
un incremento destinado a indemnizar los daños y perjuicios causados por el incumplimiento por 
el prestatario de los plazos estipulados para el pago de las cuotas de amortización del préstamo, con 
la función añadida de disuadir al prestatario de retrasarse en el cumplimiento de sus obligaciones».

3. Aplicaciones patológicas de los intereses: anatocismo y usura
Una vez que hemos expuesto las nociones fundamentales relativas a los 
elementos característicos del concepto jurídico “intereses” conviene ya, que 
nos dediquemos a explicar dos formas en las que tal concepto representa 
fuente de controversia patrimonial entre deudor y acreedor, para proceder 
posteriormente a presentar las que podrían constituir razones que a la luz del 
moderno derecho, son oponibles a dichas prácticas. 

3.1 Anatocismo
Como ha dicho Murillo Villar13, a nuestra lengua, la palabra “anatocismo” llegó 
por el vocablo latino anatocis-us i, que a su vez proviene del griego ǂǎǂǕǐǋǊǓǍǝǓ 

11  Enrech Larrea, RCALL 59, 23
12  Sentencia nº 705/2015 de TS, Sala 1ª, de lo Civil, 23 de Diciembre de 2015.
13  Murillo Villar, “Anatocismo. Historia de una prohibición”, en, Anuario de Historia del Derecho español; 
BOE; 1999; pág. 497. Además, expone el autor, que constituye un vocablo que no aparece en las fuentes ro-
manas, no obstante, se puede encontrar referenciado en un texto literario: epistulae que dirige Cicerón a Ático. 
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(anatokismós) integrado de los temas ana (de nuevo, repetición) y tokismós 
�XVXUD��SUpVWDPR�D�LQWHUpV���GH�WDO�VXHUWH�TXH�VH�SXHGH�FRQFHSWXDU�D�HVWD�ÀJXUD�
como la acumulación de los intereses devengados al capital a efectos de que 
a partir del resultado, se produzcan nuevos intereses. Es un concepto que se 
traduce como “intereses de los intereses” o interés compuesto14. 

Tanto en el ordenamiento nicaragüense como español15, el anatocismo 
VH�SXHGH�FODVLÀFDU�HQ� OHJDO�\�FRQYHQFLRQDO��GH� OD�PLVPD�PDQHUD�TXH�GLFKRV�
&yGLJRV�&LYLOHV�FODVLÀFDQ�ORV�LQWHUHVHV��

(VSHFtÀFDPHQWH��HQ�HO�&&�QLFDUDJ�HQVH��HO�DQDWRFLVPR�OHJDO�VH�SUHYp�HQ�HO�
DUWtFXOR�������TXH�H[SUHVD��´/RV�LQWHUHVHV�YHQFLGRV�GHYHQJDQ�HO� LQWHUpV� OHJDO�
desde que son judicialmente reclamados, aunque la obligación haya guardado 
silencio sobre estos puntos”. Esta disposición normativa deja expedita la 
posibilidad para que una vez iniciados los trámites judiciales para la obtención 
de la prestación dineraria debida, se produzca el anatocismo por mandato 
legal, puesto que la tasa equivalente al interés legal, se aplicará a los intereses 
de la deuda original que se encuentra vencida y exigida. Ello constituye una 
cláusula implícita, según se deprende de la expresión “aunque la obligación 
haya guardado silencio sobre estos puntos”. 

Por su parte, el anatocismo también se encuentra tratado en el texto del 
artículo 3414 C. según el cual, en nuestro ordenamiento resulta prohibido cobrar 
intereses de los intereses vencidos. Aunque dispone una excepción: “pueden 
estipularse períodos para la capitalización, pudiéndose desde entonces cobrar 
los intereses del capital liquidado”. 

Comparando lo dispuesto por los antes citados artículos, pareciera como 
que existe una contradicción, no obstante, debe quedar claro, que el anatocismo 
que se permite en Nicaragua, es el legal, según las prescripciones antes 
FLWDGDV�GHO� DUWtFXOR� ������<� HQ� FRQVHFXHQFLD�� HO� TXH� VH� HQFXHQWUD�SURKLELGR��
es el anatocismo de tipo convencional, salvo que se produzca el convenio 
VHxDODGR�HQ�OD�SDUWH�ÀQDO�GHO�DUW��������HV�GHFLU��TXH�HQWUH�GHXGRU�\�DFUHHGRU��GH�
consuno, se decida que los intereses vencidos se agregarán al capital durante 
determinados lapsos de tiempo, a efectos de que la suma resultante, sea la base 
de cálculo de los intereses para el siguiente periodo. Ello es sinónimo de que 
DO�ÀQDOL]DU�FDGD�SHULRGR�VH� OLTXLGDUi� OD�QXHYD�VXPD�GH�FDSLWDO��D�HIHFWRV�GH�
que el deudor esté consciente de la afectación patrimonial a que se enfrenta si 
continúa en situación de impago. 

14  O’Callaghan Muñóz, Código Civil, comentado y con jurisprudencia; La ley; Madrid; 2001; págs. 1087-1091.
15  Arts. 1255 y 1255 CC español. arts. 2437 y 1868 CC de Nicaragua
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1R�REVWDQWH�OR�DQWHV�DQDOL]DGR��OD�OH\����������GH���GH�MXQLR��UHJXODGRUD�
GH� SUpVWDPRV� HQWUH� SDUWLFXODUHV�� ]DQMD� GHÀQLWLYDPHQWH� OD� FXHVWLyQ� VREUH� OD�
admisibilidad del anatocismo convencional, al expresar de forma tajante -art. 4- 
que los intereses no podrán ser capitalizados, eliminándose así cualquier duda 
en torno a la posibilidad de que este tipo de anatocismo se pueda practicar. 

3.2 La usura

/D�DSUR[LPDFLyQ�D�HVWD�ÀJXUD�LPSRQH�UHFRUGDU�TXH�VX�H[LVWHQFLD�\�GLQiPLFD�
son concurrentes con la realidad de los intereses tal y como los hemos estudiado 
antes. Es decir que en principio, son conceptos concomitantes y de presencia 
constante -ya sea para combatir a la usura o para permitirla en algunas 
condiciones- en la historia del Derecho occidental��. 

Y es que la doctrina da cuenta de esa prolongada existencia de la usura en 
la historia, así, dentro de la literatura especializada, se aprecia manifestaciones 
de su práctica, desde el Derecho griego, pasando por Roma, con una amplísima 
GLVFXVLyQ��SULQFLSDOPHQWH�HQ�FRQWUD�GH�OD�ÀJXUD��GXUDQWH�OD�(GDG�0HGLD��KDVWD�
OOHJDU�D�OD�pSRFD�GH�ODV�FRGLÀFDFLRQHV�HQ�OD�FXDO�VH�DGPLWH�HO�FREUR�GH�LQWHUHVHV��
y en consecuencia se abre la puerta a que se pacten excesivos17. 

Siguiendo en ello a la doctrina18, se puede explicar que la usura constituye 
un fenómeno directamente ligado a la determinación convencional de la 
cuantía de los intereses, pues si como se ha venido sosteniendo, tale son 
una retribución al acreedor de capital por verse privado de su utilización, 
la cuantía del interés, debería orientarse por las circunstancias del mercado 
de dinero. En consecuencia, la primera consideración que se podría hacer 
VREUH� VX� FiOFXOR� HV� TXH� ODV� SDUWHV� GHEHUtDQ� ÀMDUOR� OLEUHPHQWH�� SHUR� HQ� HO�
desarrollo de esa dinámica en la que la autonomía privada juega un papel 
preponderante, es posible que las partes se encuentren en situaciones en las 
que, principalmente, por la falta de libertad efectiva para decidir, se generan 

16  -,0e1(=�08f2=��/D�XVXUD��(YROXFLyQ�KLVWyULFD�\�SDWRORJtD�GH�ORV�LQWHUHVHV��FROHFFLyQ�PRQRJUi¿FD�
de Derecho Civil II. Obligaciones y contratos; 2010; pág. 17. Además, explica este autor (pág. 23) que el 
término usura o en su plural, usurae, en un principio sólo hace alusión a los intereses -primordialmente- a 
los de tipo retributivo, adquiriendo un tinte de tipo negativo durante el tiempo prolongado de prohibición. 
Así, cuando se admitió la licitud de los intereses, se acuña este término (derivado de interesse, proveniente 
a la vez, de inter esse e id quod interest) haciendo alusiòn a los intereses lícitos, indemnización, concreción 
del id quod interest del acreedor en la obligación principal, en tanto se reserva el viejo término “usura” para 
referirse al fenómeno de los intereses ilícitos.  
17  Jiménez Muñóz, La usura, 2010, 23-58. Murillo Villar, Ahde, 1999, 497-512. Fernández-Arias Shelly, 
et al; “Breves antecedentes históricos de la usura”, en, Revista Vlex internacional; pag. 385-409.
18  Lacruz, Elementos, II, I, 2000, 106.
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situaciones contrarias a la justicia retributiva, que el derecho debe amparar. 
Así pues, se podría plantear una situación usuraria. 

$QWH�OD�DXVHQFLD�GH�XQD�GHÀQLFLyQ�OHJDO�GHQWUR�GHO�RUGHQDPLHQWR�MXUtGLFR�
nicaragüense, en torno a lo que debe entenderse como usura, podemos acudir 
D� OD�GHÀQLFLyQ�TXH� VH�SURSRQH��SDUD� HO�'HUHFKR�HVSDxRO�� HQ� OD� OH\�GH����GH�
julio de 1908, de represión de la usura (comúnmente conocida como “Ley de 
Azcárate”), la cual en su artículo 1, determina que será nulo todo contrato de 
préstamo en que se estipule un interés notablemente superior al normal del 
GLQHUR��\�PDQLÀHVWDPHQWH�GHVSURSRUFLRQDGR�FRQ�ODV�FLUFXQVWDQFLDV�GHO�FDVR��R�
en condiciones tales que resulte aquél leonino, habiendo motivos para estimar 
que ha sido aceptado por el prestatario a causa de su situación angustiosa, de 
su inexperiencia o de lo limitado de sus facultades mentales”.

&RPR� HV� GH� QRWDU�� OD� FRQÀJXUDFLyQ� HVSHFtÀFD� TXH� HQ� OD� OHJLVODFLyQ�
HVSDxROD�WLHQH�OD�ÀJXUD�HQ�HVWXGLR��UHSUHVHQWD�HO�SURGXFWR�GH�XQ�HMHUFLFLR�GH�
aprovechamiento del acreedor -atrayendo para sí mayores ventajas que las que 
serían justas-, de las circunstancias personales o familiares del deudor, quien 
ante la única posibilidad de paliar sus necesidades aceptando lo propuesto 
por aquel, termina conviniendo cláusulas y condiciones que en circunstancias 
distintas, por la grave carga patrimonial que representan, no habría aceptado. 

Ante la situación que se genera a partir de la práctica de la usura y del 
anatocismo, cabe interrogarse si más allá de los tradicionales razonamientos 
que se exponen en la legislación civil, especialmente en el supuesto del artículo 
2437 CC que dispone la autonomía privada junto con sus límites, o de la ley 
correspondiente sobre préstamos entre particulares, podría articularse de 
IRUPD�PiV�H[DFWD�XQD� MXVWLÀFDFLyQ�TXH� LQFRUSRUH� OD�SHUVSHFWLYD�GHO�GHUHFKR�
moderno. Una respuesta que integre de la manera más completa posible las 
varias piezas de que se compone el ordenamiento jurídico.

A intentar construir lo antes propuesto, desde la perspectiva del derecho 
QLFDUDJ�HQVH��QRV�GHGLFDUHPRV�GH�DTXt�DO�ÀQDO�GH�HVWH�EUHYH�WUDEDMR�LQYHVWLJDWLYR��

4. $OJXQDV�UHÁH[LRQHV�GH�GHUHFKR�DFWXDO�UHODWLYDV�D�ODV�UHVWULFFLRQHV�HQ�
sede de intereses

4.1. Tutela convencional de los instrumentos internacionales relativos a los 
Derechos humanos por parte de los Tribunales de justicia

'H�DFXHUGR�FRQ�HO�DUWtFXOR�����GH�OD�&RQVWLWXFLyQ�QLFDUDJ�HQVH��HQ�FRQMXQFLyQ�
FRQ�OR�TXH�GLVSRQH�HO�DUWtFXOR����GH�GLFKD�QRUPD��ORV�WULEXQDOHV�TXH�FRQVWLWX\HQ�
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la administración de la justicia en Nicaragua, tienen el deber de garantizar, 
proteger y tutelar los derechos humanos. Derechos que se encuentran 
recogidos y establecidos en nuestro ordenamiento jurídico por virtud de su 
UDWLÀFDFLyQ�SRU�1LFDUDJXD��(Q�WDO�VHQWLGR��HO�DUWtFXOR����&Q�VHxDOD�HQWUH�RWURV�
varios instrumentos suscritos por nuestro país, la Convención Americana de 
Derechos Humanos. 

Dicha Convención, dispone en su artículo 12, como un derecho fundamental, 
que los sujetos de las naciones que forman parte de dicho sistema, se hallen 
protegidos contra la usura. 

(Q�WDO�VHQWLGR��VL�SRU�HO�DUWtFXOR�����&Q��ORV�WULEXQDOHV�WLHQHQ�OD�REOLJDFLyQ�
de garantizar, proteger y tutelar los derechos humanos, y tales derechos 
KXPDQRV�VRQ�GLVSXHVWRV�HQ�ORV�LQVWUXPHQWRV�TXH�UHFRQRFH�HO�DUWtFXOR����&Q��
consecuentemente deben realizar un control convencional19 judicial de la usura 
dentro del ejercicio de la tutela efectiva de los derechos de los ciudadanos. Y 
ello, no a nivel de normas estatales, sino más bien sería una práctica enderezada 
D�XQ�HMHUFLFLR�RÀFLRVR�GH�UHYLVLyQ�\�FDOLÀFDFLyQ�GH�ORV�FRQWUDWRV�TXH�SRU�UD]yQ�
de su labor, les corresponda conocer. De tal manera que cualquier condición 
contractual que, dando lugar a una controversia, pudiese revestir la condición 
de usuraria -o de anatocística-, pudiese ser declarada nula a efectos de mantener 
un statu quo de armonía jurídica entre todos los elementos que integran el 
ordenamiento del Estado. 

����(O�RUGHQ�S~EOLFR�HFRQyPLFR�

Una segunda pieza que podríamos ubicar como elemento de análisis integrador 
del ordenamiento jurídico contrario a la práctica de la usura y el anatocismo, 
está dado por las consecuencias que derivan de un análisis del orden público 
económico y los condicionamientos que del mismo derivan para la práctica 
social e individual de los intereses patrimoniales en el Derecho moderno. 

A. Conceptualización.

Como en todo tratamiento de lo jurídico, antes de desarrollar completamente 
la temática abordada, es menester presentar el concepto fundamental para la 
construcción de las ideas.
19  En tal sentido, explica TREJO ORDUÑA, “El control de convencionalidad y la usura”, en Revista El 
mundo del Abogado, octubre 2012; pág. 50.: El control de convencionalidad, procura hacer prevalecer la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, o Pacto de San José, sobre las reglas locales que se le 
oponen. El objetivo del control de convencionalidad es determinar si la norma nacional enjuiciada, es o 
no convencional. 
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Una primera aproximación a lo que es el orden público económico, debe 
hacerse en un primer momento, trayendo a colación el origen conceptual del 
“orden público” en sí. 

En tal sentido, se ha dicho que20, fue en el Còde, donde por primera vez 
se utilizó el término en cuestión, tratando de concentrar en tal nombre los 
principios sobre los que se erigía la revolución francesa: libertad, propiedad, 
igualdad. Con tal fórmula aparentemente se quiere expresar un nuevo 
concepto que satisfaga una nueva exigencia: la nacida de las ideas que 
DÁRUDQ�D�SDUWLU�GH�OD�UHYROXFLyQ��OD�GH�XQ�RUGHQ�VRFLDO�EDVDGR�SRU�XQ�ODGR�HQ�
la supresión del antiguo sistema de las corporaciones y de la diferenciación 
de los individuos por su pertenencia a estamentos inconciliables entre sí; 
y por otro lado, sobre el reconocimiento y la protección de la propiedad y, 
en aplicación franca del principio de no intervención del Estado en materia 
económica, también sobre el reconocimiento al individuo, de la más amplia 
autonomía y libertad de iniciativa. Frente a ello, el orden público está llamado 
D�DÀUPDU�\�FRQVHUYDU�GLFKR�HVTXHPD�LGHROyJLFR��(VD�IXQFLyQ�GH�OtPLWH��TXH�
el orden público está llamado a cumplir frente a la autonomía privada o 
negocial, no conlleva la exigencia del interés público por encima de los 
intereses particulares ni la posibilidad de que éste deba y pueda ceder frente 
a aquél. El orden público como límite del hacer negocial, expresa de forma 
PiV�HVSHFtÀFD�OD�H[LJHQFLD�GH�TXH�ORV�SDUWLFXODUHV�QR�VXEYLHUWDQ�ORV�YDORUHV�
fundamentales sobre los que se erige el orden social: sino que desarrollen 
sus relaciones dentro del marco del respeto a los valores y principios que el 
Estado considera como esenciales y más propios de la organización social en 
un determinado momento histórico. Así pues, el orden público pone límites 
a la autonomía privada en función del respeto a los valores fundamentales 
propios y característicos del ordenamiento jurídico, esa fue la intención del 
legislador napoleónico al ubicar al orden público dentro de la lista de los 
límites de la autonomía privada.

Desde esa óptica, si se aplica la noción antes expuesta, al aspecto 
económico de un país, se obtiene como mezcla de nombres, el orden público 
económico, que aunque igual al anterior punto, reviste grandes vicisitudes 
para concretarlo conceptualmente, por convenir a este trabajo, tan solo nos 
limitaremos a presentar las ideas generales útiles para el propósito de aplicar 
a la usura y el anatocismo, este concepto y los principios que de él derivan.

20  Di Pumpo, “L’ordine pubblico e nullitá dell contratto”, en Filodiritto Nº 119 –diciembre de 1994-.
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En tal sentido, con la mejor doctrina21� SRGHPRV� DÀUPDU� TXH� HO� RUGHQ�
público económico es un concepto relativamente reciente que resulta ser 
aplicación a lo económico del genérico concepto “orden público”. No obstante, 
se lo puede concebir como principios ordenadores de la actividad económica 
que llevan a cabo los Poderes Públicos y los operadores económicos privados, 
HQ�XQ�GHWHUPLQDGR�PRPHQWR�KLVWyULFR��(V�HQ�GHÀQLWLYD��HO�FRQMXQWR�GH�UHJODV�
que son básicas para el orden jurídico global y con arreglo a las cuales en un 
momento dado aparece organizada la estructura y el sistema económico de la 
sociedad22. 

De esa perspectiva conceptual, derivan los llamados principios integradores 
del orden público económico, que según Díez Picazo23, traducen la fuerza y 
HÀFDFLD� GH� ORV� SULQFLSLRV� MXUtGLFRV� JHQHUDOHV��9HDPRV� FXiO� R� FXiOHV� GH� HOORV�
cabría oponer al anatocismo y a la usura. 

%��([SUHVLRQHV�GHO�RUGHQ�S~EOLFR�HFRQyPLFR�

��La atribución de los bienes económicos: el derecho de propiedad 
SULYDGD��TXH�GH�IRUPD�HVSHFtÀFD�VH�FRQWLHQH�HQ�HO�WH[WR�GHO�DUWtFXOR����&Q�
nicaragüense al reconocer las diferentes manifestaciones de la riqueza y del 
derecho de propiedad, comprometiéndose a garantizar la tutela del mismo.

Este principio de orden público económico, podría oponerse a la práctica 
usuraria y anatocística puesto que la persona, cualquiera que sea, es sujeto 
de tutela patrimonial por parte del Estado, y siendo el cobro de intereses 
HQ�ODV�FRQGLFLRQHV�GH�ODV�ÀJXUDV�DQWHV�PHQFLRQDGDV��LQMXVWDPHQWH�OHVLYR�
del patrimonio del deudor, éste puede impugnar judicialmente a efectos 
de que se elimine la condición desventajosa. 

��La iniciativa privada y la libertad económica: expresado, según el 
autor al que seguimos, en la libertad de mercado, la libertad de empresa, 
libre concurrencia económica y libre contratación, lo cual propicia la 
producción, el intercambio y la contratación de bienes y servicios24. 

��Conmutatividad del comercio jurídico: el ordenamiento jurídico está 
fundamentado en las relaciones entre los sujetos de derecho, caracterizadas 
por todo cambio o colaboración entre ellos, debe fundarse en la 

21  Díez Picazo, Fundamentos, 2007; pág. 53. 
22  En ese mismo sentido,  puede verse lo expuesto por TORRIJOS ROJAS, “Orden público económico y 
constitución económica”, en Revista Ius Novum��FHQWUR�GH�HVWXGLRV�,XV�1RYXP��3RQWL¿FLD�8QLYHUVLGDG�GH�
Valparaíso, Nº 2 oct. 2009; pág 288-293.
23  Díez Picazo, Fundamentos I, 2007, 55.
24  El contenido de tal principio puede encontrarse en nuestro ordenamiento jurídico en: Arts. 104 / 105 / 
Cn. Art. 2437 CC.
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conmutatividad. Así se explica que ningún desplazamiento patrimonial 
puede realizarse válidamente sin una razón o causa considerada 
MXUtGLFDPHQWH�VXÀFLHQWH25.

Las expuestas consecuencias de este principio, constituyen elementos 
argumentativos contrarios a la usura y al anatocismo, en razón de que 
cuando el acreedor recibe un plus respecto de lo que debería recibir de 
forma razonable y justa, se enriquece indebidamente. Podría decirse que 
el acrecimiento patrimonial que representa el exceso de intereses en ambos 
supuestos de crítica, no debería incorporarse lícitamente en su patrimonio, 
pues es producto de una práctica contraria al carácter conmutativo que 
debe presidir toda relación económica. 

��Buena fe y moralización de las relaciones económicas: Este principio 
se puede esbozar a través de la idea, de que las partes en las relaciones 
económicas, deben observar un comportamiento exento de malicia o de 
ánimo de aprovecharse del desconocimiento circunstancial de la otra 
parte. Es decir que se trata de una noción de honestidad y trasparencia, 
traducible a lo que expone DÍEZ PICAZO, como que el ejercicio de los 
derechos y el cumplimiento de las obligaciones, se produzca conforme a 
una serie de principios que la conciencia jurídica considera como necesaria, 
aunque carezcan de formulación legislativa��. En este punto, estaría de 
más procurar otra explicación que calce mejor como argumento contrario 
D�OD�XVXUD�\�HO�DQDWRFLVPR��VyOR�FDEH�DÀUPDU�TXH�HYLGHQWHPHQWH�FRQWUDUtDQ�
este principio. 

Conclusiones

Los intereses constituyen elementos de innegable importancia dentro de las 
relaciones obligatorias dinerarias. 

Los intereses de tipo convencional, en determinadas condiciones pueden 
generar situaciones de anatocismo, que en el caso del Derecho nicaragüense, 
se encuentra prohibido.

La convencionalidad a que se somete en principio, la magnitud de los 
intereses podría favorecer prácticas usurarias.

25  El contenido de tal principio puede encontrarse en nuestro ordenamiento jurídico en arts. 41, 98 Cn/ 
2505 C.
26  El contenido de tal principio puede encontrarse en nuestro ordenamiento jurídico en 2437, 1874, 2480 C.
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Las prácticas usurarias pueden ser atacadas, no sólo acudiendo a los 
tradicionales recursos legales como: los límites de la autonomía privada, o la 
nulidad ipso iure de las obligaciones con objeto ilícito. 

Se puede oponer a las prácticas abusivas en sede de intereses, la tutela 
convencional que los tribunales de justicia tienen en Nicaragua por virtud de 
la Constitución, para tutelar los derechos fundamentales, pudiendo declarar 
nulos los contratos que resulten contrarios al art. 12 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos, que prohíbe la usura.

Del concepto “orden público económico” derivan ciertos principios que 
completan el marco referencial que en nuestro ordenamiento jurídico se opone 
radicalmente al abuso de los sujetos de derecho, respecto a los intereses bajo 
OD�ÀJXUD�GHO�DQDWRFLVPR�\�OD�XVXUD��

(VSHFtÀFDPHQWH��ORV�SULQFLSLRV�TXH�VH�YXOQHUDQ�SRU�HO�HMHUFLFLR�GH�ODV�ÀJXUDV�
antes referidas son: la atribución de los bienes económicos, la conmutatividad 
del comercio jurídico, y el relativo a la buena fe y moralización de las relaciones 
económicas. 



TEMAS SELECTOS 5

216

REFERENCIAS
%LEOLRJUiÀFDV

Di PumPo, mAtteo; L’ordine pubblico e nullitá dell contratto, en Filodiritto Nº 119 
–diciembre de 1994.

Díez PicAzo, luis; Fundamentos del Derecho Civil Patrimonial, T. I: introdución, 
WHRUtD�GHO�FRQWUDWR�����HGLFLyQ��&LYLWDV�7KRPSVRQ�5HXWHUV��0DGULG�������

Díez PicAzo / gullón, Sistema de Derecho Civil, t. III; Tecnos, Madrid 2002.

Díez PicAzo / gullón, Sistema de Derecho Civil, t. II; Tecnos, Madrid; 2003.

enRech lARReA, eDuARDo; “El interés y la usura”, en Revista del Colegio de 
Abogados de Lleida, Nº 59, junio 2008. 

feRnánDez - ARiAs shelly, cARlos, et al; “Breves antecedentes históricos de la 
usura”, en, Revista Vlex internacional.

Jiménez muñóz, fRAncisco JAVieR; La usura. Evolución histórica y patología de los 
intereses��FROHFFLyQ�PRQRJUiÀFD�GH�'HUHFKR�&LYLO�,,��2EOLJDFLRQHV�\�FRQWUDWRV��
Dykinson; Madrid; 2010.

lAcRuz beRDeJo, José luis, et. al; Elementos de Derecho civil, t. II: Derecho de obli-
gaciones, vol. 1 Parte general. Teoría general del contrato; Dikynson; Madrid; 
������SiJ����

muRillo VillAR, Alfonso; “Anatocismo. Historia de una prohibición”, en, 
Anuario de Historia del Derecho español; BOE; 1999.

o’cAllAghAn muñóz, XAVieR; Código Civil, comentado y con jurisprudencia; 
La ley; Madrid; 2001.

Sentencia nº 705/2015 de TS, Sala 1ª, de lo Civil, 23 de Diciembre de 2015.

toRRiJos RoJAs, JuAn PAblo; “Orden público económico y constitución econó-
PLFDµ��HQ�5HYLVWD�,XV�1RYXP��FHQWUR�GH�HVWXGLRV�,XV�1RYXP��3RQWLÀFLD�8QL-
versidad de Valparaíso, Nº 2 oct. 2009.

tReJo oRDuñA, José JuAn; “El control de convencionalidad y la usura”, en Re-
vista El mundo del Abogado, octubre 2012.

VillAgRAsA AlcAiDe, cARlos; La deuda de intereses; EUB; Barcelona; 2002.



El derecho de la información como tutela jurídica de 
los accionistas en Nicaragua
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Resumen: El estudio del derecho de la información como parte de los 
derechos políticos goza de protección legal y estatutaria considerándose 
como irrenunciable, permanente, inderogable e imperativo que abarca todos 
los asuntos sociales. Su ejercicio en pleno permite que los socios puedan 
deliberar y votar en la junta general, ya sea en su carácter personal o a través 
de un representante. Los estatutos regularán el ejercicio de este derecho sin 
que implique una limitación.  
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Abstract: The study of the right to information as part of political rights has legal and 
statutory protection considered as inalienable, permanent and imperative inderogable 
covering all social matters. Exercise in full allows members can deliberate and vote at 
the general meeting, either in their personal capacity or through a representative. The 
statutes governing the exercise of this right without implying a limitation.
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Introducción 

El presente trabajo de investigación tiene como objetivo exponer algunos de 
los principales aportes que resultaron del proceso investigativo de la tesis 
doctoral titulada “La adopción de los acuerdos sociales por la junta general 
de accionistas en el Derecho nicaragüense” en el tema que aquí desarrollamos 
sobre el derecho de información como tutela jurídica de los accionistas. En él 
se analizan soluciones jurídicas dadas por el sistema societario nicaragüense, 
tomando como base los principios de interés social y de igualdad, considerando 
éste como un derecho imperativo, irrenunciable, inderogable y funcional, que 
podrán ejercer los socios independientemente del número de acciones que 
representan. 

Metodológicamente se realiza un análisis cualitativo, que parte de lo 
simple a lo complejo, sobre el derecho de información. Hemos sistematizado 
la doctrina extranjera más relevante que abordan la materia y ello nos permite 
LGHQWLÀFDU�ODV�SDXWDV�D�VHJXLU�SDUD�SURSRQHU�VROXFLRQHV�MXUtGLFDV�UHVSHFWR�D�
las leyes vigentes de Nicaragua, así como para presentar a manera de citas los 
comentarios del anteproyecto del Código de Comercio. 

En el primer epígrafe se analiza el derecho de información ubicándonos 
en el contexto actual del derecho vigente y expresando las principales 
características que comporta la tutela jurídica. El segundo apartado comprende 
el ejercicio del derecho de información expresando cómo se ejercita para 
deliberar y votar en la junta general de accionistas, así los supuestos en que se 
realiza por medio de representante y los casos especiales del administrador 
y accionistas sin derecho de voto. El tercer apartado aborda el plazo y la 
forma de hacerlo efectivo, ya sea previo, durante o posterior a junta general. 
Finalmente se incluye un breve análisis del deber de informar que realiza 
el órgano encargado de llevar el control interno y externo de la sociedad, 
así como la discrecionalidad que pudiera ejercitar para no suministrar la 
información a los accionistas. 

El derecho de información como medida de protección de los accionistas 

El derecho de información de los accionistas en el sistema societario 
nicaragüense se encuentra regulado en los artículos 203 y 205.5 CC de 
Nicaragua2, establece un régimen general que ofrece a los accionistas el 
GHUHFKR�GH�FRQRFHU�HO�HPSOHR�GH�ORV�IRQGRV�VRFLDOHV��VLQ�TXH�VH�HVSHFLÀTXH�VL�

2  9��&yGLJR�GH�&RPHUFLR�GH�OD�5HS~EOLFD�GH�1LFDUDJXD��3XEOLFDGR�HQ�OD�*DFHWD�'LDULR�2¿FLDO�1R������GHO�
30 de octubre de 1916.
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debe ser anterior, simultáneo o posterior a la junta general, excepto el artículo 
210 del CC que claramente expresa que en la convocatoria de junta general se 
GDUi�D�FRQRFHU�HO�SUR\HFWR�GH�PRGLÀFDFLyQ�HQ�VX�SDUWH�VXVWDQFLDO��(O�HMHUFLFLR�
de este derecho podrá ser objeto de regulación en la escritura social y en los 
estatutos3.  

Este derecho lo tienen todos los socios y posee un carácter imperativo, no 
VLHQGR���REMHWR�GH�PRGLÀFDFLyQ�R�H[FOXLGR�SRU�SDFWRV�SDUWLFXODUHV��6H�HMHUFLWD�
durante la junta o antes de ella. Es una herramienta necesaria para el correcto 
ejercicio de los derechos políticos atribuidos a los socios. Encontramos a modo 
de comparación que en el sistema jurídico español se halla regulado en el inciso 
d) del artículos 93 y en el artículo 197 de la Ley de Sociedades de Capital4, 
tratándose de un derecho mínimo que tiene un carácter funcional, individual5, 
permanente e inderogable�, irrevocable, imperativo7, personalísimo y abarca 
todos los asuntos de la sociedad, siendo la convocatoria y la celebración de 
la junta general momentos oportunos para dotarlo de efectividad, porque 
a través de la reunión se permite al socio participar en las decisiones de la 
sociedad. Su objeto consiste en la interpelación al órgano de administración 
para que facilite al socio información sobre la sociedad o aclare los datos 
conocidos. Son nulas las previsiones estatutarias que restrinjan el ámbito de la 
información a la que tiene derecho el accionista. En ese sentido, los estatutos 
no pueden crear causas de negación de la información que excedan de la 
regulación legal o cláusulas abiertas que den un margen amplio al presidente 
3  Sandoval López, Derecho Comercial. T.I. V. I.I. Chile: 2010, p. 123; De Borja Villena Cortés. El derecho 
de información del socio. En Gimeno-Bayón Cobos y Garrido Espa. Valencia: Tirant lo Blanch, 2008, p. 
350; Juste Mencía, Los derechos de minoría en la sociedad anónima. Pamplona, 1995, pp. 368-382 y Ro-
dríguez Rodríguez, Derecho Mercantil, México: 1971,  p. 103. 
4  V. Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de 
Sociedades de Capital. Publicado en BOE No.161, de 03 de Julio de 2010. En particular el artículo 197 ha 
sido redactado por el apartado cuatro del artículo único de la Ley 31/2014, de 3 de diciembre, por la que se 
PRGL¿FD�OD�/H\�GH�6RFLHGDGHV�GH�&DSLWDO�SDUD�OD�PHMRUD�GHO�JRELHUQR�FRUSRUDWLYR��
5   V. Romero Fernández, El derecho de información del accionista en la Ley de Sociedades Anónimas, Tesis 
Doctoral, Sevilla: 1998, pp. 81 al 85, Duque Domínguez, Introducción a la protección de los derechos del 
accionista frente a los acuerdos de la mayoría, Revista de Derecho de Sociedades: 1993, pp. 29-84; Vicent 
Chuliá, Compendio crítico de Derecho mercantil, 3ra edición, Barcelona: Bosch, 1991, p. 485 y Girón 
Tena, Derecho de sociedades anónimas, Valladolid: Marcial Pons, 1952, p, 187. 
6  V. Recalde Castells, Artículo 197. Comentario de la reforma del régimen de las sociedades de capital 
en materia de gobierno corporativo (Ley 31/2014). En Juste Mencía (Coord), Sociedades no cotizadas, 
Navarra: Civitas, 2015b, pp. 91-111; Romero Fernández, 1998, Op. Cit, pp. 87-94; García, Luengo y Soto 
Vázquez, El nuevo régimen jurídico de la sociedad anónima (comentarios y jurisprudencia), Granada: Co-
mares, 1992, p. 111 y Fernández Ruiz, Análisis comparativo del derecho de información de los accionistas 
y de los trabajadores en el ordenamiento español y comunitario. En A.A:V.V, Derecho Mercantil de la 
Comunidad Económica europea, en homenaje a Girón Tena, Madrid: Civitas, 1991, p. 394. 
7  V. Aguilera Ramos, Clases y series de acciones: Las acciones privilegiadas. Derecho de Sociedades anó-
nimas: [en homenaje al profesor José Girón Tena] / Alonso Ureba, A (Coord). Vol. 2, Tomo 1 (pp. 149-174). 
España: Facultad de Derecho. 1994
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o a los administradores para denegar la información solicitada por el socio. 
Más allá de lo señalado, nada impide que los estatutos regulen cuestiones 
de procedimiento que afecten el ejercicio del derecho, como las relativas al 
momento que se puede entregar la información o al cauce utilizado para la 
comunicación a los socios8. 

El ejercicio del derecho de información 

El ejercicio del derecho de información y el voto del accionista.

La información suministrada por el consejo de administración adquiere 
relevancia jurídica, de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 203 y 205.5 CC 
de Nicaragua,  previo a los acuerdos adoptados en la junta general. Dicha 
información posibilita que los socios se preparen con anticipación para ejercer 
el derecho de voto. Asimismo, aunque no lo expresen las normas citadas, 
tanto el derecho de información como el derecho de voto de accionistas se 
consideran independientes.   

Para Recalde Castells, Sánchez Calero y Sánchez-Calero Guilarte, Peró 
Mayandía, Esteban Velasco, Sandoval López, Díaz Echegaray, Zubiaurre 
Gurrutxaga, Menéndez y Beltrán, Uría, Menéndez y Muñoz-Planas y Uría 
OD�FDOLÀFDFLyQ�GH�DFFHVRULR�R�LQVWUXPHQWDO�GHO�GHUHFKR�GH�LQIRUPDFLyQ�OOHYD�
HO� ULHVJR� GH� YDORUDUOR� FRPR� UHVLGXDO�� (VWD� DÀUPDFLyQ� GHEH� VHU� UHFKD]DGD��
principalmente en la conexión entre el derecho de información y la celebración 
de junta general de accionistas9. Asimismo, Uría, Menéndez y Olivencia, 

8  Millán Garrido, Las sociedades mercantiles. En Jiménez Sánchez (Coord), Nociones del Derecho Mer-
cantil, Madrid: novena edición, Marcial Pons, 2015, p. 48; Recalde Castells, 2015b, Op. Cit, p. 97; Cabanas 
Trejo, Cambios en el régimen de la junta general de las sociedades de capital en la reforma del gobierno 
corporativo (Ley 31/2014), de 3 de diciembre). Diario La Ley No. 8442, Sección Doctrinal, 16 de Di-
ciembre de 2014, año XXXV, Madrid: Editorial La Ley, 2014, p. 7; Cruz Rivero, La junta general de las 
VRFLHGDGHV�GH�FDSLWDO�QR�FRWL]DGD��0RGL¿FDFLRQHV�LQWURGXFWRULDV�SRU�OD�OH\�GH�VRFLHGDGHV�GH�FDSLWDO�\�VXV�
reformas posteriores. En Rodríguez Artigas, Fernández de la Gándara, Quijano González, Alonso Ureba, 
Velasco San Pedro, esteban Velasco (Dir). Revista de Derecho de Sociedades, No. 39, Pamplona: Aranzadi, 
2012, p. 90; De Borja Villena Cortés, 2008, p. 350, García-Cruces González, 2011, pp. 1372 al 1373 y Sán-
chez-Calero Guilarte, La información del socio ante la junta general. Revista de Derecho de Sociedades, 
No. 8, 1997, p. 16.
9  5HFDOGH�&DVWHOOV��$UWtFXOR������&RQÀLFWR�GH�LQWHUHVHV��&RPHQWDULR�D�GH�OD�UHIRUPD�GHO�UpJLPHQ�GH�ODV�VR-
ciedades de capital en materia de gobierno corporativo (Ley 31/2014). En Juste Mencía, (Coord). Socieda-
des no cotizadas, 2015a, pp. 91-111; Sánchez Calero y Sánchez-Calero Guilarte, Instituciones de Derecho 
Mercantil, 36 ediciones. Navarra: Aranzadi, 2013, p. 438; Peró Mayandía, El derecho de Información de 
los accionistas y el artículo 52-A de la ley general de sociedades sobre información fuera de junta, Perú: 
Themis, 2012, pp. 277-287; Esteban Velasco, La modernización del Derecho de Sociedades de capital 
en España. Cuestiones pendiente de refroma. En Alonso Ledesma, Alonso Ureba, Esteban Velasco (Dir), 
2011, pp. 65-102; Sandoval López, Op. Cit, 2010, p. 128; Díaz Echegaray, Los derechos mínimos del socio. 
Barcelona: Ediciones experiencia, 2005, pp. 185-248; Zubiaurre Gurrutxaga, El Derecho de información 
del socio en la S.A y en la S. R. L (arts. 112 LSA y 51 LSRL). Revista de Dirección y administración de 
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Romero Fernández y Uría comentan que el derecho de información no debe 
considerarse como  complementario al derecho de voto, porque se solicita 
aún en aquellos casos que no requiera emitir un voto10. El accionista es libre 
de disponer de este derecho o ausentarse de la junta. Asimismo, encuentran 
que goza de autonomía e independencia, porque se mantiene en aquellos 
accionistas que no pueden ejercer el derecho al voto, pero se reconoce la 
capacidad para concurrir a la junta, formular preguntas y solicitar información. 
El derecho de información puede solicitarse antes de la junta, sin necesidad 
de asistir a ella y sin hacer uso del derecho de voto. De acuerdo a Zubiaurre 
*XUUXW[DJD��DVt�HV�UHFRQRFLGR�HQ�YDULDV�6676�GH�(VSDxD�����������������������
����������� ����������� ����������� ���������� ���������\� ����������� DVí como en 
resoluciones de DGRN de España: 19-8-1993 y 3-4-199711.

Consideramos que el carácter esencial del derecho de información frente 
al voto, según lo dispuesto en los artículos 203 y 205.5 CC de Nicaragua se 
materializa en la junta general de accionistas, a través de la expresión de 
YROXQWDG� VRFLDO� TXH� VH�PDQLÀHVWD� HQ� OD�PD\RUtD�� 6L� ORV� VRFLRV� QR� FXHQWDQ�
con la información en debida forma y tiempo, la voluntad social tendría 
vicios desde su origen. Por lo tanto, no debe observarse como un derecho 
VHFXQGDULR��VLQR�SULQFLSDO��(VWH�GHUHFKR�VH�MXVWLÀFD�SRU�VX�SURSLD�DXWRQRPtD�
e independencia frente al voto, no es complementario. A pesar de que este 
derecho y el voto están interrelacionados, se consideran independientes, ya 
que puede ejercitarse de forma separada desde momento en que expresa el 
voto en la junta general, pero también, es un medio para que el socio tome una 
decisión. Este derecho no puede escindirse ni transferirse, aunque lo puede 
ejercer el representante debidamente facultado. Es principal y no accesorio, 
de acuerdo a lo manifestado por la doctrina, por constituir un requisito previo 
para el ejercicio del derecho al voto, y desde el punto de vista de relación entre 
ambos, su conexión es inevitable. Por otra parte, la titularidad de una acción 
FRQÀHUH�OD�FRQGLFLyQ�GH�VRFLR��DUWtFXOR�������&&�GH�1LFDUDJXD���OR�TXH�LPSOLFD�
un conjunto de derechos y obligaciones que regulan su actuación frente a la 
sociedad, los demás socios y terceros. Es necesario distinguir la posición del 
socio como presupuesto de los derechos y obligaciones, y de otro lado los 
derechos que se derivan de ésta posición. 

empresas. No. 9, 2001, p.171; Menéndez y Beltrán (1994, pp 7-44), Uría, Menéndez y Muñoz-Planas, Las 
acciones sin voto. Comentarios a las sociedades mercantiles. Dirigido por Uría-Menéndez-Olivencia, T. 
IV, Madrid: 1992, p. 90 y Uría, La información del accionista en el Derecho español. Cuadernos CIVITAS. 
Madrid: Revista crítica de Derecho inmobiliario. No. 520, 1976a, pp. 729-736.
10  Uría, Menéndez y Olivencia, Comentario al régimen legal de las sociedades mercantiles, 2da edición, 
Madrid: Civitas: 2002, p. 105; Romero Fernández, Op. Cit, 1998, pp. 77-78) y Uría, Op. Cit, 1976a, p. 719. 
11  Zubiaurre Gurrutxaga, Op. Cit, 2001, p. 147.
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1.  El ejercicio del derecho de información por el representante del accio-
nista y en los casos de copropiedad, prenda, usufructo y acciones sin voto

La representación del accionista a través de un representante con poder 
especial otorgado conforme el artículo 3297 Código Civil de Nicaragua12 
podrá incluir la facultad de solicitar la información que sea necesaria para 
ejercer el derecho de voto. Asimismo, si se estima conveniente se incluirá en 
los estatutos que cuando se otorgue el derecho de voto a los representantes, 
esto incluye el derecho de pedir información. Lo mismo será aplicable en el 
caso del representante de los copropietarios, pero no en caso de prenda y 
usufructo, que tienen una naturaleza distinta por ser pactada entre las partes 
interesadas y sometida a reglas particulares. 

De acuerdo con Recalde Castells, Valenzuela Garach y Valenzuela Garach, 
Navarro Matamoros, De Borja Villena Cortés, Zubiaurre Gurrutxaga, Sánchez-
Calero Guilarte, Uría, Menéndez y Muñoz Planas el derecho de información 
previo a la celebración de la junta general puede ser ejercitado, tanto por el 
accionista como por su representante. La solicitud del representante tendrá 
la cobertura de su apoderamiento escrito a tal efecto, independientemente 
que éste ostente la condición de accionista. En la copropiedad, la facultad 
de requerir la información recae sobre la persona designada a tales efectos 
por los copropietarios13. Tanto en la prenda como en el de usufructo, salvo 
previsión en contra de los estatutos, los socios continuarán en el ejercicio de 
sus derechos políticos y podrán solicitar la información. Asimismo, el derecho 
de información le corresponde al accionista cualquiera que sea la clase de 
acciones de las que fuese titular, incluyendo a los titulares de acciones sin 
voto o los que están en mora14. También, puede solicitarlo el accionista que 
no asiste por no alcanzar el número de acciones o la porción del capital social 
TXH� ÀMDQ� ORV� HVWDWXWRV�� VLQ� QHFHVLGDG� GH� DJUXSDUVH� FRQ� RWURV� DFFLRQLVWDV15. 
6REUH�HO�HPEDUJR��5HWRUWLOOR�$WLHQ]D�DÀUPD�TXH�HO�GHUHFKR�GH�LQIRUPDFLyQ�QR�
queda afectado con el derecho de voto, pero las medidas de garantía que le 
acompañan pueden aconsejar lo contrario��. 

12  9��&yGLJR�&LYLO�GH�OD�5HS~EOLFD�GH�1LFDUDJXD�3XEOLFDGR�HQ�OD�*DFHWD�'LDULR�2¿FLDO�1R�������GH���GH�
febrero de 1904. Nicaragua.
13  Recalde Castells, Op. Cit, 2015b, p. 99; Valenzuela Garach y Valenzuela Garach, Derecho de infor-
mación del socio. En Pedinado Gracia y Cremades García (Dir). El accionista minotitario en la sociedad 
FRWL]DGD��0DGULG��������SS�����������1DYDUUR�0DWDPRURV��SURSXHVWD�GH�ÀH[LELOL]DFLyQ�GHO�'HUHFKR�6RFLH-
tario español ante los nuevos retos de la Unión Europea. Revista Digital,  2010, pp. 1-10; De Borja Villena 
Cortés, Op. Cit, 2008, pp. 355-362; Zubiaurre Gurrutxaga, Op. Cit, 2001, p. 152; Sánchez-Calero Guilarte, 
Op. Cit, 1997, p. 28), Uría, Menéndez y Muñoz Planas, Op. Cit, 1992, p. 93. 
14  9��3RU¿ULR�&DUSLR��/DV�DFFLRQHV�VLQ�YRWR�HQ�OD�VRFLHGDG�DQyQLPD��0DGULG��/D�/H\��������SS�������
15  V. Recalde Castells, Op.Cit, 2015b, p. 100.
16  Retortillo Atienza,  El embargo de acciones de la sociedad anónima-Revista de Derecho de Sociedades. 
No. 36. Pamplona: Aranzadi, 2011, pp. 254 y 255. 
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Podemos concluir que en la copropiedad partimos del principio de 
indivisibilidad de la acción (artículo 231 CC de Nicaragua), pues entre ellos 
han de designar una persona que ejerza frente a la sociedad los derechos 
políticos y económicos. La designación del representante para el cargo no es 
excusable vía estatutaria, ya que la representación pertenece a una regulación 
de orden imperativo cuya validez se rige por las normas de derecho civil, 
aplicables a la comunidad de bienes, y a los actos de ejercicio de derecho 
de socio frente a la sociedad, en especial la información. En el usufructo, el 
ejercicio de este derecho pertenece al nudo propietario de las acciones, quien 
es el que goza de la condición de socio. En el caso de la prenda (artículo 
508 CC) y embargo de acciones corresponden al propietario, salvo pacto en 
contrario.

2.3. El ejercicio del derecho de información de cara a las deliberaciones

El derecho de información se caracteriza por ser esencial para el ejercicio del 
derecho al voto y particularmente para que los accionistas puedan ejercer el 
derecho de voz y debatir los puntos del orden del día. En cuanto al momento 
de ejercerlo puede ser antes de la junta o en la propia junta, momentos que se 
consideran determinantes, pero este derecho es permanente con relación al 
ejercicio de la actividad social. Los artículos 203, 205, y 210 CC de Nicaragua 
reconocen el derecho de información en relación con los fondos sociales o 
HQ�ORV�TXH�VH�UHJXOD�HO�GHUHFKR�GH�FRQRFHU�HO�SUR\HFWR�GH�PRGLÀFDFLyQ�GHO�
contrato social cuando se procede a aumento de capital o a la reducción del 
mismo. 

Mientras esté desarrollándose el orden del día de la junta, el accionista 
puede solicitar verbalmente la correspondiente información respecto a unos 
de los puntos del orden del día, este derecho se materializa en el seno de la 
junta general de accionistas y  corresponde a los administradores proporcionar 
dicha información, salvo cuando dicha publicidad pudiera perjudicar los 
intereses sociales17. 

17  V. BROSETA PONT Y MARTÍNEZ SANZ, Manual de Derecho Mercantil, 18 edición. V. I, Madrid: 
Tecnos, 2011, p. 419; Aguilar Torres, El voto electrónico societario ante la transposición de la Directiva. 
2007/36/CE. Derecho de los Negocios, Nº 245, Sección Artículos, Febrero 2011, (pp. 5-32). España: Edi-
torial La Ley 1694/2011, pp. 5-32; Fernández de la Gándara, Derecho de Sociedades, T. II, Valencia: Tirant 
lo Blanch, 2010, p. 632; Muñoz Cuesta, Negar o impedir el derecho a informar a socios. La no convocatoria 
de la junta de accionistas motivada por la aplicación del art. 293 CP. Revista Aranzadi, No. 3/2010, p. 10; 
Sánchez-Calero Guilarte,  Op. Cit, 1997, pp. 119-144; Uría, Menéndez, Muñoz Planas, Op. Cit, 1992, p. 
115-11 y Otero Lastres, Notas sobre la junta general de accionistas de la sociedad anónima, 1991, p. 39. 
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1. Plazo y forma para rendir la información 

1.1. Plazo para rendir el informe

Los artículos 203, 205.5 y 210 CC de Nicaragua no regulan el plazo para 
la entrega de la información, aunque ésta debe suministrarse junto a la 
convocatoria. Iniciada la junta los accionistas podrán ejercer este derecho en 
el desarrollo de la sesión y si los administradores no entregan lo solicitado, 
entonces lo deberán hacer en un tiempo prudencial, después de celebrada la 
junta. En tal caso, deberá pactarse en los estatutos, tanto el plazo como las 
situaciones concretas para rendir información posterior a la junta18.

Recalde Castells, Fernández de la Gándara, De Borja Villena Cortés y 
Otero Lastres comentan que los accionistas podrán requerir de la información 
de forma verbal y tienen derecho a realizarlo en el seno de la junta general, 
de no ser posible su facilitación podrán hacerlo en un término posterior19. 
En ese sentido, en el artículo 197.2 de la LSC se señala un término de siete 
días para suministrarlo20. Por otra parte, Sánchez Calero y Sánchez-Calero 
Guilarte (2013, p. 438) son de la opinión que la previsión contenida en la 
redacción de los artículos 182 y 197.2 LSC de España, respecto a la obligación 
de informar por escrito lo que no se haya podido dar en la junta, siendo 
posible en los siete días siguientes de la terminación de aquélla, puede ser 
positivo a primera vista, pero esta solución no deja de ser insatisfactoria 
porque emplea una fórmula excesivamente amplia que sirve de base para 
liberar a los administradores de dar información en la junta de las cuestiones 
sobre las que se pregunta y porque esa posibilidad los libera de contestar 
alguna pregunta relevante ante todos los accionistas, desnaturalizando la 
función de información para conformar la voluntad de los accionistas a la 
hora de votar; además la respuesta posterior a la junta es conocida solamente 
por el accionista que formuló la pregunta21. 

Pensamos que la información suministrada posteriormente tiene validez 
cuando la información solicitada se relaciona con los puntos del orden del 

18  El artículo 2161-11 del Anteproyecto del Código de Comercio de Nicaragua, prevé que la información 
se suministrará con treinta días de anticipación a la asamblea. Nos parece que sea un plazo razonable que 
guarda concordancia con regulado en el plazo de la primera convocatoria que propone el Anteproyecto.
19  Recalde Castells, Op. Cit, 2015b, p. 97; Fernández de la Gándara, Op. Cit,  2010, p 412; De Borja Villena 
Cortés, Op. Cit, 2008, p.368) y Otero Lastres, Op. Cit, 1991, p. 23.
20  V. Ferrando Villalba, Archivo commenda de supuestos de Derecho Societarios. En Embid Irujo (dir). 
Granada: Comares, 2015, p. 37 y García-Cruces González, Op. Cit, 2011, p. 1374). El artículo 197 redac-
WDGR�SRU�HO�DSDUWDGR�FXDWUR�GHO�DUWtFXOR�~QLFR�GH�OD�/H\����������GH���GH�GLFLHPEUH��SRU�OD�TXH�VH�PRGL¿FD�
la Ley de Sociedades de Capital para la mejora del gobierno corporativo. 
21  Sánchez Calero y Sánchez-Calero Guilarte, Op.cit, 2013, p. 438.
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día para aclarar temas vinculantes y responden al interés social. Cuando 
la información se proporcione posteriormente, ésta deberá ser entregada a 
todos los socios independientemente que haya sido solicitada de manera 
individual a quienes solicitaron dicha información, cumpliendo así el 
principio de igualdad de socio reconocido en el artículo 254 CC de Nicaragua 
y considerando que dicha información suministrada no sea contraria al 
LQWHUpV� VRFLDO� FRPR� SULQFLSLR� FRQÀJXUDGRU� GH� OD� VRFLHGDG�� (Q� HO� 'HUHFKR�
nicaragüense, si bien no se regula el plazo previo ni el posterior, creemos 
que éste podrá pactarse en el contrato social y estatutos, tomando en cuenta 
lo dispuesto actualmente en el plazo de primera y segunda convocatoria del 
artículo 253 CC.  

1.2. Forma en que se ha de rendir el informe

Los artículos 203 y 205 CC de Nicaragua regulan sobre la forma de cómo 
se rinde la información. Sin embargo encontramos que el artículo 210 CC, 
FRPR� H[FHSFLyQ� D� OD� UHJOD� VHxDOD� TXH� FXDQGR� VH� WUDWD� GH�PRGLÀFDFLyn del 
contrato social, se dará a conocer el proyecto en su parte sustancial. Por otra 
parte, el artículo 257 CC, respecto al balance, expresa que será preparada con 
anticipación y el artículo 258 CC, indica que una vez aprobado el balance en 
la junta será informado a los accionistas. Dichas disposiciones no dejan claro 
el procedimiento para cumplir este derecho legal; por lo tanto, si no se pacta 
en el contrato social y estatutos, quedará al manejo discrecional de la junta 
GLUHFWLYD��SHUR�VLQ�TXH�HOOR�VLJQLÀTXH�XQD�SURKLELFLyQ�DEVROXWD�GH�FRQRFHU�OD�
información. Por lo tanto se admite que se realice en forma escrita o verbal. 

Si la petición de la información fuese formulada por el socio durante la 
sesión, entonces ésta se dará de la misma manera en que plantea, es decir, 
verbal. Pero si la información a suministrar fuere solicitada por escrito con 
anterioridad a la celebración de la junta, la respuesta se dará de la misma 
forma, es decir, por escrito. El derecho de información que tienen los socios 
GXUDQWH�OD� MXQWD�VH�FRQÀJXUD�FRPR�XQ�GHUHFKR�GH�IRUPXODU�SUHJXQWDV��TXH�
habrá de recibir la oportuna respuesta de forma verbal o escrita, según el caso. 
Los administradores darán la respuesta en la propia junta o con la entrega 
anticipada de la información. Cuando el orden del día tiene como uno de los 
puntos la aprobación de las cuentas anuales, el derecho de información se 
refuerza con una información documental, en el sentido de poder solicitar 
una copia de las cuentas anuales, tales como balance, cuentas de pérdidas 
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\� JDQDQFLDV� HVWDGR� GH� FDPELRV� HQ� HO� SDWULPRQLR� QHWR�� HVWDGR� GH� ÁXMR� GH�
efectivo y memoria e informe de auditoría y gestión. Los administradores 
entregarán toda esa información en el tiempo oportuno22�� $ÀUPD� 3XOLGR�
Begines que cuando el socio ejerce el derecho de información por escrito, 
antes de la celebración de la junta, el mejor medio de petición de información 
es a través de requerimiento notarial23. Este medio le servirá al solicitante para 
acreditar la petición formulada y poder impugnar, cuando sea el caso y el 
acuerdo adoptado haya vulnerado el derecho de información de los socios24. 
El plazo para informar se inicia a partir de la convocatoria y termina antes 
de la reunión25. Por lo tanto, si la solicitud se hace por escrito, entonces la 
información se ha de exponer de la misma forma antes de la junta, aunque 
Sánchez-Calero Guilarte  es de la opinión que la propia actuación diligente o 
QR�GHO�VRFLR�LQÁX\H�HQ�OD�IRUPD�HQ�TXH�OD�DGPLQLVWUDFLyQ�GHED�LQIRUPDU��VL�OD�
solicitud se hace poco tiempo antes de la celebración de la junta y no hubiere 
tiempo para contestarla por escrito, se puede realizar en forma verbal��. Si la 
información se pide de palabra en la propia sesión, y debido a su complejidad 
de los argumentos la repuesta deba darse de forma escrita, será posible que la 
junta informe posteriormente27. 

En Nicaragua la obligación de suministrar la información verbal o escrita 
se fundamenta en el artículo 245 CC en el que se señala el deber de los 
administradores de cumplir con el mandato legal que le fue otorgado en el 
contrato social y estatutos, que a la vez se complementa en los artículos 203, 
205.5 y 210 CC. Asimismo, corresponde suministrar la información junto con 
la convocatoria o ponerla a disposición de los socios en el domicilio social, 
excepto cuando la sociedad cuente con una página web y los accionistas 
accedan a ella con un usuario y una contraseña, situación que deberá ser 
regulada con claridad en los estatutos. También, deberán informar en el 

22  V. Recalde Castells, Op. Cit, 2015b, p. 97; García-Cruces González, El estatuto de las acciones propias. 
En Rojo y Beltrán. Comentarios de la ley de sociedades de capital, T. I, 2011, p. 1374 y Romero Fernández, 
Op. Cit, 2000, p. 63.
23  Pulido Begines, El derecho de información del socio en la sociedad de responsabilidad limitada: art. 51 
y 86 LSRL, Madrid: Civitas, 1997, p. 23. 
24  Dicho planteamiento ha de ser entendido, hoy día, en el Derecho español sin perjuicio de lo expuesto en 
el artículo 197 redactado por el apartado cuatro del artículo único de la Ley 31/2014, de 3 de diciembre, 
SRU�OD�TXH�VH�PRGL¿FD�OD�/H\�GH�6RFLHGDGHV�GH�&DSLWDO�SDUD�OD�PHMRUD�GHO�JRELHUQR�FRUSRUDWLYR��(O�DUWtFXOR�
197.2 y 5 referido a la acción de cumplimiento de la obligación y responder a los daños y perjuicios, pero 
no cabe la acción de impugnación.
25  V. Martínez Martínez, El derecho a la información del accionista en la sociedad anónima, Madrid: Edi-
torial McGraw-Hill, 1999, p. 122
26  Sánchez-Calero Guilarte, Op. Cit, 1997, p. 39. 
27  V. Zubiaurre Gurrutxaga, Op. Cit, 2001, p. 153
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desarrollo de la junta cuantas preguntas sean necesarias para lograr aclarar 
las dudas habidas por los socios respecto al orden del día. 

Si la solicitud de informe se hace en la junta28, el trámite debe ser ágil y 
FRPSOHWDGR� VL� IXHUD�SRVLEOH�GHQWUR�GH� OD� VHVLyQ�� UHVXOWDQGR�EHQHÀFLDGR�GH�
ello también el resto de socios, que pueden tener interés directo en la cuestión 
que se plantea. A partir de la solicitud otros socios pueden verse animados a 
solicitar información adicional o a exigir que se les faciliten las informaciones 
que se denegaron a un solicitante anterior. En ese sentido, puede suceder 
que si esa posterior solicitud, parte de un socio o un grupo de socios que 
cuenta con un porcentaje de capital social admitido por la ley29, el ejercicio por 
cualquiera de ellos, del derecho de información en la junta general impulsa la 
tarea de control de la administración que a la misma le corresponde30.

1. El deber de información 

1.1. Deber de informar

Corresponde al órgano de administración informar de la gestión social 
realizada, según lo ordena el artículo 245 CC de Nicaragua  al señalar 
claramente que los administradores responderán frente a la sociedad por 
la violación a los estatutos y preceptos legales. Este deber está íntimamente 
relacionado con el interés social que es el límite de su competencia frente al 
ejercicio individual de cada socio31. 

A juzgar por Iglesias Prada y García de Enterría, Recalde Castells, Ferrando 
Villalba, Peñas Moyano, Echaiz Moreno, Echaiz Moreno, y Sánchez-Calero-
Guilarte el deber de informar es una obligación del órgano de administración, 
así como de sus liquidadores. Igual ocurre en el supuesto de la junta universal, 
que carece de convocatoria formal, pero en el que  indudablemente también 
existe una obligación informativa cuyo titular es la sociedad, que atiende a 
través del órgano de administración32. Por su parte, Baena Baena previene 

28  V. García-Cruces, Op. Cit, 2011, pp. 1372 al 1373). 
29  V. Martínez-Gijón Machuca, Límites al derecho de información del accionista, Economic & Juris, 2014, 
pp. 12-17). 
30   V. Sánchez-Calero Guilarte, Op. Cit, 1997, p. 32
31  El artículo 2161-11 del Anteproyecto del Código de Comercio de Nicaragua prevé que la administración 
deberá informar a los socios poniendo a disposición de ellos los documentos en la sede social o virtual, 
según sea el caso. 
32  Iglesias Prada y García Enterría, Los óryanos sociales de las sociedades de capital. En Menéndez y Rojo 
(Dir). Lecciones de Derecho Mercantil. Tratados y manuales. V. 1.13 edición, Thomposon Reters, 2015, p. 
478; Recalde Castells, Op. Cit, 2015b, p. 101; Ferrando Villalba, Introducción al Derecho de Sociedades 
de capital. En Embid Irujo (Dir), Estudio de la ley de sociedades de capital y legislación complementaria, 
Madrid: 2013, p. 211; Peñas Moyano, Derecho de información. En Rodríguez Artigas (Dir). Revista de 
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que el nuevo artículo 197.2 LSC33, tras facultar al accionista para exigir el 
cumplimiento de la obligación de informar admite la posibilidad de pedir los 
daños y perjuicios que se le hayan podido causar a los accionistas, los cuales 
no tendrán acción de impugnación de la junta general conforme dispone el 
artículo 197.5 LSC de España34. 

El órgano de administración podrá autorizar a otras personas (auditores, 
contables, directivos) que debido a su función están relacionados con el tema 
de que se trate; sin embargo, la información que se solicita debe estar sujeta 
a control, por cuanto, no se sabe la utilización que se hará de la información, 
lo que quiere decir que la obligación de los administradores tiene un límite: 
el interés social35. El derecho de información, no puede servir para obstruir 
o paralizar la actividad social sobreponiendo los intereses particulares de 
los socios. En consecuencia, el interés social debe primar frente al interés 
particular de algún socio��.  

Concluimos que el derecho de información es un derecho necesario, 
consustancial e irrenunciable del socio, por ello, si no se facilita por los 
administradores, entonces se produce un quebrantamiento de una norma 
imperativa y los acuerdos que se adopten serán impugnables según lo 
sexDODGR�HQ�HO�DUWtFXOR�����&&�GH�1LFDUDJXD�TXH�DGYLHUWH�FRPR�LPSXJQDEOHV�
las deliberaciones tomadas en oposición de las disposiciones y estatutos. 
Los tribunales tienen el deber de valorar si la información requerida puede 
perjudicar los intereses sociales37, pudiendo declarar la nulidad de los acuerdos. 
El presidente de la junta o los administradores podrán ser responsables de 
los daños y perjuicios que se produzcan por sus conductas, en atención a la 
GHFLVLyQ�GH�QR�LQIRUPDU��DUWtFXOR�����&&�\������&�GH�1LFDUDJXD���

Recalde Castells, Cruz Rivero, García-Cruces González, Fernández de la 
Gándara, Zubiaurre Gurrutxaga y Sánchez-Calero Guilarte enfatizan que nos 

Derecho de Sociedades, V. I, Navarra: Aranzadi, 2010, p. 687-703; Echaiz Moreno, estudio de Derecho 
societario. Lo errado, lo inconcluso y lo imprevisto en la ley general de sociedades. Lima: estudio Jurídico 
Empresarial, 2005a, pp. 1-10; Echaiz Moreno, Propuesta para una reforma de la legislación societaria. 
Perú: 2005b, pp. 191-224 y Sánchez-Calero-Guilarte, Op. Cit. 1997, p. 49. 
33  Baena Baena, La legitimación activa y pasiva para la impugnación de acuerdos sociales (arts. 
206,2,3,251.1 y 245, b.b LSC. En Rodríguez Artigas, Fernández de la Gándara, Quijano González, Alonso 
Ureba, Velasco San Pedro, Esteban Velasco, Roncero Sánchez (Coord), Junta general y consejo de admi-
nistración en la sociedad cotizada. Thomson Reuters Aranzadi,  2016, pp. 539. 
34  Artículo 197 redactado por el apartado cuatro del artículo único de la Ley 31/2014, de 3 de diciembre, 
SRU�OD�TXH�VH�PRGL¿FD�OD�/H\�GH�6RFLHGDGHV�GH�&DSLWDO�SDUD�OD�PHMRUD�GHO�JRELHUQR�FRUSRUDWLYR�
35  V. Pulido Begines, Op. Cit, 1997, p. 24
36  V. Zubiaurre Gurruxaga, Op. Cit, 2001, p. 47; Martínez Martínez, Op.Cit, 1999, p. 123.
37  V. Díaz Echegaray, 2005, pp. 185-245; Romero Fernández, 1998, p. 296-297; Esteban Velasco, 1994, pp. 
227-228; Uría, Menéndez y Muñoz Plana, 1992, pp. 164; Uría, 1976b, pp. 657- 761 y Rubio, 1974, p. 361).
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encontramos ante otras situaciones de negación de la información solicitada, 
siendo el interés social el límite hacia el interés informativo del socio, si bien 
los administradores pueden rechazar la solicitud del socio o el presidente 
como atribución especial38, no cabe esgrimir, el deber de secreto, que resulte 
ajeno al interés social, cuando esa petición enlace con los asuntos incluidos en 
el orden del día de la junta39. Las causas de denegación ya no son únicamente 
el perjuicio al interés social, entre las cuales se encuentran: a) la información 
es innecesaria para la tutela de los derechos de los socios; b) que hay razones 
REMHWLYDV�SDUD�FRQVLGHUDU�TXH�SRGUtD�XWLOL]DUVH�SDUD�ÀQHV�H[WUDVRFLHWDULRV��\�
c) que la publicidad perjudique a la sociedad o a las sociedades vinculadas. 
Al margen de lo anterior, los administradores también podrán rechazar la 
solicitud de información si no se cumple con los requisitos procedimentales. 
Dicha decisión debe estar motivada, lo que puede ser revisado judicialmente. 

De acuerdo con lo anterior, los administradores pueden negar la 
información pero atendiendo el interés social, como límite al ejercicio 
individual del accionista. Asimismo, pueden hacerlo, considerando el deber 
GH�FRQÀGHQFLDOLGDG�HQ�ORV�FDVRV�TXH�QR�VHD�SHUWLQHQWH��)UHQWH�D�OD�SRVLFLyQ�
anterior, siempre tendrán derecho de impugnar el acuerdo y alegar la nulidad 
de lo actuado en la junta, ya sea en su totalidad o de forma parcial (artículo 
����&&�GH�1LFDUDJXD���

/RV�DVXQWRV�TXH�FRPSUHQGHQ�HO�RUGHQ�GHO�GtD�VH�UHÀHUHQ�D�ORV�LQIRUPHV�\�
aclaraciones que se consideren precisos, solicitando todo tipo de explicaciones. 
No puede el socio solicitar información sobre cuestiones no comprendidas en 
el orden del día, pues, en tal caso, la solicitud puede ser rechazada40. 

Con sano criterio podemos decir que la solicitud de información, según el 
orden del día, es pertinente cuando se trate sobre asuntos relacionados con 
algunos de los puntos, excepto en aquellos casos en el que el tema a solicitar 
no guarde ninguna relación directa. Por otra parte, pueden incluirse dentro 
38  V. Alonso Ledesma, Algunas consideraciones sobre el juego de la cláusula del interés social en la sup-
resión o limitación del derecho de suscripción preferente. En Derecho Mercantil de la Comunidad Econó-
mica Europea, estudios en homenaje a José Girón Tena, Madrid: Civitas, 1991. P. 33;  Alfaro Ágila-Real, 
Interés social y derecho de suscripción preferente. Una aproximación económica. Madrid: Civitas, 1995, 
pp. 18-23; Romero Fernández, Op. Cit, 1998, p. 304; Fernández Rodríguez, De la arbitrariedad de la 
administración, 2da edición, Madrid: Civitas, 2002, p. 83 y Polo Diez, El derecho del accionista a la infor-
mación, Barcelona: 1962, p. 10). 
39  V. Recalde Castells, Op. Cit, 2015b, p. 101; Cruz Rivero, Op. Cit, 2012 pp. 90-91; García-Cruces 
González, Op. Cit, 2011, pp. 1376-1380; Fernández de la Gándara, Op. Cit, 2010, p. 407; Zubiaurre Gur-
rutxaga, Op Cit, 2001, p. 49 y Sánchez-Calero Guilarte, Op. Cit, 1997, pp. 1-37.
40  V. Zubiaurre Gurrutxaga, Op. Cit, 2001,p. 47; Sánchez-Calero Guilarte, Op. Cit,  1997, p. 97; Uría 
Menéndez, Muñoz Plana, Op. Cit 1992, p. 254; Vicent Chuliá, Op. Cit, 1991, p. 607 y Suárez-Llanos Gó-
mez, Derecho de información de accionista. Nulidad de junta general, 1963, p. 351.
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de los puntos de agenda que no fueron señalados en la convocatoria, siempre 
y cuando, los socios hayan aceptado tal circunstancia y deban brindar 
información al respecto. Cuando la solicitud sea rechazada por no estar 
vinculada al orden del día, entonces el socio puede reservarse el derecho de 
solicitar información y el administrador podrá ofrecérsela posteriormente, 
siempre que dicha información, no atente contra el interés social. 

En ese sentido, la convocatoria debe redactarse en forma clara y completa, 
no se puede hacer referencia de forma genérica, la falta de claridad y precisión 
del orden del día determina la causa de impugnación de los acuerdos e 
incluso de la propia la junta. Por otro lado, se puede introducir como último 
punto del orden del día el de ruegos y preguntas, ampliándose el derecho 
de información a todo tipo de cuestiones que no aparecen en el orden del 
día, pero tienen relación o conexión con la sociedad. En la práctica societaria 
se suele poner este punto, pero no puede interpretarse en sentido amplio, 
SRU� FXDQWR� VXSRQH�XQD� H[FHVLYD�GXUDFLyQ�GH� ODV� MXQWDV��$ÀUPD�=XELDXUUH�
Gurrutxaga (2001, p. 50), que a su juicio, este punto sobre ruegos y preguntas, 
presume simplemente el derecho de los socios de hacer preguntas, como 
expresión del derecho de voz, sin que la administración, tenga la obligación 
de informar sobre otros aspectos no incluidos en el orden del día41. 

Cuando estemos ante una violación del derecho de información anterior 
a la constitución de la junta general, como puede ser que el administrador no 
respondió a la solicitud previa, la jurisprudencia española ha exigido que esa 
circunstancia se haga constar por los socios interesados al inicio de la reunión 
de la junta o cuando tal solicitud se haga en el transcurso de la junta, y no se 
haya atendido la solicitud. En consecuencia, no cabe otra conclusión, que la 
de nulidad radical del acuerdo en cuestión42.  

Se puede decir que el no suministro de información o en el caso de que la 
LQIRUPDFLyQ�VXPLQLVWUDGD�QR�IXHUH�OD�LGyQHD��HQ�JHQHUDO��HV�FDXVD�VXÀFLHQWH�
SDUD� SURFHGHU� D� OD� LPSXJQDFLyQ� GHO� DFXHUGR�� (Q� QXHVWUR� FDVR�� VH� MXVWLÀFD�
GH�FRQIRUPLGDG�DO�DUWtFXOR�����GHO�&yGLJR�GH�&RPHUFLR�GH�1LFDUDJXD�TXH�
establece que cualquier socio puede impugnar, ya sea que haya estado 
presente o ausente. 

De acuerdo con Sánchez Calero y Sánchez-Calero Guilarte y Martínez-
Buján Pérez resulta relevante respecto al deber de información lo regulado en 

41  Zubiaurre Gurrutxaga, Op. Cit, 2001, p. 50.
42  V. Sánchez Calero y Sánchez-Calero Guilarte, Op. Cit, 2013, p. 438; Sánchez-Calero Guilarte, Op. Cit. 
1997, p. 50. 
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el artículo 293 del Código Penal Español que incluyó entre los nuevos delitos 
societarios la negación o el impedimento al socio del ejercicio de los derechos 
de información, sancionado con penas de multa de seis a doce meses43. Este 
precepto es aplicable a todas las formas societarias (artículo 297 CP44).

En Nicaragua el Código Penal45 no tiene una norma parecida a la citada 
legislación española. Pero en el artículo 278 dispone la norma que si el 
directivo, gerente, vigilante, representante legal, administrador de hecho o 
GHUHFKR��DOWHUDQ�FXHQWDV�R�LQIRUPDFLyQ�ÀQDQFLHUD�FRQ�HO�REMHWR�GH�SUHVHQWDU�
una situación distorsionada de forma idónea para causar perjuicio económico 
de la entidad, a alguno de los socios o terceros, entonces comete delito de 
gestión abusiva. Se puede partir de dichos elementos para proceder en contra 
del administrador, pero solamente en este caso, no con relación al impedimento 
de presentar la información a los socios. De lo anterior se considera que si 
la negación del derecho de información no aparece regulada como delito, 
entonces cabe demandar los daños y perjuicios que le cause según el artículo 
2509 del Código Civil de Nicaragua que expresamente dispone «Todo aquel 
que por dolo, falta, negligencia o imprudencia o por un hecho malicioso causa a otro 
un daño, está obligado a repararlo junto con los perjuiciosª.

1.2. Discrecionalidad de los administradores para informar 

Los artículos 203 y 205 CC de Nicaragua no regulan sobre la eventual 
discrecionalidad que tienen los administradores de suministrar la información 
cuando lo pida un accionista independientemente del porcentaje que 
representa en el capital social��. 

Por su parte, Martínez-Guijón Machuca, De Borja Villena Cortés y Sánchez-
Calero Guilarte comentando el artículo 197 de la LSC de España47, expresan 
que el derecho de información que posee el accionista tiene un límite y es el 
interés social derivado de la publicidad de los datos solicitados. Corresponde 
a los administradores decidir si la información perjudica el interés social, 

43  Sánchez Calero y Sánchez-Calero Guilarte, Op. Cit, 2013, p. 438 y Martínez-Buján Pérez, El delito 
societario de administración desleal, Valencia: Tirant lo Blanch, 2001, p. 254)
44  V. Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. Vigente hasta el 01 de Julio de 2015. 
Publicado en BOE núm. 281 de 24 de Noviembre de 1995. 
45  9��/H\�1R�������&yGLJR�3HQDO�GH�1LFDUDJXD��3XEOLFDGR�HQ�OD�*DFHWD�'LDULR�2¿FLDO��HO�OXQHV���GH�PD\R�
de 2008. Nicaragua.
46  El artículo 2161-11 del Anteproyecto del Código de Comercio prevé que los administradores estarán ob-
ligados a informar cuando lo solicite el veinte por ciento por lo menos de las acciones con derecho al voto. 
47  Martínez-Guilón Machuca, Limites al derecho de información del accionista,  2014, pp. 12-21; De Borja 
Villena Cortés, Op. Cit, 2008, p. 374 y Sánchez-Calero Guilarte; Op. Cit, 1997, p. 45. 
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esa discrecionalidad desaparece si solicitud la formula la cuarta parte del 
capital social, en ese caso, siempre deben de suministrar la información 
referida (artículo 197, numeral 4 LSC48). Sin embargo, Otero Lastres y Alonso 
Ledesma son de la opinión que si la cuarta parte está actuando de manera 
abusiva, entonces el presidente de la junta podrá negar dicha información49. 
$VLPLVPR��HO�DUWtFXOR�����QXPHUDO����GH�OD�/6&�LQFRUSRUD�XQ�QXHYR�HOHPHQWR�
determinante en este tipo de conducta al señalar que si la utilización de la 
información es abusiva o perjudicial, entonces el socio será responsable de 
los daños y perjuicios causados50. En ese caso, la minoría podrá acudir a los 
tribunales para que determinen si existe o no obligatoriedad de proporcionar 
lo solicitado. Por otro lado, la negación de este derecho por parte de los 
administradores implica la nulidad del acuerdo en la parte que se produjo, 
pero no de otros aspectos en donde no se ha infringido. Dicha nulidad no es 
GH�RÀFLR��VLQR�GH�XQD�SUHYLD�WUDPLWDFLyQ�MXGLFLDO��3RU�RWUD�SDUWH��HO�DUWtFXOR�
195.5 LSC de España, dispone que cuando la información que se niega es 
conforme de aquella que se solicita durante la sesión (artículo 197.2 LSC de 
España), entonces no se podrá impugnar, pero los accionistas pueden exigir 
el cumplimiento de la obligación de información y los daños y perjuicios que 
le pudieren causar51. 

'LFKR� OR� DQWHULRU�� QRV� HQFRQWUDPRV� DQWH� XQ� SULQFLSLR� FRQÀJXUDGRU�
de la sociedad anónima que debe ser considerado con mayor importancia 
por los miembros de todos los órganos sociales, en especial por el órgano 
de administración de la sociedad, a quienes les compete suministrar la 
información o denegarla, cuando dicha información pone en peligro la 
sociedad (artículo 245 CC de Nicaragua). La vulnerabilidad del derecho 
de información faculta a los accionistas para pedir la impugnación de los 
acuerdos o exigir el cumplimiento de la obligación de la información y los 
GDxRV�\�SHUMXLFLRV�FDXVDGRV��DUWtFXOR������&�GH�1LFDUDJXD���2EVHUYDPRV�TXH�
HO�DUWtFXOR�����&&�GH�1LFDUDJXD�SHUPLWH�TXH�HO�DFFLRQLVWD�SXHGD�GHPDQGDU�
la impugnación de los acuerdos por violación a las disposiciones legales y los 
estatutos de la sociedad, entre los que se encuentran los regulares del derecho 
de información del accionista. 

48  También es importante aclarar que el artículo citado (197, numeral 4 LSC  de España, dispone que los 
estatutos podrán disponer un porcentaje menor, siempre que sea superior al 5% del capital social. 
49  Otero Lastres, Op. Cit, 1991, p. 24 y Alonso Ledesma, Op. Cit, 1991, pp. 31-64.
50  V. Artículo 197 redactado por el apartado cuatro del artículo único de la Ley 31/2014 de España. 
51  Baena Baena, Op. Cit, 2016, pp. 533-572.
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Conclusiones

/RV�DUWtFXORV��������������������\�����&&�GH�1LFDUDJXD�FRQWLHQHQ�LPSOtFLWDPHQWH�
el reconocimiento del derecho de información como tutela jurídica de los 
derechos de los accionistas. Es considerado como un derecho irrenunciable, 
permanente, inderogable e imperativo que abarca todos los asuntos de la 
sociedad, siendo la convocatoria y celebración de la junta los momentos 
oportunos para hacerlo realidad. En consecuencia no cabe disminuir su 
efectividad por medio de la escritura social y estatutos. 

En los estatutos podrán pactarse estipulaciones que regulen el 
procedimiento para hacerlo efectivo, considerando los principios 
FRQÀJXUDGRUHV�GH�OD�VRFLHGDG�GH�FDSLWDO�FRPR�VRQ�HO�GH�LQWHUpV�VRFLDO��DUWtFXOR�
201 CC), la buena fe y el de igualdad de los socios (artículo 254 CC). Este 
derecho no podrá convertirse en un derecho ilimitado, cualquier aportación 
estatutaria que pretenda alterar el ordenamiento jurídico y estatutario deberá 
ser rechazada, por cuanto se debe atender al interés social, frente a los propios 
intereses individuales.  

(V�DGPLVLEOH�SDFWDU�HO�GHUHFKR�FXDOLÀFDGR�GH�LQIRUPDFLyQ�FRPR�H[FHSFLyQ�
D�OD�FRQÀJXUDFLyQ�LOLPLWDGD�GH�GHUHFKR�GH�LQIRUPDFLyQ��DSOLFDQGR�SRU�DQDORJtD�
lo dispuesto en el artículo 251 CC de Nicaragua, referido a la vigésima parte 
del capital social que solicita la información al presidente de la junta, quien 
deberá responder obligatoriamente ante la petición, pero considerando si la 
solicitud es abusiva o contraria al interés social y que en ningún caso debe 
servir para obstruir o paralizar la sociedad. 

El ejercicio del derecho de voto es consecuente con la información 
obtenida en la convocatoria o durante la sesión de junta, porque permiten a 
los socios prepararse con anticipación. La privación de este derecho es causal 
GH�LPSXJQDFLyQ�GH�DFXHUGR�D�OR�UHJXODGR�HQ�HO�DUWtFXOR�����&&�GH�1LFDUDJXD��
/R�DQWHULRU�QR�VLJQLÀFD�TXH�HVWH�GHUHFKR�VHD�QR�DXWyQRPR�IUHQWH�DO�YRWR��SRU�
lo que se puede ejercer independientemente si accionista participa o no en la 
junta general. 

El derecho de información puede ser ejercitado por los administradores 
cuando éstos no tomaron parte del acuerdo para convocar o se encuentran 
ausentes del ejercicio de la función en calidad de administrador y requieran 
información como cualquier otro accionista, siempre con que con ello no 
contravenga los intereses sociales y su actuación no sea dolosa o culposa 
(Artículo 245 CC de Nicaragua).
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Podrán ejercer el derecho de información los representantes de la sociedad 
con poder especial (3297 C de Nicaragua), cuando así lo contemplen los 
estatutos o el mismo poder otorgado al mandatario independientemente que 
ostente la condición de socio o no. En el caso de la copropiedad (artículo 231 
CC de Nicaragua) el derecho recae en la persona designada a tales efectos. Para 
la prenda y el usufructo los socios continuarán en el ejercicio de sus derechos 
políticos y podrán solicitar a los administradores la oportuna información. 

Puede solicitarse la información con anterioridad, señalando un plazo 
prudencial anterior a la junta. Nuestro sistema no regula plazo, por cuanto se 
puede pactar en los estatutos, sin descuidar lo preceptuado en el artículo 253 CC de 
Nicaragua sobre el término de la convocatoria que es de 15 días previo a la sesión. 

La forma de solicitar información debe ser por escrito para que la respuesta 
del órgano de dirección sea de la misma manera. Si no se informa en el tiempo 
señalado el socio podrá ejercer el derecho de oposición en la junta y proceder 
a impugnar los acuerdos adoptados en ella por no cumplir con el derecho 
de información del accionista que los ejercita. En relación con la petición de 
la información en forma verbal durante la celebración de la junta general de 
accionistas, en el contexto nicaragüense su disciplina podrá pactarse en los 
estatutos para evitar situaciones de indefensión, aunque este derecho podrá ser 
ejercido sin problemas en plena sesión. En el caso de ser negado todo acuerdo 
TXH�VH�DGRSWH�SXHGH�VHU�LPSXJQDGR�GH�DFXHUGR�FRQ�HO��DUWtFXOR�����&&���

La información también puede ser solicitada en la propia junta, para ello 
deberá realizarlo de forma escrita o verbal y esperar por parte de la junta 
directiva que responda de la misma manera en que  se requiera, salvo que 
dicha información se deniega por perjudicar los intereses sociales. 

Cuando en los estatutos de la sociedad se admita la posibilidad de informar 
a los socios por medios telemáticos, aquellas deberán indicar el procedimiento 
habilitando y las funcionalidades necesarias que aseguren la interactividad. 

La información solicitada debe ser de acuerdo a los puntos expuestos 
en el orden del día. El accionista no puede pedir información una cosa 
distinta a la señalada en el orden del día, excepto que dicha información sea 
complementaria y no altere el orden propuesto por la junta directiva. 

El órgano de administración quien deberá suministrar la información 
solicitada, siendo necesario atender la petición, puesto que se trata para el 
de una obligación legal. Pero dicha información deberá estar sujeta a control, 
por cuanto, el derecho del socio siempre tendrá como límite el interés social. 
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Perspectiva constitucional y administrativa de los 
procedimientos de selección a la luz de la nueva ley 

de contrataciones administrativas de Nicaragua
Dr. Juan Bautista Arríen Somarriba1

Resumen: Las adquisiciones públicas nicaragüenses están viviendo un 
acelerado proceso de reforma legislativa, con la aprobación de una nueva Ley 
de Contrataciones Administrativas del Sector Público (Ley No. 737) y una Ley 
de Contrataciones Municipales (Ley No. 801). Como toda reforma legislativa, 
se está transitando, tanto a nivel de la Administración Pública como del 
sector empresarial, por momentos de adaptación y aplicación de los nuevos 
lineamientos jurídicos, por lo que desde la academia, resulta oportuno, realizar 
una especie de evaluación, haciendo énfasis en algunos de los problemas más 
comunes que se han presentado en los procedimientos de selección regulados 
principalmente por la Ley No. 737, los cuales podrían deberse a posibles 
contradicciones entre las normativas legales y reglamentarias, así como a 
problemas técnicos presentes en las mismas. Esta evaluación se pretende 
efectuar, desde una perspectiva tanto constitucional como administrativa, 
FRQ�XQD�ÀQDOLGDG�FRQVWUXFWLYD�\�SURSRVLWLYD��SHUPLWLHQGR�SODQWHDU�DSRUWHV�
en pro de soluciones al menos de índole doctrinal y que podrían incidir en el 
desarrollo de la realidad práctica de la materia.

Palabras Claves: Adquisiciones públicas, Contrataciones administrativas, 
procedimientos de selección, contradicciones normativas, problemas técnico 
– jurídicos.
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Abstract: Public procurement Nicaraguans are living an accelerated process of 
legislative reform with the adoption of a new Law on Administrative Procurement 
Public Sector (Law No. 737) and Municipal Procurement Act (Act No. 801). As 
any legislative reform, it is moving, both at the level of public administration and the 
business sector, moments of adaptation and implementation of new legal guidelines, 
so from the academy, it is appropriate, make a kind of evaluation, making emphasis 
on some of the most common problems that have arisen in the selection procedures 
regulated mainly by Law No. 737, which could be due to possible contradictions 
between legal and regulatory compliance, as well as technical problems present 
therein. This assessment is intended effect, from a perspective both constitutional 
and administrative, with a constructive and purposeful purpose, allowing to raise 
contributions towards solutions at least doctrinal nature and that could affect the 
development of the practical reality of matter.

Keywords: Acquisitions and procurement, administrative contracts, selection 
procedures, regulations contradictions, technical problems - legal.

Introducción

VALLE2�� VRVWLHQH� TXH� HO� (VWDGR� WLHQH� FRPR� ÀQ� ~ltimo la satisfacción del 
interés general. Las adquisiciones o compras del Estado son una herramienta 
HVHQFLDO� SDUD� ORJUDU� HVD� ÀQDOLGDG�� SRU� VHU� HO�PHFDQLVPR� QDWXUDO� TXH� WLHQH�
la Administración Pública para nutrirse de los elementos necesarios que 
le permiten su propio funcionamiento para  satisfacer las necesidades de 
la colectividad. Así, ante el creciente volumen de  adquisiciones y las altas 
proporciones de recursos que alcanzan dentro de los presupuestos nacionales, 
la Administración le ha otorgado una atención prioritaria, organizando un 
marco jurídico que las sustenta. 

En otra oportunidad se ha señalado3, que en Nicaragua, la regulación 
legislativa de las contrataciones administrativas es realmente muy reciente4, 

2  Valle, ([FOXVLRQHV�GH�SURFHGLPLHQWR�\�FRQWUDWDFLRQHV�VLPSOL¿FDGDV�HQ�ODV�FRQWUDWDFLRQHV�DGPLQLVWUDWLYDV�
del sector público nicaragüense, IEEPP, 2012,  p. 6.
3  Arríen, , Retos y perspectivas para la implementación de la nueva ley de contrataciones administrativas 
de Nicaragua. Revista Centroamericana de Administración Pública (68): 2015, p. 63.
4  En este trabajo no se pretenden exponer aspectos históricos que expliquen el desarrollo de la contratación 
administrativa, sino más bien  referencias puntuales de índole territorial. Si se quisiera profundizar se puede 
consultar, por ejemplo, a Carbonero Gallardo, José Miguel: La adjudicación de los contratos administrati-
vos: origen, evolución y sistema actual. Tesis Doctoral, Universidad de Granada, España, 2010.
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encontramos una Ley de 1981, Ley de Contrataciones Administrativas 
del Estado, entes Descentralizados o Autónomos y Municipalidades, 
aprobada mediante Decreto5 No. 809, reglamentado el año de 1991. Dichas 
normativas, lógicamente respondían al momento histórico que vivía el país, 
en  una   situación de guerra y bloqueo económico, con una Administración 
altamente centralizada, obligada a realizar adquisiciones de forma directa, sin 
posibilidad de grandes inversiones y obras públicas.

Se ha sostenido� que es a consecuencia de los cambios políticos de 
inicios de los noventa, la transición hacia una profunda descentralización 
administrativa, la reforma constitucional de 1995, el proceso de aprobación 
de nuevas normas de carácter administrativo, producto del impulso de los 
FDPELRV�HFRQyPLFRV�PXQGLDOHV��HO�DYDQFH�VLJQLÀFDWLYR�GH�OD�JOREDOL]DFLyQ��OD�
ejecución de las políticas sociales, económicas e institucionales impuestas por 
ODV�HQWLGDGHV�ÀQDQFLHUDV�PXOWLODWHUDOHV��FRPR�SDUWH�GH�SURFHVRV�GH�UHIRUPD�
estructural, entre otras causales, que se aprueba una nueva normativa de 
contrataciones del Estado7 en el año 2000, la cual fue reglamentada unos 
meses después.

Esa normativa fue reformada totalmente en el año 2010, mediante la 
aprobación de la Ley No. 737, Ley de Contrataciones Administrativas del 
Sector Público8, a nivel central, reglamentada mediante el Decreto Ejecutivo 
No. 75 – 20109; reformado mediante Decreto No. 22 – 201310. Mientras, 
TXH� D� QLYHO� PXQLFLSDO� VH� DSUREy� OD� /H\� 1R�� ����� /H\� GH� &RQWUDWDFLRQHV�
Administrativas Municipales11, con su respectivo reglamento. Esta última ley, 
ya ha sido reformada por la Ley No. 80112, reglamentada mediante Decreto 
08 – 201313. 

A esta acelerada y reciente reforma legislativa, se le ha ido acompañando 
desde la Dirección General de Contrataciones Administrativas (DGCE), 
como órgano rector y normativo de las compras públicas nicaragüenses, 
con la aprobación e implementación de una serie de Manuales, Circulares, 

5  3XEOLFDGR�HQ�/D�*DFHWD��'LDULR�2¿FLDO�1R������GH���GH�VHSWLHPEUH�GH������
6  Arríen, Juan Bautista, Análisis, interrogantes y recomendaciones sobre la Ley de contrataciones adminis-
trativas del sector público de Nicaragua. Revista de Derecho No.17, p. 77.
7  /H\������/H\�GH�FRQWUDWDFLRQHV�GHO�(VWDGR�GH�1LFDUDJXD��SXEOLFDGD�HQ�/D�*DFHWD��'LDULR�2¿FLDO�1R������
y 002 del 3 y 4 de enero del 2000.
8  3XEOLFDGD�HQ�/D�*DFHWD��'LDULR�2¿FLDO�1R������\�����GHO���\���GH�QRYLHPEUH�GHO������
9  3XEOLFDGR�HQ�/D�*DFHWD��'LDULR�2¿FLDO�1R������\������GHO����\����GH�GLFLHPEUH�GHO������
10  3XEOLFDGR�HQ�/D�*DFHWD��'LDULR�2¿FLDO�1R�����GHO����GH�MXQLR�GHO������
11  3XEOLFDGD�HQ�/D�*DFHWD��'LDULR�2¿FLDO�1R������GHO����GH�MXQLR�GHO������
12  3XEOLFDGD�HQ�/D�*DFHWD��'LDULR�2¿FLDO�1R�������GHO���GH�RFWXEUH�GHO������
13  3XEOLFDGR�HQ�/D�*DFHWD��'LDULR�2¿FLDO�1R������GH���GH�IHEUHUR�GHO������
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Resoluciones y Normativas administrativas14, que han trastocado aspectos tan 
importantes como pueden ser: Los Programas anuales de contrataciones (PAC), 
la elaboración de modelos estándar de Pliegos de Bases y Condiciones (PBC), 
la organización de los órganos operativos y ejecutores de los procedimientos 
de compras, como son las áreas de adquisiciones y los Comités de Evaluación, 
sin olvidar la incidencia de esos instrumentos jurídicos en la tramitación de los 
PLVPRV�SURFHGLPLHQWRV�GH�OLFLWDFLyQ�S~EOLFD��ODV�FRQWUDWDFLRQHV�VLPSOLÀFDGDV�
y las compras menores.

De la misma forma, la labor normativa de la DGCE, también ha incidido 
en aspectos complementarios a dichos procedimientos, como por ejemplo, el 
VLVWHPD�GH�JDUDQWtDV��SUiFWLFDV�DGHFXDGDV�SDUD�OD�HODERUDFLyQ�GH�HVSHFLÀFDFLRQHV�
técnicas, contratos interadministrativos, para la administración de contratos, 
el sistema electrónico de contrataciones administrativas (SISCAE) como 
PHGLR�GH�QRWLÀFDFLyQ�\�HMHFXFLyQ�GH�ORV�PLVPRV�SURFHGLPLHQWRV��VLQ�ROYLGDU�
la emisión de manuales para promover la participación de la pequeña y 
mediana empresa (Mypimes), entre otras iniciativas.

Lógicamente, desde la perspectiva administrativa, estamos frente a un 
amplio marco jurídico, que como toda obra humana tiene sus aciertos y podría 
enfrentar problemas técnicos e incluso contradicciones, las cuales mediante una 
labor descriptiva y analítica trataré de ir presentando, con un carácter crítico, 
pero propositivo, como aporte para una posible readecuación e incluso mejoría 
del mismo, partiendo desde una perspectiva constitucional, con señalamientos 
o al menos unos breves esbozos del tratamiento jurídico que ha realizado la 
Constitución Política Nicaragüense, haciendo énfasis en la última reforma 
constitucional del año 2014, al marco jurídico administrativo en general y a las 
adquisiciones públicas, en particular, si es que ha habido alguno.  

Perspectiva constitucional de las contrataciones administrativas en Nicaragua

No es el momento para realizar un profundo análisis constitucional de 
la materia, pero al menos si hacer algunas referencias generales sobre la 
incidencia de la Constitución Política de Nicaragua (Cn) y sobre todo de 
la última reforma constitucional del año 2014, en varias materias propias 
del Derecho Administrativo, pero como veremos, en menor medida en la 
contratación administrativa.

14  Que pueden ser consultados en la web de dicha entidad: www.nicaraguacompra.gob.ni.
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Así, después de la lectura de varios de nuestros textos constitucionales 
(197415, 1987, reforma constitucional de 1995��, 2000, 2005 y 2014) utilizando 
como referente la obra de Esgueva Gómez17, y como una opinión personal, 
históricamente se puede señalar que Nicaragua, ha carecido de un tratamiento 
jurídico constitucional de mayor profundidad a temáticas tan importantes 
como el procedimiento administrativo y las contrataciones públicas, 
persistiendo una mayor referencia tanto estructural como normativa de otras 
materias como el contencioso – administrativo, la organización administrativa 
del Estado, la responsabilidad del Estado y los funcionarios públicos (art. 131 
Cn), y últimamente la aplicación de las garantías constitucionales al ámbito 
administrativo e incluso la aprobación del principio de la tutela judicial 
efectiva (art. 34 Cn), mediante la reforma constitucional del año 201418.

Al respecto, VINTRÓ19, sostiene que en este sentido, cobra especial 
UHOLHYH�OD�QXHYD�UHJXODFLyQ�GH�ORV�DUWtFXORV������SiUUDIRV���\����\�����LQ�ÀQH�
de la Constitución Política Nicarag�HQVH��(Q�HIHFWR��HO�DUWtFXOR�����FODVLÀFD�
las formas organizativas de la Administración Pública, sexDOD� VXV� ÀQHV��
establece sus principios rectores y mandata que la ley regule el procedimiento 
administrativo garantizando la tutela efectiva de las personas interesadas. 
3RU�VX�SDUWH��HO�DUWtFXOR�����FUHD� OD� -XULVGLFFLyQ�FRQWHQFLRVR�DGPLQLVWUDWLYD�
para controlar la legalidad ordinaria de las actuaciones de la Administración 
Pública dejando en el legislador ordinario la decisión de determinar las 
instancias judiciales correspondientes que deben culminar en la Sala de lo 
Contencioso-Administrativa de la Corte Suprema de Justicia. 

Como se puede apreciar el legislador constitucionalista, ya sea mediante 
un poder constituyente, es decir aprobando un nuevo texto constitucional 
(1987) o mediante reformas parciales a dicha normativa constitucional, 
especialmente la última del año 2014, ha ido avanzando en un proceso lento, 
pero decidido, en pro de ir desarrollando al menos los lineamientos básicos 

15  Castro /Calderón exponen que en la Constitución Política nicaragüense de 1974 sobresale la propuesta 
de creación de un Tribunal Contencioso – Administrativo, así como la aprobación de una ley, lo cual no 
llego a concretizarse. Ver: Derecho Constitucional Nicaragüense. 2007, p. 65.
16  Esta reforma constitucional acentúa la organización de la Sala de lo Contencioso – Administrativo en 
una Sala de la Corte Suprema de Justicia del Poder Judicial de Nicaragua. Asimismo, profundiza la orga-
nización administrativa y desarrolla la noción de responsabilidad del Estado y de sus funcionarios. (art. 
163 Cn)
17  Esgueva Gómez, Las Constituciones políticas y sus reformas en la historia de Nicaragua.
18  Ley No. 854, Ley de reforma parcial a la Constitución Política de Nicaragua, publicada en La Gaceta, 
'LDULR�2¿FLDO�1R������GHO����GH�IHEUHUR�GHO�DxR������
19  Vintro, Nicaragua: claroscuros de la reforma constitucional de 2014. Revista Catalana de Dret Public 
– Blog, en https://eapc-rcdp.blog.gencat.cat/2014/03/19/nicaragua-claroscuros-de-la-reforma-constitucio-
nal-de-2014-gabriel-alvarez-y-joan-vintro/
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de las materias señaladas, lo cual podría deberse a varias causas, entre las 
que sobresalen, una nueva tendencia de consenso entre el sector público y el 
privado, en pro del crecimiento económico y empresarial del país en diversos 
sectores, como la construcción, transporte, servicios públicos, el desarrollo 
de la infraestructura (carreteras, hospitales, reformas estructurales en los 
puertos), el rápido progreso del ámbito energético y de las telecomunicaciones, 
la acelerada adquisición de bienes y servicios por parte del sector público, las 
cuales sin duda transitan por la necesaria implementación de una relación 
jurídica administrativa entre ambos sectores y la aprobación de un marco 
jurídico con unas reglas básicas, que permitan la regulación de los trámites 
y procedimiento administrativos propios de las concesiones, permisos y 
autorizaciones, los elementos básicos de todo acto o resolución administrativa, 
el ámbito de la responsabilidad administrativa, sin olvidar la aprobación de la 
normativa contencioso – administrativa.

Este contexto empresarial y económico de simbiosis entre el sector público 
y privado (art. 98 Cn20), de origen constitucional, es innegable señalar que 
ha incidido sobre la aprobación del marco jurídico de las contrataciones 
DGPLQLVWUDWLYDV�� FRPR� XQ� PHGLR� SDUD� SURPRYHU� \� DÀDQ]DU� ODV� UHODFLRQHV�
comerciales entre ambos sectores. 

2WUR� IDFWRU� LQÁX\HQWH� HQ� OD� FRQVROLGDFLyQ� GH� XQ�PDUFR� UHJXODWRULR� GH�
las compras estatales en Nicaragua, ha sido el impacto de las inversiones 
nacionales y extranjeras, público – privadas en el país, para lo cual el art. 
101 Cn, establece que “El Estado garantiza las inversiones nacionales y 
extranjeras……, así como, el marco jurídico para impulsar proyectos público-
privados, que facilite, regule y estimule las inversiones de mediano y largo 
plazo necesarias para el mejoramiento y desarrollo de la infraestructura, en 

20  'H¿QLGR�HQ�HVWH�DUWtFXOR�FRPR�XQ�PRGHOR�GH�DOLDQ]D�GHO�*RELHUQR�FRQ�HO�VHFWRU�HPSUHVDULDO�SHTXHxR��
mediano y grande, y los trabajadores, bajo el diálogo permanente en la búsqueda de consensos en pro del 
desarrollo económico, productivo, empresarial y social del país.
Al respecto Joan Vintró, sostiene que cabe plantearse si este marco constitucional apunta hacia un modelo 
HFRQyPLFR�FRUSRUDWLYLVWD�SHUR�TXH�DO�PLVPR�WLHPSR�SDUH]FD�OR�VX¿FLHQWHPHQWH�DELHUWR�\�KDEUi�TXH�HVSHUDU�
a su desarrollo para poder caracterizarlo con mayor exactitud. Op cit, p. 12.
Por su parte, Alejandro Aguilar, ha sostenido que la reforma constitucional (de 2014) propone “institucio-
nalizar el modelo de gobierno” que se auto reconoce como de alianza, diálogo y consenso con empresa-
rios y trabajadores….. No obstante, la alianza resulta incompatible con derechos fundamentales como el 
principio de igualdad y de no discriminación, e incluso posee rasgos propios de un régimen corporativo 
no democrático, donde ciertas organizaciones designadas tienen una relación privilegiada con el poder, y 
se proyectan ante la sociedad como entidades reconocidas, protegidas o tuteladas que hacen una labor de 
intermediación entre la sociedad y el Estado. Ver: Aguilar, Alejandro, et al, Novena reforma constitucional: 
el cambio de las reglas del juego democrático en Nicaragua. Instituto de Estudios Estratégicos y Políticas 
Públicas (IEEPP), 2014, p. 7
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especial, energética, vial y portuaria” Esta base constitucional ha ampliado 
las puertas al desarrollo de procesos licitatorios para la construcción de obras 
(carreteras, infraestructura energética) que han implicado la adquisición 
continua de bienes y servicios por parte de entidades estatales a proveedores 
privados, bajo reglas del juego de carácter legal, aceptadas y consensuadas 
entre ambos sectores.

Sin lugar a dudas, el texto constitucional nicaragüense, no posee una 
regulación expresa sobre las contrataciones administrativas, pero si ha 
establecido una serie de condiciones económico – empresariales en una 
HVSHFLH�GH�FRRSHUDFLyQ�FRQ�HO�(VWDGR��FRQ�OD�ÀQDOLGDG�GH�FUHDU�H�LPSOHPHQWDU�
un marco regulatorio en esta materia y en otras propias del Derecho 
Administrativo.

Los procedimientos de selección y compras p~blicas en Nicaragua desde la 
perspectiva administrativa 

Una vez expuesta la perspectiva constitucional sobre la que al menos se crean 
las condiciones, para organizar el cuadro regulatorio de las adquisiciones 
estatales, bajo la ampliación decidida de los principios contractuales, 
establecidos en las normativas anteriores (Ley No. 323 y su Reglamento) como 
HUDQ�ORV�GH�LJXDOGDG��OLEUH�FRPSHWHQFLD��HÀFLHQFLD��SXEOLFLGDG��WUDQVSDUHQFLD��
a otros más acordes a nuestros tiempos, como son los de vigencia tecnológica21, 
FRQWURO��GHELGR�SURFHVR�H�LQWHJULGDG��DUW����/H\�����22, toca ahora, adentrarnos 

21  Los efectos que sobre la gestión pública en general y la contratación administrativa en particular puede 
producir la utilización masiva y ordenada de los medios y formas tecnológicas pueden ser ciertamente 
“revolucionarios”, así como en la prestación de servicios y en la ordenación de las relaciones de los ciu-
dadanos con las Administraciones Públicas. Véase Palomar Olmedo, A. La contratación administrativa 
utilizando medios electrónicos y telemáticos. En Documentación administrativa (274 – 275), 2006, p. 130.
Es una realidad que en comparación con el sistema tradicional de compras públicas en soporte papel, los 
procedimientos de adquisiciones son más transparentes, más abiertos al diálogo con los contratistas, mucho 
PiV�H¿FDFHV�\�EDUDWRV�XWLOL]DQGR�PHGLRV�HOHFWUyQLFRV�HQ�ODV�UHODFLRQHV�FRQWUDFWXDOHV�FRQ�OD�$GPLQLVWUD-
ción, produciéndose una ampliación en la competencia, en la transparencia, en el ahorro de tiempo y dinero. 
Véase Gallego Córcoles, I. (2005). Contratación pública electrónica. En INAP (coord.) Administraciones 
Públicas y nuevas tecnologías. Capítulo VI, pp. 223 a 271. 
22  7DO�\� FRPR� OR� D¿UPDQ� ORV�SURIHVRUHV�1DYDUUR��5RGUtJXH]�$UDQD��0RUHQR�0ROLQD�\� -LQHVWD�/RER�� VL�
hubiera que elegir un sector concreto del Derecho Administrativo para explicar el sentido de los principios 
generales en su conformación, ese sector bien podría ser el de la contratación administrativa. Por muchas 
UD]RQHV��SHUR�VREUH�WRGR�SRUTXH�VH�SXHGH�D¿UPDU�VLQ�ULHVJR�D�HTXLYRFDUVH�TXH�HQ�HVWD�PDWHULD�ORV�SULQFLSLRV�
de igualdad de trato, de transparencia, de objetividad, de imparcialidad, o de equidad han sido los que han 
hecho posible la elaboración de las normas relativas a las compras públicas para instaurar un verdadero 
Derecho Administrativo global de la contratación pública. Véase Navarro, K.; Rodríguez Arana, J.; Moreno 
Molina, J. A. & Jinesta Lobo, E. Derecho Internacional de las contrataciones administrativas, 2011, p. 17.
Así mismo, Moreno Molina, sostiene que debe insistirse en el decisivo papel que desarrollan hoy los prin-
cipios generales de la contratación pública en la aplicación e interpretación del Derecho de los contratos… 
Estos principios, son en nuestros días el fundamento de toda la normativa pública sobre contratación y se 
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en la perspectiva administrativa de los procedimientos de selección aprobados 
SRU�OD�/H\�1R������\�VX�5HJODPHQWR��FRQ�OD�ÀQDOLGDG�GH�SODQWHDU�VXV�DVSHFWRV�
básicos y los principales trámites, para la selección del contratista que pueda 
ejecutar el contrato, en las mejores condiciones de tiempo, calidad y precio, 
en pro del interés general.

3RU�RWUR�ODGR��VH�SXHGH�DÀUPDU��TXH�HO�GHVDUUROOR�GH�HVWRV�SURFHGLPLHQWRV�
GH�VHOHFFLyQ��KD�HVWDGR�EDMR� OD� LQÁXHQFLD�GH� ORV�SULQFLSLRV��SURFHGLPLHQWRV�
y mecanismos de control, regulados por las políticas y normativas de 
DGTXLVLFLRQHV�GH�ORV�RUJDQLVPRV�ÀQDQFLHURV�PXOWLODWHUDOHV�\�UHJLRQDOHV��FRPR�
el Banco Mundial (BM), el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y el 
Banco Centroamericano de Integración Económica (BCIE).

Planteamientos generales sobre la licitación p~blica

Siguiendo el esfuerzo realizado en un trabajo anterior (2011) se ha tratado 
de analizar cada una de las etapas y trámites que integran el procedimiento 
GH� OLFLWDFLyQ�S~EOLFD�� FRQ� OD�ÀQDOLGDG�GH�GDUOH�XQ� FDUicter más amigable y 
comprensible, señalando ciertas debilidades y hallazgos de problemas 
técnicos, con una visión constructiva y propositiva.

 El art. 27 de la Ley 737, establece los procedimientos de contratación: 
OLFLWDFLRQHV�S~EOLFDV�\�VHOHFWLYDV�FRQWUDWDFLRQHV�VLPSOLÀFDGDV�\�ODV�PHQRUHV��
y los concursos. Todos estos procedimientos se diferencian por los montos, la 
forma de publicitar (convocatoria, invitación) y la posibilidad de participación 
de los proveedores. En este último punto, la ley no establece el número 
mínimo de posibles invitados, lo cual aparece en su Reglamento (art. 70), no 
menor de cinco invitados en la licitación selectiva, no menor de tres en la 
contratación menor.

Resulta muy positivo establecer, tal y como lo hace el art. 28 de la Ley 
737, los principales trámites que forman parte de cada una de las etapas que 
integran la licitación pública, lo cual denota orden y rigurosidad, sobre todo 
porque pueden ser aplicables de forma supletoria al resto de procedimientos 
de compra cuando corresponda (Art. 84 Reglamento de la Ley 737, en adelante 
el Reglamento).

2WUR�DVSHFWR�SRVLWLYR�D�UHVDOWDU�GH�OD�/H\������HVWi�UHJXODGR�HQ�VX�DUW�����DO�
HVWDEOHFHU�TXH�VXUWLUi�HIHFWR�OHJDO�OD�FRPXQLFDFLyQ�\�QRWLÀFDFLyQ�GH�ORV�DFWRV�

FDUDFWHUL]DQ�SRU�VX�WUDQVYHUVDOLGDG��\D�TXH�DOFDQ]DQ�\�VH�PDQL¿HVWDQ�HQ�WRGDV�ODV�IDVHV�FRQWUDFWXDOHV��0R-
reno Molina, José Antonio, La nueva Ley de contratos del Sector Público, 2008, p. 108.
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de cualquier procedimiento de contratación que los organismos o entidades 
públicas realicen por cualquier medio electrónico que garantice la certeza de 
la recepción y el contenido del mensaje.

Este es uno de los puntos más importantes de la Ley 737, en pro de 
la modernización del sistema electrónico23 de adquisiciones públicas 
nicaragüenses. Tal y como señalaba al inicio de este estudio, permitirá 
agilizar la tramitación de los diversos procedimientos de compras, generando 
un mayor acercamiento entre los sujetos contractuales, así como generar un 
ahorro presupuestario. 

1.1 Requisitos previos al inicio de la contratación 

Antes de iniciar la licitación pública, recordemos que es necesario cumplir 
XQD� VHULH� GH� UHTXLVLWRV� SUHYLRV�� FRPR� SRU� HMHPSOR�� OD� SODQLÀFDFLyQ� GH� ODV�
FRQWUDWDFLRQHV�� OD� FXDO� GHEH� VHU� FRKHUHQWH� FRQ� OD� SODQLÀFDFLyQ� HVWUDWpJLFD�
de la propia entidad contratante, así como con su plan de inversiones y las 
necesidades a suplir dentro de la institución. 

Otro trámite fundamental de esta etapa, es la aprobación y publicación 
del Programa Anual de Contrataciones (PAC), el cual se convierte en una 
especie de listado de adquisiciones, a publicar en el portal único de compras, 
durante el primer mes del periodo presupuestario. El mismo no obliga a 
UHDOL]DU�OD�FRPSUD�\�HV�PRGLÀFDEOH��VLHQGR�XQ�UHTXLVLWR�SDUD�LQLFLDU�FXDOTXLHU�
SURFHGLPLHQWR�GH�FRPSUD��PHQRV�SDUD�OD�FRQWUDWDFLyQ�VLPSOLÀFDGD��$UW�����
Ley 737). 

Concordando con Ruth Pastora24, respecto, al momento de publicación 
del PAC, se denota cierta confusión en la lectura del art. 58 del Reglamento, 
posiblemente por la falta de claridad en su redacción, estableciendo: “deberá 
ser publicado al día siguiente día hábil luego de su aprobación, en un plazo no mayor 
de cinco (5) días hábiles de aprobado”, ¿En qué quedamos? ¿Cuándo habría que 

23  El sistema electrónico de contrataciones administrativas en Nicaragua (SISCAE) es coordinado por la 
Dirección General de Contrataciones del Estado (DGCE) mediante la web: www.nicaraguacompra.gob.ni.
Al respecto, Francisco Uría Fernández, ha sostenido que si la introducción de las nuevas tecnologías no se limita a apro-
vechar sus ventajas de intercomunicación (correo electrónico), almacenamiento de información (bases de datos como, por 
ejemplo, los registros electrónicos de licitadores) y capacidad de difusión de información, sino que, además, provoca una 
auténtica «reingeniería de procesos» de modo que los procedimientos administrativos de contratación pasen a tramitarse 
«en la red», de suerte que sus hitos fundamentales sean «visibles» para los interesados, que podrían conocer así, en tiempo 
real, las decisiones de los órganos competentes, las actuaciones de sus competidores..., se produciría un avance sustancial 
en materia de transparencia. ver: Uría Fernández, Francisco: Apuntes para una reforma  de la legislación sobre contratos 
de las Administraciones Públicas, en Revista de Administración Pública, Rap No. 165, 2004, p. 307.
24  Pastora, Aciertos y desaciertos de la Ley 737, de contrataciones administrativas del Sector Público. 
Paper no publicado para optar al título de Máster en Derecho de Empresa. Universidad Centroamericana, 
2011, p. 12.
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SXEOLFDU"�$O�UHVSHFWR�OD�'*&(�SXEOLFy�XQ�PRGHOR�JXtD�SDUD�OD�SODQLÀFDFLyQ�\�
programación de las contrataciones25, en el cual se aclara que la publicación es 
DO�GtD�VLJXLHQWH�KiELO��OR�TXH�FRQÀUPD�TXH�OD�FRQIXVLyQ�VHxalada ha existido.

Otros requisitos de suma importancia, constituyen los estudios, diseños, 
HVSHFLÀFDFLRQHV� WpFQLFDV�� OD� HVWLPDFLyQ�GH� OD� FRQWUDWDFLyQ�\� OyJLFDPHQWH� OD�
programación presupuestaria. Resulta muy positivo, la transparencia que se 
produce al publicar los primeros tres requisitos, según el art. 21 de la Ley 737, 
pero al consultar el art. 89 del Reglamento, la transparencia y publicidad se 
restringe respecto al diseño, creándose una evidente contradicción, que podría 
explicarse por ser trámites propios de etapas distintas del procedimiento.

7DPELpQ��PH�OODPD�OD�DWHQFLyQ�TXH�HO�DUW�����GHO�5HJODPHQWR��HVWDEOH]FD�
que el valor estimado o referencial es público, como regla general, para luego 
regular ciertas excepciones, aún y cuando la ley ni estipula que el mismo 
sea público, ni regula dichas excepciones, entonces queda planteada la 
interrogante, ¿qué sentido tendría publicar el valor estimado?

Una vez que se han cumplido todos estos trámites o requisitos previos, 
la máxima autoridad puede emitir la resolución de inicio cuyo contenido está 
expuesto en el art. 30 de la Ley 737 y en el 85 de su Reglamento, procediéndose 
a la elaboración, por el área de adquisiciones en coordinación con las áreas 
técnicas y solicitantes, del Pliego de Bases y Condiciones (PBC)��, el cual es 
el documento o conjunto de documentos escritos o electrónicos, que recogen 
toda la información para que el oferente pueda formular válidamente su 
oferta, así como las condiciones jurídicas, económicas y técnicas a las  que  
ha  de  ajustarse  la  licitación, la evaluación de la oferta, la adjudicación, 
IRUPDOL]DFLyQ�GHO�FRQWUDWR�\�OD�HMHFXFLyQ�GHO�PLVPR��$UW�����/H\�����\����DO����
de su Reglamento).

(O�DUW�����GH�OD�/H\�����\�HO����GH�VX�5HJODPHQWR��QRV�GLFHQ�TXH�MXQWR�D�ORV�
requisitos de la contratación se hará público el proyecto del pliego de bases 
y condiciones, pero el art. 85 del Reglamento señala que una vez reunida 
la información de dichos requisitos y del pliego de bases y condiciones, se 
emitirá la resolución de inicio del procedimiento. Como se puede apreciar 

25  La versión 2011 de dicho documento se puede encontrar en el portal www.nicaraguacompra.com.ni.
26  Moreno Molina, sostiene que la naturaleza jurídica de los pliegos es muy discutida, para algunos autores 
(García de Enterría, Fernández, T. R y Tornos Mas) es no normativa, en la medida en que estaríamos ante 
piezas de un contrato que extraen su fuerza de su inclusión en el contrato por las partes contratantes. Sin 
embargo, para otro sector doctrinal (Villar Palasí, Villar Ezcurra, Garrido Falla) gozarían de fuerza nor-
mativa por su carácter general, su aplicación supletoria y porque la competencia para su aprobación viene 
atribuida a órganos administrativos. Op cit, p. 425.
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no se hace referencia a dicho proyecto del pliego, sino al pliego mismo, lo 
que podría deberse a un error técnico o de redacción, que se resuelve con la 
primacía de la ley.

1.2 La convocatoria

Este documento, es una especie de llamado que realiza el área de adquisiciones, 
en el portal único de contratación y en la web del órgano contratante cuando 
convenga a los intereses nacionales e institucionales. Además, se publica un 
DYLVR�HQ�/D�*DFHWD��'LDULR�2ÀFLDO��VREUH� OD�GLVSRQLELOLGDG��VXSRQHPRV�TXH�
de la convocatoria en el portal, aunque el art. 98 del Reglamento, establece 
que del aviso, lo que podría obedecer a una posible falla técnica, porque el 
DYLVR�HV�XQD�ÀJXUD�GLVWLQWD��HQ�FRQWHQLGR�\�ÀQDOLGDG�D�OD�FRQYRFDWRULD��FX\R�
contenido se encuentra taxativamente regulado en el art. 99 del Reglamento, 
transmitiendo claridad y facilitando la labor del funcionario tramitador.

1.3 Preparación y presentación de la oferta 

Preparar una oferta consiste en llenar los formatos correspondientes 
contenidos en el PBC, así como cumplir con todos los requisitos establecidos 
HQ� HO�PLVPR��$Vt�� WRPDQGR� HQ� FXHQWD� HO�SOLHJR�GH�EDVHV�GHÀQLWLYR� �DUW�� ���
del Reglamento), los oferentes pueden presentar su oferta por escrito o en 
forma electrónica, en un solo sobre, en original y dos copias, cumpliendo 
con el contenido y las formalidades estipuladas en los artículos 104 y 107 del 
Reglamento, para lo cual tendrá un plazo no menor de treinta días calendario, 
contados a partir de la convocatoria. 

1.4 Apertura y evaluación de las ofertas 

Las ofertas presentadas ante el órgano licitante, serán abiertas en forma 
pública, presencial o electrónica, lo cual determina un adelanto tecnológico, 
cuya implementación es todo un reto presupuestario, al implicar una fuerte 
capacitación de los funcionarios públicos que integren los Comités de 
(YDOXDFLyQ��6HUtD�RSRUWXQD�OD�HPLVLyQ�GH�DOJ~Q�WLSR�GH�UHJXODFLyQ�HVSHFtÀFD�
en cuanto a los requerimientos técnicos y la forma o modalidad práctica para 
cumplirlo.

Según el art. 110 del Reglamento de la Ley 737, concluida la recepción de 
ofertas se procederá al acto de apertura, en presencia del área de adquisiciones, 
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los oferentes y con la participación del delegado de la máxima autoridad. 
Una vez concluido el acto de apertura, se levantará un acta que deberá ser 
ÀUPDGD�SRU�ORV�PLHPEURV�GHO�&RPLWp�GH�(YDOXDFLyQ�\�ORV�SURSRQHQWHV�TXH�
se encuentren presentes, los cuales tendrán derecho a examinar las demás 
ofertas, y a hacer constar sus observaciones en el acta, entregándoseles una 
copia.

Llama la atención el contenido del art. 110 del Reglamento de la Ley 737, 
SRUTXH�HVWLSXOD�TXH�ORV�PLHPEURV�GHO�&RPLWp�GH�(YDOXDFLyQ�GHEHUiQ�ÀUPDU�
HO�DFWD�GHO�DFWR�GH�DSHUWXUD��SHUR�QR�VH�HQWLHQGH�FyPR�SXHGHQ�ÀUPDU�XQ�DFWD�
de una actuación que ni les compete realizar, ni han presenciado. No se sabe 
si se está interpretando de forma errónea el artículo señalado, o hay algún 
tipo de falla técnica en la redacción.

Por otro lado, el órgano o entidad licitante que presidió el acto de apertura 
de ofertas, el cual no es establecido por la Ley 737, sino por el art. 110 de su 
Reglamento, una vez concluido con este acto, deberá remitir al Comité de 
Evaluación las ofertas presentadas para su evaluación, que deberá efectuarse 
dentro de un plazo de hasta siete días hábiles.

Cabe señalar que la Ley 737 en su art. 42 hace referencia a que el acto de 
apertura de ofertas será público, pero ni dicho artículo, ni el 43 de la misma 
normativa, señala que la evaluación de las ofertas será pública, lo cual sí 
está regulado en el art. 87 inciso “s” del reglamento, pero al referirse a la 
HYDOXDFLyQ�GLFH�H[DPHQ��SRU�OR�TXH�QR�VH�VDEH�VL�VH�UHÀHUH�D�OD�DFWLYLGDG�GH�
evaluación, o al examen del cumplimiento de los requisitos de la oferta, lo que 
podría implicar algún tipo de problema técnico e incluso de contradicción 
entre ambas normativas.

1.5 Posibles inconsistencias en el recurso de aclaración

Según el art. 111 de la Ley 737, durante el plazo para la evaluación de las 
ofertas el Comité de Evaluación deberá dar a conocer los resultados de la 
evaluación a más tardar tres días antes del vencimiento del mismo, para que 
los oferentes participantes puedan solicitar las aclaraciones que consideren 
pertinentes en un plazo no mayor de dos días, las que deberán ser atendidas 
por el Comité en el acta de evaluación y recomendación de adjudicación 
TXH�GHEHUi�QRWLÀFDUVH� D� OD�Pi[LPD�DXWRULGDG�DGPLQLVWUDWLYD�\� D� WRGRV� ORV�
oferentes participantes.
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Al respecto, hay que señalar que en base al art. 43 de la Ley 737, el plazo 
de evaluación es de siete días, por lo que el cuarto día se deberá dar a conocer 
los resultados de la evaluación, en un plazo de dos días, es decir el sexto día 
a más tardar, se interpondría el recurso de aclaración y al parecer tendría 
que resolverse en el día restante del plazo. En otras palabras, este recurso se 
interpondrá en dos días y se resolverá en uno, pero además hay una especie 
GH�FRQWUDGLFFLyQ�FRQ�HO�DUW������GHO�5HJODPHQWR��TXH�HQ�VX�SDUWH�LQ�ÀQH señala 
TXH�XQD�YH]�QRWLÀFDGD��HO�DFWD�GH�HYDOXDFLyQ��ORV�RIHUHQWHV�SRGUiQ�LQWHUSRQHU�
los recursos dispuestos en la Ley 737, que sería el de aclaración.

1.6 Dictamen de recomendación de adjudicación

El Comité de Evaluación, utilizando los criterios de evaluación contenidos en 
el PBC, recomendará la adjudicación total o parcial al oferente u oferentes, 
con la mejor oferta, así mismo, deberá recomendar el orden de prelación; o 
recomendar la declaratoria de desierta de la licitación.

1.7 Resolución de adjudicación

La máxima autoridad administrativa de la entidad licitante, deberá dictar 
una resolución motivada aceptando o no la recomendación o cancelando el 
procedimiento. Respecto, a la cancelación no queda claro, si podría emitirse 
sin la suspensión previa, tal y como lo establece el art. 51 de la Ley 737, o de 
forma autónoma. Lógicamente, si no se cumplen las condiciones del art. 51, 
entonces se podría cancelar el procedimiento sin suspensión previa.

En el caso de la licitación pública, la adjudicación27 deberá emitirse por 
medio de una resolución administrativa o acuerdo ministerial, dentro de 
un plazo máximo de tres días hábiles después de recibido el dictamen de 
UHFRPHQGDFLyQ��8QD�YH]�HPLWLGD�OD�UHVROXFLyQ�VHUi�QRWLÀFDGD�D�ORV�RIHUHQWHV�
dentro de un plazo máximo de dos días hábiles. En caso que estos no recurran 
FRQWUD� HOOD�� VHUi� ÀUPH� \� VH� SXEOLFDUi, procediéndose a la formalización 
contractual. Lógicamente, si los oferentes que no fueron seleccionados utilizan 
los recursos administrativos correspondientes (impugnación y nulidad), no 
VH�SRGUi�IRUPDOL]DU�HO�FRQWUDWR��OR�TXH�SRGUtD�RULJLQDU�PRGLÀFDFLRQHV�HQ�ORV�

27  Martínez López-Muñiz ha sostenido que el contrato público se entendía nacido a la realidad jurídica con 
este acto administrativo unilateral de la Administración contratante, con el que concluía el procedimiento 
de contratación mediante la elección de la proposición más ventajosa o más acorde con los criterios pre-
determinados para esa selección. Ver: Martínez López Muñiz: El nacimiento de los contratos públicos: 
UHÀH[LRQHV�VREUH�XQD�HTXLYRFDGD�WUDQVSRVLFLyQ�GH�OD�'LUHFWLYD�&RPXQLWDULD�©de recursos », en Revista de 
Administración Pública, RAP No. 185, 2011, p. 323.
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calendarios de ejecución, teniendo en cuenta que dicha suspensión podría 
extenderse hasta la vía judicial.

2. La contratacióQ�VLPSOLÀFDGD
En la antigua Ley 323, de Contrataciones del Estado, en una misma 
regulación se reunían en un mismo artículo las materias excluidas y las 
contrataciones directas, sin hacer diferencia28 y se solicitaba autorización 
previa a la Contraloría General de la República (CGR)29, para llevarlas a 
FDER��$FWXDOPHQWH�� HQ� EDVH� DO� DUW�� ��� GH� OD� /H\� ����� VH� SXHGH� DÀUPDU� TXH�
dicha unión ha sido superada, mediante la aprobación de un procedimiento 
GH�FRQWUDWDFLyQ�VLPSOLÀFDGD��TXH�GH�IRUPD�H[FHSFLRQDO��FRQ�LQGHSHQGHQFLD�
del monto, debe observarse para la selección del contratista particular, en 
aquellas situaciones taxativamente30 señaladas en el art. Art. 58 de la Ley 737, 
entre las que sobresalen, las siguientes:

Las contrataciones que realice la PolicíD�1DFLRQDO��FRQ�ÀQHV�H[FOXVLYDPHQWH�SROLFLDOHV��QHFH-
sarios para el mantenimiento y restablecimiento del orden y la seguridad pública del país. 
Así como, las contrataciones que realice el EjéUFLWR�GH�1LFDUDJXD�FRQ�ÀQHV�H[FOXVLYDPHQWH�
militares, necesarias para salvaguardar la integridad, independencia, seguridad y defensa 
nacional.

En estas primeras causales llama la atención la utilización de posibles 
FRQFHSWRV�MXUtGLFRV�LQGHWHUPLQDGRV��RUGHQ��VHJXULGDG�S~EOLFD��ÀQHV�SROLFLDOHV�
y militares, integridad, independencia, defensa nacional) que podrían 
convertir el carácter excepcional que deberían tener las contrataciones 
VLPSOLÀFDGDV�HQ�XQD�UHJOD�JHQHUDO�GH�FRP~Q�XWLOL]DFLyQ�

Las compras con fondos de caja chica.
Las contrataciones en situaciones de emergencia o calamidad pública que afecten a toda la 
colectividad o a un importante sector de ésta o que de forma imprevista causen la interrup-
ción total de las operaciones de la entidad contratante. 

6L� ELHQ� HO� DUW�� �� GHO� 5HJODPHQWR� GH� OD� /H\� ����� KD� GHÀQLGR� FRQ� EDVWDQWH�
claridad el término “urgencia”31, no ha ocurrido lo mismo cuando se trata 
de las situaciones de emergencia o calamidad pública, por lo que habría que 

28  Lo cual creaba confusiones, porque ambas nociones son distintas, mientras las materias excluidas son 
aquellas a las que no se les aplica la Ley de contrataciones, porque están reguladas por otras normativas, 
las contrataciones directas, implican seleccionar al contratista, pero sin pasar por un procedimiento com-
petitivo de licitación.
29  Actualmente, ya no se solicita autorización previa a la Contraloría, sino que los contratos y documentación 
del procedimiento se pasa a dicha entidad para la realización del control a posteriori. Art. 58 inciso 3 Ley 737.
30  Según el art. 58 de la Ley 737, de la ocurrencia de estas causales, se dejará constancia en el acto adminis-
trativo de inicio en el que se declare motivadamente la procedencia de la causal respectiva.
31  Urgencia: Se darán condiciones de urgencia cuando exista una necesidad o falta apremiante de una 
contratación determinada, que su ejecución tenga un carácter impostergable, y que de no realizarse en 
forma ágil y oportuna se causaría un daño mayor a la Institución y al interés que pretende satisfacer. (art. 
2 Reglamento Ley 737).
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recurrir a las normativas que regulan el sistema nacional para la prevención 
y atención de desastres en Nicaragua, para evitar caer así en otra posible 
utilización de conceptos jurídicos indeterminados.

Los contratos inter-administrativos32 celebrados entre organismos o entidades del sector 
público, salvo cuando una de las partes realizare una actividad económica privada, en ré-
gimen de competencia con las entidades mercantiles. Cabe señalar que en este tipo de con-
trataciones, las partes contratantes no podrán invocar, entre sí, prerrogativas exorbitantes33 
del derecho común, como las expuestas en el art. 71 de la Ley 737.

Hay que señalar que la responsabilidad34�GH�OD�FRQWUDWDFLyQ�VLPSOLÀFDGD�
recaerá sobre la máxima autoridad administrativa y los funcionarios que 
hubieren participado en la contratación. El Reglamento en su art. 147 (a) 
establece que  para soportar que la misma, se realice en condiciones de mercado, 
se podrán establecer cotizaciones, guías de precios y cualquier otro medio que 
brinde la información correspondiente, pudiendo establecer cuando proceda, 
TXH�VH�VROLFLWH�PiV�GH�XQD�RIHUWD�SDUD�YHULÀFDU�WDOHV�FRQGLFLRQHV�

Según el art. 20 de la Ley 737, la aplicación de esta modalidad no exige, como 
requisito previo para iniciar el procedimiento, su inclusión en el Programa Anual 
de Contrataciones (PAC)35. Por su parte, el art. 148 del Reglamento de la Ley 
737, señala que la actividad contractual de esta modalidad, deberá adaptarse a 
los principios generales, los requisitos previos, los derechos y obligaciones de 
las partes, los controles y el régimen de prohibiciones y sanciones.

2.1 Trámites para llevar a cabo una contratacióQ�VLPSOLÀFDGD
Informe Técnico-Legal previo. Según el art. 149 del Reglamento, la resolución o acuerdo que 
apruebe la contratacióQ�VLPSOLÀFDGD��UHTXLHUH�REOLJDWRULDPHQWH�GH�XQR�R�Pás informes previos, 
TXH�FRQWHQJDQ�OD�MXVWLÀFDFLón técnica y legal de la procedencia y necesidad de la contratación.

32  En el punto 4, del capítulo II, de la Normativa procedimental para contrataciones inter-administrativas,
emitida por la DGCE, 2011, se establece que: En este tipo de contratos no se admiten subcontratación ni 
cesión de derechos o de posición contractual. Al respecto, hay que señalar que lo anterior no está regulado 
HQ�ORV�DUWtFXORV����\����GH�OD�/H\������TXH�GHVDUUROODQ�DPEDV�¿JXUDV�
��� �&RPR�VRQ��'LULJLU��FRQWURODU�\�VXSHUYLVDU�HO�FRQWUDWR��PRGL¿FDFLyQ�XQLODWHUDO�GHO�FRQWUDWR��VXVSHQGHU�R�
resolver el contrato por razones de interés público, rescindir el contrato por incumplimiento del contratista 
particular de una condición esencial del mismo, imponer multas y ejecutar garantías. 
Las prerrogativas por excelencia de la Administración Pública en las contrataciones administrativas son «sin duda ningu-
na el privilegio de la decisión unilateral y ejecutoria, previa al conocimiento judicial. Este formidable poder no resulta 
propiamente del contrato mismo, sino de la posición jurídica general de la Administración de su privilegio general de 
autotutela en pro del interés general» Ver: Meilán Gil, José Luis: Las prerrogativas de la administración en los contratos 
administrativos: propuesta de revisión, en Revista de Administración Pública, RAP No. 191, 2013, p. 26.
34  Según Valle la regulación de esta responsabilidad, pudo generar una especie de temor en los funciona-
rios autorizantes y participantes en este procedimiento, quienes en ocasiones quieren realizar de manera 
reiterativa el procedimiento, pero retroceden ya que se genera una especie de “freno” por el temor a la in-
tervención posterior que por atribuciyQ�OH�FRUUHVSRQGH�D�OD�&*5�GH�¿VFDOL]DU�ODV�FRQWUDWDFLRQHV�TXH�VH�GHQ��
9pDVH��([FOXVLRQHV�GH�SURFHGLPLHQWR�\�FRQWUDWDFLRQHV�VLPSOL¿FDGDV�HQ�ODV�FRQWUDWDFLRQHV�DGPLQLVWUDWLYDV�
del sector público nicaragüense, p. 34.
35  (VWR�VH�UHSLWH�HQ�HO�DUW����GH�OD�1RUPDWLYD�DGPLQLVWUDWLYD�SDUD�HO�GHVDUUROOR�GH�FRQWUDWDFLRQHV�VLPSOL¿FD-
das, DGCE, www.nicaraguacompra.gob.ni, 2014, p. 5. 
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En este punto, Valle��, señalaba que producto de un vacío legal, ha existido 
confusión por determinar a quién le corresponde la responsabilidad en la 
elaboración del informe, ya que en ocasiones las áreas solicitantes se quieren 
desligar de su elaboración, lo que termina siendo asumido por el área de 
adquisiciones o de asesoría legal, las cuales no cuentan con toda la información 
técnica sobre el objeto contractual. 

Resolución de inicio e invitación: La resolución es emitida por la máxima autoridad 
contratante y se invitara de manera directa a uno o más proveedores, según corres-
ponda a la complejidad o envergadura de la contratacióQ��(O�DUW������GHO�5HJODPHQWR�
de la Ley 737, establece que en los avisos e invitaciones no se incluirán criterios de 
selección, siendo que la valoración de las ofertas que se presenten se hará conforme a 
las condiciones de mercado.

Por su parte, el inciso c, del art. 147 del reglamento señala que la invitación 
a presentar oferta deberá indicar el alcance del bien, servicio u obras, sus 
HVSHFLÀFDFLRQHV�Wpcnicas, garanttDV�R�FHUWLÀFDFLRQHV�UHTXHULGDV�HQ�VX�FDVR��OD�
forma de pago, el tiempo de entrega del bien, obra o servicio, criterios básicos 
de adjudicación, el plazo de entrega de la oferta y cualquier otro aspecto que 
se amerite incluir en la misma.

5HVXOWD� LQWHUHVDQWH� TXH� PLHQWUDV� HO� DUW�� ���� GHO� UHJODPHQWR�� HVWDEOHFH�
que la invitación no debe incluir criterios de selección, el siguiente artículo 
(el 147) hace mención que en dicho trámite se deben incluir los criterios 
básicos de adjudicación, por lo que al parecer nos enfrentamos a otra posible 
contradicción, la cual es más difícil solventar porque se trata de dos artículos 
de la misma norma.

Presentación de ofertas, evaluación, adjudicación: Estos aspectos tendrían que estar 
UHJXODGRV�HQ�ODV�HVSHFLÀFDFLRQHV�Wécnicas37 que acompañan a la invitación.
Registro de los contratos: Los contratos que se suscriban a través de este procedimien-
to deberán registrarse en el portal único de contratación, dentro del plazo de diez (10) 
díDV�FRQWDGRV�D�SDUWLU�GH�VX�ÀUPD��D�H[FHSFLón de las adquisiciones realizadas por la 
Policía Nacional, el Ejército de Nicaragua y las efectuadas con fondos de caja chica.

La Ley No. 737 en su art. 58 exceptúa de dicho registro, las adquisiciones 
realizadas por la Policía Nacional y el Ejército de Nicaragua, pero no así a las 
realizadas mediante fondos de caja chica, estas últimas son reguladas en el 
DUW������GH�VX�5HJODPHQWR��HO�FXDO�SRGUtD�HVWDU�VREUHSDVDQGR� OR�HVWLSXODGR�
en la norma de mayor jerarquía, por lo que estas últimas adquisiciones no 
podrían excluirse del registro señalado.

36  9DOOH��([FOXVLRQHV�GH�SURFHGLPLHQWR�\�FRQWUDWDFLRQHV�VLPSOL¿FDGDV�HQ�ODV�FRQWUDWDFLRQHV�DGPLQLVWUDWLYDV�
del sector público nicaragüense, p. 34.
37  (Q� HO� SXQWR� ��� GHO� FDStWXOR� ,�� GH� OD�*XtD� SUiFWLFD� SDUD� OD� HODERUDFLyQ� GH�(VSHFL¿FDFLRQHV�7pFQLFDV��
HPLWLGD�SRU�OD�'*&(��������VH�H[SRQH�OD�VLJXLHQWH�GH¿QLFLyQ�VREUH�ODV�PLVPDV��“El documento que esta-
blece las características de un producto o servicio, tales como niveles de calidad, rendimiento, seguridad, 
dimensiones. Puede incluir también terminología, símbolos, métodos de ensayo, embalaje, requisitos de 
mercado o rotulado.”
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3. Las compras menores

Según el art. 27 de la ley 737, es el procedimiento administrativo38 que debe 
observarse para la selección del contratista particular en aquellas contrataciones 
de obras, bienes o servicios generales, que no superen el monto de quinientos 
mil córdobas (C$500,000.00). Es una realidad que este procedimiento, es uno 
de los más importantes, por su continuidad, constancia y repetitividad, en 
las diversas entidades que integran el Sector Público, no solo por los bajos 
montos presupuestarios que implica, sino por los tipos de bienes y servicios 
que se adquieren, sobre todo los de carácter estándar y de uso común39.

Este tipo de compras, son ejecutadas por delegación de la máxima 
autoridad contractual, por la Dirección administrativa Financiera, y las 
ofertas se evalúan por un Comité Técnico de Contrataciones, conformado 
por tres miembros, el que podría estar integrado preferentemente por un 
delegado del área solicitante o el experto en la materia, un delegado del área 
de adquisiciones y un asesor legal.

Ahora, si la compra fuese menor o igual a cincuenta mil córdobas (C$ 
��������VHJ~Q�HO�DUW����GHO�5HJODPHQWR�GH�OD�/H\������OD�HYDOXDFLyQ��FDOLÀFDFLyQ�
y recomendación estará a cargo del área de adquisiciones, competencia que 
no está regulada en la Ley 737, en cuyo art. 27, tampoco se estipula dicha 
división del monto en este tipo de compras.

Trámites para realizar las compras menores

El reglamento de la ley 737, establece el procedimiento para llevar a cabo las 
compras menores, y según su art. 84, cualquier vacío sería llenado mediante la 
aplicación supletoria de lo regulado para la licitación pública. Al respecto, cabe 
señalar que uno de los primeros problemas que encuentro, es que el legislador 
ha olvidado en repetidas ocasiones en la ley 737, hacer referencia a las compras 
menores en diversos puntos, por ejemplo, en los recursos administrativos40, lo 

38  &DUERQHUR�*DOODUGR��DSHJiQGRVH�D�OD�UHDOLGDG�FRQWUDFWXDO�GH�OD�¿JXUD�HQ�HO�VLVWHPD�HVSDxRO��VRVWLHQH�
que su razón de ser, es la de ofrecer a la Administración una forma ágil para la ejecución de determinadas 
DFWXDFLRQHV��\�HOOR�VH�SURSLFLD�VLPSOL¿FDQGR�SURFHGLPLHQWRV�\�FXDQWías. Carbonero Gallardo, op cit, p. 467.
39  Que según el inciso b, del art. 2 del reglamento de la ley 737, son aquellos que poseen las mismas es-
SHFL¿FDFLRQHV�WpFQLFDV��UHVSHFWR�GH�VXV�IXQFLRQDOLGDGHV�EiVLFDV��FRQ�LQGHSHQGHQFLD�GH�VXV�FDUDFWHUtVWLFDV�
accesorias, y que son ofrecidos en el mercado en condiciones equivalentes para quien los solicite, permi-
tiendo el funcionamiento efectivo de cada uno de los órganos administrativos y con esto el ejercicio de sus 
competencias en pro de la resolución de los problemas sociales.
40  Según el art. 112 y 115 de la Ley 737, los recursos de impugnación y nulidad caben en licitaciones, y 
FRQFXUVR��SHUR�QR�DVt�HQ�ODV�FRPSUDV�PHQRUHV��QL�HQ�ODV�VLPSOL¿FDGDV��$OJR�TXH�\D�KD�VLGR�UDWL¿FDGR�SRU�OD�
Procuraduría General de la República (PGR) en resolución 40 – 2011, del uno de Diciembre de dicho año.
En cuanto al recurso de aclaración, hay que señalar que en el art. 111 de la ley 737, se hace referencia a que este cabe en 
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que podría originar ciertos inconvenientes al momento de su ejecución, por lo 
que dicha supletoriedad resulta de suma importancia práctica.

Siguiendo el orden que ofrece Flores Quintana41, así como la regulación de 
la normativa de contratación menor del DGCE42, el procedimiento comienza, 
según el art. 130 del reglamento de la ley 737, con la solicitud de la unidad 
requirente, expresando al menos que el objeto solicitado está incluido en 
el programa anual de compras (PAC), si no fue contemplado, la solicitud 
GH� FRPSUD� GHEHUi� MXVWLÀFDUOD� GH� IRUPD� HVFULWD�� PRWLYDQGR� ODV� UD]RQHV� GH�
la necesidad de la contratación, obteniendo la no objeción del organismo 
ÀQDQFLDGRU�VL�FRUUHVSRQGH43.

3RVWHULRUPHQWH�� SDVDPRV� D� OD� UHGDFFLyQ� GH� ODV� HVSHFLÀFDFLRQHV� WpFQLFDV�
o alcance de servicios o alcances de obra o términos de referencia, es decir 
que en las compras menores no hay un pliego de bases y condiciones (PBC) 
como sucede en la licitación, por lo que cabe preguntarse, desde ya, si es 
SRVLEOH�VROLFLWDU�DFODUDFLRQHV�D�ODV�HVSHFLÀFDFLRQHV�WpFQLFDV��VLJXLHQGR�DVt�OR�
estipulado en el art. 34 de la ley 737, y con esto la homologación, e incluso la 
posibilidad de objetar dicho instrumento jurídico. 

Al respecto, cuando se trata de consultorías44��HQ�OD�SDUWH�LQ�ÀQH�GHO�DUW��
131 del reglamento de la Ley 737, se dice que debe establecerse de forma 
clara y precisa los servicios y los estudios necesarios, así como los resultados 
previstos, sin precisar detalle, lo cual podría contradecir el art. 89 de la ley 
�����SDUWH�LQ�ÀQH��HQ�HO�TXH�VH�VHxDOD�TXH�ORV�FRQWUDWRV�GH�FRQVXOWRUtD�HVWDUiQ�
sujetos a plazos determinados, debiendo establecerse los objetivos, así como 

contra de la evaluación que realiza el Comité de evaluación, pero en las compras menores dicho órgano no opera. Otro 
DVSHFWR�TXH�QR�HVWi�PX\�FODUR�HV�FRQWUD�TXp�FDEH�GLFKR�UHFXUVR��VL�HV�FRQWUD�HO�DFWD�GRQGH�VH�UHÀHMDQ�ORV�GDWRV�JHQHUDOHV�
de los oferentes que presentaron oferta y el monto económico de la misma, o si cabe en contra del informe de evaluación 
y recomendación,  según el art. 38 del reglamento de la ley 737, teniendo presente que sólo el primer documento (el acta) 
HV�S~EOLFD��SHUR�TXH�DO�LJXDO�TXH�HO�LQIRUPH�VyOR�VH�QRWL¿FD�VL�ORV�RIHUHQWHV�OR�VROLFLWDQ��VH�SRGUtD�HQWRQFHV��RULJLQDU�XQD�
ambigüedad, por la falta de claridad técnica de ambas normas jurídicas. 
Teniendo presente lo anterior, al parecer en compras menores sólo cabría el recurso de aclaración, si es que el oferente 
VROLFLWy�OD�QRWL¿FDFLyQ�GHO�DFWD��HVWR�QR�VLJQL¿FD�TXH�QR�VH�SRGUtD�UHFXUULU�D�OD�YtD�MXGLFLDO��FODUR�TXH�Vt�VH�SRGUtD��XQD�YH]�
agotada la vía administrativa que sólo consistiría en la posible tramitación del recurso de aclaración. Lógicamente, es una 
interpretación personal la que estoy presentando aquí, la cual dejo abierta a debate y en espera de jurisprudencia que nos 
dé una mejor orientación.
41 Ver: Análisis jurídico de la licitación pública y la compra menor en la Ley 737, de contrataciones admi-
nistrativas del Sector Público y su reglamento, p. 12 y siguientes.
42  El procedimiento está regulado en el art. 22 y siguientes de la Normativa procedimental para el desarro-
llo de la modalidad de contratación menor, DGCE, 2014.
43  Llama la atención, que se haga referencia a la posibilidad de obtener la no objeción del organismo 
¿QDQFLDGRU� VL� FRUUHVSRQGH�� SRUTXH� ODV� FRPSUDV�PHQRUHV� UHJXODGDV�SRU� OD� OH\�����\� VX� UHJODPHQWR� VRQ�
¿QDQFLDGDV�FRQ�UHFXUVRV�SUHVXSXHVWDULRV�LQWHUQRV�\�QR�GH�tQGROH�LQWHUQDFLRQDO��SRU�OR�TXH�SRGUtDPRV�HVWDU�
frente a un error técnico en la redacción, que habría que corregir en una posible reforma de dicha normativa 
R�DO�PHQRV�DFODUDU�D�TXH�RUJDQLVPR�¿QDQFLDGRU�VH�UH¿HUH�
44  Las cuales por cierto no deberían tramitarse por medio de este procedimiento, sino más bien por el con-
curso respectivo (art. 59 Ley 737) tal y como veremos más adelante.
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ORV�UHVXOWDGRV�FRQFUHWRV�\�HVSHFtÀFRV�TXH�VH�SUHWHQGHQ�ORJUDU��/yJLFDPHQWH��
prima el carácter superior de la ley, por lo que desde el punto de vista práctico, 
el detalle sería necesario, siendo un punto a tener en cuenta en una posible 
reforma del reglamento de la ley 737.

Solicitud de compra, publicidad y remisión

El Área solicitante, una vez recibido el formato de solicitud de compra de 
SDUWH� GHO� ÉUHD� DGPLQLVWUDWLYD� ÀQDQFLHUD� FRQ� OD� SDUWLGD� SUHVXSXHVWDULD�
correspondiente, deberá remitir la solicitud de compra al Área de 
adquisiciones.

Convocatoria

Realizados los trámites anteriores, se procede con la convocatoria, la que 
se tramita mediante invitación directa a tres o más proveedores45, según 
corresponda en atención a la oportunidad, al monto, y a la complejidad o 
envergadura de la contratación, sin menoscabo de la publicación de la 
invitación a ofertar en el portal único de contratación. Esta forma de invitación 
no limita a participar en el procedimiento a otros proveedores no invitados. 
(Art. 134 del Reglamento de la Ley No. 737).

Presentación, recepción, apertura, evaluación, recomendación de ofertas y 
adjudicación

Una vez realizada la convocatoria, procede el trámite de presentación de las 
ofertas cuyo plazo no podrá ser mayor de cinco días calendarios contados a 
SDUWLU�GH� OD� IHFKD�GH� OD�~OWLPD�QRWLÀFDFLyQ�R�GH� OD�SXEOLFDFLyQ�HQ�HO�SRUWDO�
único de contratación.

Concluida la recepción de las ofertas se procede a su apertura, al siguiente día 
hábil, por parte del Comité Técnico de Contratación, debiéndose levantar acta, 
que contenga los datos generales del proveedor, precio y su plazo de entrega.

Después de la apertura de las oferta, viene la etapa de evaluación de estas, la 
cual según el art. 138 del Reglamento, será realizada por el Comité técnico de 
FRQWUDWDFLRQHV��HO�FXDO�WDPELpQ�GHEHUi�YHULÀFDU�OD�FRQIRUPLGDG�GH�OD�RIHUWD�D�
la calidad requerida, procediendo a adjudicar a la oferta con el menor precio, 
esto por tratarse de bienes o servicios de carácter estándar o de uso común. La 
preguntas que surgen son ¿Qué pasaría si no se tratase de este tipo de bienes? 
¿Qué factor de evaluación prevalecería el de calidad o el de precio? 

45  El número de invitados no está determinado en la Ley 737, aunque en el art. 57 de la misma, se establece 
que las compras menores se tramitarán según lo establecido en el Reglamento de dicha Ley, con lo cual se 
supera cualquier posible contradicción.
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Por otro lado, el art. 139 del Reglamento de la ley 737, señala de forma 
correcta que es al Comité técnico de contrataciones a quien le corresponde 
recomendar, preparando su informe, el cual enviará junto con el acta de 
apertura de oferta y los cuadros respectivos al Coordinador del Área de 
adquisiciones quien lo remitirá a la autoridad correspondiente para su 
adjudicación, o adjudicara en su caso.

Por su parte, el art. 140 y el 141 del Reglamento de la ley 737, establecen 
que la máxima autoridad administrativa podrá adjudicar total o parcialmente, 
declarar desierta, suspender o cancelar el procedimiento, mediante acto 
administrativo escrito, dentro de dos (2) días hábiles después de recibida la 
recomendación de parte del Comité Técnico de Contrataciones.

Otros aspectos importantes del procedimiento de contrataciones menores 
a tomar en cuenta son los referentes al desempate y  la readjudicación. Así, 
en el caso de haber empate se adjudicará al oferente que tuviere carácter de 
micro, pequeña y mediana empresa (Mypimes), en caso de subsistir el empate, 
se aplicara el sorteo por insaculación establecido en el art. 144 del Reglamento 
de la Ley 737.

En este punto, se nota cómo el reglamento de la ley 737, trata de promover la 
participación de las Mypimes en las compras públicas, pero al parecer, podría 
VREUHSDVDU�ORV�LQFHQWLYRV�D�GLFKR�VHFWRU��DO�HVWLSXODU�HQ�OD�SDUWH�LQ�ÀQH�GH�VX�DUW��
134 que solo cuando no se hayan presentado ofertas de este tipo de oferentes 
(Mypimes), en las compras menores, podrá contratarse con otros oferentes, lo 
cual podría transgredir el principio de igualdad y el de libre competencia.

En cuanto a la readjudicación, esta solo se puede presentar si el oferente 
DGMXGLFDGR�QR�FRPSDUHFLHVH�D�UHWLUDU�OD�RUGHQ�GH�FRPSUD�R�ÀUPDU�HO�FRQWUDWR��
dentro de un término de cuarenta y ocho horas de comunicada la adjudicación, 
la institución podrá cancelar dicha adjudicación y otorgarle la misma al 
oferente que le siga en el orden de prelación determinado. Procediendo de 
igual manera si esta circunstancia se repite con el segundo lugar; en este caso 
se debe declarar desierto el proceso. Como podemos apreciar, al parecer, en la 
compra menor, la readjudicación sólo puede realizarse hasta el segundo lugar 
del orden de prelación.

El concurso

Seg~Q� HO� DUW�� ��� GH� OD� /H\� ����� SDUD� OD� VHOHFFLyQ� GH� ÀUPDV� FRQVXOWRUDV� R�
consultores individuales, indistintamente del monto estimado para la 
contratación, los organismos y entidades del Sector Público lo harán mediante 
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el procedimiento de concurso. En lo conducente, se aplicará al mismo, lo 
establecido para la licitación pública.

Las consultorías presuponen la prestación de un servicio de carácter 
predominantemente intelectual, por particulares, personas naturales o 
MXUtGLFDV� TXH�� SRU� VX� QLYHO� SURIHVLRQDO�� UH~QHQ� FDOLÀFDFLRQHV� \� DSWLWXGHV�
especiales, derivadas de sus conocimientos técnicos, profesionales y 
cientíÀFRV��1R�RULJLQDUán relación laboral o de empleo público. Por lo tanto, 
el profesional prestatario de tales servicios no gozará de los derechos ni estará 
sujeto a las obligaciones y prohibiciones establecidas por la legislación laboral 
o por las leyes que regulen el estatuto de los servidores públicos.

(Q�HVWH�WLSR�GH�SURFHGLPLHQWR��HQ�EDVH�DO�DUW�����GH�OD�/H\������OD�HQWLGDG�
contratante podrá solicitar una garantía de seriedad de oferta, la cual podrá 
consistir en una declaración rendida ante notario público efectuada por el 
proveedor, en la cual deberá expresar que la oferta será válida durante el 
SHUtRGR�HVSHFLÀFDGR�HQ�HO�3%&��3RU�RWUR�ODGR��ODV�FRQVXOWRUtDV�HVWDUiQ�H[HQWDV�
del cumplimiento de la rendición de garantías de cumplimiento, salvo los 
casos señalados en el art. 212 del Reglamento de la Ley 737, en el cual se 
HVWLSXOD� TXH� VH� VROLFLWDUD� GLFKD� JDUDQWtD�� FXDQGR� DVt� VH� MXVWLÀTXH� HQ� ORV�
estudios previos. 

Según el mismo art. 212 de dicho Reglamento, queda facultado el 
organismo contratante para que cuando la naturaleza de la prestación sea por 
WLHPSR�LQGHÀQLGR�R�SRU�XQ�PRQWR�LQHVWLPDEOH��HVWDEOH]FD�JDUDQWtDV�SRU�XQ�
PRQWR�ÀMR��FRQIRUPH�ORV�SDUiPHWURV�HVWDEOHFLGRV�HQ�HVWD�PDWHULD��(VWH�SXQWR�
podría estar contradiciendo lo estipulado en el mismo art. 89 de la Ley 737, ya 
que las consultorías no pueden tener carácter general y permanente.

Selección y contratación de consultores individuales 

En ese caso según el mismo art. 59 de la Ley 737, se aplicará un procedimiento 
VLPSOLÀFDGR��EDVDGR�HQ�ODV�FDOLÀFDFLRQHV�GH�ORV�SDUWLFLSDQWHV��QR�UHTXLULHQGR�
la presentación de propuestas técnicas y/o económicas por parte de los 
mismos. Previo al inicio de dicho procedimiento, la entidad contratante 
deberá cumplir con los siguientes requisitos: a) Constitución del Comité de 
evaluación; b) Haber determinado el sistema de evaluación; c) Términos de 
referencia, alcance de los servicios, calendario de ejecución de los servicios 
que deban ser proporcionados, presupuesto disponible y modelo de contrato; 
d) Convocatoria, cuya forma y contenido sigue lo establecido para la licitación 
pública.
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El plazo para la presentación de hojas de vida y expresiones de interés no 
deberá ser mayor a ocho (8) días calendario, contados a partir de la fecha de 
publicación de la convocatoria en cualquiera de los medios regulados en la 
Ley 737. La solicitud de la hoja de vida y de las expresiones de interés deberán 
estar incluidas en la convocatoria.

6HOHFFLyQ�GH�ÀUPDV�FRQVXOWRUDV�

Este procedimiento se sujetará a las reglas siguientes: 

Los organismos y entidades del Sector Público prepararán los términos de referencia, inclu-

yendo la descripción del trabajo a realizar, las condiciones generales y especiales del contra-

WR��ORV�FULWHULRV�GH�SUHFDOLÀFDFLyQ�GH�ORV�RIHUHQWHV�\�SDUD�FDOLÀFDU�ODV�RIHUWDV��HO�SOD]R�GH�VX�

presentación y las demás condiciones y requisitos que reglamentariamente se establezcan. 

&RPR�SDUWH�GHO� FRQFXUVR�VH�GHEHUi� UHDOL]DU�XQD�HWDSD�SUHYLD�GH�SUHFDOLÀFDFLyQ�D�ÀQ�GH�

VHOHFFLRQDU�D� ORV�HYHQWXDOHV�SDUWLFLSDQWHV�GH�DFXHUGR�FRQ�VXV�FDOLÀFDFLRQHV��D�TXLHQHV�VH�

invitará a presentar propuestas. 

'HSHQGLHQGR�GHO�REMHWR�GH�OD�FRQWUDWDFLyQ��VH�XWLOL]DUiQ�SDUD�OD�VHOHFFLyQ�GH�HVWDV�ÀUPDV�

consultoras, los siguientes métodos: selección basada en la calidad y el costo; selección ba-

VDGD�HQ�OD�FDOLGDG��VHOHFFLyQ�EDVDGD�HQ�XQ�SUHVXSXHVWR�ÀMR��VHOHFFLyQ�EDVDGD�HQ�HO�PHQRU�

FRVWR�\�VHOHFFLyQ�EDVDGD�HQ�ODV�FDOLÀFDFLRQHV�GH�ORV�FRQVXOWRUHV��

Hasta aquí se pueden realizar varios señalamientos, por ejemplo, ni 
la Ley 737, ni su reglamento, establecen un plazo para la presentación de 
RIHUWDV�HQ�FRQFXUVRV�GH�ÀUPDV�FRQVXOWRUDV��SRU�OR�TXH�VH�HVWi utilizando, por 
analogía, el plazo no mayor de 8 días, estipulado para contratar consultores 
individuales. Por otro lado, se estipula un procedimiento obligatorio de 
SUHFDOLÀFDFLyQ�SUHYLD�FXDQGR�VH�WUDWH�GH�ÀUPDV�FRQVXOWRUDV��SHUR�QR�DVt�SDUD�
individuales. Además, no se establece en la Ley 737, la posibilidad al oferente 
de solicitar aclaraciones y mucho menos objetar los términos de referencia, 
ni al contratante solicitar aclaraciones a las ofertas presentadas, aspectos que 
podrían resolverse mediante la aplicación supletoria de los trámites de la 
licitación pública, en lo que fuese pertinente.

Otro punto interesante, es que en la Ley 737 (art. 59) se establecen los 
PpWRGRV�GH� VHOHFFLyQ�SDUD� ODV�ÀUPDV� FRQVXOWRUDV�� ORV� FXDOHV� VH�GHVDUUROODQ�
en el reglamento, aunque cuando se trata de la selección basada en las 
FDOLÀFDFLRQHV�GH�ORV�FRQVXOWRUHV��VH�GHWHUPLQD�TXH�HO�PLVPR�SXHGH�XWLOL]DUVH�
para trabajos por un monto inferior al establecido para la licitación por registro, 
procedimiento que no está regulado por la Ley 737. Por su parte, para 
consultores individuales, dichos métodos se determinaran en la convocatoria 
y términos de referencia. 
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Apertura, evaluación y adjudicación de las propuestas 

Las propuestas recibidas deberán estar contenidas en sobres cerrados o haber 
sido enviadas en forma electrónica. Transcurrido el plazo establecido para 
la recepción de las propuestas, el Comité de Evaluación deberá proceder a 
la apertura de las mismas. El dictamen de recomendación de adjudicación 
GHEHUi�VHU�QRWLÀFDGR�D�OD�Pi[LPD�DXWRULGDG�DGPLQLVWUDWLYD�D�PiV�WDUGDU�DO�
siguiente día hábil de su suscripción, con copia a todos los participantes. La 
máxima autoridad administrativa deberá dictar la resolución de adjudicación 
a más tardar dos (2) días hábiles después de haber recibido la recomendación 
del Comité de Evaluación. Respecto a esta regulación la Ley 737, no estipula 
si la misma se utilizará para ambos tipos de contratación, lo que actualmente 
está sucediendo.

A manera de conclusiones y aportes
Nicaragua está viviendo un acelerado proceso de reforma e implementación de su marco 
regulatorio de las contrataciones administrativas tanto a nivel central como municipal, mo-
tivado por diversas causas tanto jurídicas como económicas.
1R�VH�KD�LGHQWLÀFDGR�XQD�UHJXODFLón expresa de la materia en la Constitución Política de 
1LFDUDJXD��FRPR�VL�RFXUUH�FRQ�RWUDV�ÀJXUDV�MXUídico – administrativas (contencioso, respon-
sabilidad, procedimiento administrativo), pero si se ha detectado una especie de tendencia 
constitucional para la toma de decisiones bajo un sistema de consensos entre el Gobierno 
y el sector empresarial, que ha servido de detonante para la implementación de nuevos 
VLVWHPDV�GH�FRPSUDV��VLPSOLÀFDGDV��PHQRUHV���DVí como para la reforma integral de las an-
tiguas normativas (tanto a nivel central como municipal) de compras públicas, siguiendo 
de modelo las PolíWLFDV�\�1RUPDWLYDV�GH�ORV�RUJDQLVPRV�ÀQDQFLHURV�LQWHUQDFLRQDOHV��%,'��
BM, BCIE).
La ampliación y consolidación de los principios contractuales, en la ley 737, es un hecho, 
lográndose la implementación de medios e instrumentos jurídicos de carácter electrónico 
para la tramitación de los procedimientos de selección, así FRPR�PHGLRV�GH�QRWLÀFDFLón, e 
incluso para la presentación de ofertas, quedando pendiente para la apertura de las mis-
PDV�� LPSOLFDQGR�XQ� VLJQLÀFDWLYR�GHVDUUROOR� WHFQROógico en las compras públicas nicara-
güenses, a través del sistema electrónico de contrataciones administrativas (SISCAE).

Tanto la Ley 737 como su Reglamento regulan con orden lógico los pasos 
y trámites a seguir en los procedimientos de selección, aunque en los mismos, 
persisten problemas prácticos, por las frecuentes contradicciones entre ambos 
FXHUSRV�QRUPDWLYRV��HQ�WUiPLWHV�HVSHFtÀFRV��ORV�FXDOHV�VROR�SRGUtDQ�VXSHUDUVH�
aplicando la ley por su carácter jerárquicamente superior o incluso mediante 
una posible reforma parcial de la Ley 737 y de su Reglamento. 

6H�SXHGH�DÀUPDU�TXH�HO�5HJODPHQWR�GH�OD�/H\�����FDUHFH�GH�XQD�UHJXODFLyQ�
de la proyección del Programa Anual de Contrataciones, PAC, y de la 
proyección o pre pliego de bases y condiciones (pre PBC) lo que podría ir 
en detrimento de su adecuada implementación. Asimismo, se han detectado 
problemas en la fecha de publicación del PAC según lo regulado en el art. 58 
de dicho Reglamento.
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Se ha encontrado que en el tercer párrafo del art. 21 de la Ley 737, se 
establece que los diseños de obra se hacen públicos, pero en el art. 89 de su 
Reglamento, se dice lo contrario, ocasionándose una lógica contradicción.

La tramitación del recurso de aclaración se realiza durante la evaluación 
de las ofertas, lo que ha implicado una novedad respecto al sistema anterior 
en el cual no había oportunidad ni de conocer los resultados de la evaluación 
ni mucho menos de recurrirlos. Actualmente, los plazos de interposición y 
resolución de este recurso, son extremadamente cortos y podrían impedir 
conocer y resolver el fondo del asunto con mayor precisión técnica, lo cual 
sólo podría resolverse mediante una reforma parcial a la Ley 737.

El procedimiento de contrataciones menores no está regulado en la ley 737 
sino en su reglamento, pero es evidente que se mantienen posibles problemas 
de contradicción entre ambas normativas, sobre todo en materia de garantías 
(de cumplimiento) y en el ejercicio de competencias entre el Comité Técnico 
de Contrataciones y el Área de adquisiciones, aspectos que se resuelven 
aplicando lo regulado en la ley 737 y no el reglamento, en base al principio de 
jerarquía de las normas, sin dejar de proponer una reforma al art. 8 y al 210 
GHO�UHJODPHQWR��FRQ�OD�ÀQDOLGDG�GH�GHMDU�FODUR�TXH�HQ�ODV�FRPSUDV�PHQRUHV�QR�
cabría solicitar garantía de cumplimiento, y que la división de montos para 
evaluar las ofertas no aparece en la ley.

Con la normativa de compras públicas nicaragüense, se está promoviendo, 
al menos teóricamente, la participación de las micros, pequeñas y medianas 
empresas (Mypimes), mediante las  compras menores. Esto es fundamental 
para el desarrollo económico del país, pero no mediante un abuso de 
LQFHQWLYRV� \� EHQHÀFLRV� TXH� SXHGDQ� WUDQVJUHGLU� HO� SULQFLSLR� GH� LJXDOGDG� \�
de libre competencia, como al parecer sucede con la aplicación del art. 135 
del reglamento de la ley 737, sino mediante mecanismos que fomenten el 
mejoramiento en la calidad de las ofertas de las mismas.

Al entrar en vigencia la ley 737 y su reglamento, fue evidente la ausencia de 
regulación de recursos administrativos en la contratación menor. Al respecto, 
se ha tratado de dejar claro que en este tipo de procedimiento no procede el 
recurso de impugnación, tal y como lo ha sostenido de forma muy acertada, 
la Procuraduría General de la República de Nicaragua (PGR), lógicamente 
esto origina dudas en cuanto a la procedencia del recurso de nulidad, lo que 
nos dejaría como única opción el recurso de aclaración contra el documento 
de evaluación, si es que el oferente lo solicito, en base al art. 38 del reglamento 
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de la ley 737, sin olvidar que cabe la vía judicial, al estar frente a una vía 
administrativa no estipulada por ley o que se agota con la aclaración. 

Así mismo, se ha dejado planteada la interrogante de si cabe o no, 
HQ� FRPSUDV� PHQRUHV�� REMHWDU� ODV� HVSHFLÀFDFLRQHV� WpFQLFDV�� XWLOL]DQGR� OD�
supletoriedad del procedimiento de licitación pública estipulado en el art. 84 
del reglamento de la ley 737 y con esto la regulación de dicha objeción que 
lleva a cabo el art. 34 de la misma ley. No queda más que dejar este punto 
abierto al debate técnico.

Se ha superado la confusión que existía entre las materias excluidas y las 
contrataciones directas, al regularse como un procedimiento administrativo 
más, aunque excepcional y por causales predeterminadas, denominado 
FRQWUDWDFLRQHV� VLPSOLÀFDGDV�� GHÀQLpQGRVH� FLHUWRV� FRQFHSWRV� MXUtGLFRV�
indeterminados como el de urgencia, aunque hay que señalar que otros se 
PDQWLHQHQ� D~Q� VLQ� GHÀQLUVH�� FRPR� HO� GH� VHJXULGDG�� RUGHQ�� LQWHJULGDG�� ORV�
cuales podrían ocasionar, que en casos concretos, la excepción se convierta 
en regla general.

(Q�ODV�FRPSUDV�VLPSOLÀFDGDV�HO�5HJODPHQWR�GH�OD�/H\������H[FHSW~D�GHO�
registro en el portal electrónico a las adquisiciones mediante caja chica, 
excepción que no está regulada en dicha Ley, por lo que las mismas  deberían 
UHJLVWUDUVH��$VLPLVPR��PLHQWUDV� HO� DUW�� ����GHO� UHJODPHQWR� HVWDEOHFH�TXH� OD�
invitación, no debe incluir criterios de selección, el siguiente artículo (el 147) 
dice que se deben incluir, produciéndose una posible contradicción, difícil de 
resolver porque los dos artículos están en la misma norma jurídica.

Respecto al concurso hay que señalar que la Ley 737, establece 
procedimientos diferenciados para contratar a consultores individuales 
R� ÀUPDV�� HQ� HVWH� ~OWLPR� FDVR� REOLJDQGR� DO� WUDPLWDGRU� D� OOHYDU� FDER� OD�
SUHFDOLÀFDFLyQ� SUHYLD�� TXH� DXQTXH� SRGUtD� DODUJDU� HO� SURFHGLPLHQWR�� QRV�
dejaría frente a oferentes ya evaluados en cuanto a sus aspectos legales y de 
FDSDFLGDG��TXH�SRGUtDQ�PHMRUDU�OD�HÀFLHQFLD�GHO�SURGXFWR�HVSHUDGR��

Siempre sobre el concurso, la Ley 737 establece pero no regula, labor que 
hace su Reglamento, los medios de evaluación y seleccióQ�SDUD�ÀUPDV�� QR�
así para consultores individuales, centrándose casi siempre en calidad y 
FRVWR��DXQTXH�DO� UHIHULUVH�D�FDOLÀFDFLRQHV�GHO�FRQVXOWRU�VH�KDFH�UHIHUHQFLD�D�
un procedimiento de selección (el restringido) que no está regulado en la Ley, 
HVWDEOHFLpQGRVH�WUiPLWHV�HVSHFtÀFRV�HQ�FDGD�PpWRGR��OR�TXH�REOLJD�D�VHU�PX\�
cuidadoso en su tramitación.
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(V�REYLR�VHxDODU�TXH�VH�SXHGHQ�SUHVHQWDU�FLHUWDV�GHÀFLHQFLDV�HQ�OD�UHJXODFLyQ�
del concurso, por ejemplo el no establecerse un plazo para la presentación de 
RIHUWDV�� FXDQGR�VH� WUDWD�GH� OD� VHOHFFLyQ�GH�ÀUPDV�� OD� IDOWD�GH� UHJXODFLyn de 
trámites de aclaración u objeción de los términos de referencia, la ausencia 
de trámites de aclaración de ofertas, la posibilidad de establecer garantías 
GH� FXPSOLPLHQWR�SRU�PRQWR�ÀMR�� FXDQGR� OD�QDWXUDOH]D�GH� OD�SUHVWDFLyQ�GH�
OD�FRQVXOWRUtD�VHD�SRU�WLHPSR�LQGHÀQLGR�R�SRU�XQ�PRQWR�LQHVWLPDEOH��D~Q�\�
cuando dicha naturaleza no está regulada en la Ley 737, entre otros puntos 
que tendrían que suplirse con la aplicación de los trámites de la licitación 
pública cuando fuesen pertinentes o haciendo primar a la Ley.

En este trabajo se han tratado de exponer aspectos generales sobre los 
procedimientos de selección desde una perspectiva tanto constitucional 
como administrativa, esperando que las conclusiones y aportes del mismo, 
sirvan como un humilde insumo doctrinal, en pro del mejoramiento de las 
contrataciones administrativas en Nicaragua.
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